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1. Presentación

“Las leyes se han hecho para el bien de los ciudadanos.”
Cicerón (106 AC-43 AC)

Escritor, orador y político romano.

La implementación del Subsistema de extinción de dominio en el Perú, en el marco de la vigencia del 
Decreto Legislativo 1173 y su Reglamento, acusa recibo de la gran transformación que 
experimenta la criminalidad organizada en el mundo, que socava las bases, principios y valores de un sistema 
democrático, y que introduce la idea poco feliz de que el delito es verdaderamente rentable; y en esa 
ruta, el estado peruano, atendiendo a los compromisos internacionales asumidos – Convenciones de las 
Naciones Unidas de Viena (1988), Palermo (2000), Mérida (2003), la Convención de la Unión Europea de 
Estrasburgo (1990) – ha adoptado con decisión, poner en marcha este mecanismo de lucha contra estos flagelos. 

Esta novísima figura jurídica, permite trasladar a la esfera del Estado la titularidad de los bienes 
que constituyen objeto, instrumento o efectos o ganancias de actividades ilícitas –patrimonio 
criminal– mediante sentencia emitida por autoridad jurisdiccional respetando el debido 
proceso, sin indemnización ni contraprestación alguna a favor de quien se repute como propietario de éstos. 

La implementación de este mecanismo de política criminal, no sólo supone la creación y monitoreo de 
órganos jurisdiccionales y la dotación de la logística y recursos humanos para actuar. En lo que 
corresponde, a esta institución [como lo es en el sistema mismo de administración de justicia], supone una 
potente capacitación, que se está llevando adelante con el auspicio de la Presidencia del Poder Judicial, y 
que comprende, cursos, pasantías y visitas de trabajo, posibilitados con una minuciosa optimización de los 
recursos humanos.
 
Por ello, la Unidad de Equipo Técnico Institucional del Código Procesal Penal, como 
parte de su compromiso en brindar a los jueces, trabajadores y comunidad jurídica, las 
herramientas que les permita administrar una justicia penal de calidad, [aún siendo conscientes 
que el trabajo pretoriano de los jueces será fundamental para sostener este sub sistema], pone a su 
alcance una información actualizada sobre la regulación legal, nacional e internacional, de esta importante 
figura jurídica de extinción de dominio, que esperamos sea de mucha utilidad en el trabajo cotidiano. 

AUGUSTO RUIDÍAS FARFÁN
Presidente de la Unidad de Equipo Técnico 

Institucional del Código Procesal Penal
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2. Antecedentes Normativos 
Internacionales

Análisis Previo

Los antecedentes internacionales de la figura de extinción de dominio en el Perú, los encontramos 
en las Convenciones de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas (Viena, 1988), contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Palermo, 2000), contra 
la Corrupción (Mérida, 2003); el Convenio de la Unión Europea sobre Blanqueo, Detección, Embargo y 
Confiscación de los Productos de un Delito (Estrasburgo, 1990). Estos cuerpos normativos 
internacionales cumplen un rol importante en la lucha contra el tráfico ilícito de drogas, la criminalidad 
organizada, la corrupción y demás delitos graves que, amenazan y/o afectan la seguridad humana, constituyen 
el marco supra legal, estableciendo los estándares o parámetros que los Estados Partes deben seguir al 
desarrollar su normatividad interna para enfrentar aquellas taras. En ese sentido, con la dación del nuevo 
Decreto Legislativo N° 1373 y su Reglamento que, regulan el proceso de Extinción de Dominio, el 
Estado peruano cumple con los compromisos y obligaciones asumidas al celebrar los tratados y acuerdos 
internacionales en mención. 

2.1. Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas de 20 de diciembre de 1988

Artículo 1 - Definiciones
Salvo indicación expresa en contrarío, o que el contexto haga necesaria otra interpretación, las siguientes 
definiciones se aplicarán en todo el texto de la presente Convención:

Por “adormidera” se entiende la planta de la especie Papaver somniferum L.

Por “arbusto de coca” se entiende la planta de cualesquiera especies del género Erythroxylon.

Por “bienes” se entiende los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o raíces, tangibles 
o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre 
dichos activos.

Por “Comisión” se entiende la Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidas.

Por “Consejo” se entiende el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.
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Por “Convención de 1961” se entiende la Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes.

Por “Convención de 1961 en su forma enmendada” se entiende la Convención Unica de 1961 sobre 
Estupefacientes enmendada por el Protocolo de 1972 de modificación de la Convención Unica de 1961 sobre 
Estupefacientes.

Por “Convenio de 1971” se entiende el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971.

Por “Cuadro I” y “Cuadro II” se entiende la lista de sustancias que con esa numeración se anexa a la presente 
Convención, enmendada oportunamente de conformidad con el artículo 12.

Por “decomiso”, se entiende la privación con carácter definitivo de algún bien por decisión de un tribunal o 
de otra autoridad competente.

Por “embargo preventivo” o “incautación” se entiende la prohibición temporal de transferir, convertir, 
enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporales de bienes por mandamiento expedido por un 
tribunal o por una autoridad competente.

Por “entrega vigilada” se entiende la técnica consistente en dejar que remesas lícitas o sospechosas de 
estupefacientes, sustancias sicotrópicas, sustancias que figuran en el Cuadro I o el Cuadro II, anexos a la 
presente convención, o sustancias por las que se hayan sustituido las anteriormente mencionadas, salgan 
del territorio de uno o más países, lo atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de 
sus autoridades competentes, con el fin de identificar a las personas involucradas en la comisión de delitos 
tipificados de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 3 de la presente Convención.

Por “Estado de tránsito” se entiende el Estado a través de cuyo territorio se hacen pasar estupefacientes, 
sustancias sicotrópicas y sustancias que figuran en el Cuadro I y el Cuadro II, de carácter ilícito, y que no es 
el punto de procedencia ni el de destino definitivo de esas sustancias.

Por “estupefaciente” se entiende cualquiera de las sustancias, naturales o sintéticas, que figuran en la Lista I 
o la Lista II de la Convención de 1961 y de esa Convención en su forma enmendada.

Por “Junta” se entiende la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes establecida por la 
Convención de 1961 y por esa Convención en su forma enmendada;

Por “planta de cannabis” se entiende toda planta del género Cannabis.

Por “producto” se entiende los bienes obtenidos o derivados directa e indirectamente de la comisión de un 
delito tipificado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 3.

Por “Secretario General” se entiende el Secretario General de las Naciones Unidas.
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Por “sustancia sicotrópica” se entiende cualquier sustancia, natural o sintética, o cualquier material que 
figure en las Listas I, II, III o IV del Convenio de 1971.

Por “tráfico ilícito” se entiende los delitos enunciados en los párrafos 1 y 2 del artículo 3 de la presente 
Convención.

Por “transportista comercial” se entiende una persona o una entidad pública, privada o de otro tipo dedicada 
al transporte de personas, bienes o correo a título

Artículo 2 - Alcance de la presente convención

1. El propósito de la presente Convención es promover la cooperación entre las Partes a fin de que puedan 
hacer frente con mayor eficacia a los diversos aspectos del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas que tengan una dimensión internacional. En el cumplimiento de las obligaciones que hayan 
contraído en virtud de la presente Convención, las Partes adoptarán las medidas necesarias, comprendidas las 
de orden legislativo y administrativo, de conformidad con las disposiciones fundamentales de sus respectivos 
ordenamientos jurídicos internos.

2. Las Partes cumplirán sus obligaciones derivadas de la presente Convención de manera que 
concuerde con los principios de la igualdad soberana y de la integridad territorial de los Estados y de la no 
intervención en los asuntos internos de otros Estados.

3. Una Parte no ejercerá en el territorio de otra Parte competencias ni funciones que hayan sido reservadas 
exclusivamente a las autoridades de esa otra Parte por su derecho interno.

Artículo 3 - Delitos y sanciones

1. Cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias para tipificar como delitos penales en su 
derecho interno, cuando se cometan intencionalmente;

a)
i) la producción, la fabricación, la extracción, la preparación, la oferta, la oferta para la venta, la 
distribución, la venta, la entrega en cualesquiera condiciones, el corretaje, el envío, el envío en trámite, 
el transporte, la importación o la exportación de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica en 
contra de lo dispuesto en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 en su forma enmendada o en el 
Convenio de 1971.

ii) el cultivo de la adormidera, el arbusto de coca o la planta de cannabis con el objeto de producir  
estupefacientes en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961 y en la Convención de 1961 en su   
forma enmendada.
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iii) la posesión o la adquisición de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica con el objeto de realizar 
cualquiera de las actividades enumeradas en el precedente apartado i).

iv) la fabricación, el transporte o la distribución de equipos, materiales o de las sustancias enumeradas en 
el Cuadro I y el Cuadro II, a sabiendas de que van a utilizarse en el cultivo, la producción o la fabricación 
ilícitos de estupefacientes o sustancias sicotrópicas o para dichos fines.

v) la organización, la gestión o la financiación de alguno de los delitos enumerados en los precedentes 
apartados i), ii), iii) o iv).

b)	
i) la conversión o la transferencia de bienes a sabiendas de que tales bienes proceden de alguno o 
algunos de los delitos tipificados de conformidad con el inciso a) del presente párrafo, o de un acto de 
participación en tal delito o delitos, con el objeto de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de 
ayudar a cualquier persona que participe en la comisión de tal delito o delitos, a eludir las consecuencias 
jurídicas de sus acciones.

ii) la ocultación o el encubrimiento de la  naturaleza,  el origen,  la  ubicación, el 
destino, el movimiento o  la  propiedad reales  de  bienes, o de derechos relativos a tales bienes, a sabiendas 
de que proceden de alguno o algunos de los delitos tipificados de conformidad con el inciso a) del presente 
párrafo o de que un acto de participación en tal delito o delitos.
 
c) Con sujeción a sus principios constitucionales y a los conceptos fundamentales de su ordenamientojurídico.

i) la adquisición, la posesión a la utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de 
recibirlos, de que tales bienes proceden de alguno o algunos de los delitos tipificados de conformidad con el 
inciso a) del presente párrafo o de un acto de participación en tal delito o delitos.

ii) la posesión de equipos o materiales o sustancias enumeradas en el Cuadro I y el Cuadro II, a 
sabiendas de que se utilizan o se habrán de utilizar en el cultivo, la producción o la fabricación ilícitos de 
estupefacientes o sustancias sicotrópicas o para tales fines.

iii) instigar o inducir  públicamente a otros, por  cualquier  medio,  a cometer  alguno   de  los  delitos  tipificados  de 
conformidad  con  lo dispuesto en el presente artículo  o a utilizar ilícitamente estupefacientes o sustancias 
sicotrópicas.

iv) la participación en la comisión de alguno de los delitos tipificados de conformidad con lo dispuesto en el 
presente artículo, la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa de cometerlos y la  asistencia, 
la incitación, la facilitación o el asesoramiento en relación con su comisión.
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2. Con sujeción a sus principios constitucionales y a los conceptos básicos de su ordenamiento 
jurídico, cada una de las partes adoptará las medidas que sean necesarias para tipificar como delitos penales 
conforme a su derecho interno, cuando se cometen intencionalmente, la posesión, la adquisición o el 
cultivo de estupefacientes o sustancias sicotrópicas para el consumo personal en contra de lo dispuesto 
en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 en su forma enmendada o en el Convenio de 1971.

3. El conocimiento, la intención o la finalidad requeridos como elementos de cualquiera de los delitos 
enunciados en el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de las circunstancias objetivas del caso.

4.

a) Cada una de las Partes dispondrá que por la comisión de los delitos tipificados de conformidad con el 
párrafo 1 del presente artículo se apliquen sanciones proporcionadas a la gravedad de esos delitos, tales 
como la pena de prisión u otras formas de privación de libertad, las sanciones pecuniarias y el decomiso.

b) Las Partes podrán disponer, en los casos de delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo, que, como complemento de la declaración de culpabilidad o condena, el delincuente 
sea sometido a medidas de tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación o reinserción social.

c) No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, en los casos apropiados de infracciones de carácter 
leve, las Partes podrán sustituir la declaración de culpabilidad o condena por la aplicación de otras medidas 
tales como las de educación, rehabilitación o reinserción social, así como, cuando el delincuente sea un 
toxicómano, de tratamiento y postratamiento.

d) Las Partes podrán, ya sea a titulo sustitutivo de la declaración de culpabilidad o del castigo por un 
delito tipificado de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo o como complemento de dicha 
declaración de culpabilidad o de dicho castigo, disponer medidas de tratamiento, educación, postratamiento, 
rehabilitación o reinserción social del delincuente.

5. Las Partes dispondrán lo necesario para que sus tribunales y demás autoridades jurisdiccionales 
competentes puedan tener en cuenta las circunstancias de hecho que den particular gravedad a la 
comisión de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, tales como:

a) la participación en el delito de un grupo delictivo organizado del que el delincuente forme parte.

b) la participación del delincuente en otras actividades delictivas internacionales organizadas.

c) la participación del delincuente en otras actividades ilícitas cuya ejecución se vea facilitada por la 
comisión del delito.

d) el recurso a la violencia o el empleo de armas por parte del delincuente.
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e) el hecho de que el delincuente ocupe un cargo público y de que el delito guarde relación con ese cargo.

f)  la victimización o utilización de menores de edad.

g) el hecho de que el delito se haya cometido en establecimientos penitenciarios, en una institución 
educativa o en un centro asistencial o en sus inmediaciones o en otros lugares a los que escolares y 
estudiantes acudan para realizar actividades educativas, deportivas y sociales.

h)  una declaración de culpabilidad anterior, en particular por delitos análogos, por tribunales extranjeros o 
del propio país, en la medida en que el derecho interno de cada una de las Partes lo permita.

6. Las Partes se esforzarán por asegurarse de que cualesquiera facultades legales discrecionales conforme 
a su derecho interno relativas al enjuiciamiento de personas por los delitos tipificados de conformidad con 
el presente artículo se ejerzan para dar la máxima eficacia a las medidas destinadas a hacer cumplir la ley 
respecto de esos delitos teniendo debidamente en cuenta la necesidad de ejercer un efecto disuasivo en lo 
referente a la comisión de esos delitos.
 
7. Las Partes velarán por que sus tribunales o demás autoridades competentes tengan en cuenta la gravedad 
de los delitos enumerados en el párrafo 1 del presente artículo y las circunstancias enumeradas en el párrafo 
5 del presente artículo al considerar la posibilidad de conceder la libertad anticipada o la libertad condicional 
a personas que hayan sido declaradas culpables de alguno de esos delitos.

8. Cada una de las Partes establecerá, cuando proceda, en su derecho interno un plazo de prescripción 
prolongado dentro del cual se pueda iniciar el procesamiento por cualquiera de los delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del presente artículo. Dicho plazo será mayor cuando el presunto delincuente 
hubiese eludido la administración de justicia.

9. Cada una de las Partes adoptará medidas adecuadas, conforme a lo previsto en su propio ordenamiento 
jurídico, para que la persona que haya sido acusada o declarada culpable de alguno de los delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del presente artículo que se encuentre en el territorio de dicha Parte comparezca 
en el proceso penal correspondiente.

10. A los fines de la cooperación entre las Partes prevista en la presente Convención, en particular la 
cooperación prevista en los artículos 5, 6, 7 y 9, los delitos tipificados de conformidad con el presente artículo 
no se considerarán como delitos fiscales o como delitos políticos ni como delitos políticamente motivados, sin 
perjuicio de las limitaciones constitucionales y de los principios fundamentales del derecho interno de las Partes.

11. Ninguna de las disposiciones del presente artículo afectará al principio de que la tipificación de los 
delitos a que se refiere o de las excepciones alegables en relación con estos queda reservada al derecho interno 
de las Partes y de que esos delitos han de ser enjuiciados y sancionados, con arreglo a lo previsto en ese derecho.
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Artículo 4 - Competencia

1. Cada una de las Partes:

a) adoptará las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos que haya 
tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3:

 i) cuando el delito se cometa en su territorio;

ii) cuando el delito se cometa a bordo de una nave que enarbole su pabellón o de una aeronave  matriculada con
 arreglo a su legislación en el momento de cometerse el  delito, podrá adoptar las medidas que sean necesarias 
para declararse competente  respecto de los delitos que haya tipificado de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3:

i) cuando el delito sea cometido por un nacional suyo o por una persona que tenga su residencia habitual en 
su territorio.

ii) cuando el delito se cometa a bordo de una nave para cuya incautación dicha Parte haya recibido 
previamente autorización con arreglo a lo previsto en el artículo 17, siempre que esa competencia se ejerza 
únicamente sobre la base de los acuerdos o arreglos a que se hace referencia en los párrafos 4 y 9 de dicho 
artículo.

 iii) cuando el delito sea uno de los tipificados de conformidad con el apartado

iv) del inciso c) del párrafo 1 del artículo 3 y se cometa fuera de su territorio con miras a perpetrar en él uno 
de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3.

2. Cada una de las Partes:

a) adoptará también las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos que 
haya tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3 cuando el presunto delincuente se encuentre en 
su territorio y dicha Parte deniegue su extradición a otra basándose en que:

i)  el delito se ha cometido en su territorio o a bordo de una nave que enarbole su pabellón o de una aeronave 
matriculada con arreglo a su legislación en el momento de cometerse el delito: o

ii)  el delito ha sido cometido por un nacional suyo:
b) podrá adoptar también las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos 
que haya tipificado de conformidad con el párralo 1 del artículo 3 cuando el presunto delincuente se encuentre 
en su territorio y dicha Parte deniegue su extradición a otra.
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3. La presente Convención no excluye el ejercicio de las competencias penales establecidas por una Parte 
de conformidad con su derecho interno.

Artículo 5 - Decomiso

1. Cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso:

a) del producto derivado de delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, o de bienes 
cuyo valor equivalga al de ese producto.

b) de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, los materiales y los equipos u otros instrumentos utilizados 
o destinados a ser utilizados en cualquier forma para cometer los delitos tipificados de conformidad con el 
párrafo 1 del artículo 3.

2. Cada una de las Partes adoptará también las medidas que sean necesarias para permitir a sus autoridades 
competentes la identificación, la detección y el embargo preventivo o la incautación del producto,los bienes, 
los instrumentos o cualesquiera otros elementos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo, con miras 
a su eventual decomiso.

3. A fin de dar aplicación a las medidas mencionadas en el presente artículo, cada una de las Partes 
facultará a sus tribunales u otras autoridades competentes a Ordenar la presentación o la incautación de 
documentos bancarios, financieros o comerciales. Las Partes no podrán negarse a aplicar las disposiciones 
del presente párrafo amparándose en el secreto bancario.

4.
a) Al recibirse una solicitud formulada con arreglo al presente artículo por otra Parte que sea 
competente respecto de un delito tipificado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 
3, la Parte en cuyo territorio se  encuentren el producto, los bienes, los instrumentos o cualesquiera otros 
elementos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo:

i) Presentará la solicitud a sus autoridades competentes con el fin de obtener un mandamiento de decomiso 
al que, en caso de concederse, dará cumplimiento; o

ii) Presentará ante sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en la medida 
solicitada, el mandamiento de decomiso expedido por la Parte requirente de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo, en lo que se refiera al producto, los bienes, los instrumentos o cualesquiera otros elementos 
a que se refiere el párrafo 1 que se encuentren en el territorio de la Parte requerida.

b) Al recibirse una solicitud formulada con arreglo al presente artículo por otra Parte que sea 
competente en un delito tipificado según lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 3, la Parte requerida adoptará 
medidas para la identificación, la detección y el embargo preventivo o la incautación del producto, los bienes, 
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los instrumentos o cualesquiera otros elementos a que se refiere el  párrafo 1 del presente artículo, con miras 
al eventual decomiso que se ordene ya sea por la Parte requirente o, cuando se haya formulado una solicitud 
con arreglo al inciso a) del presente párrafo, por la Parte requerida.

c) Las decisiones o medidas previstas en los incisos a) y b) del presente párrafo serán adoptadas por la 
Parte requerida de conformidad con su derecho interno y con sujeción a sus disposiciones, y de 
conformidad con sus reglas de procedimiento o los tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
que haya concertado con la Parte requirente.

d) Será aplicable mutatis mutandis lo dispuesto en los párrafos 6 a 19 del artículo 7. Además de la 
información enumerada en el párrafo 10 del artículo 7, las solicitudes  formuladas de conformidad con el 
presente artículo contendrán lo siguiente:

i) en el caso de una solicitud correspondiente al apartado i) del inciso a) del presente párrafo, una 
descripción de los bienes por decomisar y una exposición de los hechos en que se funde la Parte requirente 
que sea suficiente para que la Parte requerida pueda tramitar el mandamiento con arreglo a su derecho interno.

ii) en el caso de una solicitud correspondiente al apartado ii) del inciso a), una copia admisible en derecho 
de un mandamiento de decomiso expedido por la Parte requirente que sirva de fundamento a la solicitud, 
una exposición de los hechos e información sobre el alcance de la solicitud de ejecución del mandamiento.

iii) en el caso de una solicitud correspondiente al inciso b), una exposición de los hechos en que se funde la 
Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas.

e) Cada una de las Partes proporcionará al Secretario General el texto de cualquiera de sus leyes y  
reglamentos por los que haya dado aplicación al presente párrafo, así como el  texto de cualquier cambio 
ulterior que se efectúe en dichas leyes y reglamentos.

f) Si una de las Partes opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los inicios a) y b) del 
presente párrafo a la existencia de un tratado pertinente, dicha Parte considerará la presente Convención 
como base convencional necesaria y suficiente.

g) Las Partes procurarán concertar tratados, acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para mejorar la 
eficacia de la cooperación internacional prevista en el presente artículo.

5.
a) La Parte que haya decomisado el producto o los bienes conforme a los párrafos 1 o 4 del presente 
artículo, dispondrá de ellos en la forma prevista por su derecho interno y sus procedimientos administrativos.

b) Al actuar a solicitud de otra Parte, con arreglo a lo previsto en el presente artículo, la Parte podrá prestar 
particular atención a la posibilidad de concertar acuerdos a fin de:
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i) aportar la totalidad o una parte considerable del valor de dichos productos y de dichos bienes, o de los 
fondos derivados de la venta de dicho producto o de dichos bienes, a organismos intergubernamentales 
especializados en la lucha contra el tráfico ilícito y el uso indebido de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

ii) repartirse con otras Partes, conforme a un criterio preestablecido o definido para cada caso, dicho 
producto o dichos bienes, o los fondos derivados de la venta de dicho  producto o de dichos bienes, con 
arreglo a lo previsto por su derecho interno, sus procedimientos administrativos o los acuerdos bilaterales o 
multilaterales que hayan concer-tado a este fin.

6.
a) Cuando el producto se haya transformado o convertido en otros bienes, estos podrán ser objeto de las
 medidas aplicables al producto mencionadas en el presente artículo.

b) Cuando el producto se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, sin perjuicio de cualquier 
otra facultad de incautación o embargo preventivo aplicable, se podrán decomisar dichos bienes hasta el 
valor estimado del producto mezclado.

c) Dichas medidas se aplicarán asimismo a los ingresos u otros beneficios derivados de:

i) el producto.

ii) los bienes en los cuales el producto haya sido transformado o convertido; o

iii) los bienes con los cuales se haya mezclado el producto de la misma manera y en la misma medida que el 
producto.

7. Cada una de las Partes considerará la posibilidad de invertir la carga de la prueba respecto del origen 
lícito del supuesto producto u otros bienes sujetos a decomiso, en la medida en que ello sea compatible 
con los principios de su derecho interno y con la naturaleza de sus procedimientos judiciales y de otros 
procedimientos.

8. Lo dispuesto en el presente artículo no podrá interpretarse en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.

9. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas que en él se prevén 
serán  definidas y aplicadas de conformidad con el derecho interno de cada una de las Partes y con arreglo a 
lo dispuesto en él.
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Artículo 6 - Extradición

1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados por las Partes de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3.

2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los 
delitos que den lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre las Partes. Las Partes se 
comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición que 
concierten entre sí.
 
3. Si una Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe de otra Parte, con la que 
no la vincula ningún tratado de extradición, una solicitud de extradición, podrá considerar la presente 
Convención como la base jurídica necesaria para la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. Las Partes que requieran una legislación detallada para hacer valer la presente Convención 
como base jurídica para la extradición considerarán la posibilidad de promulgar la legislación necesaria.

4. Las Partes que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos a los que 
se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellas.

5. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación de la Parte requerida o por los 
tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos por los que la Parte requerida puede denegar la 
extradición

6. Al examinar las solicitudes recibidas de conformidad con el presente artículo, el Estado requerido podrá 
negarse a darles cumplimiento cuando existan motivos de peso que induzcan a sus autoridades judiciales 
u otras autoridades competentes a presumir que su cumplimiento facilitaría el procesamiento o el castigo 
de una persona, por razón de su raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas o que se ocasionarían 
perjuicios por alguna de estas razones a alguna persona afectada por la solicitud.

7. Las Partes se esforzarán por agilizar los procedimientos de extradición y simplificar los requisitos 
probatorios con respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo.

8. Con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, la Parte requerida podrá, 
tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a solicitud de la 
Parte requirente, proceder a la detención de la persona cuya extradición se solicite y que se encuentre en su 
territorio o adoptar otras medidas adecuadas para asegurar su comparecencia en los trámites de extradición.

9. Sin perjuicio del ejercicio de cualquier competencia penal establecida de conformidad con su derecho 
interno, la Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente deberá,

a) si no la extradita por un delito tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, por los motivos 



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 23

enunciados en el inciso a) del párrafo 2 del artículo 4, presentar el caso ante sus autoridades competentes para 
enjuiciarlo, salvo que se haya acordado otra cosa con la Parte requirente.

b) si no lo extradita por un delito de ese tipo y se ha declarado competente en relación con ese delito 
de conformidad con el inciso b) del párrafo 2 del artículo 4, presentar el caso ante sus autoridades 
competentes para enjuiciarlo, salvo que la Parte requirente se oponga a efectos de salvaguardar su competencia.
 
10. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena se deniega basándose 
en que la persona objeto de la solicitud es nacional de la Parte requerida, ésta, si su legislación lo 
permite y de conformidad con los requisitos de dicha legislación, previa solicitud de la Parte requirente, 
considerará la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta conforme a la legislación de la Parte 
requirente o el resto de dicha condena que quede por purgar.

11. Las Partes procurarán concertar acuerdos bilaterales y multilaterales para llevar a cabo la extradición o 
aumentar su eficacia.

12. Las Partes podrán considerar la posibilidad de concertar acuerdos bilaterales o multilaterales, ya sean 
especiales o generales, sobre el traslado de las personas condenadas a prisión u otra forma de privación de 
libertad por los delitos a los que se aplica el presente artículo, a fin de que puedan terminar de cumplir sus 
condenas en su país.

Artículo 7 - Asistencia Judicial Reciproca

1. Las Partes se prestarán, a tenor de lo dispuesto en el presente artículo, la más amplia asistencia 
judicial recíproca en las investigaciones, procesos y actuaciones judiciales referentes a delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 3.

2. La asistencia judicial recíproca que ha de prestarse de conformidad con el presente artículo podrá ser 
solicitada para cualquiera de los siguientes fines:

a) recibir testimonios o tomar declaración a personas.
b) comunicar documentos judiciales.
c) efectuar inspecciones e incautaciones.
d) examinar objetos y lugares.
e) facilitar información y elementos de prueba.
f) entregar originales o copias auténticas de documentos y expedientes relacionados con el caso, inclusive 
documentación bancaria, financiera, social y comercial.
g) identificar o detectar el producto, los bienes, los instrumentos u otros elementos con fines probatorios.

3. Las Partes podrán prestarse cualquier otra forma de asistencia judicial recíproca autorizada por el derecho 
interno de la Parte requerida.
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4. Las Partes, si así se les solícita y en la medida compatible con su derecho y práctica internos, facilitarán 
o alentarán presentación o disponibilidad de personas, incluso de detenidos, que consientan en colaborar en 
las investigaciones o en intervenir en las actuaciones.

5. Las Partes no invocarán el secreto bancario para negarse a prestar asistencia judicial recíproca con 
arreglo al presente artículo.
 
6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones derivadas de otros tratados 
bilaterales o multilaterales, vigentes o futuros, que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial recíproca en 
asuntos penales.

7. Los párrafos 8 a 19 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arreglo al 
mismo, siempre que no medie entre las Partes interesadas un tratado de asistencia judicial recíproca. Cuando 
las Partes estén vinculadas por un tratado de esta índole, se aplicarán las normas correspondientes de dicho 
tratado, salvo que las Partes convengan en aplicar, en su lugar, los párrafos 8 a 19 del presente artículo.

8. Las Partes designarán una autoridad, o cuando sea necesario varias autoridades, con facultades para dar
 cumplimiento a las solicitudes de asistencia judicial recíproca o transmitirlas a las autoridades competentes 
para su ejecución. Se notificará al Secretario General la autoridad o autoridades que hayan sido designadas 
para este fin.

Las autoridades designadas por las Partes serán las encargadas de transmitir las solicitudes de asistencia 
judicial recíproca y cualquier otra comunicación pertinente; la presente disposición no afectará al 
derecho de cualquiera de las Partes a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía 
diplomática y, en circunstancias urgentes, cuando las Partes lo acuerden, por conducto de la Organización 
Internacional de Policía Criminal, de ser ello posible.

9. Las solicitudes deberán presentarse por escrito en un idioma aceptable para la Parte requerida. Se 
notificará al Secretario General el idioma o idiomas que sean aceptables para cada una de las Partes. En 
situaciones de urgencia, y cuando las Partes lo acuerden, se podrán hacer las solicitudes verbalmente, 
debiendo ser seguidamente confirmadas por escrito.

10. En las solicitudes de asistencia judicial recíproca deberá figurar lo siguiente:

a) la identidad de la autoridad que haga la solicitud.

b) el objeto y la índole de la investigación, del proceso o de las actuaciones a que se refiera la solicitud, y el 
nombre y funciones de la autoridad que esté efectuando dicha investigación, dicho procesamiento o dichas 
actuaciones.
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c) un resumen de los datos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes para la presentación de 
documentos judiciales.

d) una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento particular que la 
Parte requirente desee que se aplique.

e) cuando sea posible, la identidad y la nacionalidad de toda persona involucrada y el lugar en que se 
encuentre.

f) la finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación.
 
11. La Parte requerida podrá pedir información adicional cuando sea necesaria para dar cumplimiento a la 
solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento.

12. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno de la Parte requerida y, en la 
medida en que no se contravenga la legislación de dicha Parte y siempre que ello sea posible, de 
conformidad con los procedimientos especificados en la solicitud.

13. La Parte requirente no comunicará ni utilizará, sin previo consentimiento de la Parte requerida, la 
información o las pruebas proporcionadas por la Parte requerida para otras investigaciones, procesos o 
actuaciones distintas de las indicadas en la solicitud.

14. La Parte requirente podrá exigir que la Parte requerida mantenga reserva acerca de la 
existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si 
la Parte requerida no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato a la Parte requirente.

15. La asistencia judicial reciproca solicitada podrá ser denegada:

a) cuando la solicitud no se ajuste a lo dispuesto en el presente artículo.

b) cuando la Parte requerida considera que el cumplimiento de lo solicitado pudiera menoscabar su 
soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales.

c) cuando el derecho interno de la Parte requerida prohiba a sus autoridades acceder a una solicitud 
formulada en relación con un delito análogo, si este hubiera sido objeto de investigación, procesamiento o 
actuaciones en el ejercicio de su propia competencia.

d) cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico de la Parte requerida en lo relativo a 
la asistencia judicial recíproca.
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16. Las denegaciones de asistencia judicial recíproca serán motivadas.

17. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por la Parte requerida si perturbase el curso de una
 investigación, un proceso o unas actuaciones. En tal caso, la Parte requerida deberá consultar con la Parte 
requirente para determinar si es aún posible prestar la asistencia en la forma y en las condiciones que la 
primera estime necesarias.

18. El testigo, perito u otra persona que consienta en deponer en juicio o en colaborar en una investigación, 
proceso o actuación judicial en el territorio de la Parte requirente, no será objeto de procesamiento, detención 
o castigo, ni de ningún tipo de restricción de su libertad personal en dicho territorio por actos, omisiones o 
por declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el territorio de la Parte requerida.
 
Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido durante 15 días consecutivos, 
o durante el periodo acordado por las Partes, después de la fecha en que se le haya informado oficialmente 
de que las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, la oportunidad de salir del país y no obstante, 
permanezca voluntariamente en el territorio o regrese espontáneamente a él después de haberlo abandonado.

19. Los gastos ordinarios que ocasione la ejecución de una solicitud serán sufragados por la Parte 
requerida salvo que las Partes interesadas hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran a este fin, gastos 
cuantiosos o de carácter extraordinario, las Partes se consultarán para determinar los términos y condiciones 
en que se haya de dar cumplimiento a la solicitud, así como la manera en que se sufragarán los gastos.

20. Cuando sea necesario, las Partes considerarán la posibilidad de concertar acuerdos o arreglos 
bilaterles o multilaterales que sirvan a los fines del presente artículo y que, en la práctica, den efecto a sus 
disposciones o las refuercen.

Artículo 8 - Remisión de Actuaciones Penales

Las Partes considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones penales para el procesamiento por los
delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, cuando se estime que esa remisión 
obrará en interés de una correcta administración de justicia.

Artículo 9 - Otras formas de cooperación y capacitación

1. Las Partes colaborarán estrechamente entre sí, en armonía con sus respectivos ordenamientos jurídicos 
y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de detección y represión orientadas a 
suprimir la comisión de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3. Deberán, en 
particular, sobre la base de acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales:

a) establecer y mantener canales de comunicación entre sus organismos y servicios competentes a fin de 
facilitar el intercambio rápido y seguro de información sobre todos los aspectos de los delitos tipificados de 
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conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, incluso, siempre que las Partes interesadas lo estimen oportuno, 
sobre sus vinculaciones con otras actividades delictivas.

b) cooperar en la realización de indagaciones, con respecto a delitos tipificados de conformidad con el 
párrafo 1 del artículo 3 y de carácter internacional, acerca de:

i) la identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 3.
 
ii) el movimiento del producto o de los bienes derivados de la comisión de esos delitos.

iii)  el movimiento de estupefacientes, sustancias sicotrópicas, sustancias que figuran en el Cuadro I y el 

Cuadro II de la presente Convención e instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la comisión 
de esos delitos.

c) cuando sea oportuno y siempre que no contravenga a lo dispuesto en su derecho interno, crear 
equipos conjuntos, teniendo en cuenta la necesidad de proteger la seguridad de las personas y de las 
operaciones, para dar efecto a lo dispuesto en el presente párrafo. Los funcionarios de cualquiera de las 
Partes que integren esos equipos actuarán conforme a la autorización de las autoridades competentes de la 
Parte en cuyo territorio se ha de llevar a cabo la operación. En todos esos casos las Partes de que se trate 
velarán por que se respete plenamente la soberanía de la Parte en cuyo territorio se ha de realizar la operación.

d) proporcionar, cuando corresponda, las cantidades necesarias de sustancias para su análisis o investigación.

e) facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos y servicios competentes y promover el intercambio 
de personal y de otros expertos, incluso destacando funcionarios de enlace.

2. Cada una de las Partes, en la medida necesaria, iniciará, desarrollará o perfeccionará programas 
específicos de capacitación destinados a su personal de detección y represión o de otra índole, incluido el 
personal aduanero, encargado de suprimir los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 
3. En particular, estos programas se referirán a:

a) los métodos utilizados en la detección y supresión de los delitos tipificados de conformidad con el 
párrafo 1 del artículo 3.

b) las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implicadas en delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, en particular en los Estados de tránsito, y medidas adecuadas 
para contrarrestar su utilización.
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c) la vigilancia de la importación y exportación de estupefacientes, sustancia sicotrópicas y sustancias que 
figuran en el Cuadro I y el Cuadro II.

d) la detección y vigilancia del movimiento del producto y los bienes derivados de la comisión de los 
delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, y de los estupefacientes, sustancias 
sicotrópicas y sustancias que figuran en e Cuadro I y el Cuadro II, y de los instrumentos que se utilicen o se 
pretenda utiliza en la comisión de dichos delitos.

e) los métodos utilizados para la transferencia, la ocultación o el encubrimiento de dicho producto, y de
 dichos bienes e instrumentos.
 
f) el acopio de pruebas.

g) las técnicas de fiscalización en zonas y puertos francos.

h) las técnicas modernas de detección y represión.

3. Las Partes se prestarán asistencia en la planificación y ejecución de pro gramas de investigación y 
capacitación en caminados a intercambiar conocimientos en las esferas mencionadas en el párrafo 2 
del presente artículo y, a ese fin, deberán también, cuando proceda, recurrir a conferencias y seminarios 
regionales e internacionales a fin de promover la cooperación y estimular el examen de los problemas de 
interés común, incluidos en particular los problemas y necesidades especiales de los Estados de tránsito.

Artículo 10 - Cooperación y asistencia internacionales para los estados de transito

1. Las Partes cooperarán, directamente o por conducto de las organizaciones internacionales o regionales 
competentes, para prestar asistencia y apoyo a los Estados de tránsito y, en particular, a los países en desarrollo 
que necesiten de tales asistencia y apoyo, en la medida de lo posible, mediante programas de cooperación 
técnica para impedir la entrada y el tránsito ilícito y otras actividades conexas.

2.    Las Partes podrán convenir, directamente o por conducto de las organizaciones internacionales o regionales 
competentes, en proporcionar asistencia financiera a dichos Estados de tránsito con el fin de incrementar y 
fortalecer la infraestructura que necesiten para una fiscalización y una prevención eficaces del tráfico ilícito.

3. Las Partes podrán concretar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales para aumentar la eficacia de la 
cooperación internacional prevista en el presente artículo y podrán tomar en consideración la posibilidad de 
concertar arreglos financieros a ese respecto.
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Artículo 11 - Entrega vigilada

1. Si lo permiten los principios básicos de sus respectivos ordenamientos jurídicos internos, las Partes 
adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus posibilidades, para que se pueda utilizar de  forma adecuada, 
en el plano internacional, la técnica de entrega vigilada de conformidad con  acuerdos o arreglos mutuamente 
convenidos, con el fin de descubrir a las personas implicadas en  delitos tipificados de conformidad con el 
párrafo 1 del artículo 3 y de entablar acciones legales contra ellas.

2.  Las decisiones de recurrir a la entrega vigilada se adoptarán caso por caso y podrán, cuando sea necesario, 
tener en cuenta los arreglos financieros y los relativos al ejercicio de su competencia por las partes interesadas.
 
3. Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya acordado podrán, con el consentimiento de las partes 
interesadas, ser interceptadas y autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o sustituido total o 
parcialmente los estupefacientes o sustancias sicotrópicas que contengan.

Artículo 12 - Sustancias que se utilizan con frecuencia en la fabricación ilícita de estupefacientes o 
sustancias sicotrópicas

1. Las Partes adoptarán las medidas que estimen adecuadas para evitar la desviación de las sustancias que 
figuran en el Cuadro I y en el Cuadro II, utilizadas en la fabricación ilícita de estupefacientes o sustancias 
sicotrópicas, y cooperarán entre ellas con este fin.

2. Si una de las Partes o la Junta posee datos que, a su juicio, puedan requerir la inclusión de una sustancia 
en el Cuadro I o en el Cuadro II, lo notificarán al Secretario General y le facilitarán los datos en que se base 
la notificación. El procedimiento descrito en los párrafos 2 a 7 del presente artículo también será aplicable 
cuando una de las Partes o la Junta posean información que justifique suprimir una sustancia del Cuadro I o 
del Cuadro II o trasladar una sustancia de un Cuadro a otro.

3. El Secretario General comunicará esa notificación y los datos que considere pertinentes a las Partes, a la 
Comisión y, cuando la notificación proceda de alguna de las Partes, a la Junta. Las Partes comunicarán al 
Secretario General sus observaciones acerca de la notificación y toda la información complementaria que 
pueda serle útil a la Junta para elaborar un dictamen y a la Comisión para adoptar una decisión.

4. Si la Junta, teniendo en cuenta la magnitud, importancia y diversidad del uso lícito de esa sustancia, y la 
posibilidad y facilidad del empleo de otras sustancias tanto para la utilización lícita como para la fabricación 
ilícita de estupefacientes o de sustancias sicotrópicas, comprueba:

a) que la sustancia se emplea con frecuencia en la fabricación ilícita de un estupefaciente o de una 
sustancia sicotrópica.
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b) que el volumen y la magnitud de la fabricación ilícita de un estupefaciente o de una sustancia 
sicotrópica crean graves problemas sanitarios o sociales, que justifican la adopción de medidas en el plano 
internacional.

Comunicará a la Comisión un dictamen sobre la sustancia, en el que se señale el efecto que tendría su 
incorporación al Cuadro I o al Cuadro II tanto sobre su uso lícito como sobre su fabricación ilícita, junto 
con recomendaciones de las medidas de vigilancia que, en su caso, sean adecuadas a la luz de ese dictamen.

5. La Comisión, teniendo en cuenta las observaciones presentadas por las Partes y las 
observaciones y recomendaciones de la Junta, cuyo dictamen será determinante en cuanto a los aspectos 
científicos, y tomando también debidamente en consideración otros factores pertinentes, podrá decidir 
por una mayoría de dos tercios de sus miembros, incorporar una sustancia al Cuadro I o al Cuadro II.

6. Toda decisión que tome la Comisión de conformidad con el presente articulo será notificada por el 
Secretario General a todos los Estados y otras entidades que sean Partes en la presente Convención o puedan 
llegar a serlo, y a la Junta. Tal decisión surtirá pleno efecto respecto de cada una de las Partes a los 180 días 
de la fecha de la notificación.

7.
a) Las decisiones de la Comisión adoptadas con arreglo al presente artículo estarán sujetas a 
revisión por el Consejo, cuando así lo solicite cualquiera de las Partes dentro de un plazo de 180 días 
contados a partir de la fecha de la notificación de la decisión. La solicitud de revisión será presentada al 
Secretario General junto con toda la información pertinente en que se base dicha solicitud de revisión.

b) El Secretario General transmitirá copias de la solicitud de revisión y de la información pertinente a la 
Comisión, a la Junta y a todas las Partes invitándolas a presentar sus observaciones dentro del plazo de 
90 días. Todas las observaciones que se reciban se comunicarán al Consejo para que éste las examine.

c) El Consejo podrá confirmar o revocar la decisión de la Comisión. La notificación de la decisión del 
Consejo se transmitirá a todos los Estados y otras entidades que sean Partes en la presente Convención o que 
puedan llegar a serlo, a la Comisión y a la Junta.

8.
a) Sin perjuicio de las disposiciones de carácter general del párrafo 1 del presente artículo y de lo dispuesto 
en la Convención de 1961 en la Convención de 1961 en su forma enmendada y en el  Convenio de 1971, las 
Partes tomarán las medidas que estimen oportunas para vigilar la fabricación y la distribución de sustancias 
que figuren en los Cuadros I y II que se realicen dentro de su territorio.

b) Con este fin las Partes podrán:
i) controlar a todas las personas y empresas que se dediquen a la fabricación o la distribución de tales 
sustancias.
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ii) controlar bajo licencia el establecimiento y los locales en que se realicen las mencionadas fabricación o 
distribución.

iii) exigir que los licenciatarios obtengan la autorización para realizar las mencionadas operaciones.

iv) impedir la acumulación en posesión de fabricantes y distribuidores de cantidades de esas sustancias que 
excedan de las que requieran el desempeño normal  de las actividades  comerciales y las	condiciones 
prevalecientes en el mercado.

9. Cada una de las Partes adoptará, con respecto a las sustancias que figuren en el Cuadro I y en el Cuadro II 
las siguientes medidas:

a) establecer y mantener un sistema para vigilar el comercio internacional de sustancias que figuran en el 
Cuadro I y en el Cuadro II, a fin de facilitar el descubrimiento de operaciones sospechosas Esos sistemas 
de vigilancia deberán aplicarse en estrecha cooperación con los fabricantes, importadores, exportadores, 
mayoristas y minoristas, que deberán informar a las autoridades competentes sobre los pedidos y 
operaciones sospechosos.

b) disponer la incautación de cualquier sustancia que figure en el Cuadro I o en el Cuadro II si hay pruebas 
suficientes de que se ha de utilizar para la fabricación ilícita de estupefacientes o sustancias sicotrópicas.

c) notificar, lo antes posible, a las autoridades y servicios competentes de las Partes interesadas si hay 
razones para presumir que la importación, la exportación o el tránsito de una sustancia que figura en el 
Cuadro I o en el Cuadro II se destina a la fabricación ilícita de estupefacientes o sustancias sicotrópicas, 
facilitando en particular información sobre los medios de pago y cualesquiera otros elementos esenciales 
en los que se funde esa presunción.

d) exigir que las importaciones y exportaciones estén correctamente etiquetadas y documentadas. Los 
documentos comerciales como facturas, manifiestos de carga, documentos aduaneros y de transporte y otros 
documentos relativos al envío, deberán contener los nombres tal como figuran en el Cuadro I o en el Cuadro 
II de las sustancias que se importen o exporten, la cantidad que se importe o exporte y el nombre y la 
dirección del importador, del exportador y, cuando sea posible, del consignatario.

e) velar por que los documentos mencionados en el inciso d) sean conservados durante dos años por lo menos 
y puedan ser inspeccionados por las autoridades competentes.
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10.
a) Además de lo dispuesto en el párrafo 9, y a petición de la Parte interesada dirigida al Secretario General, 
cada una de las Partes de cuyo territorio se vaya a exportar una de las sustancias que figuran en el Cuadro I 
velará por que, antes de la exportación, sus autoridades competentes proporcionen la siguientes información 
a las autoridades competentes del país importador:
i) el nombre y la dirección del exportador y del importador y, cuando sea posible, del consignatario.

ii) el nombre de la sustancia que figura en el Cuadro I.

iii) la cantidad de la sustancia que se ha de exportar.
 
iv) el punto de entrada y la fecha de envío previstos.

v) toda otra información que acuerden mutuamente las Partes.

b) Las Partes podrán adoptar medidas de fiscalización más estrictas o rigurosas que las previstas en el 
presente párrafo si, a su juicio, tales medidas son convenientes o necesarias.

11. Cuando una de las Partes facilite información a otra Parte con arreglo a lo dispuesto en los párrafos 9 y 
10 del presente artículo, la Parte que facilita tal información podrá exigir que la Parte que la reciba respete 
el carácter confidencial de los secretos industriales, empresariales, comerciales o profesionales o de los 
procesos industriales que contenga.

12. Cada una de las Partes presentará anualmente a la Junta, en la forma y de la manera que ésta disponga y 
en los formularios que ésta suministre, información sobre:

a) las cantidades incautadas de sustancias que figuran en el Cuadro I y en el Cuadro II y, cuando se conozca, 
su origen.

b) cualquier sustancia que no figure en el Cuadro I o en el Cuadro II pero de la que se sepa que se emplea en 
la fabricación ilícita de estupefacientes o sustancias sicotrópicas y que, a juicio de esa Parte, sea considerada 
lo bastante importante para ser señalada a la atención de la Junta.

c) los métodos de desviación y de fabricación ilícita.

13. La Junta informará anualmente a la Comisión sobre la aplicación del presente artículo y la Comisión 
examinará periódicamente la adecuación y pertinencia de los Cuadros I y II.

14. Las disposiciones del presente artículo no se aplicarán a los preparados farmacéuticos, ni a otros 
preparados que contengan sustancias que figuran en el Cuadro I o en el Cuadro II y que estén compuestos de 
forma tal que esas sustancias no puedan emplearse o recuperarse fácilmente por medios de sencilla aplicación.
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Artículo 13 - Materiales y equipos
Las partes adoptarán las medidas que consideren adecuadas para impedir el comercio y la desviación de 
materiales y equipos destinados a la producción o fabricación ilícitas de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas y cooperarán a este fin.

Artículo 14 - Medidas para erradicar el cultivo ilícito de plantas de las que se extraen estupefacientes 
y para eliminar la demanda ilícita de estupefacientes y sustancias sicotrópicas

1. Cualquier medida adoptada para la aplicación de la presente Convención por las Partes no será menos 
estricta que las normas aplicables a la erradicación del cultivo ilícito de plantas que contengan estupefacientes 
y sustancias sicotrópicas y a la eliminación de la demanda ilícita de estupefacientes y sustancias sicotrópicas 
conforme a lo dispuesto en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 en su forma enmendada y en 
el Convenio de 1971.

2. Cada una de las Partes adoptará medidas adecuadas para evitar el cultivo ilícito de las plantas que 
contengan estupefacientes o sustancias sicotrópicas, tales como las plantas de adormidera, los arbustos de 
coca y las plantas de cannabis, así como para erradicar aquellas que se cultiven ilícitamente en su territorio. 
Las medidas que se adopten deberán respetar los derechos humanos fundamentales y tendrán debidamente 
en cuenta los usos tradicionales lícitos, donde al respecto exista la evidencia histórica, así como la protección 
del medio ambiente.

3.
a) Las Partes podrán cooperar para aumentar la eficacia de los esfuerzos de erradicación. Tal cooperación 
podrá comprender, entre otras cosas, el apoyo, cuando proceda, al desarrollo rural integrado tendiente a 
ofrecer soluciones sustitutivas del cultivo ilícito que sean económicamente viables. Factores como el acceso 
a los mercados, la disponibilidad de recursos y las condiciones socioeconómicas imperantes deberán ser 
tomados en cuenta antes de que estos programas hayan sido puestos en marcha. Las Partes podrán llegar a 
acuerdos sobre cualesquiera otras medidas adecuadas de cooperación.

b) Las Partes facilitarán también el intercambio de información científica y técnica y la realización de 
investigaciones relativas a la erradicación.

c) Cuando tengan fronteras comunes, las Partes tratarán de cooperar en programas de erradicación en sus 
respectivas zonas situadas a lo largo de dichas fronteras.

4. Las Partes adoptarán medidas adecuadas tendientes a eliminar o reducir la demanda ilícita de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas con miras a reducir el sufrimiento humano y acabar con los 
incentivos financieros del tráfico ilícito. Estas medidas podrán basarse, entre otras cosas, en las 
recomendaciones de las Naciones Unidas, los organismos especializados de las Naciones Unidas, tales 
como la Organización Mundial de la Salud, y otras organizaciones internacionales competentes, y en el 
Plan Amplio y Multidisciplinario aprobado por la Conferencia Internacional sobre el Uso Indebido y el 
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Tráfico Ilícito de Drogas celebrada en 1987, en la medida en que éste se relacione con los esfuerzos de las 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales y de entidades privadas en las esferas de la 
prevención, del tratamiento y de la rehabilitación. Las Partes podrán concertar acuerdos o arreglos bilaterales 
o multilaterales tendientes a eliminar o reducir la demanda ilícita de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

5. Las Partes podrán asimismo adoptar las medidas necesarias para que los estupefacientes, sustancias 
sicotrópicas y sustancias que figuran en el Cuadro I y el Cuadro II que se hayan incautado o 
decomisado sean destruidas prontamente o se disponga de ellas de acuerdo con la ley y para que las 
cantidades necesarias debidamente certificadas de esas sustancias sean admisibles a efectos probatorios.
Artículo 15 - Transportistas Comerciales

1. Las Partes adoptarán medidas adecuadas a fin de garantizar que los medios de transporte utilizados por 
los transportistas comerciales no lo sean para cometer delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 
del artículo 3; entre esas medidas podrá figurar la concertación de arreglos especiales con los transportistas 
comerciales.

2. Cada una de las Partes exigirá a los transportistas comerciales que tomen precauciones razonables a fin de 
impedir que sus medios de transporte sean utilizados para cometer delitos tipificados de conformidad con el 
párrafo 1 del artículo 3. Entre esas precauciones podrán figurar las siguientes:

a) Cuando el establecimiento principal del transportista comercial se encuentra en el territorio de dicha 
Parte:

i) la capacitación del personal para descubrir personas o remesas sospechosas;

ii) el estímulo de la integridad moral del personal.

b) Cuando el transportista comercial desarrolla actividades en el territorio de dicha Parte:

i) la presentación por adelantado, cuando sea posible, de los manifiestos de carga;

ii) la utilización en los contenedores de sellos inviolables y verificables individualmente;

iii) la denuncia a las autoridades competentes, en la primera ocasión, de cualquier circunstancia 
sospecha que pueda estar relacionada con la comisión de delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3.

3. Cada una de las Partes procurará garantizar que los transportistas comerciales y las autoridades 
competentes de los lugares de entrada y salida, y demás zonas de control aduanero, cooperen a fin de impedir 

el acceso no autorizado a los medios de transporte y a la carga, así como en la aplicación de las medidas de 
seguridad adecuadas.
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Artículo 16 - Documentos comerciales y etiquetas en las exportaciones

1. Cada una de las partes exigirá que las exportaciones lícitas de estupefacientes y sustancias sicotrópicas 
estén debidamente documentadas. Además de los requisitos de documentación previstos en el artículo 31 
de la Convención de 1961, en el artículo 31 de la Convención de 1961 en su forma enmendada y en el 
artículo 12 del Convenio de 1971, en los documentos comerciales, tales como facturas, manifiestos de carga, 
documentos aduaneros y de transporte y otros documentos relativos al envío, deberán indicarse los nombres de 
los estupefacientes y sustancias sicotrópicas que se exporten, tal como figuren en las Listas correspondientes 
de la Convención de 1961, de la Convención de 1961 en su forma enmendada y del Convenio de 1971, así 
como la cantidad exportada y el nombre y la dirección del exportador, del importador y, cuando sea posible, 
del consignatario.

2. Cada una de las partes exigirá que las remesas de estupefacientes y sustancias sicotrópicas no vayan 
incorrectamente etiquetadas.

Artículo 17 - Tráfico Ilícito por Mar

1. Las Partes cooperarán en todo lo posible para eliminar el tráfico ilícito por mar, de conformidad con el 
derecho marítimo internacional.

2. Toda Parte, que tenga motivos razonables para sospechar que una nave de su pabellón, o que no enarbole 
ninguno o no lleve matrícula, está siendo utilizada para el tráfico ilícito, podrá solicitar asistencia de otras 
Partes a fin de poner término a esa utilización. Las Partes a las que se solicite dicha asistencia la prestarán 
con los medios de que dispongan.

3. Toda Parte que tenga motivos razonables para sospechar que una nave que esté haciendo uso de la libertad 
de navegación con arreglo al derecho internacional y que enarbole el pabellón o que líe ve matrícula de otra 
Parte, está siendo utilizado para el tráfico ilícito, podrá notificarlo al Estado del pabellón y pedir que confirme 
la matricula; si la confirma, podrá solicitarle autorización para adoptar las medidas adecuadas con respecto 
a esa nave.

4. De conformidad con el párrafo 3 o con los tratados vigentes entre las Partes, o con cualquier otro acuerdo o 
arreglo que se haya podido concertar entre ellas, el Estado del pabellón podrá autorizar al Estado requirente, 
entre otras cosas, a.

a) abordar la nave.

b) inspeccionar la nave.

c) si se descubren pruebas de implicación en el tráfico ilícito, adoptar medidas adecuadas con respecto a la 
nave, a las personas y a la carga que se encuentren a bordo.
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5. Cuando se adopte una medida de conformidad con el presente artículo, las Partes interesadas tendrán 
debidamente en cuenta la necesidad de no poner en peligro la seguridad de la vida en el mar ni la de la nave 
y la carga y de no perjudicar los intereses comerciales y jurídicos del Estado del pabellón o de cualquier otro 
Estado interesado.
 
6. El Estado del pabellón podrá, en consonancia con sus obligaciones previstas en el párrafo 1 del 
presente artículo, someter su autorización a condiciones que serán convenidas con la Parte que sea el Estado 
requirente, sobre todo en lo que concierne a la responsabilidad.

A los efectos de los párrafos 3 y 4 de presente artículo, las Partes responderán con celeridad a las solicitudes 
de otras Partes de que se averigüe si una nave que esté enarbolando su pabellón está autorizada a hacerlo, así 
como a las solicitudes de autorización que se presenten a tenor de lo previsto en el párrafo 3.

7.Cada Estado, en el momento de entrar a ser Parte en la presente Convención, designará una o, en caso 
necesario, varías autoridades para que se encarguen de recibir dichas solicitudes y de responder a ellas. Esa 
designación será dada a conocer, por conducto del Secretario General, a todas las demás Partes, antes de que 
transcurra un mes de la designación.

8. La Parte que haya adoptado cualquiera de las medidas previstas en el presente artículo informará con 
prontitud al Estado del pabellón de los resultados de esa medida.

9. Las Partes considerarán la posibilidad de concertar acuerdos o arreglos bilaterales y regionales para 
llevar a la práctica las disposiciones del presente artículo o hacerlas más eficaces.

10. Las medidas que se adopten en cumplimiento del párrafo 4 del presente artículo serán sólo 
aplicadas por buques de guerra o aeronaves militares, u otras naves o aeronaves que lleven signos claros y sean 
identificables como naves o aeronaves al servicio de un gobierno que hayan sido autorizadas a tal fin.

11. Toda medida adoptada de conformidad con el presente artículo tendrá debidamente en cuenta la necesidad 
de no injerirse en los derechos y obligaciones de los Estados ribereños o en el ejercicio de su competencia, 
que sean conformes con el derecho marítimo internacional, ni de menoscabar esos derechos, obligaciones o 
competencias.

Artículo 18 - Zonas y puertos francos

1. Las Partes, a fin de eliminar, en las zonas y puertos francos, el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias 
sicotrópicas y sustancias que figuran en los Cuadros I y II adoptarán medidas no menos estrictas que las que 
apliquen en otras partes de su territorio.

2. Las Partes procuraran:
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a) vigilar el movimiento de bienes y personas en las zonas y puertos francos, a cuyo fin facultarán a las 
autoridades competentes a inspeccionar las cargas y las naves a su llegada y partida, incluidas las
 embarcaciones de recreo y los barcos pesqueros, así como las aeronaves y los vehículos y, cuando proceda, 
a registrar a los miembros de la tripulación y los pasajeros, así como los equipajes respectivos.

b) establecer y mantener un sistema para descubrir los envíos sospechosos de contener estupefacientes, 
sustancias sicotrópicas y sustancias que figuran en los Cuadros I y II que entren en dichas zonas o salgan de 
ellas.

c) establecer y mantener sistemas de vigilancia en las zonas del puerto y de los muelles, en los aeropuertos y 
en los puntos de control fronterizo de las zonas y puertos francos.

Artículo 19 - Utilización de los servicios postales

1. Las Partes, de conformidad con las obligaciones que les incumben en virtud de las Convenciones de la 
Unión Postal Universal, y de acuerdo con los principios básicos de sus respectivos ordenamientos jurídicos 
internos, adoptarán medidas a fin de suprimir la utilización de los servicios postales para el tráfico ilícito y 
cooperarán con ese propósito.

2. Las medidas a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo comprenderán, en particular:

a) medidas coordinadas y orientadas a prevenir y reprimir la utilización de los servicios postales para el 
tráfico ilícito;

b) la introducción y el mantenimiento, por el personal de detección y represión competente, de técnicas de 
investigación y de control encaminadas a detectar los envíos postales con remesas ilícitas de estupefacientes, 
sustancias sicotrópicas y sustancias que figuran en los Cuadros I y II;

c) medidas legislativas que permitan utilizar los medios adecuados a fin de alegar las pruebas necesarias para 
iniciar actuaciones judiciales.

Artículo 20 - Información que deben suministrar las partes

1.  Las Partes suministrarán, por mediación del Secretario General, información a la Comisión sobre el 
funcionamiento de la presente Convención en sus territorios, y en particular:

a) el texto de las leyes y reglamentos que promulguen para dar efecto a la Convención;

b) los pormenores de casos de tráfico ilícito dentro de su jurisdicción que estimen importantes por las 
nuevas tendencias que revelan, las cantidades de que se trata, las fuentes de procedencia de las sustancias o 
los métodos utilizados por las personas que se dedican al tráfico ilícito.
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2.- Las Partes facilitarán dicha información del modo y en la fecha que solicite la Comisión.

Artículo 21 - Funciones de la comisión

La Comisión tendrá autoridad para estudiar todas las cuestiones relacionadas con los objetivos de la 
presente Convención, y en particular:

a) la Comisión examinará, el funcionamiento de la presente Convención, sobre la base de la información 
presentada por las Partes de conformidad con el artículo 20.

b) la Comisión podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de la 
información recibida de las Partes.

c) la Comisión podrá señalar a la atención de la Junta cualquier cuestión que tenga relación con las funciones 
de la misma.

d) la Comisión tomará las medidas que estime adecuadas sobre cualquier cuestión que le haya remitido la 
Junta de conformidad con el inciso b) del párrafo 1 del artículo 22.

e) la Comisión, con arreglo al procedimiento establecido en el artículo 12, podrá enmendar el Cuadro I y el 
Cuadro II.

f) la Comisión podrá señalar a la atención de los Estados no Partes las decisiones y reco-mendaciones que 
adopte en cumplimiento de la presente Convención, a fin de que dichos Estados examinen la posibilidad de 
tomar medidas de acuerdo con tales decisiones y recomendaciones.

Artículo 22 - Funciones de la Junta

1.- Sin perjuicio de las funciones de la Comisión previstas en el artículo 21 y sin perjuicio de las funciones 
de la Junta y de la Comisión previstas en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 en su forma 
enmendada y en el Convenio de 1971:

a) Si, sobre la base de su examen de la información a disposición de ella, del Secretario General o de la 
Comisión, o de la información comunicada por órganos de las Naciones Unidas, la Junta tiene motivos para 
creer que no se cumplen los objetivos de la presente Convención en asuntos de su competencia, la Junta 
podrá invitar a una o más Partes a suministrar toda información pertinente.

b) Con respecto a los artículos 12,13 y 16:

i) Una vez cumplido el trámite señalado en el inciso a) del presente articulo, la Junta podrá, si lo juzga 



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 39

necesario, pedir a la Parte interesada que adopte las medidas correctivas que las circunstancias aconsejen 
para el cumplimiento de las disposiciones de los artículos 12,13 y 16.
 
II) Antes de tomar ninguna medida conforme al apartado iii) infra, la Junta tratará confidencialmente sus 
comunicaciones con la Parte interesada conforme a los incisos anteriores.

 iii) Si la Junta considera que la Parte interesada no ha adoptado las medidas correctivas que se le han pedido 
conforme a este inciso, podrá señalar el asunto a la atención de las Partes, del Consejo y de la Comisión. 
Cualquier informe que publique la Junta de conformidad con este inciso incluirá asimismo las opiniones de 
la Parte interesada si ésta así lo solicitare.

2. Se invitará a toda Parte interesada a que esté representada en las reuniones de la Junta en las que se haya 
de examinar de conformidad con el presente articulo una cuestión que le afecte directamente.

3.- Si, en algún caso, una decisión de la Junta que se adopte de conformidad con el presente artículo no fuese 
unánime, se dejará constancia de las opiniones de la minoría.

4.- Las decisiones de la Junta de conformidad con el presente artículo se tomarán por mayoría de dos tercios 
del número total de miembros de la Junta.

5.- En el desempeño de sus funciones de conformidad con el inciso a) del párrafo 1 del presente artículo, la 
Junta protegerá el carácter confidencial de toda información que llegue a su poder.

6.- La responsabilidad de la Junta en virtud del presente artículo no se aplicará al cumplimiento de tratados o 
acuerdos celebrados entre las Partes de conformidad con las disposiciones de la presente Convención.

7. - Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a las controversias entre las Partes a las que se 
refieren las disposiciones del artículo 32.

Artículo 23 - Informes de la junta

1.- La Junta preparará un informe anual sobre su labor en el que figure un análisis de la información de que 
disponga y, en los casos adecuados, una relación de las explicaciones, si las hubo, dadas por las Partes o 
solicitadas a ellas, junto con cualesquiera observaciones y recomendaciones que la Junta desee formular. 
La Junta podrá preparar los informes adicionales que considere necesarios. Los informes serán presentados 
al Consejo por conducto de la Comisión, la cual podrá hacer las observaciones que juzgue convenientes.

2.- Los informes de la Junta serán comunicados a las Partes y posteriormente publicados por el Secretario 
General. Las Partes permitirán la distribución sin restricciones de dichos informes.
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Artículo 24 - Aplicación de medidas de fiscalización más estrictas que las establecidas por la presente 
convención

Una Parte podrá adoptar medidas de fiscalización más estrictas o rigurosas que las previstas en la presente 
Convención si, a su juicio, tales medidas son convenientes o necesarias para prevenir o eliminar el tráfico 
ilícito.

Artículo 25 - Efecto no derogatorio respecto de anteriores derechos y obligaciones convencionales

Las disposiciones de la presente Convención serán sin perjuicio de los derechos y obligaciones que 
incumben a las Partes en la presente Convención en virtud de la Convención de 1961, de la Convención de 
1961 en su forma enmendada y del Convenio de 1971.

Artículo 26 - Firma

La presente Convención estará abierta desde el 20 de diciembre de 1988 hasta el 28 de febrero de 1989 en 
la oficina de las Naciones Unidas en Viena y, después, hasta el 20 de diciembre de 1989 en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York, a la firma:

a) de todos los Estados.

b) de Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia.

c) de las organizaciones regionales de integración económica que sean competentes para negociar, concertar 
y aplicar acuerdos internacionales sobre cuestiones reguladas en la presente Convención, siendo aplicables a 
dichas organizaciones dentro de los límites de su competencia las referencias que en la presente Convención 
se hagan a las Partes, los Estados o los servicios nacionales.

Artículo 27 - Ratificación, aceptación, aprobación o acto de confirmación formal
1. La presente Convención está sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados y por 
Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y a los actos de confirmación
 formal por las organizaciones regionales de integración económica a las que se hace referencia en el inciso c) del 
artículo 26. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación formal serán depositados ante el 
Secretario General.

2. En sus instrumentos de confirmación formal, las organizaciones regionales de integración económica 
declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. 
Esas organizaciones comunicarán también al Secretario General cualquier modificación del alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención.
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Artículo 28 - Adhesión

1.- La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todo Estado, de Namibia, representada por el 
Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y de las organizaciones regionales de integración económica 
a las que se hace referencia en el inciso c) del artículo 26. La adhesión se efectuará mediante el depósito de 
un instrumento de adhesión ante el Secretario General.

2.- En sus instrumentos de adhesión, las organizaciones regionales de integración económica declararán 
el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Estas 
organizaciones comunicarán también al Secretario General cualquier modificación del alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención.

Artículo 29 - Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el monagésimo día siguiente a la fecha en que haya sido 
depositado ante el Secretario General el vigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión por los Estados o por Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia.

2. Para cada Estado o para Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, 
que ratifique, acepte o apruebe la presente Convención o se adhiera a ella después de haberse depositado el 
vigésimo instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhesión, la presente Convención 
entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha en que tal Estado o Namibia haya depositado dicho 
instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhesión.

3. Para cada organización regional de integración económica a la que se hace referencia en el inciso c) del 
artículo 26, que deposite un instrumento relativo a un acto de confirmación formal o un instrumento de 
adhesión, la presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha en que se haya 
efectuado ese depósito, o en la techa en que la presente Convención entre en vigor conforme al párrafo 1 del 
presente artículo, si esta última es posterior.
Artículo 30 - Denuncia

1. Cada una de las Partes podrá en cualquier momento denunciar la presente Convención mediante 
notificación escrita dirigida al Secretario General.

2. La denuncia surtirá efecto para la Parte interesada un año después de la fecha en que la notificación haya 
sido recibida por el Secretario General.

Artículo 31 - Enmiendas

1. Cualquiera de las Partes podrá proponer una enmienda a la presente Convención. Dicha Parte 
comunicará el texto de cualquier enmienda así propuesta y los motivos de la misma al Secretario General 
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quien, a su vez, comunicará la enmienda propuesta a las demás Partes y les preguntará si la aceptan. En caso 
de que la propuesta de enmienda así distribuida no haya sido rechazada por ninguna de las Partes dentro de los 
veinticuatro meses siguientes a su distribución, se considerará que la enmienda ha sido aceptada y entrará 
en vigor respecto de cada una de las Partes tras un período de noventa días, después de que esa Parte haya 
depositado ante el Secretario General un instrumento en el que exprese su consentimiento a quedar obligado 
por esa enmienda.

2. Cuando una propuesta de enmienda haya sido rechazada por alguna de las Partes, el Secretario 
General consultará con las Partes y, si la mayoría de ellas lo solicita, someterá la cuestión, junto con cualquier 
observación que haya sido formulada por las Partes, a la consideración del Consejo, el cual podrá decidir 
convocar una conferencia de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 4 del Artículo 62 de la Carta de las 
Naciones Unidas. Las enmiendas que resulten de esa Conferencia serán incorporadas en un Protocolo de 
Enmienda. Todo asentimiento a quedar vinculado por dicho Protocolo deberá ser notificado expresamente al 
Secretario General.

Artículo 32 - Solución de controversias

1. Si surge una controversia acerca de la interpretación o de la aplicación de la presente Convención entre dos 
o más Partes, estas se consultarán con el fin de resolverla por vía de negociación, investigación, mediación, 
conciliación, arbitraje, recurso a organismos regionales, procedimiento judicial u otros recursos pacíficos que 
ellas elijan.

2. Cualquier controversia de esta índole que no haya sido resuelta en la forma prescrita en el párrafo 1 del 
presente artículo será sometida, a petición de cualquiera de los Estados Partes en la controversia, a la Corte 
Internacional de Justicia.

3. Si una de las organizaciones regionales de integración económica, a las que se hace referencia en el 
inciso c) del párrafo 26, es Parte en una controversia que no haya sido resuelta en la forma prescrita en 
el párrafo 1 del presente artículo, podrá, por conducto de un Estado Miembro de las Naciones Unidas, 
pedir al Consejo de las naciones Unidas que solicite una opinión consultiva a la Corte Internacional de 
Justicia de conformidad con el artículo 65 del Estatuto de la Corte, cuya opinión se considerará decisiva.

4. Todo Estado, en el momento de la firma o la ratificación, la aceptación o la aprobación de la presente 
Convención o de su adhesión a la misma, o toda organización regional de integración económica en el 
momento de la firma o el depósito de un acto de confirmación formal o de la adhesión, podrá declarar 
que no se considera obligado por los párrafos 2 y 3 del presente artículo. Las demás Partes no estarán 
obligadas por los párrafos 2 y 3 del presente artículo ante ninguna Parte que haya hecho dicha declaración.

5. Toda Parte que haya hecho la declaración prevista en el párrafo 4 del presente artículo podrá retirarla en 
cualquier momento notificándolo al Secretario General.
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Artículo 33 - Textos auténticos

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso de la presente Convención son igualmente 
auténticos.

Artículo 34 - Depositario

El Secretario General será el depositario de la presente Convención.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los abajo firmantes, debidamente autorizados para ello, han firmado la 
presente Convención.

HECHA EN VIENA el día veinte de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho.
Anexo 

Cuadro I :
Acido lisérgico 
Efedrina
Ergometrina 
Ergotamina
1 -fenil-2-propanona 
Seudoefedrina

Las sales de las sustancias enumeradas en el presente Cuadro siempre que la existencia de dichas sales sea 
posible.

Cuadro II: 
Acetona
Acido antranílico
Acido fenilacético 
Anhídrido acético
Eter etílico 
Piperidina

Las sales de las sustancias enumeradas en el presente Cuadro, siempre que la existencia de dichas sales sea 
posible.

2.2. Convenio Europeo sobre blanqueo, detección, embargo y confiscación de los productos de un delito 
- Estrasburgo, Consejo de Europa , Servicio de Ediciones y Documentación Edición diciembre de 1990
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Preámbulo
Los Estados Miembros del Consejo de Europa y el resto de los Estados firmantes del presente. 
Considerando que el objetivo del Consejo de Europa es conseguir una mayor unidad entre susmiembros; 
convencidos de la necesidad de perseguir una política criminal común, encaminada a la protección de la 
sociedad.

Considerando que la lucha contra los delitos graves, que se ha convertido progresivamente en un problema 
internacional, exige el uso de métodos modernos y efectivos a escala internacional. Creyendo que uno de 
dichos métodos es el privar a los delincuentes de los productos del delito.

Considerando que para alcanzar este objetivo es también necesario establecer un sistema de cooperación 
internacional que tenga un buen funcionamiento.

Han acordado lo siguiente:

CAPITULO I
USO DE LOS TÉRMINOS

Artículo 1
Uso de los términos

A los fines de este Convenio:

a. “productos” significa cualquier ventaja económica que se obtenga de la comisión de un delito. Puede 
consistir en cualquier propiedad de las definidas en el subapartado b de este artículo;
b. “propiedad” incluye la propiedad de cualquier clase, ya sea material o inmaterial,  mueble o inmueble, 
así como los documentos o instrumentos que pongan de manifiesto el título o cualquier interés sobre dicha 
propiedad;

c. “instrumentos” significa cualquier propiedad utilizada o que se pretenda utilizar, de cualquier forma, en su 
totalidad o en parte, para cometer un delito o delitos;

d. “confiscación” significa una pena o medida, ordenada por un tribunal tras un procedimiento judicial 
relacionado con un delito o delitos, que finaliza con la privación de la propiedad;

e. “delito base” significa cualquier delito como resultado del cual se ha generado productos que puedan ser 
el objeto de un delito de los definidos en el Artículo 6 de este Convenio.
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CAPITULO II
MEDIDAS A ADOPTAR EN EL AMBITO NACIONAL

Artículo 2
Medidas de confiscación

1. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de otra clase que puedan ser necesarias 
para permitir la confiscación de los instrumentos y productos de un delito, o de las propiedades cuyo valor 
corresponda a dichos productos.

2. Cualquier Parte puede, en el momento de la firma o cuando deposite instrumento de ratificación, aceptación 
aprobación o adhesión, media declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, declarar que 
el apartado l de este artículo se aplicará únicamente a aquellos a delitos o clases delitos que se especifiquen 
en dicha declaración.

Artículo 3
Medidas de investigación y provisionales

Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de otra clase que puedan ser
necesarias para permitir identificar y localizar propiedades que sean susceptibles de confiscación en virtud de 
lo dispuesto en. el Artículo 2, apartado 1, e impedir que se comercien, transmitan o enajenen de propiedades.

Artículo 4
Poderes y técnicas especiales de investigación

1. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de otra clase que puedan ser necesarias 
en orden a facultar a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar que los archivos de un 
banco, financieros o comerciales sean puestos a su disposición o sean embargados, con el fin de llevar a cabo 
las acciones a que se refieren los Artículos 2 y 3. Ninguna Parte podrá abstenerse de actuar en virtud de las 
disposiciones de este artículo basándose en el secreto bancario.

2. Cada una de las Partes tomará en consideración la adopción de aquellas medidas legislativas o de 
Otra clase que puedan ser necesarias para utilizar técnicas especiales de investigación que faciliten la 
identificación y seguimiento de los productos de un delito y la reunión de pruebas relacionadas con el mismo. 
Dichas técnicas podrán incluir control de órdenes, observación, intersección de telecomunicaciones, acceso 
a sistemas de ordenador y órdenes de presentar documentos específicos.
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Artículo 5
Recursos legales

Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de otra clase que puedan ser necesarias para 
asegurar que las partes interesadas afectadas por las medidas a que se refieren los Artículos 2 y 3 tengan 
recursos legales efectivos en orden a la protección de sus derechos.

Artículo 6
Delitos de blanqueo

1. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de otra clase que puedan ser necesarias 
para considerar como delitos en virtud de su derecho interno, cuando sean cometidos de forma intencionada:

a. la conversión o transmisión de propiedades , con conocimiento de que dichas propiedades son producto 
de un delito, con el propósito de ocultar o disfrazar el origen ilícito de las mismas o de ayudar a cualquier 
persona que esté implicada en la comisión del delito base a evadir las consecuencias legales de sus acciones;

b. la ocultación o disfraz de la verdadera naturaleza, origen, localización, disposición, movimiento, 
propiedad o derechos en relación con propiedades , con conocimiento de que dichas propiedades son 
producto de un delito; y, sujeta a sus principios constitucionales y a los conceptos básicos de su sistema 
jurídico:

c. la adquisición , posesión o uso de propiedades , con conocimiento de que, el momento de su recepción , 
dichas propiedades eran producto de un delito;

d. la participación en, asociación o conspiración para cometer, tentativa de cometer y ayudar, inducir, facilitar 
y aconsejar cometer cualquiera de los delitos que se establezcan de acuerdo con este artículo.

2. A los fines de la puesta en práctica o aplicación del apartado 1 del presente artículo:

a. será irrelevante que el delito base esté sometido o no a la jurisdicción criminal de la Parte;

b. podrá disponerse que los delitos a que se refiere aquel apartado no sean Le aplicación a las personas que 
cometieron el delito base;

c. el conocimiento, la intención o la finalidad exigida como elemento de los delitos a que se refiere aquel 
apartado pueden deducirse de circunstancias objetivas, basadas en hechos.

3. Cada una de las Partes podrá adoptar aquellas medidas que considere necesarias para establecer también 
como delitos en virtud de su derecho interno todas o algunas de las acciones a que se refiere el apartado 1 de 
este artículo, en todos o algunos de los siguientes casos, cuando el delincuente:
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a. debería haber presumido que la propiedad era producto de un delito;

b. actuó con el móvil de obtener un beneficio;

c. actuó con la finalidad de facilitar que se llevasen a cabo más actuaciones delictivas.

4. Cada una de las Partes podrá, en el momento de la firma o cuando deposite su instrumento de ratificación, 
aceptación , aprobación o adhesión, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de 
Europa , declarar que el apartado 1 de este artículo se aplicará solamente a los delitos base o categorías de 
dichos delitos que se especifiquen en aquella declaración.

CAPITULO III : COOPERACION INTERNACIONAL

Sección 1
Principios de cooperación internacional

Artículo 7
Principios y medidas generales para la cooperación internacional

1. Las Partes cooperarán entre sí en la mayor medida posible a los fines de las investigaciones y 
procedimientos judiciales que tengan por objeto la confiscación de instrumentos y productos de un delito.

2. Cada una de las Partes adoptará aquellas medidas legislativas o de otra clase que puedan ser necesarias 
para permitirle cumplir, en las condiciones estipuladas en este capítulo, con las solicitudes:

a. de confiscación de bienes específicos que sean productos o instrumentos de un delito, así como de 
confiscación de productos de un delito que consistan en la obligación de pagar una suma de dinero que 
corresponda al valor de dichos productos;

b. de ayudar en la investigación y medidas provisionales que tengan por finalidad cualquiera de las formas 
de confiscación a que se refiere el apartado a anterior.

Sección 2
Ayuda en la investigación

Artículo 8
Obligación de ayudar

Las Partes se prestarán entre sí, cuando se les solicite, la mayor ayuda posible. en la identificación y 
seguimiento de los instrumentos, productos de un delito y otras propiedades que sean susceptibles de 
confiscación. Dicha asistencia incluirá cualquier medida que proporcione y asegure medios de prueba 
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relativos a la existencia, localización o movimiento, naturaleza, situación jurídica o valor de las propiedades 
anteriormente mencionadas.

Artículo 9
Ejecución de la ayuda

La ayuda prevista en el Artículo 8 se prestará de la forma permitida y prevista por el derecho interno de la 
Parte requerida y de acuerdo con los procedimientos especificados en la solicitud, en la medida en que éstos 
no sean incompatibles con dicho derecho interno.

Artículo 10
Información espontánea

Sin perjuicio de sus propias investigaciones o procedimientos judiciales 1 cualquier Parte puede, sin que 
haya mediado solicitud previa , enviar a otra Parte información acerca de instrumentos o productos de un 
delito, cuando considere que la revelación de dicha información puede facilitar a la parte receptora el iniciar 
o el llevar a buen fin investigaciones o procedimientos judiciales, o que puede llevar a dicha Parte a realizar 
una solicitud en virtud de este capítulo.

Sección 3

Medidas provisionales

Artículo 11
Obligación de adoptar medidas provisionales

1. A solicitud de una Parte que haya iniciado un procedimiento penal o un procedimiento que tenga por objeto 
una confiscación, otra Parte adoptará las medidas provisionales necesarias, como el bloqueo o el embargo, 
para evitar que se negocie, se transmita o se enajene cualquier propiedad que , en un momento posterior, 
pueda ser objeto de solicitud de confiscación o que pueda servir de fundamento jurídico a tal solicitud.

2. Cualquier Parte que haya recibido una solicitud de confiscación conforme al Artículo 13 adoptará, 
cuando se le solicite, las medidas mencionadas en el apartado l del presente artículo en relación con cualquier 
propiedad que sea objeto de la solicitud o que pueda servir de fundamento jurídico a tal solicitud.

Artículo 12
Ejecución de medidas provisionales

1. Las medidas provisionales mencionadas en el Artículo 11 serán ejecutadas de la forma permitida y 
prevista por el derecho interno de la Parte requerida y de acuerdo con los procedimientos 
especificados en la solicitud, en la medida en que no sean incompatibles con dicho derecho interno.
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2. Antes de dejar sin efecto cualquier medida provisional adoptada en virtud del presente artículo, y siempre 
que sea posible, la Parte que haya sido objeto de la solicitud dará la oportunidad a la Parte solicitante de 
presentar sus alegaciones a favor del mantenimiento de la medida.

Sección 4
Confiscación

Artículo 13
Obligación de confiscar

1. Cualquier Parte que haya recibido de otra Parte una solicitud de confiscación relativa a instrumentos o 
productos de un delito situados en su territorio deberá:

a. mandar ejecutar una resolución de confiscación emitida por un tribunal de la Parte solicitante en relación 
con dichos instrumentos o productos de un delito; o

b. remitir la solicitud a sus autoridades competentes a fin de obtener una resolución de confiscación y , una 
vez obtenida, ejecutarla.

2. los fines de la aplicación del apartado 1 del presente artículo, cualquier Parte será, siempre que sea 
necesario, competente para iniciar un procedimiento de confiscación de acuerdo con su derecho interno.

3. Lo previsto en el apartado 1 del presente artículo será también de aplicación a la confiscación 
consistente en la obligación de pagar una suma de dinero correspondiente al valor de los productos de un delito, 
cuando la propiedad sobre la que puede ejecutarse la confiscación esté situada en territorio de la Parte 
requerida. En estos casos, si cuando ejecute la confiscación de acuerdo con lo previsto en el apartado 1 la Parte 
requerida no obtiene el pago, podrá ejecutar la pretensión sobre cualquier propiedad disponible a ese fin.

4. Cuando la solicitud de confiscación se refiera a un bien específico, las Partes podrán acordar que la 
Parte requerida pueda ejecutar la confiscación en forma de una obligación de pagar una suma de dinero que 
corresponda al valor de aquel bien.

Artículo 14
Ejecución de la confiscación

1. Los procedimientos para obtener y ejecutar la confiscación en virtud del Artículo 13 se regirán por el 
derecho interno de la Parte requerida.

2. La Parte requerida estará obligada por la constatación de los hechos en la medida en que éstos vengan 
reflejados en una condena o resolución judicial de la Parte solicitante, o en la medida en que dicha condena 
o resolución judicial esté basada implícitamente en ellos.
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3. Cada una de las Partes podrá , en el momento de la firma o de depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación , aprobación o adhesión, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de 
Europa , declarar que el apartado 2 del presente artículo será de aplicación únicamente con sujeción a sus 
principios constitucionales y a los conceptos básicos de su sistema jurídico.

4. Cuando la confiscación consista en la obligación de pagar una suma de dinero, la autoridad competente de 
la Parte requerida convertirá la cuantía de la misma a su moneda de curso legal, al tipo de cambio vigente al 
momento en que se adopte la resolución de ejecutar la confiscación.

5. En el caso previsto en el Artículo 13, apartado 1.a, la Parte solicitante será la competente para decidir 
acerca de cualquier solicitud de revisión de la resolución de confiscación.

Artículo 15
Propiedad confiscada
La Parte que haya sido objeto de la solicitud dispondrá de cualquier propiedad confiscada de acuerdo con su 
derecho interno, salvo pacto en contrario de las Partes interesadas.

Artículo 16
Derecho de ejecución y cuantía máxima de la confiscación

1. La solicitud de confiscación efectuada conforme al Artículo 13 no afecta al derecho de la Parte solicitante 
de ejecutar por sí misma la resolución de confiscación.

2. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio deberá interpretarse en el sentido de permitir que el valor 
total de la confiscación exceda de la cuantía de dinero especificada en la resolución de confiscación. Si una de 
las Partes descubre que se puede dar esta situación, las Partes interesadas deberán iniciar consultas tendentes 
a evitar que dicho efecto se produzca.

Artículo 17
Prisión por falta de pago

La Parte que haya sido objeto de la solicitud no podrá imponer prisión por falta de pago, ni ninguna otra 
medida restrictiva de la libertad de una persona como resultado de una solicitud efectuada en virtud del 
Artículo 13, si la Parte solicitante lo ha especificado así en su solicitud.

Sección 5
Denegación y aplazamiento de la cooperación

Artículo 18
Motivos de denegación



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 51

1. La cooperación prevista en el presente capítulo podrá ser denegada cuando:

a. la medida solicitada sea contraria a los principios fundamentales del sistema jurídico de la
Parte requerida; o

b. la ejecución de la solicitud pueda perjudicar a la soberanía, seguridad, orden público u otros
intereses esenciales de la Parte requerida; o

c. a juicio de la Parte requerida , la importancia del asunto al que se refiere la solicitud no
justifique la adopción de la medida solicitada; o

d. el delito al que se refiere la solicitud sea un delito político o fiscal; o

e. la Parte requerida considere que el cumplimiento de la medida solicitada sería contrario al
principio de ne bis in idem; o

f. el delito al que se refiere la solicitud no constituya un delito en virtud del derecho interno de la Parte 
requerida, si éste se hubiese cometido dentro de su jurisdicción. No obstante, este motivo de denegación 
se aplica a la cooperación prevista en la Sección 2 únicamente en la medida en que la asistencia solicitada 
implique la adopción de medidas coercitivas.

2. La cooperación prevista en la Sección 2, en la medida en que la asistencia solicitada implique la 
adopción de medidas coercitivas, así como la prevista en la sección 3 del presente capítulo, pueden ser también 
denegadas cuando las medidas solicitadas no se puedan adoptar en virtud del derecho interno de la Parte 
requerida a los fines de investigaciones o de procedimientos judiciales, si se tratase de un asunto interno 
similar.

3. Cuando el ordenamiento jurídico de la Parte requerida así lo exija, la cooperación prevista en la 
Sección 2, en la medida en que la asistencia implique la adopción de medidas coercitivas, así como la 
prevista en la Sección 3 del presente capítulo, pueden ser también denegadas cuando las medidas solicitadas o 
cualesquiera otras medidas que tengan efectos similares no estuvieran permitidas por el ordenamiento 
jurídico de la Parte solicitante, o, por lo que se refiere a las autoridades competentes de la Parte solicitante, 
cuando la solicitud no venga autorizada por un juez u otra autoridad judicial, incluido el Ministerio Fiscal, 
actuando cualquiera de estas autoridades en relación con infracciones penales.

4. La cooperación prevista en la Sección 4 del presente capítulo podrá ser también denegada cuando:

a. de acuerdo con el ordenamiento jurídico de la Parte requerida, no esté prevista la confiscación en relación 
con el tipo de delito al que se refiere la solicitud; o
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b. sin perjuicio de la obligación a que se refiere el Artículo 13, apartado 3, fuese contraria a los principios del 
ordenamiento jurídico interno de la Parte requerida relativos a los límites de laconfiscación con respecto a 
las relaciones entre un delito y:

i. una ventaja económica que pueda ser considerada como su producto; o

ii. cualquier propiedad que pueda ser considerada como su instrumento; o

c. de acuerdo con el ordenamiento jurídico de la Parte requerida la confiscación ya no pueda ser impuesta o 
ejecutada por causa de prescripción; o

d. la solicitud no se refiera a una condena previa, ni a una resolución de naturaleza jurídica, ni a una declaración 
en dicha resolución de que se han cometido uno o varios delitos, sobre cuya
base se ha ordenado o se solicita la confiscación; o

e. la confiscación no sea ejecutoria en la Parte solicitante, o esté todavía sujeta a las vías de recurso 
ordinarias; o

f. la solicitud se refiera a un mandamiento de confiscación resultante de una resolución adoptada en ausencia 
de la persona contra la cual se dirige el mandamiento y , a juicio de la Parte requerida, el procedimiento 
seguido por la Parte solicitante para alcanzar dicha resolución no satisface los derechos mínimos.

5. A los fines del apartado 4, f del presente artículo, no se considerará que se ha dictado una
resolución en ausencia del acusado cuando:

a.haya sido confirmada o pronunciada tras la oposición de la persona interesada; o 

b. haya sido dictada en apelación 1 siempre y cuando la apelación haya sido interpuesta por la persona 
interesada.

6. Cuando se examine, a los fines del apartado 4, f del presente artículo, si se han respetado los derechos 
mínimos de defensa, la Parte requerida tomará en consideración el hecho de que la persona interesada haya 
buscado de propósito eludir la acción de la justicia, así como el hecho de que dicha persona, habiendo tenido 
la posibilidad de interponer un recurso legal contra la resolución adoptada en su ausencia, haya decidido no 
hacerlo. Lo mismo sucederá cuando la persona interesada, habiendo recibido en legal forma la citación para 
comparecer 1 haya decidido no hacerlo, ni solicitar un aplazamiento.

7. Ninguna Parte podrá invocar el secreto bancario como fundamento para denegar una cooperación de las 
previstas en el presente capítulo. Cuando su derecho interno así lo exija, cualquier Parte podrá exigir que la 
solicitud de cooperación que suponga el levantamiento del secreto bancario venga autorizada ya sea por un 
juez o por otra autoridad judicial 1 incluido el Ministerio Fiscal, actuando cualquiera de estas autoridades en 
materia de infracciones penales.
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8. Sin perjuicio del motivo de denegación previsto en el apartado 1.a del presente artículo:

a. el hecho de que la persona sometida a investigación u objeto de una resolución de confiscación por las 
autoridades de la Parte solicitante sea una persona jurídica no podrá ser invocado por la Parte requerida como 
obstáculo para prestar la cooperación prevista en el presente capítulo;

b. el hecho de que la persona física contra la que se haya dictado una resolución de confiscación del producto 
de un delito haya muerto posteriormente , o el hecho de que la persona jurídica contra la que se haya dictado 
una resolución de confiscación del producto de un delito se haya disuelto posteriormente 1 no podrán ser 
invocados como obstáculos para prestar la cooperación prevista en virtud del Artículo 13, apartado 1.a.

Artículo 19
Aplazamiento

La Parte requerida puede aplazar la ejecución de una solicitud, cuando dicha ejecución pudiese perjudicar las 
investigaciones o procedimientos que lleven a cabo sus autoridades.

Artículo 20
Aceptación parcial o condicional de una solicitud

Antes de denegar o aplazar la cooperación prevista en el presente capítulo , la Parte requerida examinará, 
cuando sea procedente tras haber consultado a la Parte solicitante, la posibilidad de conceder lo solicitado 
parcialmente o sujeto a aquellas condiciones que estime necesarias.

Sección 6
Notificación y protección de los derechos de terceras personas

Artículo 21
Notificación de documentos

1. Las Partes se proporcionarán mutuamente la mayor ayuda posible para la notificación de documentos 
judiciales a las personas afectadas por las medidas provisionales y de confiscación.

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo pretende interferir con:

a. la posibilidad de enviar documentos judiciales por vía postal, directamente a personas que se encuentren 
en el extranjero;

b. la posibilidad de que los agentes judiciales, funcionarios u otras autoridades competentes de la Parte de 
origen efectúen la notificación de documentos judiciales directamente a través de las autoridades consulares 
de dicha Parte, o a través de agentes judiciales, funcionarios u otras autoridades competentes de la Parte de 
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destino, salvo cuando la Parte de destino haga una declaración en sentido contrario al Secretario General 
del Consejo de Europa en el momento de la firma o de depositar su instrumento de ratificación, aceptación , 
aprobación o adhesión.

3. Cuando se notifiquen documentos judiciales a personas que se encuentren en el extranjero afectadas por 
medidas provisionales o de confiscación dictadas por la Parte enviante, dicha Parte indicará los recursos 
legales de que disponen dichas personas en virtud de su derecho interno.

Artículo 22
Reconocimiento de resoluciones extranjeras

1. Cuando tramite una solicitud de cooperación en virtud de las Secciones 3 y 4, la Parte requerida reconocerá 
cualquier resolución judicial adoptada en la Parte solicitante en relación con derechos reivindicados por 
terceros.

2. Podrá denegarse el reconocimiento cuando:

a. los terceros no hayan tenido suficiente oportunidad de hacer valer sus derechos; o
b. la resolución sea incompatible con una resolución anteriormente adoptada en la Parte
requerida sobre la misma materia; o
c. sea incompatible con el orden público de la Parte requerida; o
d. la resolución haya sido adoptada en contra de las disposiciones sobre competencia exclusiva previstas en 
el ordenamiento jurídico de la Parte requerida.

Sección 7
Normas de procedimiento y otras normas generales

Artículo 23
Autoridad central

1. Las Partes designarán una autoridad central o, en caso necesario, diversas autoridades, que serán las 
responsables de enviar y contestar las solicitudes efectuadas en virtud de este capítulo , de la ejecución de 
dichas solicitudes o de la transmisión de las mismas a las autoridades competentes para su ejecución.

2. Cada una de las Partes, en el momento de la firma o de depositar su instrumento de ratificación, aceptación 
, aprobación o adhesión, comunicará al Secretario General del Consejo de Europa los nombres y direcciones 
de las autoridades designadas en cumplimiento del apartado 1 del presente artículo.
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Artículo 24
Comunicación directa

1. Las autoridades centrales se comunicarán directamente entre ellas.

2. En caso de urgencia , las solicitudes o comunicaciones previstas en el presente capítulo podrán ser 
enviadas directamente por las autoridades judiciales , incluido el Ministerio fiscal, de la Parte solicitante a 
tales autoridades de la Parte requerida. En tales casos, se enviará al mismo tiempo una copia a la autoridad 
central de la Parte requerida a través de la autoridad central de la Parte solicitante.

3. Cualquier solicitud o comunicación formulada en virtud de los apartados 1 y  2 del presente artículo podrá 
ser presentada a través de la organización Internacional de Policía Criminal (Interpol).

4. Cuando se realice una solicitud de acuerdo con lo dispuesto en el apartado ‘2 del presente artículo y la 
autoridad no sea competente para tramitar dicha solicitud, la transmitirá a la autoridad nacional competente 
e informará de ello direc-tamente a la Parte solicitante.

5. Las solicitudes o comunicaciones efectuadas en virtud de lo dispuesto en la Sección 2 del presente 
capítulo que no impliquen la adopción de medidas coercitivas podrán ser transmitidas directamente por las 
autoridades competentes de la Parte solicitante a las autoridades competentes de la Parte requerida.

Artículo 25
Forma e idioma de las solicitudes

1. Todas las solicitudes previstas en el presente capítulo se efectuarán por escrito. Podrán utilizarse los 
medios modernos de telecomunicación, como por ejemplo el fax.

2. A reserva de lo dispuesto en el apartado 3 del presente artículo, no se exigirán las traducciones de las 
solicitudes ni los documentos que les sirvan de apoyo.

3. En el momento de la firma o de depositar su instrumento de ratificación, aceptación 1 aprobación o 
adhesión, cualquier Parte podrá comunicar, mediante declaración dirigida al Secretario General del 
Consejo de Europa, que se reserva el derecho a exigir que las solicitudes que se le formulen y los 
documentos que sirvan de apoyo a las mismas vayan acompañados de una traducción a su propio idioma o a 
uno de los idiomas oficiales del Consejo de Europa, o a uno de los idiomas que ella indique. Con esta misma 
ocasión podrá declarar que está dispuesta a aceptar las traducciones a cualquier otro idioma que especifique. 
Las restantes partes podrán aplicar el principio de reciprocidad.
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Artículo 26
Legalización

Los documentos enviados en aplicación del presente capítulo estarán exentos de todas las formalidades de 
legalización.

Artículo 27
Contenido de la solicitud

1. Cualquier solicitud de cooperación en virtud del presente capitulo deberá especificar:

a. la autoridad que formule la solicitud y la autoridad encargada de las investigaciones o procedimientos 
judiciales;

b. el objeto y el motivo de la solicitud;

c. los temas, incluidos los hechos pertinentes (como la fecha, lugar y circunstancias del delito), a que se 
refieren las investigaciones o procedimientos judiciales, excepto en el caso de una solicitud de notificación;

c. en la medida en que la cooperación suponga la adopción de medidas coercitivas:

i. el texto de las disposiciones legales o, cuando no sea posible , un informe sobre las normas jurídicas 
aplicables; y

ii . una indicación de que la medida solicitada o cualquier otra medida que tenga un efecto similar puede ser 
adoptada en el territorio de la Parte solicitante en virtud de su propio derecho interno;

d. cuando sea necesario y en la medida de lo posible:

i. detalles acerca de la persona o personas implicadas, incluyendo nombre, fecha y lugar de nacimiento, 
nacionalidad y situación y , cuando se trate de una persona jurídica, su domicilio social; y

ii. la propiedad en relación con la cual se solicita la cooperación, su situación, su relación con la persona o 
personas implicadas, cualquier conexión con el delito, así como cualquier información de que disponga en 
relación con los intereses de otras personas sobre dicha propiedad; y
 
e. cualquier procedimiento especial que la Parte solicitante desee que se siga.

2. La solicitud de medidas provisionales en virtud de la Sección 3 relacionada con el embargo de 
propiedades que podrían ser objeto de una orden de confiscación consistente en el pago de una suma 
de dinero deberán indicar también la cuantía máxima que se pretende recuperar sobre dicho bien.
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3. Además de las indicaciones mencionadas en el apartado 1, cualquier solicitud efectuada en
virtud de la Sección 4 deberá contener:

a. en el caso del Artículo 13, apartado 1.a:

i. Una copia auténtica certificada de la resolución de confiscación dictada por el tribunal de la Parte 
solicitante, así como un informe de los fundamentos que sirvieron de base para adoptar dicha resolución, 
cuando no estén indicados en la propia resolución;

ii. una certificación de la autoridad competente de la Parte solicitante de que la resolución de confiscación es 
ejecutoria y no está sujeta a las vías de recurso ordinarias;

iii. información acerca de la medida en que se solicita que se ejecute la resolución; y

iv. información acerca de la necesidad de adoptar medidas provisionales;

b. en el caso del artículo 13, apartado 1.b, un informe de los hechos invocados por la Parte solicitante que 
sean suficientes para permitir á la Parte requerida obtener la resolución en virtud de su derecho interno;

c. cuando terceras personas hayan tenido oportunidad de reivindicar derechos, aquellos documentos que 
demuestren que así ha sido.

Artículo 28
Solicitudes defectuosas
1. Cuando una solicitud no cumpla lo dispuesto en el presente capítulo o la información facilitada no sea 
suficiente para permitir a la Parte requerida tramitar la solicitud, dicha Parte podrá pedir a la Parte solicitante 
que subsane solicitud o la complete con información complementaria.

2. La Parte requerida podrá fijar una fecha límite para la recepción de dichas modificaciones o información.

3. En espera de recibir las modificaciones o información solicitadas en relación con las solicitudes previstas 
en la Sección 4 del presente capítulo, la Parte solicitada podrá adoptar cualquiera de las medidas a que se 
refieren las Secciones 2 o 3 del presente capítulo.

Artículo 29
Pluralidad de solicitudes

1. Cuando la Parte requerida recibe más de una solicitud en virtud de las Secciones 3 o 4 del presente 
capítulo relacionadas con la misma persona o propiedad, la pluralidad de solicitudes no impedirá a dicha Parte 
tramitar aquellas solicitudes que supongan la adopción de medidas provisionales.
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2. En el caso de pluralidad de solicitudes en virtud de la Sección 4 del presente capítulo , la Parte requerida 
estudiará la posibilidad de consultar a las Partes solicitantes.

Artículo 30
Obligación de motivar

La Parte requerida deberá motivar cualquier decisión de denegar, aplazar o condicionar cualquier 
cooperación solicitada en virtud del presente capítulo.

Artículo 31
Información

1. La Parte requerida informará a la mayor brevedad a la Parte solicitante de:

a. las actuaciones iniciadas como consecuencia de una solicitud formulada en virtud del presente capítulo;

b. el resultado final de las actuaciones realizadas como consecuencia de la solicitud;

c. la decisión de denegar, aplazar o condicionar, en todo o en parte, cualquier cooperación
prevista en el presente capítulo;

d. cualesquiera circunstancias que hagan imposible llevar a cabo la actuación solicitada, o que puedan 
retrasaría de forma considerable; y

e. en el caso de medidas provisionales adoptadas en virtud de una solicitud de las previstas en las secciones 2 
o 3 del presente capítulo, de aquellas disposiciones de su derecho interno que conducirían automáticamente 
al levantamiento de la medida provisional.

2. La Parte solicitante informará a la mayor brevedad a la Parte requerida de:

a. cualquier revisión, resolución u otra circunstancia por razón de la cual la orden de con-fiscación deja de 
tener carácter ejecutorio, total o parcialmente; y

b. cualquier acontecimiento, de hecho o legal, por razón del cual deje de estar justificada cualquier actuación 
iniciada en virtud del presente capítulo.

3. Cuando una Parte, basándose en la misma orden de confiscación, solicita la confiscación en más de otra 
Parte, deberá informar de ello a todas las Partes afectadas por la ejecución de la orden a que se refiere la 
solicitud.
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Artículo 32
Utilización restringida

1. La Parte requerida puede subordinar el cumplimiento de la ejecución de una solicitud a la condición 
de que la información o pruebas obtenidas no puedan ser utilizadas ni transmitidas, sin su consentimiento 
previo, por las autoridades de la Parte solicitante para investigaciones o procedimientos judiciales diferentes 
de aquellos especificados en la solicitud.

2. Cualquiera de las Parte podrá, en el momento de la firma o de depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de 
Europa, declarar que, sin su consentimiento previo, la información o pruebas a que se refiere el presente 
capítulo no podrán ser utilizadas ni transmitidas por las autoridades de la Parte solicitan te para 
investigaciones o procedimientos judiciales diferentes de aquellos especificados en la solicitud.

Artículo 33
Confidencialidad

1. La Parte solicitante podrá exigir a la Parte requerida que guarde confidencialidad sobre los
hechos y contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para ejecutar la solicitud.
Cuando la Parte requerida no pueda cumplir la exigencia de confidencialidad, deberá informar de ello a la 
mayor brevedad a la Parte solicitante.

2. La parte solicitante, si así se le solicita y cuando no sea contrario a los principios básicos de 
su ordenamiento jurídico interno, deberá mantener la confidencialidad de cualquier prueba e información 
que le facilite la Parte requerida, salvo en la medida en que la revelación de las mismas sea necesaria para las 
investigaciones o procedimientos judiciales descritos en la solicitud.

3. Sujeta a las disposiciones de su derecho interno, cualquier Parte que haya recibido información espontánea 
en virtud del Artículo 10 deberá cumplir cualquier exigencia de confidencialidad que pueda imponerle la 
Parte que suministra la información. Si la otra Parte no puede  cumplir esa exigencia, deberá informar de ello 
a la mayor brevedad a la Parte transmitente.

Artículo 34
Costes

Los costes ordinarios derivados del cumplimiento de una solicitud deberán ser satisfechos por la Parte 
requerida. Cuando sean necesarios costes de naturaleza sustancial o extraordinaria para llevar a cabo una 
solicitud, las Partes se consultarán, en orden a acordar. las condiciones en que se va a cumplir la solicitud, así 
como la forma en que van a asumirse los costes.
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Artículo 35
Daños y perjuicios

1. Cuando una persona haya interpuesto una acción por daños y perjuicios resultantes de un acto u 
omisión relacionado con la cooperación prevista en el presente capítulo, las Partes interesadas tomarán en 
consideración consultarse mutuamente, cuando corresponda, en orden a determinar la eventual 
indemnización por daños y perjuicios que pueda corresponder.
 
2. Cualquier Parte que haya sido objeto de un procedimiento en reclamación de daños y perjuicios deberá 
hacer lo posible para informar a la otra Parte de dicha reclamación, cuando esta Parte pueda tener un interés 
en el asunto.

CAPITULO IV: DISPOSICIONES FINALES

Artículo 36
Firma y entrega en vigor

1. El presente Convenio estará abierto a la firma de los Estados miembros de Consejo de Europa, así como 
de aquellos Estados no miembros que hayan participado en su elaboración. Dichos Estados pueden expresar 
su consentimiento de quedar obligados mediante:

a. firma sin reservas en cuanto a la ratificación, aceptación o aprobación; o

b. firma sujeta a ratificación, aceptación o aprobación, seguida de ratificación, aceptación o aprobación.

2. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán depositados ante el Secretario General del 
Consejo de Europa.

3. El presente Convenio entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un período de tres 
meses posterior a la fecha en que tres Estados, de los cuales al menos dos sean Estados miembros del Consejo 
de Europa, hayan expresado su consentimiento de obligarse por el Convenio, de acuerdo con lo dispuesto en 
el apartado 1.

4. Con relación a cualquier Estado firmante que posteriormente exprese su consentimiento de quedar 
obligado por el Convenio, éste entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un período 
de tres meses posterior a la fecha de expresión de su consentimiento de obligarse por el Convenio, de acuerdo 
con lo dispuesto en el apartado 1.
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Artículo 37
Adhesión

1. Después de la entrada en vigor del presente Convenio, el Comité de Ministros del Consejo de Europa, 
previa consulta con los Estados Contratantes del Convenio, podrá invitar a cualquier Estado no miembro 
del Consejo y que no haya participado en su elaboración a que se adhiera al presente Convenio, mediante 
resolución adoptada por la mayoría prevista en el Artículo 20.d del Estatuto del Consejo de Europa y 
mediante el voto unánime de los representantes de los Estados Contratantes que tienen derecho a escaño en 
el Comité.

2. En relación con cualquier Estado que se adhiera, el Convenio entrará en vigor el primer día del mes 
siguiente a la expiración de un período de tres meses posterior a la fecha de depósito del instrumento de 
adhesión ante el Secretario General del Consejo de Europa.

Artículo 38
Aplicación territorial
 
1. Cualquier Estado puede, en el momento de la firma o de depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, especificar el territorio o territorios a los que será de aplicación el 
presente Convenio.

2. Cualquier Estado puede, en cualquier momento posterior, mediante declaración dirigida al Secretario 
General del Consejo de Europa, ampliar la aplicación del presente Convenio a cualquier otro territorio 
especificado en la declaración. Con respecto a dicho territorio, el Convenio entrará en vigor el primer día 

del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses posterior a la fecha de recepción de aquella 
declaración por el Secretario General.

3. Cualquier declaración realizada en virtud de los párrafos anteriores podrá ser retirada, en relación con el 
territorio especificado en dicha declaración, mediante notificación dirigida al Secretario General. La retirada 
entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses posterior a la 
fecha de recepción de dicha notificación por el Secretario General.

Artículo 39
Relaciones con otros convenios y acuerdos

1. El presente Convenio no afecta los derechos y compromisos derivados de los convenios internacionales 
multilaterales relativos a materias específicas.
2. Las Partes del Convenio pueden concluir acuerdos bilaterales o multilaterales entre sí sobre las materias 
que trata el presente Convenio, a los fines de completar o reforzar sus disposiciones o facilitar la aplicación 
de los principios en él consagrados.
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3. En caso de que dos o más Partes hayan concluido ya cualquier acuerdo o tratado en relación con una 
materia tratada en el presente Convenio, o hayan establecido de cualquier otra forma sus relaciones con 
respecto a dicha materia, tendrá derecho a aplicar aquel acuerdo o tratado, o a regular sus relaciones de 
acuerdo con el mismo, en lugar del presente Convenio, cuando ello facilite la cooperación internacional.

Artículo 40
Reservas

1. Cualquier Estado podrá, en el momento de la firma o de depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, declarar que va a hacer uso de una o más de las reservas previstas en el 
Artículo 2, apartado 2, Artículo 6, apartado 4, Artículo 14, apartado 3, Artículo 21, apartado 2, Artículo 25, 
apartado 3 y Artículo 32, apartado 2. No podrá hacerse ninguna otra reserva.

2. Cualquier Estado que haya hecho una reserva en virtud del apartado anterior podrá retirarla, total o 
parcialmente , mediante notificación dirigida al Secretario General del Consejo de Europa. La reserva entrará 
en vigor en la fecha de recepción de dicha notificación por el Secretario General.

3. Ninguna Parte que haya hecho una reserva en relación con una disposición del presente Convenio podrá 
reclamar la aplicación de dicha disposición por otra Parte; podrá, no obstante, si su reserva es parcial o 
condicional, reclamar la aplicación de dicha disposición en la misma medida en que ella misma la haya 
aceptado.

Artículo 41
Enmiendas

1. Cualquier Parte podrá proponer enmiendas al presente Convenio, que serán comunicadas por el Secretario 
General del Consejo de Europa a los Estados miembros del Consejo de Europa, así como a todos aquellos 
Estados no miembros que se hayan adherido o que hayan sido invitados a adherirse al presente Convenio, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 37.

2. Cualquier enmienda propuesta por una Parte será comunicada al Comité Europeo para Problemas 
Criminales, que someterá al Comité de Ministros su dictamen acerca de la enmienda propuesta.

3. El Comité de Ministros estudiará la enmienda propuesta y el dictamen remitido por el Comité Europeo 
para Problemas Criminales y podrá adoptar la enmienda.

4. El texto de cualquier enmienda adoptada por el Comité de Ministros de acuerdo con el apartado 3 del 
presente artículo será remitido a las Partes para su aceptación.

5. Cualquier enmienda adoptada de acuerdo con el apartado 3 del presente artículo entrará en vigor al tercer 
día después de que todas las Partes hayan informado al Secretario General de su aceptación de la misma.
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Artículo 42
Resolución de controversias

1. Se mantendrá informado al comité Europeo para Problemas Criminales del Consejo de Europa en relación 
con la interpretación y aplicación del presente convenio.

2. En caso de que surja una controversia entre las Partes relativa a la interpretación o aplicación del 
presente Convenio, buscarán la resolución de la controversia mediante la negociación o cualquier otro medio 
pacífico de su elección, incluido el sometimiento de la controversia ante el Comité Europeo para Problemas 
Criminales, ante un tribunal de arbitraje cuyas resoluciones serán obligatorias para las Partes o ante el 
Tribunal Internacional de Justicia, según se acuerde por las Partes interesadas.

Artículo 43
Denuncia

1. Cualquier Parte puede, en cualquier momento, denunciar el presente Convenio, mediante notificación 
dirigida al Secretario General del Consejo de Europa.

2. Dicha denuncia entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses 
posterior a la fecha de recepción de la notificación por el Secretario General.

3. No obstante, el presente Convenio continuará aplicándose a la ejecución en virtud del Artículo 14 de 
una confiscación que haya sido solicitada de conformidad con las disposiciones del presente Convenio con 
anterioridad a la fecha en que dicha denuncia entre en vigor.

Artículo 44
Notificaciones

El Secretario General del Consejo de Europa notificará a los Estados miembros del Consejo, así como a 
cualquier Estado que se haya adherido al presente Convenio, de:

a. cualquier firma;

b. el depósito de cualquier instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión;

c. cualquier fecha de entrada en vigor del presente Convenio, conforme a los Artículos 36 y 

d. cualquier reserva realizada en virtud del Artículo 40, apartado 1;

e. cualquier otro acto, notificación o comunicación relativos al presente Convenio.
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En testimonio de lo cual los abajo firmantes, debidamente autorizados al efecto, han firmado el presente 
Convenio.

Hecho en Estrasburgo, a 8 de noviembre de 1990, en inglés y francés, siendo ambos textos igualmente 
auténticos, en un solo ejemplar que será depositado en los archivos del Consejo de Europa. El 
Secretario General del Consejo de Europa remitirá copias certificadas a cada uno de los Estados miembros del 
Consejo de Europa, a los Estados no miembros que han participado en la elaboración del presente Convenio y a 
cualquier otro Estado invitado a adherirse a él.
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2.3. Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional
diciembre 2000

Artículo 1
Finalidad

El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para prevenir y combatir más 
eficazmente la delincuencia organizada transnacional.

Artículo 2
Definiciones
Para los fines de la presente Convención:

a) Por “grupo delictivo organizado” se entenderá un grupo estructurado de tres o más personas que exista 
durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, directa o indirectamente, un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material;

b) Por “delito grave” se entenderá la conducta que constituya un delito punible con una privación de libertad 
máxima de al menos cuatro años o con una pena más grave;

c) Por “grupo estructurado” se entenderá un grupo no formado fortuitamente para la comisión inmediata de 
un delito y en el que no necesariamente se haya asignado a sus miembros funciones formalmente definidas 
ni haya continuidad en la condición de miembro o exista una estructura desarrollada;

d) Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o inmuebles, 
tangibles o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos 
sobre dichos activos;

e) Por “producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole derivados u obtenidos directa o 
indirectamente de la comisión de un delito;

f) Por “embargo preventivo” o “incautación” se entenderá la prohibición temporal de transferir, convertir, 
enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporales de bienes por mandamiento expedido por un 
tribunal u otra autoridad competente;

g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por decisión de un tribunal o 
de otra autoridad competente;

h) Por “delito determinante” se entenderá todo delito del que se derive un producto que pueda pasar a 
constituir materia de un delito definido en el artículo 6 de la presente Convención;
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i) Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o sospechosas 
salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la 
supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar delitos e identificar a las personas 
involucradas en la comisión de éstos;

j) Por “organización regional de integración económica” se entenderá una organización constituida por 
Estados soberanos de una región determinada, a la que sus Estados miembros han transferido competencia 
en las cuestiones regidas por la presente Convención y que ha sido debidamente facultada, de conformidad 
con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar, aceptar o aprobar la Convención o adherirse a ella; 
las referencias a los “Estados Parte” con arreglo a la presente Convención se aplicarán a esas organizaciones 
dentro de los límites de su competencia.

Artículo 3
Ámbito de aplicación

1. A menos que contenga una disposición en contrario, la presente Convención se aplicará a la prevención, la 
investigación y el enjuiciamiento de:

a) Los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención; y

b) Los delitos graves que se definen en el artículo 2 de la presente Convención; cuando esos delitos sean de 
carácter transnacional y entrañen la participación de un grupo delictivo organizado.

2. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter transnacional si:

a) Se comete en más de un Estado;

b) Se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su preparación, planificación, dirección 
o control se realiza en otro Estado;

c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un grupo delictivo organizado que 
realiza actividades delictivas en más de un Estado; o

d) Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro Estado.

Artículo 4
Protección de la soberanía

1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención en consonancia con 
los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados, así como de no intervención en los 
asuntos internos de otros Estados.
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2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado Parte para ejercer, en el territorio 
de otro Estado, jurisdicción o funciones que el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus 
autoridades.

Artículo 5
Penalización de la participación en un grupo delictivo organizado

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los que entrañen el intento o la 
consumación de la actividad delictiva:

i) El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un propósito que guarde relación 
directa o indirecta con la obtención de un beneficio económico u otro beneficio de orden material y, 
cuando así lo prescriba el derecho interno, que entrañe un acto perpetrado por uno de los participantes 
para llevar adelante ese acuerdo o que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado;

ii) La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad delictiva general de un grupo 
delictivo organizado o de su intención de cometer los delitos en cuestión, participe activamente en:

a. Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado;

b. Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de que su participación contribuirá al logro 
de la finalidad delictiva antes descrita;

c) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento en aras de la comisión de un 
delito grave que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado.

2. El conocimiento, la intención, la finalidad, el propósito o el acuerdo a que se refiere el párrafo 1 del 
presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas.

3. Los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la participación de un grupo delictivo organizado para 
la penalización de los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 1 del presente 
artículo velarán por que su derecho interno comprenda todos los delitos graves que entrañen la participación 
de grupos delictivos organizados. Esos Estados Parte, así como los Estados Parte cuyo derecho interno 
requiera la comisión de un acto que tenga por objeto llevar adelante el acuerdo concertado con el propósito 
de cometer los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, 
lo notificarán al Secretario General de las Naciones Unidas en el momento de la firma o del depósito de su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP68

Artículo 6

Penalización del blanqueo del producto del delito

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente:

a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto del delito, con 
el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona involucrada 
en la comisión del delito determinante a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos; ii) La ocultación o 
disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, disposición, movimiento o propiedad de bienes o 
del legítimo derecho a éstos, a sabiendas de que dichos bienes son producto del delito;

b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico: i) La adquisición, posesión o utilización 
de bienes, a sabiendas, en el momento de su recepción, de que son producto del delito; ii) La participación en 
la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo al presente artículo, así como la asociación 
y la confabulación para cometerlos, el intento de cometerlos, y la ayuda, la incitación, la facilitación y el 
asesoramiento en aras de su comisión.

2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo:

a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la gama más amplia posible de 
delitos determinantes;

b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los delitos graves definidos en el artículo 
2 de la presente Convención y los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 8 y 23 de la presente 
Convención. Los Estados Parte cuya legislación establezca una lista de delitos determinantes incluirán entre 
éstos, como mínimo, una amplia gama de delitos relacionados con grupos delictivos organizados;

c) A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los delitos cometidos tanto dentro 
como fuera de la jurisdicción del Estado Parte interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la 
jurisdicción de un Estado Parte constituirán delito determinante siempre y cuando el acto correspondiente sea 
delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se haya cometido y constituyese asimismo delito con 
arreglo al derecho interno del Estado Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito se 
hubiese cometido allí;

d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus leyes 
destinadas a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes o 
una descripción de ésta;
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e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un Estado Parte, podrá disponerse 
que los delitos tipificados en el párrafo 1 del presente artículo no se aplicarán a las personas que hayan 
cometido el delito determinante;

f) El conocimiento, la intención o la finalidad que se requieren como elemento de un delito tipificado en el 
párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas.

Artículo 7

Medidas para combatir el blanqueo de dinero

1. Cada Estado Parte:

a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos y las instituciones 
financieras no bancarias y, cuando proceda, de otros órganos situados dentro de su jurisdicción que sean 
particularmente susceptibles de utilizarse para el blanqueo de dinero a fin de prevenir y detectar todas las 
formas de blanqueo de dinero, y en ese régimen se hará hincapié en los requisitos relativos a la identificación 
del cliente, el establecimiento de registros y la denuncia de las transacciones sospechosas;

b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación de los artículos 18 y 27 de la presente Convención, que las 
autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas 
de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las 
autoridades judiciales), sean capaces de cooperar e intercambiar información a nivel nacional e internacional 
de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de 
establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y 
difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables para detectar y  vigilar el 
movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con sujeción a salvaguardias que 
garanticen la debida utilización de la información y sin restringir en modo alguno la circulación de capitales 
lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particulares y las entidades comerciales notifiquen 
las transferencias transfronterizas de cantidades elevadas de efectivo y de títulos negociables pertinentes.

3. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arreglo al presente artículo y 
sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo de la presente Convención, se insta a los Estados 
Parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales y 
multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero.

4. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, 
subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación 
financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.
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Artículo 8

Penalización de la corrupción

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa o indirectamente, de un 
beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que 
dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales;

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un beneficio indebido 
que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe 
o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito los actos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo cuando esté 
involucrado en ellos un funcionario público extranjero o un funcionario internacional. Del mismo modo, 
cada Estado Parte considerará la posibilidad de tipificar como delito otras formas de corrupción.

3. Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias para tipificar como delito la 
participación como cómplice en un delito tipificado con arreglo al presente artículo.

4. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del artículo 9 de la presente Convención, por 
“funcionario público” se entenderá todo funcionario público o persona que preste un servicio público 
conforme a la definición prevista en el derecho interno y a su aplicación con arreglo al derecho penal del 
Estado Parte en el que dicha persona desempeñe esa función.

Artículo 9
Medidas contra la corrupción

1. Además de las medidas previstas en el artículo 8 de la presente Convención, cada Estado Parte, en la 
medida en que proceda y sea compatible con su ordenamiento jurídico, adoptará medidas eficaces de carácter 
legislativo, administrativo o de otra índole para promover la integridad y para prevenir, detectar y castigar la 
corrupción de funcionarios públicos.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la intervención eficaz de sus autoridades 
con miras a prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos, incluso dotando a dichas 
autoridades de suficiente independencia para disuadir del ejercicio de cualquier influencia indebida en su 
actuación.
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Responsabilidad de las personas jurídicas

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus principios jurídicos, 
a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por participación en delitos graves en que esté 
involucrado un grupo delictivo organizado, así como por los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 
6, 8 y 23 de la presente Convención.

2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas podrá 
ser de índole penal, civil o administrativa.

3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas 
naturales que hayan perpetrado los delitos.

4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o no penales eficaces, 
proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, a las personas jurídicas consideradas 
responsables con arreglo al presente artículo.

Artículo 11
Proceso, fallo y sanciones

1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 
de la presente Convención con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de esos delitos.

2. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales de que disponga 
conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por los delitos comprendidos 
en la presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas para hacer cumplir la ley 
respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la necesidad de prevenir su comisión.

3. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención, 
cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su derecho interno y tomando 
debidamente en consideración los derechos de la defensa, con miras a procurar que al imponer condiciones 
en relación con la decisión de conceder la libertad en espera de juicio o la apelación se tenga presente la 
necesidad de garantizar la comparecencia del acusado en todo procedimiento penal ulterior.

4. Cada Estado Parte velará por que sus tribunales u otras autoridades competentes tengan presente la 
naturaleza grave de los delitos comprendidos en la presente Convención al considerar la eventualidad de 
conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de 
tales delitos.
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5. Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de 
prescripción prolongado dentro del cual pueda iniciarse el proceso por cualquiera de los delitos 
comprendidos en la presente Convención y un plazo mayor cuando el presunto delincuente haya eludido la 
administración de justicia.

6. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de que la descripción de los delitos 
tipificados con arreglo a ella y de los medios jurídicos de defensa aplicables o demás principios jurídicos que 
informan la legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados Parte y de que esos 
delitos han de ser perseguidos y sancionados de conformidad con ese derecho.
 
Decomiso e incautación

1. Los Estados Parte adoptarán, en la medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno, las medidas 
que sean necesarias para autorizar el decomiso:

a) Del producto de los delitos comprendidos en la presente Convención o de bienes cuyo valor corresponda 
al de dicho producto;

b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la comisión de los 
delitos comprendidos en la presente Convención.

2. Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para permitir la identificación, la 
localización, el embargo preventivo o la incautación de cualquier bien a que se refiera el párrafo 1 del
 presente artículo con miras a su eventual decomiso.

3. Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en otros bienes, esos 
bienes podrán ser objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo.

4. Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, esos bienes 
podrán, sin menoscabo de cualquier otra facultad de embargo preventivo o incautación, ser objeto de decomiso 
hasta el valor estimado del producto entremezclado.

5. Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes en los que se haya 
transformado o convertido el producto del delito o de bienes con los que se haya entremezclado el producto 
del delito también podrán ser objeto de las medidas previstas en el presente artículo, de la misma manera y 
en el mismo grado que el producto del delito.

6. Para los fines del presente artículo y del artículo 13 de la presente Convención, cada Estado Parte facultará 
a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar la presentación o la incautación de documentos 
bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a aplicar las disposiciones del 
presente párrafo amparándose en el secreto bancario.
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7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre el origen 
lícito del presunto producto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea 
conforme con los principios de su derecho interno y con la índole del proceso judicial u otras actuaciones 
conexas.

8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de 
buena fe.

9. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas en él previstas se 
definirán y aplicarán de conformidad con el derecho interno de los Estados Parte y con sujeción a éste.

Artículo 13

Cooperación internacional para fines de decomiso

1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de 
un delito comprendido en la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, 
el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente Convención que se 
encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno:

a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso 
de concederse, darán cumplimiento; o

b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden 
de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con 
lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente Convención en la medida en que guarde relación 
con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 
12 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.

2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un 
delito comprendido en la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a 
la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, 
el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente Convención con 
miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una 
solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.

3. Las disposiciones del artículo 18 de la presente Convención serán aplicables mutatis mutandis al presente 
artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 18, las solicitudes presentadas de 
conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente:
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a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción 
de los bienes susceptibles de decomiso y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado 
Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la 
orden con arreglo a su derecho interno;

b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia 
admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la 
solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se 
solicita dar a la orden;

c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en 
que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas.

4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en 
los tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado 
Parte requirente.

5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus leyes y 
reglamentos destinados a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a 
tales leyes y reglamentos o una descripción de ésta.

6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención 
como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.

7. Los Estados Parte podrán denegar la cooperación solicitada con arreglo al presente artículo si el delito al 
que se refiere la solicitud no es un delito comprendido en la presente Convención.

8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de 
buena fe.

9. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada con arreglo al 
presente artículo.
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Artículo 14
Disposición del producto del delito o de los bienes decomisados
 
1. Los Estados Parte dispondrán del producto del delito o de los bienes que hayan decomisado con arreglo al 
artículo 12 o al párrafo 1 del artículo 13 de la presente Convención de conformidad con su derecho interno y 
sus procedimientos administrativos.

2. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo al artículo 13 de la presente 
Convención, los Estados Parte, en la medida en que lo permita su derecho interno y de ser requeridos a 
hacerlo, darán consideración prioritaria a la devolución del producto del delito o de los bienes decomisados 
al Estado Parte requirente a fin de que éste pueda indemnizar a las víctimas del delito o devolver ese producto 
del delito o esos bienes a sus propietarios legítimos.

3. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo a los artículos 12 y 13 de la 
presente Convención, los Estados Parte podrán considerar en particular la posibilidad de celebrar acuerdos 
o arreglos en el sentido de:

a) Aportar el valor de dicho producto del delito o de dichos bienes, o los fondos derivados de la venta 
de dicho producto o de dichos bienes o una parte de esos fondos, a la cuenta designada de conformidad 
con lo dispuesto en el apartado c) del párrafo 2 del artículo 30 de la presente Convención y a organismos 
intergubernamentales especializados en la lucha contra la delincuencia organizada;

b) Repartirse con otros Estados Parte, sobre la base de un criterio general o definido para cada caso, ese 
producto del delito o esos bienes, o los fondos derivados de la venta de ese producto o de esos bienes, de 
conformidad con su derecho interno o sus procedimientos administrativos.

Artículo 15
Jurisdicción

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los 
delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención cuando:

a) El delito se cometa en su territorio; o
b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave registrada conforme 
a sus leyes en el momento de la comisión del delito.

2. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, un Estado Parte también podrá 
establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando:
a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales;
b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apátrida que tenga residencia habitual 
en su territorio; o
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c) El delito:
i) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 de la presente Convención y se 
cometa fuera de su territorio con miras a la comisión de un delito grave dentro de su territorio;

ii) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del artículo 6 de la 
presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión, dentro de su territorio, de un 
delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado a) o al inciso i) del apartado b) del párrafo 1 del 
artículo 6 de la presente Convención.

3. A los efectos del párrafo 10 del artículo 16 de la presente Convención, cada Estado 
Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos
 comprendidos en la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el 
Estado Parte no lo extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales.

4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción 
respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre 
en su territorio y el Estado Parte no lo extradite.

5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 2 del presente artículo ha 
recibido notificación, o tomado conocimiento por otro conducto, de que otro u otros Estados Parte están 
realizando una investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos hechos, las autoridades 
competentes de esos Estados Parte se consultarán, según proceda, a fin de coordinar sus medidas.

6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente Convención no excluirá el 
ejercicio de las competencias penales establecidas por los Estados Parte de conformidad con su derecho 
interno.

Artículo 16
Extradición

1. El presente artículo se aplicará a los delitos comprendidos en la presente Convención o a los casos en que 
un delito al que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 3 entrañe la participación 
de un grupo delictivo organizado y la persona que es objeto de la solicitud de extradición se encuentre en el 
territorio del Estado Parte requerido, siempre y cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible 
con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido.

2. Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves distintos, algunos de los cuales no estén 
comprendidos en el ámbito del presente artículo, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente artículo 
también respecto de estos últimos delitos.
3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los delitos que 
dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Parte. Los Estados Parte se 
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comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición que celebren 
entre sí.

4. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de 
extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar 
la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo.

5. Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un tratado deberán:

a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación  de la presente 
Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las Naciones Unidas de si considerarán 
o no la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de extradición en sus 
relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; y

b) Si no consideran la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de extradición, 
esforzarse, cuando proceda, por celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte en la presente 
Convención a fin de aplicar el presente artículo.

6. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos a 
los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos.

7. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte requerido o 
en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras, las relativas al requisito de una pena mínima 
para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar la extradición.
 
8. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los procedimientos de 
extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos 
a los que se aplica el presente artículo.

9. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado Parte 
requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a 
solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territorio cuya 
extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la comparecencia de esa persona en los 
procedimientos de extradición.

10. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita respecto de un 
delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus nacionales, estará obligado, 
previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora injustificada a sus 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades adoptarán su decisión y llevarán 
a cabo sus actuaciones judiciales de la misma manera en que lo harían respecto de cualquier otro delito de 
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carácter grave con arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados cooperarán 
entre sí, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a garantizar la 
eficiencia de dichas actuaciones.

11. Cuando el derecho interno de un Estado Parte le permita conceder la extradición o, de algún otro modo, 
la entrega de uno de sus nacionales sólo a condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte 
para cumplir la condena que le haya sido impuesta como resultado del juicio o proceso por el que se haya 
solicitado la extradición o la entrega, y cuando ese Estado Parte y el Estado Parte que solicite la 
extradición acepten esa opción, así como otras condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o entrega 
condicional será suficiente para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 10 del presente 
artículo.

12. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por el hecho de 
que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de 
conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado Parte requirente, 
la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente de dicha condena con arreglo al 
derecho interno del Estado Parte requirente.

13. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra la que se haya 
iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo, 
incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho interno del Estado Parte en cuyo 
territorio se encuentre esa persona.

14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición de  una 
obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para presumir que la solicitud 
se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por razón de su sexo, raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento ocasionaría perjuicios a la posición 
de esa persona por cualquiera de estas razones.

15. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se considere que el 
delito también entraña cuestiones tributarias.

16. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará al Estado 
Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de proporcionar información 
pertinente a su alegato.

17. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para llevar a cabo 
la extradición o aumentar su eficacia.
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Artículo 17
Traslado de personas condenadas a cumplir una pena.

Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
sobre el traslado a su territorio de toda persona que haya sido condenada a pena de prisión o a otra pena de 
privación de libertad por algún delito comprendido en la presente Convención a fin de que complete allí su 
condena.

Artículo 18
Asistencia judicial recíproca

1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca respecto de investigaciones, 
procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos en la presente Convención con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 3 y se prestarán también asistencia de esa índole cuando el Estado Parte 
requirente tenga motivos razonables para sospechar que el delito a que se hace referencia en los apartados 
a) o b) del párrafo 1 del artículo 3 es de carácter transnacional, así como que las víctimas, los testigos, el 
producto, los instrumentos o las pruebas de esos delitos se encuentran en el Estado Parte requerido y que el 
delito entraña la participación de un grupo delictivo organizado.

2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las leyes, tratados, 
acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a investigaciones, procesos y 
actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda ser considerada 
responsable de conformidad con el artículo 10 de la presente Convención en el Estado Parte requirente.

3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá solicitarse para 
cualquiera de los fines siguientes:

a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas;
b) Presentar documentos judiciales;
c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos;
d) Examinar objetos y lugares;
e) Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos;
f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, incluida la 
documentación pública, bancaria y financiera, así como la documentación social o comercial de sociedades 
mercantiles;
g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u otros elementos con fines 
probatorios;
h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente;
i) Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte requerido.
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4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte podrán, sin que se 
les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones penales a una autoridad competente de 
otro Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la autoridad a emprender o concluir con éxito 
indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a una petición formulada por este último Estado Parte con 
arreglo a la presente Convención.

5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin perjuicio de las 
indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las autoridades competentes que facilitan 
la información. Las autoridades competentes que reciben la información deberán acceder a toda solicitud 
de que se respete su carácter confidencial, incluso temporalmente, o de que se impongan restricciones a 
su utilización. Sin embargo, ello no obstará para que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, 
información que sea exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor notificará 
al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, consultará al Estado 
Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte receptor 
informará sin demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación.

6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros tratados bilaterales 
o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial recíproca.

7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arreglo al 
presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un tratado de asistencia 
judicial recíproca. Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán las 
disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados Parte convengan en aplicar, en su 
lugar, los párrafos 9 a 29 del presente artículo. Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen 
estos párrafos si facilitan la cooperación.

8.Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial recíproca con arreglo 
al presente artículo.

9. Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial recíproca con arreglo al presente 
artículo invocando la ausencia de doble incriminación. Sin embargo, de estimarlo necesario, el Estado Parte 
requerido podrá prestar asistencia, en la medida en que decida hacerlo a discreción propia, 
independientemente de que la conducta esté o no tipificada como delito en el derecho interno del Estado 
Parte requerido.

10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado Parte y 
cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, para prestar testimonio o para 
que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o actuaciones 
judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Convención podrá ser trasladada si se cumplen las 
condiciones siguientes:
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a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento;

b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las condiciones que 
éstos consideren apropiadas.

11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo:

a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la obligación de mantenerla 
detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice otra cosa;

b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de devolverla a la 
custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de antemano o de otro modo las 
autoridades competentes de ambos Estados Parte;

c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado Parte del que ha sido trasladada 
que inicie procedimientos de extradición para su devolución;

d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al que ha sido trasladada se 
computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido trasladada.

12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de conformidad con los
 párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no 
podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal en el 
territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida 
del territorio del Estado del que ha sido trasladada.

13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de asistencia judicial 
recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las autoridades competentes para su 
ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte disponga de un régimen 
distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte podrá designar a otra autoridad central que 
desempeñará la misma función para dicha región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán 
por el rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad 
central transmita la solicitud a una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada 
ejecución de la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de las 
Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya 
sido designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra comunicación 
pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales designadas por los Estados Parte. La presente 
disposición no afectará al derecho de cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas solicitudes y 
comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados 
Parte convengan en ello, por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal, de ser posible.
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14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio capaz de 
registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, en condiciones que permitan a 
dicho Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de las 
Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de adhesión a ella, el idioma o idiomas que sean aceptables para cada Estado Parte. En 
situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrán hacerse 
oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito.

15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente:

a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud;

b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que se refiere la 
solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar dichas investigaciones, procesos 
o actuaciones;

c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación de documentos 
judiciales;

d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento particular que el 
Estado Parte requirente desee que se aplique;

e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y

f) La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación.

16. El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria cuando sea necesaria para dar 
cumplimiento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento.

17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte requerido y en la 
medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los procedimientos especificados 
en la solicitud.

18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho interno, cuando una 
persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que prestar declaración como testigo o perito 
ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud del otro, podrá permitir 
que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es posible o conveniente que la persona en cuestión 
comparezca personalmente en el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrán convenir en 
que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requirente y en que asista a ella una 
autoridad judicial del Estado Parte requerido.
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19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo consentimiento del Estado Parte 
requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido para investigaciones, 
procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo dispuesto en el 
presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente revele, en sus actuaciones, información o pruebas 
que sean exculpatorias de una persona acusada. En este último caso, el Estado Parte requirente notificará 
al Estado Parte requerido antes de revelar la información o las pruebas y, si así se le solicita, consultará al 
Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte 
requirente informará sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación.

20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva acerca de la 
existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado 
Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato al Estado Parte requirente.

21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada:

a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo;

b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo solicitado podría menoscabar su 
soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales;

c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar en la forma 
solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia;

d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte requerido en lo 
relativo a la asistencia judicial recíproca.

22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca únicamente porque se 
considere que el delito también entraña asuntos fiscales.

23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse debidamente.

24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes posible y tendrá 
plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente y 
que estén debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte requerido responderá 
a las solicitudes razonables que formule el Estado Parte requirente respecto de la evolución del trámite de la 
solicitud. El Estado Parte requirente informará con prontitud cuando ya no necesite la asistencia solicitada.

25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si perturbase 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso.
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26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo o de diferir su 
cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte requerido consultará al Estado 
Parte requirente para considerar si es posible prestar la asistencia solicitada supeditándola a las condiciones 
que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese 
Estado Parte deberá observar las condiciones impuestas.

27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra persona que, 
a instancias del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una 
investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte requirente no podrá ser enjuiciado, 
detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restricción de su libertad personal en ese territorio por 
actos, omisiones o declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el territorio del 
Estado Parte requerido. Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido, durante 
quince días consecutivos o durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha en que  se le 
haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, la oportunidad de 
salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese libremente a él después 
de haberlo abandonado.
 
28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados por el Estado 
Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran 
a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se consultarán para determinar las 
condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así como la manera en que se sufragarán los gastos.

29. El Estado Parte requerido:

a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros documentos o datos que 
obren en su poder y a los que, conforme a su derecho interno, tenga acceso el público en general;

b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, proporcionar al Estado Parte 
requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren en 
su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del público en general.

30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales que sirvan a los fines del presente artículo y que, en la práctica, hagan efectivas 
sus disposiciones o las refuercen.

Artículo 19
Investigaciones conjuntas
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales en virtud de los cuales, en relación con cuestiones que son objeto de investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales en uno o más Estados, las autoridades competentes puedan establecer órganos mixtos de 
investigación. A falta de acuerdos o arreglos de esa índole, las investigaciones conjuntas podrán llevarse 
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a cabo mediante acuerdos concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán por que la 
soberanía del Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la investigación sea plenamente respetada.

Artículo 20
Técnicas especiales de investigación

1. Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno, cada Estado 
Parte adoptará, dentro de sus posibilidades y en las condiciones prescritas por su derecho interno, las medidas 
que sean necesarias para permitir el adecuado recurso a la entrega vigilada y, cuando lo considere apropiado, 
la utilización de otras técnicas especiales de investigación, como la vigilancia electrónica o de otra índole y las 
operaciones encubiertas, por sus autoridades competentes en su territorio con objeto de combatir eficazmente 
la delincuencia organizada.

2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta a los Estados 
Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para 
utilizar esas técnicas especiales de investigación en el contexto de la cooperación en el plano internacional. 
Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán respetando plenamente el principio de la igualdad 
soberana de los Estados y al ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones en ellos contenidas.

3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, toda decisión de 
recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano internacional se adoptará sobre la base de cada 
caso particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los entendimientos 
relativos al ejercicio de jurisdicción por los Estados Parte interesados.
 
4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el consentimiento de 
los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales como interceptar los bienes, autorizarlos 
a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente.

Artículo 21
Remisión de actuaciones penales

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones penales para el enjuiciamiento por un 
delito comprendido en la presente Convención cuando se estime que esa remisión obrará en beneficio de la 
debida administración de justicia, en particular en casos en que intervengan varias jurisdicciones, con miras 
a concentrar las actuaciones del proceso.

Artículo 22
Establecimiento de antecedentes penales

Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias para tener en 
cuenta, en las condiciones y para los fines que estime apropiados, toda previa declaración de culpabilidad, 
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en otro Estado, de un presunto delincuente a fin de utilizar esa información en actuaciones penales relativas 
a un delito comprendido en la presente Convención.

Artículo 23
Penalización de la obstrucción de la justicia

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como 
delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión de un 
beneficio indebido para inducir a falso testimonio u obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación 
de pruebas en un proceso en relación con la comisión de uno de los delitos comprendidos en la presente 
Convención;

b) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de las funciones 
oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer cumplir la ley en relación 
con la comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención. Nada de lo previsto en el presente 
apartado menoscabará el derecho de los Estados Parte a disponer de legislación que proteja a otras categorías 
de funcionarios públicos.

Artículo 24
Protección de los testigos

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para proteger de manera eficaz 
contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos que participen en actuaciones penales y que 
presten testimonio sobre delitos comprendidos en la presente Convención, así como, cuando proceda, a sus 
familiares y demás personas cercanas.

2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin perjuicio de los 
derechos del acusado, incluido el derecho a las garantías procesales, en:
 
a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida de lo necesario 
y lo posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar información 

relativa a su identidad y paradero;

b) Establecer normas probatorias que permitan que el testimonio de los testigos se preste de modo que 
no se ponga en peligro su seguridad, por ejemplo aceptando el testimonio por conducto de tecnologías de 
comunicación como videoconferencias u otros medios adecuados.
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3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados para la 
reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo.

4. Las disposiciones del presente artículo también serán aplicables a las víctimas en el caso de que actúen 
como testigos.

Artículo 25
Asistencia y protección a las víctimas

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para prestar asistencia y 
protección a las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención, en particular en casos de 
amenaza de represalia o intimidación.

2. Cada Estado Parte establecerá procedimientos adecuados que permitan a las víctimas de los delitos 
comprendidos en la presente Convención obtener indemnización y restitución.

3. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y examinen las opiniones 
y preocupaciones de las víctimas en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes 
sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.

Artículo 26
Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen o hayan 
participado en grupos delictivos organizados a:

a) Proporcionar información útil a las autoridades competentes con fines investigativos y probatorios sobre 
cuestiones como:

i) La identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación o las actividades de los grupos 
delictivos organizados;
ii) Los vínculos, incluidos los vínculos internacionales, con otros grupos delictivos organizados;
iii) Los delitos que los grupos delictivos organizados hayan cometido o puedan cometer;

b) Prestar ayuda efectiva y concreta a las autoridades competentes que pueda contribuir a privar a los grupos 
delictivos organizados de sus recursos o del producto del delito.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en los casos apropiados, la mitigación de la pena de 
las personas acusadas que presten una cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto 
de los delitos comprendidos en la presente Convención.
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3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios fundamentales de 
su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a las personas que presten una cooperación sustancial 
en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención.

4. La protección de esas personas será la prevista en el artículo 24 de la presente Convención.

5. Cuando una de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo que se encuentre en un 
Estado Parte pueda prestar una cooperación sustancial a las autoridades competentes de otro Estado Parte, los 
Estados Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de conformidad 
con su derecho interno, con respecto a la eventual concesión, por el otro Estado Parte, del trato enunciado en 
los párrafos 2 y 3 del presente artículo.

Artículo 27
Cooperación en materia de cumplimiento de la ley

1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus respectivos ordenamientos jurídicos 
y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas 
a combatir los delitos comprendidos en la presente Convención. En particular, cada Estado Parte adoptará 
medidas eficaces para:

a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios competentes y, de 
ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de información sobre todos los 
aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención, así como, si los Estados Parte interesados 
lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades delictivas;

b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con respecto a delitos comprendidos 
en la presente Convención acerca de:

i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en tales delitos o la 
ubicación de otras personas interesadas;
ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión de esos delitos;
ii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en la comisión 
de esos delitos;

c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sustancias que se requieran para fines de 
análisis o investigación;

d) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y servicios competentes y promover 
el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de oficiales de enlace, con sujeción a 
acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados;
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e) Intercambiar información con otros Estados Parte sobre los medios y métodos concretos empleados por 
los grupos delictivos organizados, así como, cuando proceda, sobre las rutas y los medios de transporte y el 
uso de identidades falsas, documentos alterados o falsificados u otros medios de encubrir sus actividades;

f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra índole adoptadas con miras a 
la pronta detección de los delitos comprendidos en la presente Convención.

2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, considerarán la posibilidad de celebrar 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales en materia de cooperación directa entre sus respectivos 
organismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o arreglos ya existan, de 
enmendalos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte interesados, las Partes podrán 
considerar la presente
 
Convención como la base para la cooperación en materia de cumplimiento de la ley respecto de los delitos 
comprendidos en la presente Convención. Cuando proceda, los Estados Parte recurrirán plenamente a la 
celebración de acuerdos y arreglos, incluso con organizaciones internacionales o regionales, con miras a 
aumentar la cooperación entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley.

3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus posibilidades para hacer frente a la 
delincuencia organizada transnacional cometida mediante el recurso a la tecnología moderna.

Artículo 28
Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la naturaleza de la delincuencia organizada

1. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de analizar, en consulta con los círculos científicos y 
académicos, las tendencias de la delincuencia organizada en su territorio, las circunstancias en que actúa la 
delincuencia organizada, así como los grupos profesionales y las tecnologías involucrados.

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir experiencia analítica acerca de 
las actividades de la delincuencia organizada, tanto a nivel bilateral como por conducto de organizaciones 
internacionales y regionales. A tal fin, se establecerán y aplicarán, según proceda, definiciones, normas y 
metodologías comunes.

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de vigilar sus políticas y las medidas en vigor encaminadas 
a combatir la delincuencia organizada y evaluarán su eficacia y eficiencia.
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Artículo 29
Capacitación y asistencia técnica

1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará programas de 
capacitación específicamente concebidos para el personal de sus servicios encargados de hacer cumplir la 
ley, incluidos fiscales, jueces de instrucción y personal de aduanas, así como para el personal de otra índole 
encargado de la prevención, la detección y el control de los delitos comprendidos en la presente Convención. 
Esos programas podrán incluir adscripciones e intercambios de personal. En particular y en la medida en que 
lo permita el derecho interno, guardarán relación con:

a) Los métodos empleados en la prevención, la detección y el control de los delitos comprendidos en la 
presente Convención;

b) Las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implicadas en delitos comprendidos en la 
presente Convención, incluso en los Estados de tránsito, y las medidas de lucha pertinentes;

c) La vigilancia del movimiento de bienes de contrabando;

d) La detección y vigilancia de los movimientos del producto del delito o de los bienes, el equipo u otros 
instrumentos utilizados para cometer tales delitos y los métodos empleados para la transferencia, ocultación 
o disimulación de dicho producto, bienes, equipo u otros instrumentos, así como los métodos utilizados para 
combatir el blanqueo de dinero y otros delitos financieros;

e) El acopio de pruebas;

f) Las técnicas de control en zonas y puertos francos;
 
g) El equipo y las técnicas modernos utilizados para hacer cumplir la ley, incluidas la vigi-lancia electrónica, 
la entrega vigilada y las operaciones encubiertas;

h) Los métodos utilizados para combatir la delincuencia organizada transnacional mediante computadoras, 
redes de telecomunicaciones u otras formas de la tecnología moderna; y

i) Los métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos.

2. Los Estados Parte se prestarán asistencia en la planificación y ejecución de programas de investigación 
y capacitación encaminados a intercambiar conocimientos especializados en las esferas mencionadas en el 
párrafo 1 del presente artículo y, a tal fin, también recurrirán, cuando proceda, a conferencias y seminarios 
regionales e internacionales para promover la cooperación y fomentar el examen de los problemas de interés 
común, incluidos los problemas y necesidades especiales de los Estados de tránsito.
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3. Los Estados Parte promoverán actividades de capacitación y asistencia técnica que faciliten la extradición 
y la asistencia judicial recíproca. Dicha capacitación y asistencia técnica podrán incluir la enseñanza 
de idiomas, adscripciones e intercambios de personal entre autoridades centrales u organismos con 
responsabilidades pertinentes.

4. Cuando haya acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales vigentes, los Estados Parte intensificarán, 
en la medida necesaria, sus esfuerzos por optimizar las actividades operacionales y de capacitación en las 
organizaciones internacionales y regionales, así como en el marco de otros acuerdos o arreglos bilaterales y 
multilaterales pertinentes.

Artículo 30
Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo económico y la asistencia técnica

1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación óptima de la presente Convención 
en la medida de lo posible, mediante la cooperación internacional, teniendo en cuenta los efectos adversos de 
la delincuencia organizada en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible en particular.

2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y en forma  coordinada entre sí, 
así como con organizaciones internacionales y regionales, por:

a) Intensificar su cooperación en los diversos niveles con los países en desarrollo con miras a fortalecer las 
capacidades de esos países para prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional;

b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos de los países en desarrollo para 
combatir con eficacia la delincuencia organizada transnacional y ayudarles a aplicar satisfactoriamente la 
presente Convención;

c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con economías en transición para 
ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas con la aplicación de la presente Convención. A tal fin, los 
Estados Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periódicas a una cuenta 
específicamente designada a esos efectos en un mecanismo de financiación de las Naciones Unidas. Los 
Estados Parte también podrán considerar en particular la posibilidad, conforme a su derecho interno y a las 
disposiciones de la presente Convención, de aportar a la cuenta antes mencionada un porcentaje del dinero 
o del valor correspondiente del producto del delito o de los bienes ilícitos decomisados con arreglo a lo 
dispuesto en la presente Convención;

d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según proceda, para que se sumen a los 
esfuerzos desplegados con arreglo al presente artículo, en particular proporcionando un mayor número 
de programas de capacitación y equipo moderno a los países en desarrollo a fin de ayudarles a lograr los 
objetivos de la presente Convención.
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3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos existentes en materia de asistencia externa 
ni otros arreglos de cooperación financiera en los planos bilateral, regional o internacional.

4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales sobre asistencia 
material y logística, teniendo en cuenta los arreglos financieros necesarios para hacer efectiva la cooperación 
internacional prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y combatir la delincuencia 
organizada transnacional.

Artículo 31
Prevención

1. Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y establecer y promover prácticas 
y políticas óptimas para la prevención de la delincuencia organizada transnacional.

2. Los Estados Parte procurarán, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
reducir las oportunidades actuales o futuras de que dispongan los grupos delictivos organizados para 
participar en mercados lícitos con el producto del delito adoptando oportunamente medidas legislativas, 
administrativas o de otra índole. Estas medidas deberían centrarse en:

a) El fortalecimiento de la cooperación entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley o el 
ministerio público y las entidades privadas pertinentes, incluida la industria;

b) La promoción de la elaboración de normas y procedimientos concebidos para salvaguardar la integridad 
de las entidades públicas y de las entidades privadas interesadas, así como códigos de conducta para 
profesiones pertinentes, en particular para los abogados, notarios públicos, asesores fiscales y contadores;

c) La prevención de la utilización indebida por parte de grupos delictivos organizados de licitaciones 
públicas y de subsidios y licencias concedidos por autoridades públicas para realizar actividades comerciales;

d) La prevención de la utilización indebida de personas jurídicas por parte de grupos delictivos organizados; 
a este respecto, dichas medidas podrían incluir las siguientes:

i) El establecimiento de registros públicos de personas jurídicas y naturales involucradas en la constitución, 
la gestión y la financiación de personas jurídicas;

ii) La posibilidad de inhabilitar por mandato judicial o cualquier medio apropiado durante un período 
razonable a las personas condenadas por delitos comprendidos en la presente Convención para actuar  como 
directores de personas jurídicas constituidas en sus respectivas jurisdicciones;

iii) El establecimiento de registros nacionales de personas inhabilitadas para actuar como directores de 
personas jurídicas; y
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iv) El intercambio de información contenida en los registros mencionados en los incisos i) y iii) del presente 
apartado con las autoridades competentes de otros Estados Parte.

3. Los Estados Parte procurarán promover la reintegración social de las personas condenadas por delitos 
comprendidos en la presente Convención.

4. Los Estados Parte procurarán evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las prácticas 
administrativas pertinentes vigentes a fin de detectar si existe el peligro de que sean utilizados indebidamente 
por grupos delictivos organizados.

5. Los Estados Parte procurarán sensibilizar a la opinión pública con respecto a la existencia, las causas y la 
gravedad de la delincuencia organizada transnacional y la amenaza que representa. Cuando proceda, podrá 
difundirse información a través de los medios de comunicación y se adoptarán medidas para fomentar la 
participación pública en los esfuerzos por prevenir y combatir dicha delincuencia.

6. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas el nombre y la dirección de 
la autoridad o las autoridades que pueden ayudar a otros Estados Parte a formular medidas para prevenir la 
delincuencia organizada transnacional.

7. Los Estados Parte colaborarán entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes, según proceda, con miras a promover y formular las medidas mencionadas en el presente 
artículo. Ello incluye la participación en proyectos internacionales para la prevención de la delincuencia 
organizada transnacional, por ejemplo mediante la mitigación de las circunstancias que hacen vulnerables a 
los grupos socialmente marginados a las actividades de la delincuencia organizada transnacional.

Artículo 32
Conferencia de las Partes en la Convención

1. Se establecerá una Conferencia de las Partes en la Convención con objeto de mejorar la capacidad de 
los Estados Parte para combatir la delincuencia organizada transnacional y para promover y examinar la 
aplicación de la presente Convención.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de las Partes a más tardar un 
año después de la entrada en vigor de la presente Convención. La Conferencia de las Partes aprobará reglas 
de procedimiento y normas que rijan las actividades enunciadas en los párrafos 3 y 4 del presente artículo 
(incluidas normas relativas al pago de los gastos  resultantes de la puesta en marcha de esas actividades).

3. La Conferencia de las Partes concertará mecanismos con miras a lograr los objetivos mencionados en el 
párrafo 1 del presente artículo, en particular a:
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a) Facilitar las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los artículos 29, 30 y 31 de la presente 
Convención, alentando inclusive la movilización de contribuciones voluntarias;

b) Facilitar el intercambio de información entre Estados Parte sobre las modalidades y tendencias de la 
delincuencia organizada transnacional y sobre prácticas eficaces para combatirla;

c) Cooperar con las organizaciones internacionales y regionales y las organizaciones no gubernamentales 
pertinentes;

d) Examinar periódicamente la aplicación de la presente Convención;

e) Formular recomendaciones para mejorar la presente Convención y su aplicación.

4. A los efectos de los apartados d) y e) del párrafo 3 del presente artículo, la Conferencia de las Partes 
obtendrá el necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las dificultades encontradas por los 
Estados Parte en aplicación de la presente Convención mediante la información que ellos le faciliten y 
mediante los demás mecanismos de examen que establezca la Conferencia de las Partes.
 
5. Cada Estado Parte facilitará a la Conferencia de las Partes información sobre sus programas, planes 
y prácticas, así como sobre las medidas legislativas y administrativas adoptadas para aplicar la presente 
Convención, según lo requiera la Conferencia de las Partes.

Artículo 33
Secretaría

1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de secretaría necesarios a la 
Conferencia de las Partes en la Convención.

2. La secretaría:

a) Prestará asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de las actividades enunciadas en el 
artículo 32 de la presente Convención y organizará los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes 
y les prestará los servicios necesarios;

b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de información a la Conferencia de 
las Partes según lo previsto en el párrafo 5 del artículo 32 de la presente Convención; y

c) Velará por la coordinación necesaria con la secretaría de otras organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes.
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Artículo 34
Aplicación de la Convención

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
las medidas que sean necesarias, incluidas medidas legislativas y administrativas, para garantizar el 
cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención.

2. Los Estados Parte tipificarán en su derecho interno los delitos tipificados de conformidad con los artículos 
5, 6, 8 y 23 de la presente Convención independientemente del carácter transnacional o la participación de 
un grupo delictivo organizado según la definición contenida en el párrafo 1 del artículo 3 de la presente 
Convención, salvo en la medida en que el artículo 5 de la presente Convención exija la participación de un 
grupo delictivo organizado.

3. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las previstas en la presente 
Convención a fin de prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional.

Artículo 35
Solución de controversias

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o aplicación 
de la presente Convención mediante la negociación.

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación de la 
presente Convención que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a 
solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la 
solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del 
arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia 
mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte.
 
3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación de la presente 
Convención o adhesión a ella, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. 
Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto de todo 
Estado Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo podrá en 
cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.
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Artículo 36
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de diciembre de 2000 
en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 de 
diciembre de 2002.

2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las organizaciones regionales de integración 
económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la 
presente Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo.

3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación. Los  ins-trumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual manera. En 
ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones 
comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados u organizaciones regionales 
de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea Parte en la presente 
Convención. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder  del Secretario General de las Naciones 
Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de integración económica declararán 
el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. 

Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de 
su competencia.

Artículo 37
Relación con los protocolos

1. La presente Convención podrá complementarse con uno o más protocolos.

2. Para pasar a ser parte en un protocolo, los Estados o las organizaciones regionales de integración 
económica también deberán ser parte en la presente Convención.

3. Los Estados Parte en la presente Convención no quedarán vinculados por un protocolo a menos que pasen 
a ser parte en el protocolo de conformidad con sus disposiciones.

4. Los protocolos de la presente Convención se interpretarán juntamente con ésta, teniendo en cuenta la 
finalidad de esos protocolos.
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Artículo 38
Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se haya 
depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del 
presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización regional de integración económica no se 
considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal organización.

2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte o apruebe la 
presente Convención o se adhiera a ella después de haberse depositado el cuadragésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente Convención entrará en vigor el trigésimo día 
después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el instrumento pertinente.

Artículo 39
Enmienda

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la presente Convención, los 
Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a 
continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la 
Convención para que la examinen y decidan al respecto. La Conferencia de las Partes hará todo lo posible por 

lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y 
no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos 
tercios de los Estados Parte presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes.

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, ejercerán su 
derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto 
si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a ratificación, 
aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor respecto 
de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan expresado su 
consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente 
Convención, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.
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Artículo 40
Denuncia

1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita al Secretario 
General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario 
General haya recibido la notificación.
 
2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en la presente Convención 
cuando la hayan denunciado todos sus Estados miembros.

3. La denuncia de la presente Convención con arreglo al párrafo 1 del presente artículo entrañará la denuncia 
de sus protocolos.

Artículo 41
Depositario e idiomas

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención.

2. El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. EN FE DE 
LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, han 
firmado la presente Convención.
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2.4. Conveción de las Naciones Unidad Contra la Corrupción, 2004

Capítulo I Disposiciones generales

Artículo 1.	 Finalidad
La finalidad de la presente Convención es:

a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y eficien-temente la corrupción;

b) Promover, facilitar y apoyar la cooperación internacional y la asistencia técnica en la prevención y la lucha 
contra la corrupción, incluida la recuperación de activos;

c) Promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes 
públicos.

Artículo 2.	 Definiciones
A los efectos de la presente Convención:

a) Por “funcionario público” se entenderá: i) toda persona que ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, 
administrativo o judicial de un Estado Parte, ya sea designado o elegido, permanente o temporal, remunerado 
u honorario, sea cual sea la antigüedad de esa persona en el cargo; ii) toda otra persona que desempeñe una 
función pública, incluso para un organismo público o una empresa pública, o que preste un servicio público, 
según se defina en el derecho interno del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento 
jurídico de ese Estado Parte; iii) toda otra persona definida como “funcionario público” en el derecho interno 
de un Estado Parte. No obstante, a los efectos de algunas medidas específicas incluidas en el capítulo II de la 
presente Convención, podrá entenderse por “funcionario público” toda persona que desempeñe una función 
pública o preste un servicio público según se defina en el derecho interno del Estado Parte y se aplique en la 
esfera pertinente del ordenamiento jurídico de ese Estado Parte;

b) Por “funcionario público extranjero” se entenderá toda persona que ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, 
administrativo o judicial de un país extranjero, ya sea designado o elegido; y toda persona que ejerza una 
función pública para un país extranjero, incluso para un organismo público o una empresa pública;

c) Por “funcionario de una organización internacional pública” se entenderá un empleado público 
internacional o toda persona que  tal organización   haya autorizado a actuar en su nombre;

d) Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o inmuebles, 
tangibles o intangibles y los documentos o instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos 
sobre dichos activos;
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e) Por “producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole derivados u obtenidos directa o 
indirectamente de la comisión de un delito;

f) Por “embargo preventivo” o “incautación” se entenderá la prohibición temporal de transferir, convertir, 
enajenar o trasladar bienes, o de asumir la custodia o el control temporales de bienes sobre la base de una 
orden de un tribunal u otra autoridad competente;

g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por orden de un tribunal u otra 
autoridad competente;

h) Por “delito determinante” se entenderá todo delito del que se derive un producto que pueda pasar a 
constituir materia de un delito definido en el artículo 23 de la presente Convención;

i) Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en permitir que remesas ilícitas o sospechosas 
salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la 
supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar un delito e identificar a las personas 
involucradas en su comisión.

 Artículo 3.	 Ámbito de aplicación

1. La presente Convención se aplicará, de conformidad con sus disposiciones, a la prevención, la 
investigación y el enjuiciamiento de la corrupción y    al embargo preventivo, la incautación, el decomiso y 
la restitución del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

2. Para la aplicación de la presente Convención, a menos que contenga una disposición en contrario, no será 
necesario que los delitos enunciados en   ella produzcan daño o perjuicio patrimonial al Estado.

Artículo 4.	 Protección de la soberanía

1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención en consonancia con 
los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados, así como de no intervención en los  
asuntos  internos de otros Estados.

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado Parte para ejercer, en el territorio 
de otro Estado, jurisdicción o funciones que    el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus 
autoridades.
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Capítulo II Medidas preventivas

Artículo 5.	 Políticas y prácticas de prevención de la corrupción

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales  de su ordenamiento jurídico, 
formulará y aplicará o mantendrá en vigor políticas coordinadas y eficaces contra la corrupción que 
promuevan la participa- ción de la sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida gestión 
de los asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad, la transparencia y la obligación de rendir cuentas.

2. Cada Estado Parte procurará establecer y fomentar prácticas eficaces encaminadas a prevenir la 
corrupción.

3. Cada Estado Parte procurará evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las medidas 
administrativas pertinentes a fin de determinar si son adecuados para combatir la corrupción.

4. Los Estados Parte, según proceda y de conformidad con los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, colaborarán entre sí y con las or ganizaciones internacionales y regionales pertinentes 
en la promoción y formulación de las medidas mencionadas en el presente artículo. Esa colaboración podrá 
comprender la participación en programas y proyectos internacionales destinados a prevenir la corrupción.

Artículo 6.	 Órgano u órganos de prevención de la corrupción

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales  de su ordenamiento jurídico, 
garantizará la existencia de un órgano u órganos, según proceda, encargados de prevenir la corrupción con 
medidas tales como:

a) La aplicación de las políticas a que se hace alusión en el artículo 5 de la presente Convención y, cuando 
proceda, la supervisión y coordinación de la puesta en práctica de esas políticas;

b) El aumento y la difusión de los conocimientos en materia de prevención de la corrupción.

2. Cada Estado Parte otorgará al órgano o a los órganos mencionados en el párrafo 1 del presente 
artículo la independencia necesaria, de conformidad  con los principios fundamentales de su ordenamiento 
jurídico, para que puedan desempeñar sus funciones de manera eficaz y sin ninguna influencia indebida. Deben 
proporcionárseles los recursos materiales y el personal especializado que sean necesarios, así como la 
capacitación que dicho personal pueda requerir para el desempeño de sus funciones.

3. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas el nombre y la dirección de la 
autoridad o las autoridades que puedan ayudar a otros Estados Parte a formular y aplicar medidas concretas 
de prevención de la corrupción.
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Artículo 7.	 Sector público

1. Cada Estado Parte, cuando sea apropiado y de conformidad con los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, procurará adoptar sistemas de convocatoria, contratación, retención, promoción y 
jubilación de empleados públicos y, cuando proceda, de otros funcionarios públicos no elegidos,  o mantener 
y fortalecer dichos sistemas. Éstos:

 a) Estarán basados en principios de eficiencia y transparencia y en criterios objetivos como el mérito, la 
equidad y la aptitud;

b) Incluirán procedimientos adecuados de selección y formación de los titulares de cargos públicos que se 
consideren especialmente vulnerables a la corrupción, así como, cuando proceda, la rotación de esas 
personas a otros cargos;

c) Fomentarán una remuneración adecuada y escalas de sueldo equitativas, teniendo en cuenta el nivel de 
desarrollo económico del Estado Parte;

d) Promoverán programas de formación y capacitación que les permitan cumplir los requisitos de desempeño 
correcto, honorable y debido de sus funciones y les proporcionen capacitación especializada y apropiada 
para que sean más conscientes de los riesgos de corrupción inherentes al desempeño de sus funciones. Tales 
programas podrán hacer referencia a códigos o normas de conducta en las esferas pertinentes.

2. Cada Estado Parte considerará también la posibilidad de adoptar medidas legislativas y administrativas 
apropiadas, en consonancia con los objetivos de la presente Convención y de conformidad con los principios 
fundamentales   de su derecho interno, a fin de establecer criterios para la candidatura y elección  a cargos 
públicos.

3. Cada Estado Parte considerará asimismo la posibilidad de adoptar medidas legislativas y 
administrativas apropiadas, en consonancia con los objetivos de la presente Convención y de conformidad 
con los principios fundamentales de su derecho interno, para aumentar la transparencia respecto de la 
financiación de candidaturas a cargos públicos electivos y, cuando proceda, respecto de la financiación de los 
partidos políticos.

4. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales  de su derecho interno, procurará 
adoptar sistemas destinados a promover la transparencia y a prevenir conflictos de intereses, o a mantener y 
fortalecer  dichos sistemas.
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Artículo 8.	 Códigos de conducta para funcionarios públicos

1. Con objeto de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales 
de su ordenamiento jurídico, promoverá, entre otras cosas, la integridad, la honestidad y la responsabilidad 
entre sus funcionarios públicos.

2. En particular, cada Estado Parte procurará aplicar, en sus propios ordenamientos institucionales y 
jurídicos, códigos o normas de conducta para el correcto, honorable y debido cumplimiento de las 
funciones públicas.
 
3. Con miras a aplicar las disposiciones del presente artículo, cada Esta- do Parte, cuando proceda y de 
conformidad con los principios fundamentales     de su ordenamiento jurídico, tomará nota de las iniciativas 
pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales y multilaterales, tales como el Código 
Intercional de Conducta para los titulares de cargos públicos, que figura en     el anexo de la resolución 51/59 
de la Asamblea General de 12 de diciembre de 1996.

4. Cada Estado Parte también considerará, de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, la posibilidad de establecer medidas y sistemas para facilitar que los funcionarios públicos 
denuncien todo acto de corrupción a las autoridades competentes cuando tengan conocimiento de ellos   en 
el ejercicio de sus funciones.

5. Cada Estado Parte procurará, cuando proceda y de conformidad con  los principios fundamentales 
de su derecho interno, establecer medidas y sistemas para exigir a los funcionarios públicos que hagan 
declaraciones a las autoridades competentes en relación, entre otras cosas, con sus actividades externas   y 
con empleos, inversiones, activos y regalos o beneficios importantes que puedan dar lugar a un conflicto de 
intereses respecto de sus atribuciones como funcionarios públicos.

6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar, de conformidad con los principios fundamentales 
de su derecho interno, medidas disciplinarias o de otra índole contra todo funcionario público que transgreda 
los  códigos o normas establecidos de conformidad con el presente artículo.

Artículo 9.	 Contratación pública y gestión de la hacienda pública

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
adoptará las medidas necesarias para establecer sistemas apropiados de contratación pública, basados en la 
transparencia, la competencia y criterios objetivos de adopción de decisiones, que sean eficaces, entre otras 
cosas, para prevenir la corrupción. Esos sistemas, en cuya aplicación se podrán tener en cuenta valores 
mínimos apropiados, deberán abordar, entre otras cosas:

a) La difusión pública de información relativa a procedimientos de contratación pública y contratos, incluida 
información sobre licitaciones e informa- ción pertinente u oportuna sobre la adjudicación de contratos, a fin 
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de que los licitadores potenciales dispongan de tiempo suficiente para preparar y presentar sus ofertas;

b) La formulación previa de las condiciones de participación, incluidos criterios de selección y adjudicación 
y reglas de licitación, así como su publicación;

c) La aplicación de criterios objetivos y predeterminados para la adopción de decisiones sobre contratación 
pública a fin de facilitar la ulterior verificación de la aplicación correcta de las reglas o procedimientos;

d) Un mecanismo eficaz de examen interno, incluido un sistema eficaz  de apelación, para garantizar recursos 
y soluciones legales en el caso de que no  se respeten las reglas o los procedimientos establecidos conforme 
al presente párrafo;

e) Cuando proceda, la adopción de medidas para reglamentar las cuestiones relativas al personal encargado 
de la contratación pública, en particular declaraciones de interés respecto de determinadas contrataciones 
públicas, procedimientos de preselección y requisitos de capacitación.

2. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales  de su ordenamiento jurídico, adoptará 
medidas apropiadas para promover la transparencia y la obligación de rendir cuentas en la gestión de la 
hacienda pública. Esas medidas abarcarán, entre otras cosas:

a) Procedimientos para la aprobación del presupuesto nacional;

b) La presentación oportuna de información sobre gastos e ingresos;

c) Un sistema de normas de contabilidad y auditoría, así como la super- visión co-rrespondiente;

d) Sistemas eficaces y eficientes de gestión de riesgos y control interno; y

e) Cuando proceda, la adopción de medidas correctivas en caso de incumplimiento de los requisitos 
establecidos en el presente párrafo.

3. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales  de su derecho interno, adoptará las 
medidas que sean necesarias en los ámbitos civil y administrativo para preservar la integridad de los libros y 
registros con- tables, estados financieros u otros documentos relacionados con los gastos e ingresos públicos 
y para prevenir la falsificación de esos documentos.
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Artículo 10.	 Información pública

Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupción,  cada  Estado Parte, de conformidad con los 
principios fundamentales de su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias para aumentar la 
transparencia en su administración pública, incluso en lo relativo a su organización, funcionamiento  y 
procesos de adopción de decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrán incluir, entre otras cosas:

a) La instauración de procedimientos o reglamentaciones que permitan    al público en general obtener, 
cuando proceda, información sobre la organización, el funcionamiento y los procesos de adopción de 
decisiones de su admi- nistración pública y, con el debido respeto a la protección de la 
intimidad y de  los datos personales, sobre las decisiones y actos jurídicos que incumban al público;

b) La simplificación de los procedimientos administrativos, cuando proceda, a fin de facilitar el acceso del 
público a las autoridades encargadas de la adopción de decisiones; y

c) La publicación de información, lo que podrá incluir informes periódicos sobre los riesgos de corrupción 
en su administración pública.

Artículo 11.	 Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público

1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la 
corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento 
jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para 
reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder 
judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial.

2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme 
al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial 
pero goce de independencia análoga.

Artículo 12.	 Sector privado

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales  de su derecho interno, adoptará 
medidas para prevenir la corrupción y mejorar  las normas contables y de auditoría en el sector privado, 
así como, cuando proceda, prever sanciones civiles, administrativas o penales eficaces, proporcionadas y 
disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas.

2. Las medidas que se adopten para alcanzar esos fines podrán consistir, entre otras cosas, en:

a) Promover la cooperación entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley y las entidades privadas 
pertinentes;
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b) Promover la formulación de normas y procedimientos encaminados a salvaguardar la integridad de las 
entidades privadas pertinentes, incluidos códigos de conducta para el correcto, honorable y debido ejercicio 
de las actividades comerciales y de todas las profesiones pertinentes y para la prevención de conflictos de 
intereses, así como para la promoción del uso de buenas prácticas comerciales entre las empresas y en las 
relaciones contractuales de las empresas con el Estado;

c) Promover la transparencia entre entidades privadas, incluidas, cuando proceda, medidas relativas a la 
identidad de las personas jurídicas y naturales involucradas en el establecimiento y la gestión de empresas;

d) Prevenir la utilización indebida de los procedimientos que regulan a  las entidades privadas, incluidos los 
procedimientos relativos a la concesión de subsidios y licencias por las autoridades públicas para actividades 
comerciales;

e) Prevenir los conflictos de intereses imponiendo restricciones apropiadas, durante un período razonable, a 
las actividades profesionales de ex funcionarios públicos o a la contratación de funcionarios públicos en el 
sector privado tras su renuncia o jubilación cuando esas actividades o esa contratación estén directamente 
relacionadas con las funciones desempeñadas o supervisadas por esos funcionarios públicos durante su 
permanencia en el cargo;

f) Velar por que las empresas privadas, teniendo en cuenta su estructura  y tamaño, dispongan de suficientes 
controles contables internos para ayudar a prevenir y detectar los actos de corrupción, y por que las cuentas 
y los estados financieros requeridos de esas empresas privadas estén sujetos a procedimientos apropiados de 
auditoría y certificación.

3. A fin de prevenir la corrupción, cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de 
conformidad con sus leyes y reglamentos internos relativos al mantenimiento de libros y registros, la 
divulgación de estados financieros y las normas de contabilidad y auditoría, para prohibir los siguientes 
actos realizados con el fin de cometer cualesquiera de los delitos tipificados  con arreglo a la presente 
Convención:

a) El establecimiento de cuentas no registradas en libros;

b) La realización de operaciones no registradas en libros o mal consignadas;

c) El registro de gastos inexistentes;

d) El asiento de gastos en los libros de contabilidad con indicación in- correcta de su objeto; 
 
e) La utilización de documentos falsos; y
 
f) La destrucción deliberada de documentos de contabilidad antes del plazo previsto en la ley.
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4. Cada Estado Parte denegará la deducción tributaria respecto de gastos que constituyan soborno, que 
es uno de los elementos constitutivos de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 15 y 16 de la 
presente Convención y, cuando proceda, respecto de otros gastos que hayan tenido por objeto promover un 
comportamiento corrupto.

Artículo 13.	 Participación de la sociedad

1. Cada Estado Parte adoptará medidas adecuadas, dentro de los medios de que disponga y de conformidad 
con los principios fundamentales de su derecho interno, para fomentar la participación activa de personas y 
grupos que no pertenezcan al sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales 
y las organizaciones con base en la comunidad, en la prevención y la lucha contra la corrupción, y para 
sensibilizar a la opinión pública con respecto a la existencia, las causas y la gravedad de la corrupción, así 
como a la amenaza que ésta representa. Esa participación debería reforzarse con medidas como las siguientes:

a) Aumentar la transparencia y promover la contribución de la ciudada- nía a los procesos de adopción de 
decisiones;

b) Garantizar el acceso eficaz del público a la información;

c) Realizar actividades de información pública para fomentar la intransigencia con la corrupción, así como 
programas de educación pública, incluidos programas escolares y universitarios;

d) Respetar, promover y proteger la libertad de buscar, recibir, publicar y difundir información relativa a la 
corrupción. Esa libertad podrá estar sujeta a ciertas restricciones, que deberán estar expresamente fijadas por 
la ley y ser necesarias para:

i) Garantizar el respeto de los derechos o la reputación de terceros;

ii) Salvaguardar la seguridad nacional, el orden público, o la salud  o la moral públicas.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para garantizar que el público tenga conocimiento de los 
órganos pertinentes de lucha contra la co- rrupción mencionados en la presente Convención y facilitará el 
acceso a dichos órganos, cuando proceda, para la denuncia, incluso anónima, de cualesquiera incidentes que 
puedan considerarse constitutivos de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.

Artículo 14.	 Medidas para prevenir el blanqueo de dinero
1. Cada Estado Parte:

a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos y las instituciones 
financieras no bancarias, incluidas las personas naturales o jurídicas que presten servicios oficiales u oficiosos 
de trans- ferencia de dinero o valores y, cuando proceda, de otros órganos situados dentro de su jurisdicción 
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que sean particularmente susceptibles de utilización para el blanqueo de dinero, a fin de prevenir y detectar 
todas las formas de blanqueo de dinero, y en dicho régimen se hará hincapié en los requisitos relativos a 
la identificación del cliente y, cuando proceda, del beneficiario final, al estableci- miento de registros y a la 
denuncia de las transacciones sospechosas;

b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las 
autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de 
combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades 
judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de 
conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de 
establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y 
difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas via- bles para detectar y vigilar el 
movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con sujeción a salvaguardias que 
garanticen la debida utilización de la información y sin restringir en modo alguno la circulación de capitales 
lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particulares y las entidades comerciales notifiquen 
las transferencias transfronterizas de cantidades elevadas de efectivo y de títulos negociables pertinentes.

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas apropiadas y viables para exigir a las 
instituciones financieras, incluidas las que remiten dinero, que:

a) Incluyan en los formularios de transferencia electrónica de fondos y mensajes conexos información exacta 
y válida sobre el remitente;

b) Mantengan esa información durante todo el ciclo de pagos; y

c) Examinen de manera más minuciosa las transferencias de fondos que no contengan información completa 
sobre el remitente.

4. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arreglo al presente artículo, y 
sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo de la presente Convención, se insta a los Estados 
Parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales y 
multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero.

5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, 
regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación 
financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.
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Capítulo III Penalización y aplicación de la ley

Artículo 15.	 Soborno de funcionarios públicos nacionales
Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como 
delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público,  en forma directa o indirecta, de un 
beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que 
dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales;

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, en forma direc- ta o indirecta, de un beneficio 
indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho 
funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales.

Artículo 16.	 Soborno de funcionarios públicos extranjeros y de funcionarios de organizaciones 
internacionales públicas

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente, la promesa, el ofrecimiento o la concesión, en forma 
directa o indirecta, a un funcionario público extranjero o a un funcionario de una organización internacional 
pública, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con 
el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales para 
obtener o mantener alguna transacción comercial u otro beneficio indebido en relación con la realización de 
actividades comerciales internacionales.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la solicitud o aceptación por un 
funcionario público extranjero o un funcionario de una organización internacional pública, en forma directa 
o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, 
con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales.

Artículo 17.	 Malversación o peculado, apropiación indebida u otras formas de desviación de bienes 
por un funcionario público

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente, la malversación o el peculado, la apropiación indebida u 
otras formas de desviación por un funcionario público, en beneficio propio o de terceros u otras entidades, 
de bienes, fondos o títulos públicos o privados o cualquier otra cosa de valor que se hayan confiado al 
funcionario en virtud de su cargo.
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Artículo 18.	 Tráfico de influencias

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público o a cualquier otra persona, en forma 
directa o indirecta, de un beneficio indebido con el fin de que el funcionario público o la persona abuse de 
su influencia real o supuesta para obtener de una administración o autoridad del Estado Parte un beneficio 
indebido que redunde en provecho del instigador original del acto o de cualquier otra persona;

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público o cualquier otra persona, en forma directa o indirecta, 
de un beneficio indebido que redunde en su provecho o el de otra persona con el fin de que el funcionario 
público o la persona abuse de su influencia real o supuesta para obtener de una administra- ción o autoridad 
del Estado Parte un beneficio indebido.

Artículo 19.	 Abuso  de funciones

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometa intencionalmente, el abuso de funciones o del cargo, 
es decir, la realización u omisión de un acto, en violación de la ley, por parte de un funcionario público en 
el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener un beneficio indebido para sí mismo o para otra persona 
o entidad.

Artículo 20.	 Enriquecimiento ilícito

Con sujeción a su constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada Estado 
Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, cuando se cometa intencionalmente, el enriquecimiento ilícito, es decir, el incremento 
significativo del patrimonio de un funcionario público respecto de sus ingresos legítimos que no pueda ser 
razonablemente justificado por él.

Artículo 21.	 Soborno en el sector privado

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente en el curso de actividades 
económicas, financieras o comerciales:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión, en forma directa o indirecta, a una persona que dirija una 
entidad del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de un beneficio indebido que redunde en su 
propio provecho o en el de otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente    a sus funciones, actúe 
o se abstenga de actuar;
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b) La solicitud o aceptación, en forma directa o indirecta, por una persona que dirija una entidad del sector 
privado o cumpla cualquier función en   ella, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o 
en el de  otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente a sus funciones,   actúe o se abstenga de 
actuar.

Artículo 22.	 Malversación o peculado de bienes en el sector privado

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente en el curso de actividades 
económicas, financieras o comerciales, la malversación o el peculado, por una persona que dirija una entidad 
del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de cualesquiera bienes, fondos o títulos privados o de 
cualquier otra cosa de valor que se hayan confiado a esa persona por razón de su cargo.

Artículo 23.	 Blanqueo del producto del delito

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente:
a)

i)  La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que   esos bienes son producto del delito, con el 
propósito de ocultar  o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona involucrada en 
la comisión del delito determinante a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos;

ii)  La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, la disposición, el 
movimiento o la propiedad  de bienes o del legítimo derecho a éstos, a sabiendas de que dichos bienes son 
producto del delito;

b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico:

i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de su recepción, de que son 
producto del delito;

ii) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo al presente artículo, 
así como la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa de cometerlos y la ayuda, la 
incitación, la facilitación y el asesoramiento en aras de su comisión.

2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo:

a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo  a la gama más amplia posible de 
delitos determinantes;
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b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes, como mínimo, una amplia gama de delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención;

c) A los efectos del apartado b) supra, entre los delitos determinantes se incluirán los delitos cometidos tanto 
dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de 
la jurisdicción de un Estado Parte constituirán delito determinante siempre y cuando el  acto correspondiente 
sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se haya cometido y constituyese asimismo delito 
con arreglo al derecho interno del Estado Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito  
se hubiese cometido allí;

d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus leyes 
destinadas a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes o 
una descripción de ésta;

e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un Estado Parte, podrá disponerse 
que los delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo no se aplican a las personas que hayan 
cometido el delito determinante.

Artículo 24.	 Encubrimiento

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de la presente Convención, cada Estado Parte considerará la 
posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, 
cuando se cometan intencionalmente tras la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo 
a la presente Convención pero sin haber participado en ellos, el encubrimiento o la retención continua de 
bienes a sabiendas de que dichos bienes son producto de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a 
la presente Convención.

Artículo 25.	 Obstrucción de la justicia

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como 
delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión de un 
beneficio indebido para inducir a una persona a prestar falso testimonio o a obstaculizar la prestación de 
testimonio o la aportación de pruebas en procesos en relación con la comisión de los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención;

b) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de las funciones 
oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer cumplir la ley en relación con 
la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. Nada de lo previsto en  el presente 
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artículo menoscabará el derecho de los Estados Parte a disponer de legislación que proteja a otras categorías 
de funcionarios públicos.

Artículo 26.	 Responsabilidad de las personas jurídicas

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, en consonancia con sus principios jurídicos, 
a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por su participación en delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención.

2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas 
podrá ser de índole penal, civil o administrativa.

3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas 
naturales que hayan cometido los delitos.

4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o no penales eficaces, 
proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, a las personas jurídicas consideradas 
responsables con arreglo al presente artículo.

Artículo 27.	 Participación y tentativa

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, de conformidad con su derecho interno, cualquier forma de participación, ya sea como 
cómplice, colaborador o instigador, en un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.

2. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, de conformidad con su derecho interno, toda tentativa de cometer un delito tipificado 
con arreglo a la presente Convención.

3. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, de conformidad con su derecho interno, la preparación con miras a cometer un delito tipificado 
con arreglo a la presente Convención.

Artículo 28.	 Conocimiento, intención y propósito como elementos de un delito

El conocimiento, la intención o el propósito que se requieren como elemento de un delito tipificado con 
arreglo a la presente Convención podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas.
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Artículo 29.	 Prescripción

Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de prescripción 
amplio para iniciar procesos por cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención 
y establecerá un plazo mayor o interrumpirá la prescripción cuando el presunto delincuente haya eludido la 
administración de justicia.

Artículo 30.	 Proceso, fallo y sanciones

1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención 
con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de esos delitos.

2. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer o mantener, de conformidad 
con su ordenamiento jurídico y sus principios constitucionales, un equilibrio apropiado entre cualesquiera 
inmunidades   o prerrogativas jurisdiccionales otorgadas a sus funcionarios públicos para el cumplimiento de 
sus funciones y la posibilidad, de ser preciso, de proceder efectivamente a la investigación, el enjuiciamiento 
y el fallo de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

3. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales de que disponga 
conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas para hacer cumplir la 
ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la necesidad de prevenirlos.

4. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención, cada Estado Parte adoptará 
medidas apropiadas, de conformidad  con su derecho interno y tomando debidamente en consideración 
los derechos   de la defensa, con miras a procurar que, al imponer condiciones en relación con  la decisión 
de conceder la libertad en espera de juicio o la apelación, se tenga presente la necesidad de garantizar la 
comparecencia del acusado en todo procedimiento penal ulterior.

5. Cada Estado Parte tendrá en cuenta la gravedad de los delitos pertinentes al considerar la eventualidad de 
conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de 
esos delitos.

6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, en la medida en que ello sea concordante 
con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, procedimientos en virtud de los cuales un 
funcionario público que sea acusado de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención pueda, 
cuando proceda, ser destituido, suspendido o reasignado por la autoridad correspondiente, teniendo presente 
el respeto al principio de presunción de inocencia.

7. Cuando la gravedad de la falta lo justifique y en la medida en que ello sea concordante con los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada Estado Parte considerará la posibilidad de 
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establecer procedimientos para inhabilitar, por mandamiento judicial u otro medio apropiado y por un 
período determinado por su derecho interno, a las personas condenadas por delitos tipificados con arreglo a 
la presente Convención para:

a)  Ejercer cargos públicos; y

b) Ejercer cargos en una empresa de propiedad total o parcial del Estado.

8. El párrafo 1 del presente artículo no menoscabará el ejercicio de facultades disciplinarias por los 
organismos competentes contra empleados públicos.

9. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio  de que la descripción de los delitos 
tipificados con arreglo a ella y de los medios jurídicos de defensa aplicables o demás principios jurídicos que 
regulan la legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados Parte y de que esos 
delitos habrán de ser perseguidos y sancionados de conformidad con ese derecho.

10. Los Estados Parte procurarán promover la reinserción social de las personas condenadas por delitos 
tipificados con arreglo a la presente  Convención.

Artículo 31.	 Embargo preventivo, incautación y decomiso

1. Cada Estado Parte adoptará, en el mayor grado en que lo permita su ordenamiento jurídico interno, las 
medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso:

a) Del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Conven- ción o de bienes cuyo valor 
corresponda al de dicho producto;

b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en la comisión de los delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención.

2. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para per mitir la identificación, la 
localización, el embargo preventivo o la incautación de cualquier bien a que se haga referencia en el párrafo 
1 del presente artículo con miras a su eventual decomiso.

3. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con su derecho interno,  las medidas legislativas y de otra 
índole que sean necesarias para regular la administración, por parte de las autoridades competentes, de los 
bienes embargados, incautados o decomisados comprendidos en los párrafos 1 y 2 del presente artículo.

4. Cuando ese producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en otros bienes, 
éstos serán objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo.
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5. Cuando ese producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, esos bienes 
serán objeto de decomiso hasta el valor estimado del producto entremezclado, sin menoscabo de cualquier 
otra facultad de embargo preventivo o incautación.

6. Los ingresos u otros beneficios derivados de ese producto del delito, de bienes en los que se haya 
transformado o convertido dicho producto o de bienes con los que se haya entremezclado ese producto del 
delito también serán objeto de las medidas previstas en el presente artículo, de la misma manera y en el 
mismo grado que el producto del delito.

7. A los efectos del presente artículo y del artículo 55 de la presente Convención, cada Estado Parte facultará 
a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar la presentación o la incautación de documentos 
bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a aplicar las disposiciones del 
presente párrafo amparándose en el secreto bancario.

8. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre el origen 
lícito del presunto producto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea 
conforme con  los principios fundamentales de su derecho interno y con la índole del proceso judicial u otros 
procesos.

9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de 
buena fe.

10. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de   que las medidas en él previstas se 
definirán y aplicarán de conformidad con el derecho interno de los Estados Parte y con sujeción a éste.

Artículo 32.	 Protección de testigos, peritos y víctimas

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con  su ordenamiento jurídico 
interno y dentro de sus posibilidades, para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de represalia o 
intimidación a los testigos  y peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas.

2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin perjuicio de los 
derechos del acusado e incluido el derecho a las garantías procesales, en:

a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida de lo necesario 
y posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar información 
sobre su identidad y paradero;
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b) Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y peritos presten testimonio sin poner 
en peligro la seguridad de esas personas, por ejemplo, aceptando el testimonio mediante tecnologías de 
comunicación como la videoconferencia u otros medios adecuados.

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados para la 
reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo.

4. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán también a las víctimas en la medida en que sean 
testigos.

5. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y consideren las 
opiniones y preocupaciones de las víctimas en etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los 
delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.

Artículo 33.	 Protección de los denunciantes

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de incorporar en su ordenamiento jurídico interno medidas 
apropiadas para proporcionar protección contra todo trato injustificado a las personas que denuncien ante 
las autoridades competentes, de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos relacionados con 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

Artículo 34.	 Consecuencias de los actos de corrupción

Con la debida consideración de los derechos adquiridos de buena fe por terceros, cada Estado Parte, de 
conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará medidas para eliminar 
las consecuencias de los actos de corrupción. En este contexto, los Estados Parte podrán considerar la 
corrupción un factor pertinente en procedimientos jurídicos encaminados a  anular o dejar sin efecto un 
contrato o a revocar una concesión u otro instrumento semejante, o adoptar cualquier otra medida correctiva.

Artículo 35.	 Indemnización por daños y perjuicios

Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con los principios de su 
derecho interno, para garantizar que las entidades o personas perjudicadas como consecuencia de un acto de 
corrupción tengan derecho a iniciar una acción legal contra los responsables de esos daños y perjuicios a fin 
de obtener indemnización.

Artículo 36.	 Autoridades especializadas

Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, se 
cerciorará de que dispone de uno o más órganos o personas especializadas en la lucha contra la 
corrupción mediante la aplicación coercitiva de la ley. Ese órgano u órganos o esas personas gozarán de la 



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP118

independencia necesaria, conforme a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico del 
Estado Parte, para que puedan desempeñar sus funciones con efi- cacia y sin presiones indebidas. Deberá 
proporcionarse a esas personas o al personal de ese órgano u órganos formación adecuada y recursos 
suficientes para el desempeño de sus funciones.
Artículo 37.	 Cooperación con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen o hayan 
participado en la comisión de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención a que proporcionen 
a las autorida-  des competentes información útil con fines investigativos y probatorios y a que les presten 
ayuda efectiva y concreta que pueda contribuir a privar a los delincuentes del producto del delito, así como 
a recuperar ese producto.
 
2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en casos apropiados, la mitigación de la pena de 
toda persona acusada que preste cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento de los delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención.

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios fundamentales 
de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a toda persona que preste cooperación sustancial 
en la investigación o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

4. La protección de esas personas será, mutatis mutandis, la prevista en el artículo 32 de la presente 
Convención.

5. Cuando las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo se encuentren en un Estado Parte 
y puedan prestar cooperación sustancial a las autoridades competentes de otro Estado Parte, los Estados 
Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de conformidad con su 
derecho interno, con respecto a la eventual concesión, por el otro Estado Parte, del trato previsto en los 
párrafos 2 y 3 del presente artículo.

Artículo 38.	 Cooperación entre organismos nacionales

Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con su derecho interno, para 
alentar la cooperación entre, por un lado, sus organismos públicos, así como sus funcionarios públicos, y, por 
otro, sus orga- nismos encargados de investigar y enjuiciar los delitos. Esa cooperación podrá incluir:

a) Informar a esos últimos organismos, por iniciativa del Estado Parte, cuando haya motivos razonables para 
sospechar que se ha cometido alguno de  los delitos tipificados con arreglo a los artículos 15, 21 y 23 de la 
presente Convención; o

b) Proporcionar a esos organismos toda la información necesaria, previa solicitud.
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Artículo 39.	 Cooperación entre los organismos nacionales y  el  sector privado

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de con- formidad con su derecho interno, 
para alentar la cooperación entre los organismos nacionales de investigación y el ministerio público, por un 
lado, y las entidades del sector privado, en particular las instituciones financieras, por otro, en cuestiones 
relativas a la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de alentar a sus nacionales y demás personas que 
tengan residencia habitual en su territorio a denunciar ante los organismos nacionales de investigación y el 
ministerio público la comisión de todo delito tipificado con arreglo a la presente Convención.

Artículo 40.	 Secreto bancario

Cada Estado Parte velará por que, en el caso de investigaciones penales nacionales de delitos tipificados 
con arreglo a la presente Convención, existan   en su ordenamiento jurídico interno mecanismos apropiados 
para salvar todo obstáculo que pueda surgir como consecuencia de la aplicación de la legislación relativa al 
secreto bancario.

Artículo 41.	 Antecedentes penales

Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias para tener en 
cuenta, en las condiciones y para los fines que estime apropiados, toda previa declaración de culpabilidad de 
un presunto delincuente en otro Estado a fin de utilizar esa información en actuaciones penales relativas a 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

Artículo 42.	 Jurisdicción

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención cuando:

a) El delito se cometa en su territorio; o

b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o   de una aeronave registrada conforme 
a sus leyes en el momento de la comisión.

2. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Conven- ción, un Estado Parte también podrá 
establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando:

a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales;
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b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apátrida que tenga residencia habitual 
en su territorio; o

c) El delito sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del artículo 
23 de la presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión, dentro de su 
territorio, de un   delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado a) o al inciso i)    del apartado 
b) del párrafo 1 del artículo 23 de la presente Convención; o

d) El delito se cometa contra el Estado Parte.

3. A los efectos del artículo 44 de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará las medidas que 
sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención cuando  el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite por 
el solo hecho de ser uno de sus nacionales.

4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean nece- sarias para establecer su jurisdicción 
respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención cuando el presunto delincuente se 
encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite.

5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 2 del presente artículo ha 
recibido notificación, o tomado conocimiento por otro conducto, de que otros Estados Parte están realizando 
una investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos hechos, las autoridades 
competentes de esos Estados Parte se consultarán, según proceda, a fin de coordinar sus medidas.

6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente Convención no excluirá el 
ejercicio de las competencias penales establecidas por los Estados Parte de conformidad con su derecho 
interno.

Capítulo IV Cooperación internacional

Artículo 43.	 Cooperación internacional

1. Los Estados Parte cooperarán en asuntos penales conforme a lo dispuesto en los artículos 44 a 50 de 
la presente Convención. Cuando proceda y esté en consonancia con su ordenamiento jurídico interno, los 
Estados Parte considerarán  la  posibilidad  de  prestarse  asistencia  en  las  investigaciones  y procedimientos 
correspondientes a cuestiones civiles y administrativas relacionadas con la corrupción.

2. En cuestiones de cooperación internacional, cuando la doble incrimi- nación sea un requisito, éste se 
considerará cumplido si la conducta constitutiva del delito respecto del cual se solicita asistencia es delito 
con arreglo a la legislación de ambos Estados Parte, independientemente de si las leyes del Estado Parte 
requerido incluyen el delito en la misma categoría o lo denominan con la misma terminología que el Estado 
Parte requirente.
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Artículo 44.	 Extradición

1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención en el caso 
de que la persona que es objeto de la solicitud de extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte 
requerido, siempre   y cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo al derecho 
interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, los Estados Parte cuya legislación lo 
permita podrán conceder la extradición de una persona por cualesquiera de los delitos comprendidos en la 
presente Convención que no sean punibles con arreglo a su propio derecho interno.

3. Cuando la solicitud de extradición incluya varios delitos, de los cuales al menos uno dé lugar a extradición 
conforme a lo dispuesto en el presente artículo y algunos no den lugar a extradición debido al período de 
privación de libertad que conllevan pero guarden relación con los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente artículo también respecto de esos delitos.

4. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los delitos 
que dan lugar a extradición en todo tra- tado de extradición vigente entre los Estados Parte. Éstos se 
comprometen a incluir tales delitos como causa de extradición en todo tratado de extradición   que celebren 
entre sí. Los Estados Parte cuya legislación lo permita, en el caso  de que la presente Convención sirva de 
base para la extradición, no considerarán de carácter político ninguno de los delitos tipificados con arreglo a 
la presente Convención.

5. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de 
extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar 
la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo.

6. Todo Estado Parte que supedite la extradición a la existencia de un tratado deberá:

a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente 
Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las Naciones Unidas de si considerará 
o no la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de extradición   en sus 
relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; y

b) Si no considera la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de 
extradición, procurar, cuando proceda, celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte en la presente 
Convención a fin de aplicar el presente artículo.
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7. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos a 
los que se aplica el presente artículo como  causa de extradición entre ellos.

8. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte requerido 
o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras cosas, las relativas al requisito de una 
pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar la 
extradición.

9. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los procedimientos de 
extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos 
a los que se  aplica el presente artículo.

10. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado Parte 
requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y 
a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territorio cuya 
extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la comparecencia de esa persona en los 
procedimientos de extradición.

11. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita respecto de un 
delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus nacionales, estará obligado, 
previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora injustificada a sus 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades adoptarán su decisión y llevarán 
a cabo sus actuaciones judiciales de la misma manera en que lo harían respecto de cualquier otro delito de 
carácter grave con arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados cooperarán 
entre sí, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a garantizar la 
eficiencia de dichas actuaciones.

12. Cuando el derecho interno de un Estado Parte sólo le permita extraditar o entregar de algún otro modo a 
uno de sus nacionales a condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte para cumplir la condena 
impuesta como resultado del juicio o proceso por el que se solicitó la extradición o la entrega y ese Estado 
Parte y el Estado Parte que solicita la extradición acepten  esa opción, así como toda otra condición que 
estimen apropiada, tal extradición o entrega condicional será suficiente para que quede cumplida la 
obligación enunciada en el párrafo 11 del presente artículo.

13. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por el hecho de 
que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de 
conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado  Parte requirente, 
la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente de dicha condena con arreglo al 
derecho interno del Estado Parte requirente.

14. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra la que se haya 



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 123

iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo, 
incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho interno del Estado Parte en cuyo 
territorio se encuentre esa persona.

15. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición de una 
obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para presumir que la solicitud 
se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona en razón de su sexo, raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento oca- sionaría perjuicios a la posición 
de esa persona por cualquiera de estas razones.

16. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se considere que el 
delito también entraña cuestiones tributarias.

17. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará al Estado 
Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de proporcionar información 
pertinente a su alegato.

18. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para llevar a cabo 
la extradición o aumentar su eficacia.

Artículo 45. Traslado de personas condenadas a cumplir una pena

Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
sobre el traslado a su territorio de toda persona que haya sido condenada a pena de prisión u otra forma de 
privación    de libertad por algún delito tipificado con arreglo a la presente Convención a  fin de que cumpla 
allí su condena.

Artículo 46.	 Asistencia judicial recíproca

1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca respecto de investigaciones, 
procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos en la presente Convención.

2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las leyes, tratados, 
acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a investigaciones, procesos y 
actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda ser considerada 
responsable de conformidad con el artículo 26 de la presente Convención en el Estado Parte requirente.

3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá solicitarse para 
cualquiera de los fines siguientes:

a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas;
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b) Presentar documentos judiciales;

c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos;

d) Examinar objetos y lugares;

e) Proporcionar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos;

f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, incluida la 
documentación pública, bancaria y financiera,    así como la documentación social o comercial de sociedades 
mercantiles;

g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumen- tos u otros elementos con fines 
probatorios;

h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente;

i) Prestar cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte requerido;

j) Identificar, embargar con carácter preventivo y localizar el producto  del delito, de conformidad con las 
disposiciones del capítulo V de la presente Convención;

k) Recuperar activos de  conformidad  con  las  disposiciones  del  capítulo V de la presente Convención.

4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte podrán, sin que se 
les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones penales a una autoridad competente de 
otro Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la autoridad a emprender o concluir con éxito 
indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a una petición formulada por este último Estado Parte con 
arreglo a la presente Convención.

5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin perjuicio de las 
indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las autoridades competentes que facilitan 
la información. Las autoridades competentes que reciben la información deberán acceder a toda solicitud 
de que se respete su carácter confidencial, incluso temporalmente, o de que se impongan restricciones a 
su utilización. Sin embargo, ello no obstará para que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, 
información que sea exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor notificará 
al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, consultará al Estado 
Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte receptor 
informará sin demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación.
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6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros tratados bilaterales 
o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial recíproca.

7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arreglo al 
presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un tratado de asistencia 
judicial recíproca. Cuando   esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán las 
disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados Parte convengan en aplicar, en su 
lugar, los párrafos 9 a 29 del presente artículo. Se  insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen 
esos párrafos si facilitan la cooperación.

8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial recíproca con arreglo 
al presente artículo.

9. a) Al atender a una solicitud de asistencia con arreglo al presente artículo, en ausencia de doble 
incriminación, el Estado Parte requerido tendrá en cuenta la finalidad de la presente Convención, enunciada 
en el artículo 1;

b) Los Estados Parte podrán negarse a prestar asistencia con arreglo al presente artículo invocando la 
ausencia de doble incriminación. No obstante, el Estado Parte requerido, cuando ello esté en consonancia con 
los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, prestará asistencia que no entrañe medidas coercitivas. 
Esa asistencia se podrá negar cuando la solicitud entrañe asuntos de minimis o cuestiones respecto de las 
cuales la cooperación o asistencia solicitada esté prevista en virtud de otras disposiciones de la presente 
Convención;

c) En ausencia de doble incriminación, cada Estado Parte podrá considerar la posibilidad de adoptar las 
medidas necesarias que le permitan prestar una asistencia más amplia con arreglo al presente artículo.

10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado Parte y 
cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, para prestar testimonio o para 
que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o actuaciones 
judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Convención podrá ser trasladada si se cumplen las 
condiciones siguientes:

a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento;

b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las condiciones que 
éstos consideren apropiadas.
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11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo:

a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia  y la obligación de mantenerla 
detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice otra cosa;

b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de devolverla a la 
custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de antemano o de otro modo las 
autoridades competentes de ambos Estados Parte;

c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al  Estado Parte del que ha sido trasladada 
que inicie procedimientos de extradición para su devolución;

d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado  Parte al que ha sido trasladada se 
computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido trasladada.

12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de conformidad con los 
párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no 
podrá ser enjui ciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal en el 
territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida 
del territorio del Estado del que ha sido trasladada.

13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de asistencia 
judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las autoridades competentes para 
su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte disponga  de un régimen 
distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte podrá designar a otra autoridad central que 
desempeñará la misma función para dicha región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán 
por el rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad 
central transmita la solicitud a una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada 
ejecución de la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de las 
Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya sido designada a tal fin. 
Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra comunicación pertinente serán transmitidas 
a las autoridades centrales designadas por los Estados Parte. La presente disposición no afectará al derecho 
de cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía 
diplo- mática y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en  ello, por conducto de la 
Organización Internacional de Policía Criminal, de ser posible.

14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio capaz de registrar 
un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, en condiciones que permitan a dicho 
Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General    de las Naciones 
Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente 
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Convención o de adhesión a ella, el idioma o idiomas que le son aceptables. 
En situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrán hacerse 
oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito.

15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente:

a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud;

b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que se refiere la 
solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar dichas investigaciones, procesos 
o actuaciones;

c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de soli- citudes de presentación de 
documentos judiciales;

d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento particular que el 
Estado Parte requirente desee que se  aplique;

e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y

f) La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación.

16. El Estado Parte requerido podrá pedir información adicional cuando sea necesaria para dar cumplimiento 
a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento.

17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte requerido y, en la 
medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los procedimientos especificados 
en la solicitud.

18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho interno, cuando una 
persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que prestar declaración como testigo o perito 
ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud del otro, podrá permitir 
que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es posible o conveniente que la persona en cuestión 
comparezca personalmente en  el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrán convenir 
en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requi- rente y en que asista a ella 
una autoridad judicial del Estado Parte requerido.

19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo con- sentimiento del Estado Parte 
requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido para 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo 
dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente revele, en sus actuaciones, información 
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o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. En este último caso, el Estado Parte requirente 
notificará al Estado Parte requerido antes de revelar la información o las pruebas y, si así se le solicita, 
consultará al Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el 
Estado Parte requirente informará sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación.

20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva acerca de la 
existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado 
Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato al Estado Parte requirente.

21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada:

a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo;

b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de    lo solicitado podría menoscabar su 
soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales;

c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar en la forma 
solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia;

d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte requerido en lo 
relativo a la asistencia judicial recíproca.

22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca únicamente porque se 
considere que el delito también entraña cuestiones tributarias.

23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse debidamente.

24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes posible y tendrá 
plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente 
y que estén debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte requirente podrá 
pedir información razonable sobre el estado y la evolución de  las gestiones realizadas por el Estado Parte 
requerido para satisfacer dicha petición. El Estado Parte requerido responderá a las solicitudes razonables 
que formule el Estado Parte requirente respecto del estado y la evolución del trámite de la solicitud. 
El Estado Parte requirente informará con prontitud al Estado  Parte requerido cuando ya no necesite la 
asistencia solicitada.

25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si perturba 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso.

26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo o de diferir su 
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cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte requerido consultará al Estado 
Parte requirente para considerar si es posible prestar la asistencia solicitada supeditándola a las condiciones 
que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese 
Estado Parte deberá cumplir las condiciones impuestas.

27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra persona que, 
a instancias del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una 
investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte requirente no podrá ser 
enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restricción de su libertad personal en ese 
territorio por actos, omisiones o declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el 
territorio del Estado Parte requerido. Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya 
tenido, durante quince días consecutivos o durante el período acordado por los Estados Parte después de 
la fecha en que se le haya informado oficial- mente de que las autoridades judiciales ya no requerían su 
presencia, la opor- tunidad de salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese territorio o 
regrese libremente a él después de haberlo abandonado.

28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados por el Estado 
Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran 
a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se consultarán para determinar las 
condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así como la manera en que se sufragarán los gastos.

29. El Estado Parte requerido:

a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros documentos o datos que 
obren en su poder y a los que, conforme a su derecho interno, tenga acceso el público en general;

b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, proporcionar al Estado Parte 
requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren en 
su poder y   que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del público en general.

30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales que contribuyan a lograr los fines del presente artículo y que lleven a la práctica 
o refuercen sus disposiciones.

Artículo 47.	 Remisión de actuaciones penales

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse a actuaciones penales para el enjuiciamiento 
por un delito tipificado con arreglo a la presente Convención cuando se estime que esa remisión redundará 
en beneficio de la debida administración de justicia, en particular, en casos en que intervengan varias 
jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso.
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Artículo 48.	 Cooperación en materia de cumplimiento de la ley

1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus respectivos ordenamientos jurídicos 
y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas a 
combatir los delitos comprendidos en la presente Convención. En particular,  los  Estados Parte adoptarán 
medidas eficaces para:

a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios competentes y, de 
ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar  el intercambio seguro y rápido de información sobre todos los 
aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención, así como, si los Estados Parte interesados 
lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades delictivas;

b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones   con respecto a delitos comprendidos 
en la presente Convención acerca de:

i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en tales delitos o la 
ubicación de otras personas interesadas;

ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de  la comisión de esos delitos;

iii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en la comisión 
de esos delitos;

c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sus tancias que se requieran para fines de 
análisis o investigación;

d) Intercambiar, cuando proceda, información con otros Estados Parte sobre los medios y métodos concretos 
empleados para la comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención, entre ellos el uso de 
identidad falsa, documentos falsificados, alterados o falsos u otros medios de encubrir actividades vinculadas 
a esos delitos;

e) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y servicios competentes y promover 
el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de oficiales de enlace con sujeción a 
acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados;

f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y  de otra índole adoptadas para la 
pronta detección de los delitos comprendidos en la presente Convención.

2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, considerarán la posibilidad de 
celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales en materia de cooperación directa entre sus respectivos 
organismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o arreglos ya existan, de 
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enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte interesados, los Estados Parte 
podrán considerar que la presente Convención constituye la base para la cooperación recíproca en materia 
de cumplimiento de la ley respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención. Cuando 
proceda, los Estados Parte aprovecharán plenamente los acuerdos y arreglos, incluidas las organizaciones 
internacionales o regionales, a fin de aumentar la cooperación entre sus respectivos organismos encargados 
de hacer cumplir la ley.

3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus posibilidades para hacer frente a los 
delitos comprendidos en la presente Convención que se cometan mediante el recurso a la tecnología 
moderna.

Artículo 49.	 Investigaciones conjuntas
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o
 multilaterales en virtud de los cuales, en relación con cuestio nes que son objeto de investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales en uno   o más Estados, las autoridades competentes puedan establecer órganos mixtos de 
investigación. A falta de tales acuerdos o arreglos, las investigaciones conjuntas podrán llevarse a cabo 
mediante acuerdos concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán por que la soberanía 
del Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la investigación sea plenamente respetada.

Artículo 50.	 Técnicas especiales de investigación
1. A fin de combatir eficazmente la corrupción, cada Estado Parte, en la medida en que lo permitan los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno y conforme a las condiciones prescritas por 
su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias, dentro de sus posibilidades,  para prever el 
adecuado recurso, por sus autoridades competentes en su territorio, a la entrega vigilada y, cuando lo 
considere apropiado, a otras técnicas especiales de investigación como la vigilancia electrónica o de otra 
índole y las operaciones encubiertas, así como para permitir la admisibilidad de las pruebas derivadas de esas 
técnicas en sus tribunales.

2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta a los Estados 
Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para utilizar 
esas técnicas especiales de investigación en el contexto de la cooperación en el plano internacional. Esos 
acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán respetando plenamente el principio de la igualdad soberana 
de los Estados y al ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones en ellos contenidas.

3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, toda decisión de 
recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano internacional se adoptará sobre la base 
de cada caso particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los 
entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los Estados Parte interesados.
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4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el consentimiento de 
los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales como interceptar los bienes o los fondos, 
autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente. 

Capítulo  V Recuperación de activos

Artículo 51.	 Disposición general

La restitución de activos con arreglo al presente capítulo es un principio fundamental de la presente 
Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.

Artículo 52.	 Prevención y detección de transferencias del producto del delito

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará 
las medidas que sean necesarias, de conformidad con su derecho interno, para exigir a las instituciones 
financieras que funcionan en su territorio que verifiquen la identidad de los clientes, adopten medidas 
razonables para determinar la identidad de los beneficiarios finales de  los fondos depositados en cuentas 
de valor elevado, e intensifiquen su escrutinio de toda cuenta solicitada o mantenida por o a nombre de 
personas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas prominentes y de sus familiares y estrechos 
colaboradores. Ese escrutinio intensificado deberá estructurarse razonablemente de modo que permita 
descubrir transacciones sospechosas con objeto de informar al respecto a las autoridades competentes y 
no deberá ser concebido de forma que desaliente o impida el curso normal del negocio de las instituciones 
financieras con su legítima clientela.

2. A fin de facilitar la aplicación de las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo, cada 
Estado Parte, de conformidad con su derecho interno e inspirándose en las iniciativas pertinentes de las 
organizaciones regionales, interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero, deberá:

a) Impartir directrices sobre el tipo de personas naturales o jurídicas cuyas cuentas las instituciones 
financieras que funcionan en su territorio deberán someter a un mayor escrutinio, los tipos de cuentas y 
transacciones a las que deberán prestar particular atención y la manera apropiada de abrir cuentas y de llevar 
registros o expedientes respecto de ellas; y

b) Notificar, cuando proceda, a las instituciones financieras que funcionan en su territorio, a solicitud de 
otro Estado Parte o por propia iniciativa, la identidad de determinadas personas naturales o jurídicas cuyas 
cuentas esas instituciones deberán someter a un mayor escrutinio, además de las que las instituciones 
financieras puedan identificar de otra forma.

3. En el contexto del apartado a) del párrafo 2 del presente artículo, cada Estado Parte aplicará medidas para 
velar por que sus instituciones financieras mantengan, durante un plazo conveniente, registros adecuados de 
las cuentas y transacciones relacionadas con las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo, 
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los cuales deberán contener, como mínimo, información relativa   a la identidad del cliente y, en la medida 
de lo posible, del beneficiario final.

4. Con objeto de prevenir y detectar las transferencias del producto de delitos tipificados con arreglo a 
la presente Convención, cada Estado Parte aplicará medidas apropiadas y eficaces para impedir, con la 
ayuda de sus órganos reguladores y de supervisión, el establecimiento de bancos que no tengan presencia 
real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulación. Además, los Estados Parte podrán 
considerar la posibilidad de exigir a sus instituciones financieras que se nieguen a entablar relaciones con esas 
instituciones en calidad de bancos corresponsales, o a continuar las relaciones existentes, y que se 
abstengan de establecer relaciones con instituciones financieras extranjeras que permitan utilizar sus 
cuentas a bancos que no tengan presencia real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a 
regulación.

5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, de conformidad con su derecho interno, 
sistemas eficaces de divulgación de información financiera para los funcionarios públicos pertinentes y 
dispondrá sanciones adecuadas para todo incumplimiento del deber de declarar. Cada Estado Parte 
considerará asimismo la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir que sus 
autoridades competentes compartan esa información con las autoridades competentes de otros Estados Parte, 
si ello es necesario para investigar, reclamar o recuperar el producto de delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención.
 
6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias, con arreglo a su 
derecho interno, para exigir a los funcio- narios públicos pertinentes que tengan algún derecho o poder de 
firma o de otra índole sobre alguna cuenta financiera en algún país extranjero que declaren su relación con esa 
cuenta a las autoridades competentes y que lleven el debido registro de dicha cuenta. Esas medidas deberán 
incluir sanciones adecuadas para todo caso de incumplimiento.

Artículo 53.	 Medidas para la recuperación directa de bienes
Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:

a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus 
tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante 
la comi- sión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;

b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribu- nales para ordenar a aquellos que 
hayan cometido delitos tipificados con arreglo  a la presente Convención que indemnicen o resarzan por 
daños y perjuicios a  otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos; y
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c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades 
competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho 
de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado 
con arreglo a la presente Convención.

Artículo 54.	 Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines 
de decomiso

1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 
de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con 
arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno:

a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda 
orden de decomiso dictada por un tribu- nal de otro Estado Parte;

b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan 
jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un 
delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros 
procedimientos autorizados en su derecho interno; y

c) Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos 
bienes sin que medie una condena, en casos   en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de 
fallecimiento, fuga   o ausencia, o en otros casos apropiados.

2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca soli- citada con arreglo a lo dispuesto en el 
párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno:

a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el 
embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o 
incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya 
un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para 
adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del 
apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;

b)  Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el 
embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un 
fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para 
adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del 
apartado a) del párrafo 1 del presente artículo; y
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c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan 
preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención 
o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes.

Artículo 55.	 Cooperación internacional para fines de decomiso

1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de 
un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los 
bienes, el equipo  u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención 
que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico 
interno:

a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso 
de concederse, darán cumplimiento; o

b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, 
la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 
54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el 
equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del 
Estado Parte requerido.

2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito 
tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a 
la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, 
el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con 
miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una 
solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.

3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente 
artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de 
conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente:

a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción 
de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, 
el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte 
requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden 
con arreglo a su derecho interno;

b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia 
admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa 
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la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que 
se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte 
requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un 
certificado de que la orden de decomiso es definitiva;

c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos 
en que se basa el Estado Parte requirente  y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se 
disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa   la solicitud.

4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o 
en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte 
requirente.

5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus leyes y 
reglamentos destinados a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga de 
tales leyes y reglamentos o una descripción de ésta.

6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención 
como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.

7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las 
medidas cautelares, si el Estado Parte requerido  no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son 
de escaso valor.

8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte 
requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus 
razones a favor de mantener en vigor la medida.

9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de 
buena fe.

Artículo 56.	 Cooperación especial

Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas 
que le faculten para remitir a otro Estado Parte que   no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias 
investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo 
a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado 
Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la 
información así facilitada  podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al 
presente capítulo de la Convención.
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Artículo 57.	 Restitución y disposición de activos

1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 
31 ó 55 de la presente  Convención,  incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo 
al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su 
derecho interno.

2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las 
medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes 
procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada   por otro Estado 
Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo  en cuenta los derechos de terceros de buena fe.

3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo, el Estado Parte requerido:

a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a 
que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente 
los bienes de- comisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en   el artículo 
55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, 
requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;

b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito com- prendido en la presente Convención, 
restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme 
dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el 
Estado Parte requirente acre-  dite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de 
los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente 
como base para la restitución de los bienes decomisados;

c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente 
de los bienes decomisados, a la restitución de  esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la 
indemnización de las víctimas del delito.

4. Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá 
deducir los gastos razonables que haya efectuado  en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales 
que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto  en el 
presente artículo.
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5. Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar 
acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición 
definitiva de los bienes decomisados.

Artículo 58.	 Dependencia de inteligencia financiera

Los Estados Parte cooperarán entre sí a fin de impedir y combatir la transferencia del producto de delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención y de promover medios y arbitrios para recuperar dicho 
producto y, a tal fin, considerarán la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que 
se encargará de recibir, analizar y dar a conocer a las autoridades competentes todo informe relacionado con 
las transacciones financieras sospechosas.

Artículo  59.	 Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arre- glos bilaterales o multilaterales 
con miras a aumentar la eficacia de la coopera- ción internacional prestada de conformidad con el presente 
capítulo de la Convención.

Capítulo VI
Asistencia técnica e intercambio de información

Artículo 60.	 Capacitación y asistencia técnica

1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará programas de 
capacitación específicamente concebidos para el personal de sus servicios encargados de prevenir y combatir 
la corrupción. Esos programas de capacitación podrán versar, entre otras cosas, sobre:

a) Medidas eficaces para prevenir, detectar, investigar, sancionar y combatir la corrupción, incluso el uso de 
métodos de reunión de pruebas e investigación;

b) Fomento de la capacidad de formulación y planificación de una po- lítica estratégica contra la corrupción;

c) Capacitación de las autoridades competentes en la preparación de solicitudes de asistencia judicial 
recíproca que satisfagan los requisitos de la presente Convención;

d) Evaluación y fortalecimiento de las instituciones, de la gestión de la función pública y la gestión de las 
finanzas públicas, incluida la contratación pública, así como del sector privado;

e) Prevención y lucha contra las transferencias del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención y recuperación de dicho pro- ducto;
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f) Detección y embargo preventivo de las transferencias del producto de delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención;

g) Vigilancia del movimiento del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención, así 
como de los métodos empleados para la transferencia, ocultación o disimulación de dicho producto;

h) Mecanismos y métodos legales y administrativos apropiados y eficien- tes para facilitar la restitución del 
producto de delitos tipificados con arreglo a  la presente Convención;

i) Métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos que cooperen con las autoridades judiciales; y

j) Capacitación en materia de reglamentos nacionales e internacionales y en idiomas.

2. En la medida de sus posibilidades, los Estados Parte considerarán la posibilidad de prestarse la más 
amplia asistencia técnica, especialmente en favor de los países en desarrollo, en sus respectivos planes y 
programas para combatir la corrupción, incluido apoyo material y capacitación en las esferas mencionadas 
en el párrafo 1 del presente artículo, así como capacitación y asistencia e intercambio mutuo de experiencias 
y conocimientos especializados, lo que facilitará  la cooperación internacional entre los Estados Parte en las 
esferas de la extradición y la asistencia judicial recíproca.

3. Los Estados Parte intensificarán, en la medida necesaria, los esfuerzos para optimizar las actividades 
operacionales y de capacitación en las organizaciones internacionales y regionales y en el marco de los 
acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes.

4. Los Estados Parte considerarán, previa solicitud, la posibilidad de ayudarse entre sí en la realización de 
evaluaciones, estudios e investigaciones sobre los tipos, causas, efectos y costos de la corrupción en sus 
respectivos países con miras a elaborar, con la participación de las autoridades competentes y de la sociedad, 
estrategias y planes de acción contra la corrupción.

5. A fin de facilitar la recuperación del producto de delitos tipificados  con arreglo a la presente Convención, 
los Estados Parte podrán cooperar facili- tándose los nombres de peritos que puedan ser útiles para lograr 
ese objetivo.

6. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de recurrir a la organización de conferencias y 
seminarios subregionales, regionales e internacionales para promover la cooperación y la asistencia técnica y 
para fomentar los debates sobre problemas de interés mutuo, incluidos los problemas y necesidades especiales 
de los países en desarrollo y los países con economías en transición.

 7.  Los Estados Parte considerarán la posibilidad de establecer mecanismos voluntarios con miras a 
contribuir financieramente a los esfuerzos de los países en desarrollo y los países con economías en 
transición para aplicar la presente Convención mediante programas y proyectos de asistencia técnica.
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8. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de hacer contribuciones voluntarias a la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito con el propósito de impulsar, a través de dicha Oficina, 
programas y proyectos en   los países en desarrollo con miras a aplicar la presente Convención.

Artículo 61. Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la corrupción

1. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de analizar, en consulta con expertos, las tendencias de la 
corrupción en su territorio, así como las circunstancias en que se cometen los delitos de corrupción.

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir, entre sí y por conducto de 
organizaciones internacionales y regionales, estadísticas, experiencia analítica acerca de la corrupción e 
información con miras a establecer, en la medida de lo posible, definiciones, normas y metodologías 
comunes, así como información sobre las prácticas óptimas para prevenir y combatir la corrupción.

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de vigilar sus políticas y medidas en vigor encaminadas a 
combatir la corrupción y de evaluar su eficacia  y eficiencia.

Artículo 62.	 Otras medidas: aplicación de la Convención mediante  el desarrollo económico y la 
asistencia técnica

1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación óptima de la presente Convención 
en la medida de lo posible, mediante la cooperación internacional, teniendo en cuenta los efectos adversos de 
la corrup- ción en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible en particular.

2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y en forma coordinada entre sí, 
así como con organizaciones internacionales y regionales, por:

a) Intensificar su cooperación en los diversos planos con los países en desarrollo con miras a fortalecer la 
capacidad de esos países para prevenir y combatir la corrupción;
 
b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos de los países en desarrollo 
para prevenir y combatir la corrupción  con eficacia y ayudarles a aplicar satisfactoriamente la presente 
Convención;

c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con economías en transición para ayudarles 
a satisfacer sus necesidades relacionadas con la aplicación de la presente Convención. A tal fin, los Estados 
Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periódicas a una cuenta específicamente 
designada a esos efectos en un mecanismo de financiación de las Naciones Unidas. Con arreglo a su derecho 
interno y a las disposiciones de la Convención, los Estados Parte podrán también dar consideración especial 
a la posibilidad de ingresar en esa cuenta un porcentaje del dinero decomisado o de la suma equivalente a los 
bienes o al producto del delito decomisados conforme  a lo dispuesto en la Convención;
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d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según proceda, para que se sumen a los 
esfuerzos desplegados con arreglo al presente artículo, en particular proporcionando un mayor número 
de programas de capacitación y equipo moderno a los países en desarrollo a fin de ayudarles a lograr los 
objetivos de la presente Convención.

3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos exis- tentes en materia de asistencia 
externa ni otros arreglos de cooperación financiera en los ámbitos bilateral, regional o internacional.

4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales sobre asistencia 
material y logística, teniendo en cuenta los arreglos financieros necesarios para hacer efectiva la cooperación 
internacional prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y combatir la corrupción.

Capítulo VII Mecanismos de aplicación

Artículo 63.	 Conferencia de los Estados Parte en la Convención

1. Se establecerá una Conferencia de los Estados Parte en la Convención  a fin de mejorar la capacidad de los 
Estados Parte y la cooperación entre ellos para alcanzar los objetivos enunciados en la presente Convención 
y promover y examinar su aplicación.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de los Estados Parte a más 
tardar un año después de la entrada en vigor de la presente Convención. Posteriormente se celebrarán 
reuniones periódicas de la Conferencia de los Estados Parte de conformidad con lo dispuesto en las reglas de 
procedimiento aprobadas por la Conferencia.

3. La Conferencia de los Estados Parte aprobará el reglamento y las normas que rijan la ejecución de las 
actividades enunciadas en el presente artículo, incluidas las normas relativas a la admisión y la 
participación de observadores y el pago de los gastos que ocasione la realización de esas actividades.

4. La Conferencia de los Estados Parte concertará actividades, procedimientos y métodos de trabajo con 
miras a lograr los objetivos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo, y en particular:

a) Facilitará las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los artículos 60 y 62 y a los capítulos 
II a V de la presente Convención, incluso promoviendo la aportación de contribuciones voluntarias;

b) Facilitará el intercambio de información entre los Estados Parte sobre las modalidades y tendencias 
de la corrupción y sobre prácticas eficaces para prevenirla y combatirla, así como para la restitución del 
producto del delito, mediante, entre otras cosas, la publicación de la información pertinente mencionada en el
 presente artículo;

c) Cooperará con organizaciones y mecanismos internacionales y regionales y organizaciones no 
gubernamentales pertinentes;
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d) Aprovechará adecuadamente la información pertinente elaborada por otros mecanismos internacionales 
y regionales encargados de combatir y prevenir la corrupción a fin de evitar una duplicación innecesaria de 
actividades;

e) Examinará periódicamente la aplicación de la  presente  Convención por sus Estados Parte;

f) Formulará recomendaciones para mejorar la presente Convención y su aplicación;

g) Tomará nota de las necesidades de asistencia técnica de los Estados Parte con respecto a la aplicación de 
la presente Convención y recomendará las medidas que considere necesarias al respecto.

5. A los efectos del párrafo 4 del presente artículo, la Conferencia de los Estados Parte obtendrá el 
necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las dificultades encontradas por los Estados Parte en 
la aplicación de la presente Convención por conducto de la información que ellos le faciliten y de los demás 
mecanismos de examen que establezca la Conferencia de los Estados Parte.

6. Cada Estado Parte proporcionará a la Conferencia  de  los  Estados Parte infor-mación sobre sus 
programas, planes y prácticas, así como sobre las medidas legislativas y administrativas adoptadas para 
aplicar la presente Con- vención, según lo requiera la Conferencia de los Estados Parte. La Conferencia  
de los Estados Parte tratará de determinar la manera más eficaz de recibir y procesar  la  información,  
incluida  la  que  reciba  de  los  Estados  Parte  y  de organizaciones internacionales competentes. También se 
podrán considerar las aportaciones recibidas de organizaciones no gubernamentales pertinentes debidamente 
acreditadas conforme a los procedimientos acordados por la Conferencia de los Estados Parte.

7. En cumplimiento de los párrafos 4 a 6 del presente artículo, la Conferencia de los Estados Parte 
establecerá, si lo considera necesario, un me- canismo u órgano apropiado para apoyar la aplicación efectiva 
de la presente Convención.

Artículo 64. Secretaría

1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de secretaría necesarios a la 
Conferencia de los Estados Parte en la Convención.

2. La secretaría:

a) Prestará asistencia a la Conferencia de los Estados Parte en la realización de las actividades enunciadas 
en el artículo 63 de la presente Convención    y organizará los períodos de sesiones de la Conferencia de los 
Estados Parte y  les proporcionará los servicios necesarios;

b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de información a la Conferencia de 
los Estados Parte según lo previsto en los párrafos 5 y 6 del artículo 63 de la presente Convención; y
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c) Velará por la coordinación necesaria con las secretarías de otras organizaciones internacionales y 
regionales pertinentes.

Capítulo VIII Disposiciones finales

Artículo 65. Aplicación de la Convención

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
las medidas que sean necesarias, incluidas medidas legislativas y administrativas, para garantizar el 
cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención.

2. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las previstas en la presente 
Convención a fin de prevenir y combatir la corrupción.

 Artículo 66. Solución de controversias

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o aplicación 
de la presente Convención mediante la negociación.

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación de la 
presente Convención, que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo razonable, deberá, a 
solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la 
solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del 
arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia 
mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación de la presente 
Convención o de la adhesión a ella, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente 
artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto de 
todo Estado Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo podrá 
en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 67. Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 9 al 11 de diciembre de 2003 
en Mérida (México) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 9 de 
diciembre de 2005.
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2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las organizaciones regionales de integración 
económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la 
presente Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo.

3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o apro- bación. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de 
ratifi- cación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual 
manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones 
comunicarán también al depositario  cualquier  modificación  pertinente del alcance de su competencia.

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados u organizaciones regionales 
de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea Parte en la presente 
Convención. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de integración económica declararán 
el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas 
organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del al- cance de su 
competencia.

Artículo 68.	 Entrada  en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se haya 
depositado el trigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del 
presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización regional de integración económica no 
se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de  tal organización.

2. Para cada Estado u organización regional de integración económica  que ratifique, acepte o apruebe la 
presente Convención o se adhiera a  ella después de haberse depositado el trigésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente Convención entrará en vigor el 
trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado  el instrumento 
pertinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, si ésta es posterior.

Artículo 69.	 Enmienda

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la presente Convención, los Estados 
Parte podrán proponer enmiendas y transmitirlas al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a 
continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de los Estados 
Parte en la Convención para que la examinen y adopten una decisión al respecto. La Conferencia de los 
Estados Parte hará todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las 
posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, 
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en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y votantes en la reunión de la 
Conferencia de los Estados Parte.

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, ejercerán su 
derecho de voto con arreglo al presente artículo   con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto 
si sus Estados miembros ejercen el suyo y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a ratificación, 
aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan expresado su  
consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente 
Convención, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.

Artículo 70.	 Denuncia
1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita al Secretario 
General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario 
General haya recibido la notificación.

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en la presente Convención 
cuando la hayan denunciado todos sus Estados miembros.

Artículo 71.	 Depositario e idiomas

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención.
 
2. El original de la presente Convención, cuyo texto en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso es 
igualmente auténtico, se depositará en poder  del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 
Gobiernos, han firmado la presente Convención.
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2.5.	 Ley Modelo sobre Extinción de Dominio

Preámbulo

La propiedad privada adquirida legítimamente es un derecho fundamental protegido por la Constitución, 
la ley y el derecho internacional. Su reconocimiento está sujeto  al  cumplimiento de su función social, al 
orden público y al bienestar general. En consecuencia, este derecho no puede ser reconocido cuando se trate 
de bienes obtenidos de actividades ilícitas, ni gozarán de protección constitucional ni legal cuando sean 
destinados a ellas.

Las actividades ilícitas, en especial las manifestaciones de criminalidad organizada, afectan gravemente 
los derechos fundamentales y constituyen una amenaza para el desarrollo sostenible y la convivencia 
pacifica. Por lo tanto, existe la imperiosa necesidad de fortalecer la lucha contra la delincuencia, a través de un 
mecanismo legal que permita al Estado proceder sobre los bienes.

La extinción de dominio constituye un instituto jurídico, autónomo e independiente de cualquier otro 
proceso, dirigido a eliminar el poder y capacidad de la delincuencia.

Capítulo I Aspectos generales

Articulo 1. Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá como:

a. “Actividad ilícita”: Toda actividad tipificada como delictiva, aun cuando no se haya dictado sentencia, así 
como cualquier otra actividad que el legislador considere susceptible de aplicación de esta ley.

b. “Bienes”: Activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, 
y los documentos o instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos activos.

c. “Productos”: Bienes derivados u obtenidos directa o indirectamente de actividades ilícitas.

d. “Instrumentos”: Bienes utilizados o destinados a ser utilizados, de cualquier forma,   en su totalidad o en 
parte, para actividades ilícitas.

e. “Afectado”: Persona natural o jurídica que invoque un derecho real sobre un bien sujeto a esta ley.

f. “Buena fe”: Conducta diligente y prudente, exenta de toda culpa, en todo acto o negocio jurídico 
relacionado con los bienes enunciados en el artículo 6 de esta ley.
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Articulo 2. Concepto. 

La extinción de dominio es una consecuencia patrimonial de actividades ilícitas consistente 
en la declaración de titularidad a favor del Estado, de los bienes a que se refiere esta ley, por 
sentencia de autoridad judicial, sin contraprestación, ni compensación de naturaleza alguna.

La extinción de dominio es de naturaleza jurisdiccional, de carácter real en cuanto se dirige contra bienes, 
y se declara a través de un procedimiento autónomo, e independiente de cualquier otro juicio o proceso.

Articulo 3. Retroactividad. 

La extinción de dominio se declarará con  independencia  de  que los presupuestos para su procedencia hayan 
ocurrido con anterioridad a la vigencia de esta Ley.

Articulo 4. Imprescriptibilidad. 
La extinción de dominio es imprescriptible.

Artículo 5. Presunción de buena fe. 
Se presume la buena fe en la adquisición y  destinación de los bienes.

Articulo 6. Presupuestos de la extinción de dominio. 
La extinción de dominio procederá sobre:

a. Bienes que sean producto de actividades ilícitas.

b. Bienes que sean instrumentos de actividades ilícitas.

c. Bienes que sean objeto material de actividades ilícitas.

d. Bienes que provengan de la transformación o conversión parcial o total, física o jurídica del producto, 
instrumentos u objeto material de actividades ilícitas.

e. Bienes de origen lícito utilizados para ocultar bienes de ilícita procedencia.

f. Bienes de origen lícito mezclados con bienes de ilícita procedencia.

g. Bienes que constituyan un incremento patrimonial no justificado, cuando existan elementos que permitan 
considerar razonablemente que provienen de actividades ilícitas.

h. Bienes que constituyan ingresos, rentas, frutos, ganancias y otros beneficios derivados de los anteriores 
bienes.
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i. Bienes de origen lícito cuyo valor sea equivalente a cualquiera de los  bienes descritos en los 
numerales anteriores, cuando no sea posible su localización, identificación, incautación, embargo preventivo o 
aprehensión material.

j. Bienes de origen lícito cuyo valor sea equivalente a cualquiera de los  bienes descritos en los numerales 
anteriores, cuando se acredite el derecho de un tercero  de buena fe sobre el mismo bien.

Articulo 7. Transmisión por causa de muerte. 
Los bienes a los que se refiere el artículo anterior no se legitiman por causa de muerte. En consecuencia, la 
extinción de dominio procede sobre éstos.

Articulo 8. Actos jurídicos. 
Ningún acto jurídico realizado sobre los bienes previstos en el artículo 6 los legitima, salvo los derechos de 
terceros de buena fe.
 
Artículo 9. Inoponibilidad de secreto o reserva. 
No será oponible la reserva bancaria, cambiaria, bursátil y tributaria, ni se impedirá el acceso a la información 
contenida en bases de datos, de acuerdo con el ordenamiento jurídico interno.

Capítulo II Garantías procesales

Artículo 10. Garantías. 
En la aplicación de la presente ley se garantizarán y protegerán los derechos reconocidos en la Constitución 
y en los tratados internacionales que resulten inherentes a su naturaleza.

Las actuaciones que limiten derechos fundamentales serán adoptadas previa orden judicial. En caso de 
urgencia u otra necesidad debidamente fundamentada, la autoridad competente podrá adoptar tales medidas, 
debiendo someterlas a control judicial posterior tan pronto sea posible.

Artículo 11. Derechos del  afectado. 
 Durante el  procedimiento se reconocen al afectado  los siguientes derechos:

a. Tener acceso al proceso, directamente o a través de la asistencia y representación  de un abogado, desde la 
notificación de la pretensión de extinción de dominio  o desde la materialización de las medidas cautelares.

b. Conocer los hechos y fundamentos que sustentan el proceso en términos claros y comprensibles.

c. Presentar y solicitar pruebas, e intervenir ampliamente en resguardo de sus  derechos.

d. Controvertir las pretensiones que se estén haciendo valer en contra de los bienes.
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e. Renunciar al debate probatorio y optar por una sentencia anticipada de extinción de dominio.

Articulo 12. Cosa juzgada. 
El afectado podrá acreditar que se ha dictado una sentencia favorable que tiene el efecto de cosa juzgada por 
identidad de sujetos, objeto y causa.

Artículo 13. De la comparecencia al proceso. 
Se designará curador ad litem para representar los intereses y garantizar el pleno ejercicio de los  derechos 
de  los  afectados que no comparecieren y de aquellos desconocidos en el proceso.

Capítulo III Aspectos procesales

Articulo 14. Recursos. 
Contra las decisiones proferidas en desarrollo del proceso de extinción de dominio procederán los recursos 
de reposición y apelación.

La apelación procederá contra las siguientes providencias:
 
a. La que decide sobre la competencia.

b. La que ordena el archivo.

c. La que admite la pretensión.

d. La que decide sobre la nulidad.

e. La que deniega pruebas.

f. La sentencia.

Artículo 15. Trámite del recurso de apelación. 
El recurso de apelación se interpondrá conforme a los requisitos, trámites y plazos establecidos en  el  
ordenamiento  jurídico  interno.

Artículo 16. Medidas cautelares. 
Sobre los bienes sujetos a extinción de  dominio  se podrán decretar las siguientes medidas cautelares:

a. Suspensión del poder dispositivo.

b. Embargo preventivo o Incautación.
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c. Aprehensión material.

Las medidas cautelares se ejecutarán independientemente de quien sea el titular del bien.

No se exigirá caución a la autoridad competente para solicitar o disponer medidas  cautelares.

Artículo 17. Notificaciones. 
La decisión que admite la pretensión y todas las resoluciones que se adopten sobre la misma se notificaran 
a los afectados en forma personal, directamente o a través de apoderado. Cuando no resulte posible efectuar 
esta notificación  se dispondrá su emplazamiento.

Todas las demás notificaciones se efectuarán de acuerdo con lo  previsto  en  el ordenamiento jurídico.

Articulo 18. Emplazamiento. 
Serán emplazados los afectados que no hubieren sido notificados y los posibles titulares de derechos reales 
que se desconozcan.

El emplazamiento se efectuará durante cinco (5) días en el juzgado, en una página web  oficial o a través de 
cualquier otro medio idóneo.

Transcurridos tres (3) días desde el vencimiento del término de emplazamiento, el juez designará un 
curador ad litem, quien una vez notificado velará por el cumplimiento de las reglas del debido proceso y demás 
derechos de quienes no comparezcan.

Articulo 19. Términos. 
Los términos para recurrir y de traslado serán comunes y se  contarán a partir de la ultima notificación.
 
Capítulo IV Procedimiento

Artículo 20. Etapas. 
El procedimiento consta de dos etapas: una fase inicial o preprocesal que estará a cargo de la autoridad 
competente con funciones de investigación asignadas en el ordenamiento jurídico, y una fase procesal a 
cargo del juez que se iniciará a partir de la presentación de la pretensión de extinción de dominio.

Artículo 21. Fase inicial o preprocesal. 
De oficio, la autoridad competente  para  conocer de la extinción de dominio, iniciará y dirigirá la 
investigación con el fin de:

a. Identificar, localizar y ubicar los bienes que se encuentren en un presupuesto de extinción de dominio.

b. Acreditar que concurren los elementos exigidos en los presupuestos de extinción de dominio.
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c. Identificar a los posibles titulares de derechos sobre los bienes que se encuentren en un presupuesto de 
extinción de dominio y averiguar su lugar de notificación.

d. Acreditar el vínculo entre los posibles titulares de derechos sobre los bienes y el presupuesto de extinción 
de dominio.

e. Desvirtuar la presunción de buena fe.

La actuación será reservada hasta la notificación de la pretensión de extinción de dominio o  la 
materialización de las medidas cautelares.

Articulo 22. Facultades de la autoridad competente en la fase inicial o preprocesal. En desarrollo de 
esta fase, la autoridad competente podrá utilizar cualquier medio probatorio y todas las técnicas de 
investigación que estime necesarias, tales como la entrega vigilada o controlada, las operaciones 
encubiertas, la intervención y grabación de toda clase de comunicaciones privadas y la vigilancia 
electrónica o de otra índole, siempre y cuando se garantice el respeto de los derechos fundamentales.

Cuando fuere necesario y urgente asegurar el bien y concurran motivos fundados,  se  podrán adoptar o 
solicitar medidas cautelares sobre bienes objeto  de  investigación, conforme a lo señalado en esta ley.

Materializada la medida, la autoridad competente deberá resolver dentro de los cuatro (4) meses siguientes 
si archiva los antecedentes o procede a formular pretensión. Por motivos fundados se podrá prorrogar este 
plazo.

Artículo 23. Terminación de la fase inicial o preprocesal. 
La fase inicial o preprocesal terminará mediante resolución debidamente fundamentada de la autoridad 
competente, formulando la pretensión de extinción de dominio ante el respectivo juez u ordenando el archivo 
provisional de lo actuado.

La decisión de archivo no tiene valor de cosa juzgada y podrá ser objeto de los recursos de ley.
 
Cuando sobrevengan elementos de juicio que permitan desestimar razonablemente los argumentos que 
motivaron la decisión de archivo provisional, la  autoridad  competente  podrá reabrir la investigación.

Artículo 24. Formulación de pretensión. 
La autoridad competente formulará por escrito ante el juez la pretensión de extinción de dominio, que 
contendrá lo siguiente:

a. Los argumentos de hecho y de derecho que fundamentan los presupuestos de la extinción de dominio.

b. La identificación, localización y ubicación de los bienes.
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c. Las pruebas directas e indirectas que soportan la pretensión.

d. La solicitud de las diligencias que estime necesarias.

e. La información sobre las medidas cautelares adoptadas.

f. La solicitud de medidas cautelares.

g. La información que posea sobre la identidad y ubicación de los eventuales afectados y su vínculo con los 
bienes.

h. La enunciación de las actuaciones adelantadas en la fase inicial que requieran mantenerse en secreto o 
reserva de acuerdo a la ley.

Artículo 25. Decisión sobre la pretensión. 
Recibido el escrito de pretensión de extinción de dominio, en un término no superior a quince (15) días 
el Juez resolverá si lo admite a trámite o lo devuelve a la autoridad competente para que se subsanen los  
defectos  formales, indicando las razones que sustentan su decisión.

Admitido a trámite, dentro del mismo plazo resolverá sobre las medidas cautelares y su ejecución, la reserva 
de las actuaciones, y ordenará la notificación de la pretensión después de ejecutadas las medidas cautelares.

Artículo 26. Traslado. 
A partir de la última notificación de la admisión de la pretensión se pondrá a disposición de las partes el 
escrito de pretensión y todos los antecedentes por un término de veinte (20) días. Seguidamente, se fijará 
fecha y hora para la realización de la audiencia preparatoria.

Artículo 27. Audiencia preparatoria. 
La audiencia preparatoria comenzará con la ratificación, modificación o solicitud de retiro de la pretensión 
por parte de la autoridad competente.

A continuación se procederá a:

a. Definir competencia, nulidades, impedimentos y recusaciones.

b. Verificar la legitimación, el interés de los intervinientes y determinar quienes serán parte del juicio.
 
c. Resolver los recursos que se hubieren interpuesto contra la admisión de la  pretensión, y las observaciones 
y demás cuestiones formales que se hubieren planteado.
Contra la decisión que resuelve cualquiera de los asuntos anteriores, sólo procederá el recurso de apelación 
en el efecto suspensivo.
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En desarrollo de la audiencia, las partes tendrán las siguientes atribuciones:

a. Presentar los medios de prueba que sustentan su posición.

b. Modificar las solicitudes probatorias.

c. Proponer o presentar estipulaciones o convenciones probatorias.

d. Plantear la celebración de acuerdos conforme al régimen constitucional y legal.

El juez decidirá sobre la admisibilidad de las pruebas aportadas y ordenará las  que  considere pertinentes, 
conducentes y útiles.

Así mismo, fijará fecha y hora para la realización de audiencia de prueba y alegatos, que deberá efectuarse 
dentro de los 30 días siguientes.

Articulo 28. Retiro de la pretensión. 
Una vez admitida la pretensión la autoridad competente podrá solicitar al juez su retiro cuando 
sobrevengan elementos de juicio que desestimen los fundamentos de la misma. De encontrar fundada la 
petición  el  juez  levantará las medidas adoptadas y ordenará el archivo definitivo de  la  actuación  con  
efectos de cosa juzgada.

Artículo 29. Audiencia de prueba y alegatos. En el  desarrollo de la audiencia y siguiendo el orden de 
intervención de la audiencia preparatoria:

a. Se presentarán y practicarán las pruebas.

b. Las partes expondrán los argumentos de hecho y de derecho que sustentan su posición.

Cumplido lo anterior, el juez decretará el cierre de la audiencia y fijará fecha y hora para lectura de sentencia 
en un término no superior a treinta (30) días.

Artículo 30. Contenido de la sentencia. La sentencia contendrá:

a. Identificación de los bienes y de los afectados.

b. Resumen de la pretensión de extinción de dominio y de la oposición.

c. Análisis de los fundamentos de hecho y de derecho.
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d. Valoración de la prueba.

 e. Declaración motivada sobre la procedencia o improcedencia de la extinción de dominio.

f. Determinación, en su caso, del monto de la retribución por la colaboración del particular.

Contra esta sentencia solo procede el recurso de apelación.

Artículo 31. Sentencia anticipada. El afectado podrá allanarse a la pretensión de extinción de dominio. 
El juez valorará la solicitud y emitirá sentencia.

Cuando el afectado y la autoridad competente hubieren celebrado acuerdos, se someterán ante el juez, quien 
decidirá acerca de su procedencia.

Capítulo V Pruebas

Artículo 32. Prueba necesaria para extinguir. La sentencia que declara la extinción de dominio se 
fundamentará en las pruebas legal y oportunamente incorporadas.

El juez declarará la extinción de dominio del bien conforme a lo alegado y probado de acuerdo con la 
preponderancia de la prueba.

Artículo 33. Medios de prueba. Serán admisibles todos los medios de prueba directos e indirectos, que 
sean pertinentes, conducentes y útiles a los fines del proceso, tales como la declaración de parte, el 
testimonio de terceros, el dictamen  pericial,  la inspección judicial,  los documentos y los indicios.

El juez practicará las pruebas no previstas en esta ley de acuerdo con las disposiciones que regulen medios 
semejantes. Podrán decretarse pruebas de oficio.

Articulo 34. Valoración de la prueba. La prueba será apreciada en conjunto y de acuerdo con las reglas de 
la sana crítica.

Artículo 35. Carga de la prueba. Corresponde a cada parte probar los fundamentos que sustentan su 
posición.

Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba.

Artículo 36. Exclusión de la prueba ilícita. El juez excluirá la prueba obtenida  con  violación de los 
derechos fundamentales, sin perjuicio de aplicar las normas  sobre  excepción a las reglas de exclusión que 
sean pertinentes.
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Capítulo VI  Nulidades
Artículo 37. Causas de nulidad. Son causas de nulidad, sin perjuicio de la convalidación que admita el 
ordenamiento jurídico, las siguientes:
 
a. Falta de competencia.

b. Falta o defectos en la notificación.

c. Inobservancia sustancial del debido proceso.

Artículo 38. Oportunidad y trámite. Las nulidades se podrán invocar en la audiencia preparatoria y 
en la audiencia de prueba y alegatos.

Capítulo  VII Administración y destinación de los bienes

Articulo 39. Fines. La administración de bienes tiene como finalidad principal conservar y mantener la 
productividad o valor de los bienes.

Artículo 40. Reglas generales de administración. Los bienes sobre los que se adopten medidas cautelares 
quedarán de inmediato bajo la administración del organismo especializado creado o designado para tal 
efecto, el cual velará por la  correcta administración de todos los bienes, de acuerdo con los principios de 
eficiencia y transparencia de la función pública.

La administración de bienes se regirá por las siguientes reglas:

a. La autoridad designada estará facultada para contratar  servicios externos, cuando  de acuerdo con la 
naturaleza de los bienes, resulte necesario para su adecuada administración.

b. Se constituirán, preferentemente, fideicomisos de administración en  cualquiera  de las entidades 
fiduciarias u otras similares o especializadas de acuerdo con la naturaleza del bien, bajo supervisión o 
vigilancia del Estado.

c. Se procederá a arrendar o a celebrar otros contratos con personas naturales o jurídicas, de acuerdo con las 
condiciones de mercado.

d. Los gastos generados por la administración de los bienes, serán pagados con los rendimientos financieros 
y productividad de los bienes.

El Estado deberá asegurar la existencia de controles estrictos de supervisión con  respecto   a la 
administración de los activos incautados y decomisados.
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Artículo 41. De la venta anticipada de bienes. Cuando los bienes sujetos a medidas cautelares presenten 
riesgo de perecer, deteriorarse, desvalorizarse o cuya conservación ocasione perjuicios o gastos 
desproporcionados a su valor o administración, la autoridad designada de acuerdo con el ordenamiento 
interno dispondrá su venta anticipada.

El producto de la venta será depositado en un fondo o cuenta del sistema financiero, creado para tal efecto.

Artículo 42. Destino de los bienes. Los bienes declarados en extinción  del  dominio  podrán ser 
destinados a:
 
a. Financiar programas de atención y reparación a las víctimas de actividades ilícitas.

b. Financiar programas de prevención de actividades ilícitas.

c. Apoyar el fortalecimiento de las instituciones encargadas del combate al crimen organizado, en particular 
las dependencias especializadas que participan en el proceso de extinción de dominio.

d. Invertir en el sistema de administración de bienes.

e. Financiar los gastos procesales que requieran los procesos de extinción.

f. Compartir con otros Estados que hayan cooperado para la extinción de dominio.

En todos los casos, la decisión sobre la destinación de los bienes será adoptada por un órgano colegiado de 
autoridad superior.

Capítulo VIII Cooperación internacional

Artículo 43. Deber de cooperación internacional. El Estado cooperará con otros Estados en lo relativo a 
las investigaciones y procedimientos cuyo objeto sea  la  extinción  de dominio, cualquiera que sea su 
denominación.

Artículo 44. Tramite de la solicitud. Se dará respuesta a las solicitudes de extinción de dominio y de 
asistencia en la investigación y medidas cautelares que tengan el mismo fin.   La asistencia se prestará de 
conformidad con lo dispuesto en la presente ley.

Una vez recibida una solicitud de otro Estado que tenga jurisdicción para decretar la  extinción de 
dominio, se adoptarán de inmediato las medidas encaminadas a  la identificación, la localización y el embargo 
preventivo o la incautación de los bienes, así  como para la ejecución de la sentencia de extinción de dominio.
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Se ejecutará la respectiva solicitud de asistencia aún cuando se  especifiquen  procedimientos y acciones no 
previstas en la legislación del Estado requerido, siempre que no contradiga principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico interno.

Las solicitudes procedentes de otros Estados a efectos de identificación, localización, embargo preventivo 
o incautación, aprehensión material o ejecución de la sentencia de extinción de dominio, han de recibir la 
misma prioridad que las realizadas en el marco de    los procedimientos internos.

Artículo 45. Aplicación de convenios internacionales. Los convenios internacionales de cooperación y 
asistencia legal o judicial, así como cualquier otro convenio internacional que regule la colaboración 
internacional en materia de  decomiso  y  de  localización, identificación, recuperación, repatriación y 
extinción del dominio de bienes, suscritos, aprobados y ratificados por el Estado, son plenamente aplicables 
a los casos previstos en     la presente ley.
 
Artículo 46. De la cooperación internacional para la administración de bienes.  El  Estado podrá celebrar 
acuerdos bilaterales y multilaterales de cooperación para facilitar la administración de bienes. Tales acuerdos 
contendrán disposiciones relativas a los gastos  de administración y a la forma de compartir bienes.

Capítulo IX Disposiciones finales

Artículo 47. Deber de información de servidor público. El servidor público que co-nozca acerca de la 
existencia de bienes que puedan ser objeto de extinción de dominio estará obligado a informar 
inmediatamente a la autoridad competente.

El incumplimiento de esta obligación dará lugar a las sanciones administrativas  y penales que correspondan 
de acuerdo con el ordenamiento jurídico.

Articulo 48. Colaboración del particular. El particular que suministre información que contribuya de manera 
eficaz a la obtención de evidencias o pruebas para la declaratoria de extinción de dominio, podrá recibir 
una retribución equivalente a un porcentaje del producto que el Estado obtenga por la liquidación de dichos 
bienes, o del valor comercial de los mismos dependiendo de la colaboración. Este porcentaje lo determinará 
el juez en la sentencia, de oficio, o a petición de la autoridad competente.

Artículo 49. Interpretación armónica. Las disposiciones previstas en esta ley se interpretarán de forma 
armónica con el ordenamiento jurídico interno, siempre que ello sea compatible con su naturaleza. En lo no 
previsto en la presente ley se aplicará el procedimiento penal o el procedimiento civil.





3. RÉGIMEN ACTUAL
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3. RÉGIMEN ACTUAL

Análisis Previo

Con la dación del Decreto Legislativo sobre Extinción de Dominio (Decreto Legislativo N° 1373), el 04 
de agosto de 2018 y su entrada en vigencia desde la promulgación de su Reglamento (Decreto Supremo 
Nº 007-2019-JUS) el 01 de febrero de 2019, nuestro ordenamiento jurídico regula la novísima figura de 
Extinción de Dominio y la define como aquella consecuencia jurídico-patrimonial que traslada a la 
esfera del Estado la titularidad de los bienes que constituyen objeto, instrumento o efectos o ganancias de 
actividades ilícitas, mediante sentencia emitida por juez competente dentro del marco del debido proceso, sin 
indemnización ni contraprestación alguna a favor de quien ostente éstos o se repute como propietario de los 
mismos.  

 Asimismo, cabe destacar que el Decreto Legislativo N° 1373 consagra la autonomía e independencia de 
la extinción de dominio, estableciendo etapas y plazos céleres propios de un subsistema especializado a 
fin de dar un tratamiento diferenciado a este tipo de procesos; y para tales efectos, dispuso la creación e 
implementación de órganos –salas, juzgados, fiscalías, procuradurías y divisiones policiales especializados 
en extinción de dominio.

 
3.1. Decreto Legislativo Nº 1373 - Decreto Legislativo sobre Extinción de Dominio

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
     
POR CUANTO:

Que, mediante Ley Nº 30823, “Ley que delega en el Poder Ejecutivo la Facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y lucha contra la corrupción, de prevención y protección 
de personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de modernización de la gestión del Estado”, por el 
término de sesenta (60) días calendario;

Que, los literales d) y e) del inciso 3 del artículo 2 del citado dispositivo legal, establece la facultad de 
legislar en materia de integridad y lucha contra la corrupción, a fin de modificar la legislación vigente sobre 
la pérdida o extinción de dominio y facilitar la administración, por parte del Estado, de los bienes incautados, 
decomisados o declarados en pérdida de dominio”;

Que, conforme a la delegación de facultades se hace necesario realizar una reforma normativa de los 
mecanismos e instrumentos que permiten al Estado una firme lucha contra la delincuencia organizada y 
cualquier acto ilícito, por lo que se requiere estatuir un ordenamiento eficaz de extinción de dominio de los 
objetos, instrumentos, efectos y ganancias;
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Que, la legislación actual sobre pérdida de dominio adolece de diversas deficiencias e imprecisiones que 
ha generado serias dificultades en los operadores jurídicos para su aplicación práctica como herramienta 
destinada a recuperar los bienes o ganancias provenientes de actividades delictivas; deficiencias como la 
falta de autonomía del proceso de pérdida de dominio del proceso penal, así como la no especialización 
de los operadores, ha permitido que en el Perú la delincuencia continúe acumulando riqueza y lavando 
dinero producto de los delitos antedichos, permitiendo que la economía haya sido permeada por los flujos de 
capital de tales actividades que la soslayan, produciendo burbujas inflacionarias, reducción de las actividades 
productivas lícitas, riesgo de desestabilización de la economía legal, desconfianza en el sistema financiero, 
violencia generalizada, entre otras.

Que, en ese sentido es necesario reformular estos mecanismos, implementando la extinción de 
dominio como una herramienta de política criminal independiente y autónoma del proceso penal, dirigida 
específicamente contra bienes y fortunas adquiridas como producto de actividades ilícitas reprochables por 
el ordenamiento jurídico peruano, estableciendo un proceso que se aplica únicamente respecto de derechos 
reales y que se realiza al margen de la acción penal, dado que el objeto de las dos acciones es distinto. Para 
ello, se establecen etapas y plazos céleres sobre la base de un subsistema especializado de Extinción de 
Dominio, con salas, juzgados, fiscalías y unidades policiales especializadas en la materia, que permita un 
tratamiento diferenciado, que conlleve a la celeridad y eficacia.

Que, de conformidad con lo establecido en los literales d) y e) del inciso 3 del artículo 2 de la Ley Nº 30823 
y el artículo 104 de Constitución Política del Perú;

     Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
     Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;

     Ha dado el decreto legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO SOBRE EXTINCIÓN DE DOMINIO
TÍTULO PRELIMINAR

 Artículo I. Ámbito de aplicación

 El presente decreto legislativo se aplica sobre todo bien patrimonial que constituya objeto, instrumento, 
efectos o ganancias que tienen relación o que se derivan de las siguientes actividades ilícitas: contra la 
administración pública, contra el medioambiente, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, 
trata de personas, lavado de activos, contrabando, defraudación aduanera, defraudación tributaria, minería 
ilegal y otras con capacidad de generar dinero, bienes, efectos o ganancias de origen ilícito o actividades 
vinculadas a la criminalidad organizada.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP162

Artículo II. Principios y criterios aplicables para la declaración de extinción de dominio
Para la aplicación del presente decreto legislativo, rigen los siguientes princi-pios y criterios:
 
2.1. Nulidad: todos los actos que recaigan sobre bienes de origen o destino contrario al ordenamiento 
jurídico, son nulos de pleno derecho, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.

2.2. Especialidad: los vacíos y ambigüedades que pudiera presentar este decreto legislativo en su 
interpretación o aplicación, se resuelven según la propia naturaleza y principios del proceso que regula. Si a 
pesar de esto, el vacío o ambigüedad persiste, se acude a la octava disposición complementaria final.

2.3. Autonomía: el proceso de extinción de dominio es independiente y autónomo del proceso penal, civil u 
otro de naturaleza jurisdiccional o arbitral, por lo que no puede invocarse la previa emisión de sentencia o 
laudo en éstos para suspender o impedir la emisión de sentencia en aquél.

2.4. Dominio de los bienes: la protección del derecho de propiedad u otros derechos que recaigan sobre los 
bienes patrimoniales, se extiende únicamente a aquéllos que recaigan sobre bienes obtenidos con justo título 
o estén destinados a fines compatibles con el ordenamiento jurídico.
 
Asimismo, poseer, detentar o utilizar bienes de origen ilícito o destino ilícito no constituye justo título, salvo 
el derecho del tercero de buena fe.

 2.5. Aplicación en el tiempo: la extinción de dominio se declara con independencia de que los presupuestos 
para su procedencia hayan ocurrido con anterioridad a la vigencia del presente decreto legislativo.

 2.6. Tutela Jurisdiccional y Debido Proceso: en el trámite y ejercicio del proceso de extinción de dominio 
se observan los derechos a la tutela jurisdiccional y al debido proceso, reconocidos en el inciso 3 del artículo 
139 de la Constitución Política del Perú, así como los derechos a la defensa, a la prueba y a la doble instancia 
que forman parte del contenido del derecho al debido proceso.

2.7. Publicidad: el proceso de extinción de dominio es público a partir de la notifica-ción del auto que admite 
la demanda o desde que se materializan las medidas cautelares. Las actuaciones comprendidas desde el inicio 
de la indagación son reservadas.

2.8. Cosa juzgada: En materia de extinción de dominio aplica la cosa juzgada, siempre que exista identidad 
de sujeto, objeto y fundamento.

2.9. Carga de la prueba: para la admisión a trámite de la demanda de extinción de dominio, corresponde al 
Fiscal ofrecer las pruebas o indicios concurrentes y razonables del origen o destino ilícito del bien. Admitida 
a trámite la demanda, corresponde al requerido demostrar el origen o destino lícito del mismo.
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Artículo III. Definiciones
Para los efectos del presente decreto legislativo se entenderá como:

3.1. Actividad ilícita: toda acción u omisión contraria al ordenamiento jurídico relacionada al ámbito de 
aplicación establecido en el artículo I del Título Preliminar del presente decreto legislativo.

3.2. Requerido: toda persona natural o jurídica que figura ostentando algún derecho sobre el bien que es 
objeto del proceso de extinción de dominio.

3.3. Bienes susceptibles de extinción de dominio: todos aquellos que, según las definiciones de los artículos 
885 y 886 del Código Civil, son muebles e inmuebles. Igualmente lo son las partes integrantes, accesorios, 
frutos y productos de esos bienes.

3.4. Bienes abandonados: todos aquellos sobre los que se tienen elementos probatorios suficientes que 
permitan determinar la existencia de relación directa o indirecta con alguna actividad ilícita y sobre los 
cuales no ha sido posible establecer la identidad de sus titulares.

 También lo son aquellos en que habiéndose establecido la titularidad mediante sentencia que declara 
infundada la demanda de extinción de dominio, no hayan sido reclamados por el titular en el plazo de treinta 
(30) días hábiles contados desde la notificación de la sentencia.

3.5. Bienes patrimoniales: todos aquellos que pueden generar utilidad, rentabilidad u otra ventaja que 
represente un interés económico relevante para el Estado, según los criterios que establezca el reglamento.

3.6. Bienes cautelados: todos aquellos que se encuentran afectados por una medida cautelar dictada por el 
Juez, mientras se decide su situación en el proceso de extinción de dominio.

3.7. Bienes que constituyen objeto de actividades ilícitas: todos aquellos sobre los que recayeron, recaen o 
recaerán actividades ilícitas.

3.8. Bienes que constituyen instrumento de actividades ilícitas: todos aquellos que fueron, son o serán 
utilizados como medios, de cualquier forma, en su totalidad o en parte, para la comisión de actividades 
ilícitas.

3.9. Efectos o ganancias de actividades ilícitas: todos aquellos bienes que son resultado directo o indirecto de 
la comisión de actividades ilícitas.

3.10. Extinción de dominio: consecuencia jurídico-patrimonial que traslada a la esfera del Estado la 
titularidad de los bienes que constituyen objeto, instrumento o efectos o ganancias de actividades ilícitas, 
mediante sentencia emitida respetando el debido proceso, sin indemnización ni contraprestación alguna a 
favor del requerido o terceros.
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3.11. Incremento patrimonial no justificado: aumento del patrimonio o del gasto económico de una 
persona natural o jurídica notoriamente superior al que normalmente haya podido percibir en virtud de su 
actividad laboral o económica lícita o de sus ingresos por cualquier otra causa lícita, existiendo elementos que 
permitan considerar razonablemente que dicho incremento patrimonial proviene de actividades ilícitas.

3.12. Tercero: toda persona natural o jurídica, diferente al requerido, que se apersona al proceso de extinción 
de dominio reclamando tener algún derecho sobre el bien.

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Finalidad del Decreto Legislativo

 El presente decreto legislativo tiene como finalidad garantizar la licitud de los derechos reales que recaen 
sobre los bienes patrimoniales, evitando el ingreso al comercio en el territorio nacional o extrayendo de éste 
los bienes que provengan de actividades ilícitas o estén destinados a ellas.

Artículo 2. Objeto del Decreto Legislativo

El presente decreto legislativo tiene como objeto regular el proceso de extinción de dominio que procede 
contra los bienes mencionados en los supuestos de hecho del artículo I del Título Preliminar, y cuya 
procedencia o destino esté relacionado a actividades ilícitas. Para la procedencia también debe observarse el 
artículo 7, sin importar quien haya adquirido el bien o lo tenga en su poder.

Artículo 3. Naturaleza jurídica del proceso de Extinción de Dominio

El proceso de extinción de dominio, además de autónomo, es de carácter real y de contenido patrimonial.

CAPÍTULO II

GARANTÍAS PROCESALES Y PRESUPUESTOS DE PROCEDENCIA

Artículo 4. Garantías procesales y adopción de medidas limitativas

4.1. En la aplicación del presente decreto legislativo se garantiza y protege los derechos reconocidos en la 
Constitución Política del Perú y las leyes que resulten aplicables.
    
4.2. Las medidas que limiten derechos fundamentales son adoptadas, previa orden judicial.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 165

Artículo 5. Derechos del Requerido

Durante el proceso, se reconocen al requerido los siguientes derechos:

 5.1. Acceder al proceso directamente o a través de la asistencia y representación de un abogado desde que es 
notificado con el auto que admite la demanda, o desde la materialización de las medidas cautelares.

5.2. Conocer los hechos y fundamentos que sustentan el proceso en términos claros y comprensibles.

5.3. Presentar y solicitar pruebas e intervenir en resguardo de sus derechos.

5.4. Controvertir las pretensiones interpuestas por la Fiscalía en contra de los bienes.

5.5. Renunciar al debate probatorio y optar por una sentencia anticipada de extinción de dominio.

5.6. Los demás derechos reconocidos en la Constitución Política del Perú y las leyes que, debido a su 
naturaleza, resulten aplicables.

 Artículo 6. Comparecencia al proceso

 6.1. Los que, con ocasión del inicio del proceso de extinción de dominio, han sido notificados conforme 
al presente decreto legislativo, en ejercicio de sus derechos, están facultados a comparecer mediante un 
abogado o personalmente ante el Juez Especializado que esté conociendo el proceso.

 6.2. Cuando se trate de menores de edad o personas con discapacidad física o mental declarados, respecto 
a poder asumir un proceso judicial, comparecen a través de su representante legal o a través de un defensor 
público, designado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos o sistema de apoyo.

 Artículo 7. Presupuestos de procedencia del proceso de extinción de dominio

 7.1. Son presupuestos de procedencia del proceso de extinción de dominio, los siguientes:
 
a) Cuando se trate de bienes que constituyan objeto, instrumento, efectos o ganancias de la comisión de 
actividades ilícitas, salvo que por ley deban ser destruidos o no sean susceptibles de valoración patrimonial.

b) Cuando se trate de bienes que constituyan un incremento patrimonial no justificado de persona natural 
o jurídica, por no existir elementos que razonablemente permitan considerar que provienen de actividades 
lícitas.
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c) Cuando se trate de bienes de procedencia lícita que han sido utilizados o destinados para ocultar, encubrir, 
incorporar bienes de ilícita procedencia o que se confundan, mezclen o resulten indiferenciables con bienes 
de origen ilícito.

d) Cuando se trate de bienes declarados en abandono o no reclamados y se tenga información suficiente 
respecto a que los mismos guardan relación directa o indirecta con una actividad ilícita.

e) Cuando los bienes o recursos de que se trate provengan de la enajenación o permuta de otros que tengan 
su origen directo o indirecto en actividades ilícitas o constituyan objeto, instrumento, efectos o ganancias de 
las mismas.

f) Cuando se trate de bienes y recursos que han sido afectados dentro de un proceso penal y que el origen de 
tales bienes, su utilización o destino ilícito no hayan sido objeto de investigación; o habiéndolo sido no se 
hubiere tomado sobre ellos una decisión definitiva por cualquier causa.

g) Cuando se trate de bienes objeto de sucesión por causa de muerte y los mismos se encuentren dentro de 
cualquiera de los presupuestos anteriores.

CAPÍTULO III
COMPETENCIA
 
Artículo 8. Competencia de órganos especializados en extinción de dominio

8.1 Es competente el Juez Especializado en Extinción de Dominio del distrito judicial en donde se encuentre 
ubicado el bien materia de indagación.

8.2. Si se encuentran bienes en distintos distritos judiciales, es competente el Juez Especializado en Extinción 
de Dominio del distrito judicial en donde se inicie la primera indagación a cargo del Ministerio Público.

8.3 Si con posterioridad al inicio del proceso de extinción de dominio, se tiene conocimiento de la existencia 
de otros bienes vinculados a los que son objeto de ese proceso, ubicados en distintos lugares, mantiene la 
competencia el Juez que conoce la primera demanda.

Artículo 9. Inicio del proceso de extinción de dominio
Corresponde al Fiscal Especializado en Extinción de Dominio iniciar y dirigir la indagación, de 
oficio o a petición de parte del Fiscal Especializado en Materia Penal, del Juez, del Procurador Público, del 
Registrador Público, del Notario Público o cualquier persona obligada por ley, especialmente las 
pertenecientes al sistema financiero, que en el ejercicio de sus actividades o funciones tome conocimiento 
de la existencia de bienes que constituyan objeto, instrumento, efectos o ganancias de actividades ilícitas, 
quienes deberán informar al Ministerio Público en el plazo de tres (3) días hábiles de haber conocido la 
existencia de bienes de valor patrimonial que pudieran ser materia de extinción de dominio.
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Artículo 10. Facultades del Fiscal Especializado en la Etapa de Indagación
En el desarrollo de la etapa de indagación de extinción de dominio, el Fiscal Especializado está 
facultado para:

10.1. Utilizar cualquier medio probatorio y todas las técnicas de indagación que estime necesarias, siempre 
y cuando se garantice el respeto de los derechos fundamentales.

10.2. Solicitar al juez se dicten las medidas cautelares que resulten necesarias para el aseguramiento de los 
bienes materia de investigación. Excepcionalmente puede ejecutar las medidas cautelares reales previstas en 
el numeral 15.2 del artículo 15 del presente decreto legislativo, en caso fuera urgente y concurran motivos 
fundados, las que deberán ser convalidadas por el Juez, conforme a lo señalado en el numeral 15.3 del 
artículo 15 de la presente norma.

10.3. Presentar la demanda de extinción de dominio o disponer el archivo de la indagación de conformidad 
a lo establecido en el presente decreto legislativo.

10.4. Solicitar información y requerir la intervención de la Policía Nacional del Perú y la colaboración de los 
funcionarios y servidores públicos.

Artículo 11. Atribuciones de la Policía Nacional del Perú

Corresponde a la División Policial Especializada, bajo la dirección del Fiscal Especializado, colaborar en 
la realización de la indagación a fin de establecer y fundamentar la concurrencia de los presupuestos del 
proceso de extinción de dominio señalados en el presente decreto legislativo.

CAPÍTULO IV
INDAGACIÓN DE EXTINCIÓN DE DOMINIO

Artículo 12. Etapas
El proceso de extinción de dominio consta de dos etapas:

12.1. Una etapa de indagación patrimonial bajo la dirección del Fiscal Especializado, de conformidad a las 
atribuciones asignadas en el presente decreto legislativo; y

12.2. Una etapa judicial que inicia con la admisión de la demanda de extinción de dominio por el Juzgado 
Especializado.

Artículo 13. Inicio de la Indagación Patrimonial
Corresponde al Fiscal Especializado iniciar y dirigir la indagación patrimonial de oficio o por denuncia, 
cuando se configure alguno de los presupuestos previstos en el presente decreto legislativo.
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Iniciada la indagación patrimonial se notificará a la Procuraduría Pública Especializada, para que participe 
conforme a sus funciones y atribuciones.

La etapa de indagación patrimonial tiene carácter reservado.

Artículo 14. Etapa de Indagación Patrimonial

14.1. El Fiscal Especializado inicia la indagación patrimonial mediante decisión debidamente motivada y 
dirige dicha indagación, con la finalidad de:

a) Identificar, individualizar, localizar y ubicar los bienes de valor patrimonial sobre los cuales podría recaer 
el proceso, por encontrarse en un supuesto de extinción de dominio.

b) Localizar a los supuestos titulares de los bienes que se encuentran bajo un presupuesto de extinción de 
dominio, o a quienes podrían intervenir como terceros.

c) Recopilar elementos probatorios o indicios concurrentes y razonables, que demuestren la concurrencia de 
cualquiera de los presupuestos de extinción de dominio previstos en el presente decreto legislativo.

d) Recopilar los medios probatorios o indicios concurrentes y razonables que demuestren el vínculo o nexo 
de relación entre cualquiera de los supuestos para declarar la extinción de dominio, la actividad ilícita que 
corresponde y los bienes objeto de extinción de dominio.

e) Solicitar o ejecutar las medidas cautelares pertinentes.

f) Solicitar al juez el levantamiento del secreto bancario, secreto de las comunicaciones, reserva tributaria, 
reserva bursátil, y otras medidas que resulten pertinentes para los fines del proceso.

14.2. La indagación patrimonial finaliza cuando se ha cumplido su objeto o en un plazo máximo de doce 
(12) meses, prorrogable por única vez, mediante decisión motivada por un plazo igual. En los casos que se 
declaren complejos, conforme a los criterios de complejidad establecidos en el reglamento, el plazo máximo 
será de treinta y seis (36) meses prorrogables por igual plazo, por única vez mediante decisión motivada.

Artículo 15. Medidas cautelares

15.1. El Fiscal Especializado, de oficio o a pedido del Procurador Público, para garantizar la eficacia del 
proceso de extinción de dominio, puede solicitar al Juez las medidas cautelares que considere necesarias.

El Juez resuelve en audiencia reservada dentro de las 24 horas de recibida la solicitud, apreciando la 
verosimilitud de los hechos y el peligro en la demora. Para estos efectos, puede ordenar el allanamiento y 
registro domiciliario de inmuebles.
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De ser necesaria la inscripción de la medida, se cursan los partes judiciales en el mismo acto en el que se 
concede.

15.2. Durante la etapa de indagación patrimonial, el Fiscal Especializado está facultado para ejecutar 
excepcionalmente y por motivos de urgencia, medida cautelar de orden de inmovilización, incautación, 
inhibición o inscripción sobre cualquiera de los bienes.

15.3. Toda medida cautelar que haya ejecutado el Fiscal Especializado en la etapa de indagación patrimonial, 
debe ser confirmada o rechazada por el Juez dentro de las veinticuatro (24) horas de ejecutada.

15.4. Tratándose de bienes inscribibles, el Registrador Público inscribe la medida cautelar ordenada por 
el Juez, bajo responsabilidad, sin perjuicio de que se disponga la asignación o utilización inmediata de los 
mismos, recurriendo a los mecanismos jurídicos pertinentes en caso se encuentren ocupados. Estas 
inscripciones se harán por el solo mérito de la resolución judicial que ordena la medida. Inscrita y vigente 
la medida cautelar ordenada por la autoridad judicial competente, no se anota ni se inscribe en la partida 
registral del bien, ningún acto o contrato, independientemente de su naturaleza, hasta la inscripción de la 
sentencia respectiva, salvo aquellos actos de administración o disposición realizados o solicitados por el 
Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI); circunstancia que consta en forma expresa en el 
asiento respectivo. La anotación de la medida cautelar se extiende en el rubro de cargas y gravámenes de la 
partida registral correspondiente.

15.6. Los bienes no inscribibles, pasan inmediatamente a la administración del Programa Nacional de Bienes 
Incautados (PRONABI).

15.7. Las medidas cautelares se solicitan, conceden y ejecutan antes de poner en conocimiento del requerido 
la existencia de la indagación patrimonial.

15.8. Una vez ejecutadas las medidas cautelares, se notifica al requerido en el plazo de cinco (5) días hábiles 
sobre dichas medidas.

15.9. La resolución judicial que concede o deniega las medidas cautelares es apelable dentro de los tres 
(3) días hábiles de notificada. La Sala Especializada debe fijar fecha para la vista de la causa dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes a su elevación y absolver el grado en la misma audiencia. Excepcionalmente, 
cuando los hechos revistan complejidad, puede aplazarse el pronunciamiento hasta tres (3) días hábiles 
posteriores a la realización de la vista de la causa.

15.10. Las medidas cautelares se mantienen hasta que no se resuelva definitivamente el proceso de extinción 
de dominio.

15.11. Cuando se decreten medidas cautelares en la etapa de indagación patrimonial, el Fiscal Especializado 
presenta la demanda de extinción de dominio o dispone el archivo, según corresponda, en un plazo que no 
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excederá al máximo de esa etapa establecido en el inciso 2 del artículo anterior, bajo sanción de levantarse 
la medida, a fin de evitar afectar derechos de terceros, sin perjuicio de disponer las acciones disciplinarias, 
administrativas o penales por la omisión incurrida.

Artículo 16. Conclusión de la Indagación Patrimonial

Concluida la indagación patrimonial, el Fiscal Especializado está facultado para:

16.1. Demandar ante el Juez competente la declaración de extinción de dominio.

16.2. Archivar la indagación patrimonial, cuando no sea posible fundamentar ninguno de los presupuestos 
invocados en el presente decreto legislativo. Dicha decisión puede ser objeto de queja por parte del 
Procurador Público dentro de los cinco (5) días hábiles de notificada. El Fiscal Superior conoce de la queja 
interpuesta, y se pronuncia dentro de los diez (10) días hábiles de recibidos los actuados, con conocimiento 
del Procurador Público Especializado. De considerarla fundada, puede ordenar al Fiscal a cargo de la 
indagación patrimonial la presentación de la demanda de extinción de dominio ante el Juez competente o 
continuar con la indagación cuando se hubiera advertido la insuficiente actuación en esta etapa, observando 
los plazos señalados en el artículo 14.2; en caso contrario, aprueba el archivo.

Si no se interpone queja contra la disposición de archivo, ésta se eleva en consulta al Fiscal Superior, quien, 
dentro del plazo de veinte (20) días hábiles, puede confirmarla u or-denar la presentación de la demanda al 
Fiscal encargado de la indagación patrimonial.

En cualquier caso, la disposición de archivo constituye cosa decidida y sólo puede iniciarse una nueva 
indagación patrimonial sobre los mismos bienes si se encuentran nuevas pruebas.

16.3. Las decisiones de archivo están sujetas a las auditorías y controles pertinentes y, para tal efecto, la 
oficina responsable del Ministerio Público considera, dentro de su plan de trabajo anual, auditar una muestra 
de los casos archivados.

CAPÍTULO V
ETAPA JUDICIAL

Artículo 17. Requisitos de la demanda de extinción de dominio

17.1. El Fiscal formula por escrito, ante el Juez, la demanda de extinción de dominio, conteniendo lo 
siguiente:

a) Los hechos en los que fundamenta su petición.
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b) La identificación, descripción y valuación económica de los bienes objeto de la demanda de extinción de 
dominio.

c) El presupuesto en que fundamenta la demanda.

d) El nexo de relación entre los bienes y la actividad ilícita o el incremento patrimonial injustificado.

e) El nombre, los datos de identificación y el domicilio de las personas que pudieran tener interés en el asunto 
o, en caso contrario, debe señalar la razón que imposibilitó su localización.

f) Ofrecimiento de las pruebas o indicios concurrentes y razonables que sustenten la pretensión.

g) Solicitar las medidas cautelares si a ello hubiere lugar.

17.2. Adicionalmente, el Fiscal Especializado notifica la demanda dentro de las 24 horas al Procurador 
Público, a efectos de que participe como sujeto procesal, en defensa de los intereses del Estado durante la 
etapa procesal.

Artículo 18. Calificación de la demanda de extinción de dominio

18.1. Recibida la demanda de extinción de dominio presentada por el Fiscal, el Juez dentro del plazo de 
tres (3) días hábiles, expide resolución debidamente fundamentada, pudiendo admitir a trámite la demanda, 
declararla inadmisible o improcedente, comunicando dicha decisión al Fiscal y al Procurador Público. En 
los supuestos que la demanda derive de casos declarados complejos el plazo será de diez (10) días hábiles.

18.2. En caso de advertir la ausencia de algún requisito formal la declara inadmisible, concediendo un plazo 
de tres (3) días hábiles para la subsanación. Vencido dicho plazo, si no se subsana, se archiva la demanda, sin 
perjuicio de las acciones administrativas a que haya lugar.

18.3. Contra la resolución que declara improcedente la demanda sólo procede el recurso de apelación dentro 
del plazo de cinco (5) días hábiles. Vencido dicho plazo, si no se apela, se archiva la demanda, sin perjuicio 
de las acciones administrativas a que haya lugar.

18.4. En la misma resolución de admisión de la demanda a trámite, el Juzgado resuelve sobre las medidas 
cautelares solicitadas en la demanda.
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Artículo 19. Notificación

19.1. La resolución que admite a trámite la demanda se notifica dentro de los dos (2) días hábiles siguientes 
a su expedición, personalmente o mediante publicaciones.

19.2. La notificación personal se realiza mediante cédula dirigida al requerido u otras personas que figuren 
como titulares de derechos reales sobre el bien o que se vean directa-mente afectadas con el proceso.
     
19.3. Si no puede realizarse la notificación personal, se procede a la notificación mediante la publicación 
de edictos. La notificación mediante publicación de edictos, se hace publicando la resolución de admisión 
por tres (3) días calendario consecutivos en el diario oficial o en otro de mayor circulación de la localidad 
donde se encuentre el Juzgado competente. A falta de diarios en la localidad donde se encuentre el Juzgado, 
la publicación se hace en la localidad más próxima que los tuviera y el edicto se fija, además, en el panel del 
Juzgado y en los sitios que aseguren su mayor difusión. Esta notificación se acredita agregando al expediente 
copia de las publicaciones, en donde consta el texto del anuncio y los días y horas en que se difundió. La 
resolución se tiene por notificada el día siguiente de la última publicación.

19.4. El Juez puede ordenar además que se difunda el objeto de la notificación mediante radiodifusión, 
por tres (3) días calendario consecutivos. Esta notificación se acredita agregando al expediente declaración 
jurada expedida por la empresa radiodifusora, en donde consta el texto del anuncio y los días y horas en que 
se difundió. La resolución se tiene por notificada el día siguiente de la última transmisión radiofónica.

19.5. La notificación por edictos o radiodifusión tiene por objeto emplazar a todas las personas que se 
consideren con legítimo interés en el proceso, para que comparezcan a hacer valer sus derechos.

 Artículo 20. Contestación de la Demanda
 El requerido absuelve la demanda dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la notificación de la 
resolución que la admite a trámite, ofreciendo los medios probatorios que crea conveniente para acreditar 
la licitud de los bienes, objetos, efectos o ganancias que sean materia del proceso de extinción de dominio. 
Dentro del mismo plazo puede deducir las excepciones previstas en el reglamento.

Concluido este término, el Juez señala fecha y hora para llevar a cabo la Audiencia Inicial, la cual debe 
realizarse dentro de los diez (10) días hábiles siguientes.

 Artículo 21. Declaración de Rebeldía

El juez declara la rebeldía del requerido, en los siguientes supuestos:

a) Cuando el requerido no contesta la demanda dentro del plazo establecido en el artículo 20, pese a haber 
sido notificado de modo válido.
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b) Cuando el requerido no se presenta a la audiencia inicial o la audiencia de actuación de medios 
probatorios, pese a haber sido notificado de modo válido.

En estos supuestos, el Juez solicita el nombramiento de un defensor público, que vele por los derechos del 
requerido en el proceso.

El rebelde puede incorporarse al proceso en cualquier momento, sujetándose al estado en que éste se 
encuentre.

Artículo 22. Audiencia Inicial

22.1. La Audiencia Inicial es improrrogable, salvo que el abogado del requerido tome conocimiento de la 
causa en ese acto, en cuyo caso se puede prorrogar por única vez por un plazo de diez (10) días hábiles.

22.2. En la Audiencia Inicial el Juez verifica el interés y legitimación de las partes procesales, y que las partes 
propongan excepciones o nulidades.

22.3. En la Audiencia Inicial el Juez decide lo concerniente a las excepciones, y la admisibilidad o rechazo 
de las pruebas ofrecidas. En ningún caso el proceso se suspende por cuestiones previas, defensas previas o 
cualquier otro mecanismo procesal que busque tal finalidad.

22.4. Excepcionalmente, cuando el caso revista complejidad, la Audiencia Inicial puede suspenderse y 
continuar con ella el día hábil siguiente, o en todo caso, en un plazo máximo de diez (10) días hábiles.

22.5. Una vez finalizada la Audiencia Inicial, el Juez fija fecha y hora para llevar a cabo la Audiencia de 
Actuación de Medios Probatorios, la cual debe realizarse dentro de los diez (10) días hábiles siguientes.

Artículo 23. Audiencia de Actuación de Medios Probatorios

23.1. La Audiencia de Actuación de Medios Probatorios es improrrogable, salvo que el abogado del 
requerido tome conocimiento de la causa en ese acto, en cuyo caso podrá prorrogarse por única vez por un 
plazo igual de diez (10) días hábiles.

23.2. La Audiencia de Actuación de Medios Probatorios se realiza en un solo acto, en el local del 
Juzgado y se actúan los medios probatorios admitidos con participación directa del Juez, bajo responsabilidad. 
Excepcionalmente, cuando el caso revista complejidad, la audiencia se suspende y continúa en el día hábil 
siguiente, y de no ser esto posible, en un plazo máximo de cinco (5) días hábiles.

23.3. Sólo en caso el Juez disponga de oficio la realización de un examen pericial, luego de la actuación de 
medios probatorios ofrecidos por las partes, y este sea observado por alguna de las partes, se lleva a cabo una 
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audiencia complementaria de actuación de medios probatorios, la cual debe realizarse en un plazo no mayor 
de diez (10) días hábiles de presentada la observación.

23.4. Concluida la actuación de medios probatorios, en cualquiera de los casos a que se refieren los 
numerales 23.2 y 23.3, el Fiscal, el Procurador Público, el abogado del requerido y el del tercero que se haya 
apersonado al proceso, presentan sus respectivos alegatos.

23.5. Culminada la audiencia, el Juez dicta sentencia dentro de un plazo que no exceda de quince (15) días 
hábiles. Excepcionalmente, cuando el caso revista complejidad, la expedición de la sentencia se prorroga 
hasta por quince (15) días hábiles adicionales.

Artículo 24. Sentencia de primera instancia

La sentencia expedida en primera instancia debe pronunciarse sobre la fundabilidad o no de la demanda, 
sustentándose en los indicios concurrentes y razonables, o en las pruebas pertinentes, legales y 
oportunamente incorporadas al proceso.

Artículo 25. Apelación de Sentencia

25.1. Contra la sentencia que declara fundada la demanda de extinción de dominio o que la desestima, 
procede únicamente el recurso de apelación, el cual es interpuesto ante el Juez que emitió la sentencia, dentro 
de los diez (10) días hábiles siguientes de notificada.

25.2. El recurso de apelación es admitido o rechazado dentro del término de tres (3) días hábiles contados 
desde su presentación. De ser admitido, se remite el expediente a la Sala respectiva.

25.3. La Sala fija fecha para la vista de la causa dentro de los quince (15) días hábiles siguientes de la 
elevación del expediente y, cita a los interesados para que comparezcan a la misma y expongan sus 
argumentos y conclusiones.

25.4. La Sala resuelve la apelación dentro de los quince (15) días hábiles de realizada la vista de la causa, 
prorrogables excepcionalmente por un plazo igual, cuando el caso revista complejidad, según los criterios 
establecidos en el reglamento

24.5.(*)NOTA SPIJ Si la Sala anula la sentencia, el expediente vuelve al Juez de primera instancia para que 
emita una nueva sentencia. Si confirma o revoca la sentencia o emite cualquier resolución en el cual se 
pronuncia sobre el fondo, se entiende finalizado el proceso de extinción de dominio.
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CAPÍTULO VI

LA PRUEBA

Artículo 26. Medios de Prueba

26.1. Son admisibles los medios de prueba para el esclarecimiento de la verdad procesal, incluyendo los 
medios de prueba en forma digital o mecánica; además, de todos los métodos especiales de indagación, 
siempre que no se vulneren derechos fundamentales, ni atenten contra la dignidad humana.

26.2. Las partes sustentan su posición procesal ofreciendo los medios probatorios que crean conveniente.

26.3. El Fiscal Especializado, como director de la indagación patrimonial, identifica, ubica y aporta los 
medios de prueba necesarios que sustenten su pretensión.

26.4. El Juez decide la admisión de los medios probatorios mediante auto debidamente motivado, y sólo 
puede excluir los que no sean pertinentes o estén prohibidos por la ley.

26.5. Si el requerido no aporta prueba alguna para fundamentar su pretensión, el Juez dicta sentencia 
teniendo en cuenta los medios probatorios ofrecidos por el Fiscal o Procurador Público.

Artículo 27. Actuación de la prueba

En la etapa de indagación patrimonial y antes de la audiencia de pruebas, el Juez puede disponer, a petición 
del Fiscal, la actuación de pruebas anticipadas e irreproducibles.

Artículo 28. Valoración de la prueba

La prueba es valorada en conjunto y de acuerdo con las reglas de la crítica razonada. El Juez expide 
sentencia pronunciándose en decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión controvertida, declarando 
la valoración que le da a cada una de las pruebas aportadas.

Artículo 29. Exclusión de prueba

Se excluye la prueba ilícita obtenida con violación de derechos fundamentales, debidamente identificados y 
sustentados.
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Artículo 30. Prueba trasladada

30.1. Las pruebas practicadas en los procesos penales, civiles, procedimientos administrativos o de cualquier 
otra naturaleza, se trasladan al proceso de extinción de dominio, siempre que cumplan con los requisitos de 
validez exigidos por la normatividad propia de cada proceso o procedimiento, y son valoradas en conjunto 
con los demás medios de prueba de acuerdo con las reglas de la crítica razonada.

30.2. Las pruebas practicadas lícitamente en cualquier actuación fuera o dentro del país, se trasladan al 
proceso de extinción de dominio y se valoran de acuerdo a la crítica razonada, teniendo en cuenta los 
principios de publicidad y contradicción.

CAPÍTULO VII

INTERESADOS EN EL PROCESO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO

Artículo 31. Participación de los interesados en el proceso de extinción de dominio

31.1. Quienes se presenten como interesados en el proceso de extinción de dominio, lo hacen a partir de la 
notificación de la admisión de la demanda o la notificación de las medidas cautelares, debiendo aportar los 
medios de prueba necesarios para sustentar su pretensión.

Si se presentan después del plazo previsto para la absolución de la demanda o en cualquier etapa posterior 
del proceso, participan en el proceso en el estado en que se encuentre.

31.2. El Juez en la sentencia, decide motivadamente si les reconoce o no, la calidad de terceros de buena fe.

CAPÍTULO VIII

SENTENCIA Y SUS EFECTOS

Artículo 32. Alcances de la sentencia

La sentencia que declara fundada la demanda debe sustentarse en indicios concurrentes y razonables, o en las 
pruebas pertinentes, legales y oportunamente incorporadas al proceso. Debe declarar la extinción de todos 
los derechos reales, principales o accesorios así como la nulidad de todo acto recaído sobre el bien objeto 
del proceso o el decomiso de los bienes previamente incautados a favor del Estado. Asimismo, ordena que 
esos bienes pasen a la administración del Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI) dentro de 
las veinticuatro (24) horas de expedida la sentencia. Sin embargo, esta entidad no puede disponer de aquellos 
bienes hasta que la sentencia adquiera la calidad de cosa juzgada.
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Artículo 33. Contenido de la sentencia

33.1. La sentencia contiene:

a) La identificación de los bienes y de las personas afectadas.

b) El resumen de la demanda de extinción de dominio y de la oposición.

c) Los fundamentos de hecho y de derecho.

d) La valoración de la prueba.

e) La declaración motivada sobre la pretensión de extinción de dominio.

f) El reconocimiento de los derechos de los terceros de buena fe, de ser el caso.

g) La declaración motivada sobre la extinción de dominio de bienes equivalentes.

h) Tratándose de bienes inscribibles, la orden de inscripción de la sentencia de extinción de dominio en el 
registro público respectivo y de la emisión del oficio correspondiente para ello.

33.2. Contra esta sentencia sólo procede el recurso de apelación, que tendrá efecto suspensivo.

Artículo 34. Efectos de la sentencia firme que declara fundada la demanda de extinción de dominio

34.1. La sentencia firme que declara la extinción de dominio tiene como efecto que los bienes objeto de 
la misma pasen a la titularidad del Estado, representado por el Programa Nacional de Bienes Incautados 
(PRONABI).

34.2. El Registrador Público inscribe los bienes en el registro público correspondiente, a favor del Estado, 
representado por el Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI), bajo responsabilidad. Para ello, 
solo se requiere el oficio remitido por el órgano jurisdiccional competente o por el Programa Nacional de 
Bienes Incautados (PRONABI) adjuntando copia certificada de la resolución que declara la extinción de 
dominio de los bienes.

Artículo 35. Efectos de la sentencia que desestima la demanda de extinción de dominio

35.1. Si la sentencia desestima la demanda de extinción de dominio, se ordena la devolución de los bienes o 
de cualquier otra titularidad patrimonial. En caso que los bienes hayan sido subastados anticipadamente se 
devolverá su valor equivalente.
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34.2.(*)NOTA SPIJ En caso de interponerse apelación contra dicha decisión, el recurso es concedido con 
efecto suspensivo, por lo que no se cancela o levanta las medidas cautelares que pesen sobre los bienes hasta 
que la sentencia quede firme.

Artículo 36. Sentencia anticipada

El requerido en el proceso de extinción de dominio, puede allanarse o reconocer la demanda, legalizando su 
firma ante el auxiliar jurisdiccional.

En el primer caso, acepta la pretensión de extinción de dominio; en el segundo, además de aceptar la 
pretensión, admite la veracidad sobre los hechos expuestos en la demanda y los fundamentos jurídicos de 
ésta.

El Juzgado valora dicha circunstancia y emite sentencia.

CAPÍTULO IX

RECURSOS
Artículo 37. Procedencia de los recursos

Contra las resoluciones emitidas por el Juzgado competente en primera instancia, proceden únicamente los 
recursos de reposición y apelación.

Artículo 38. Reposición
El Recurso de Reposición se interpone contra los decretos emitidos por el Juez de primera instancia en 
la Audiencia Inicial y en la de Actuación de Medios Probatorios, resolviéndose en esa misma audiencia.

Artículo 39. Apelación

EI Recurso de Apelación procede contra las siguientes resoluciones:

a) La que admite o rechaza una medida cautelar.

b) La que declara improcedente la demanda de extinción de dominio en la etapa de calificación de la 
demanda.

c) La que decide una excepción.

d) La que decide un pedido de nulidad.

e) La sentencia que declare fundada o desestime la demanda de extinción de dominio.
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Artículo 40. Supuestos de procedencia de la apelación

La apelación procede por inobservancia, interpretación indebida o errónea aplicación referidos al derecho 
aplicado, a los hechos o a la valoración de las pruebas en el proceso de extinción de dominio, pudiendo 
presentarse prueba nueva.

CAPÍTULO X

NULIDADES

Artículo 41. Causales de nulidad en el proceso

Son causas de nulidad la afectación del derecho a la tutela jurisdiccional o de los derechos que forman 
parte del contenido del derecho debido proceso, como son el derecho a la defensa, a la prueba y a la doble 
instancia.

Para efectos de la aplicación de este artículo, se tienen en cuenta los principios de convalidación, 
subsanación o integración.

Artículo 42. Oportunidad y efecto de las nulidades

42.1. Las nulidades se invocan en la Audiencia Inicial y se resuelven:

a) En la misma audiencia sin más trámite, salvo que el juez requiera información esencial para resolver, en 
cuyo caso corre traslado a los demás sujetos procesales por el plazo de un (1) día hábil. Con la absolución del 
traslado o sin ella, el Juez resuelve al día siguiente hábil de vencido el plazo

b) De existir vicios insubsanables, el Juez declara de oficio la nulidad, caso contrario, convalida, subsana o 
integra el acto procesal.

c) La resolución que resuelve un pedido de nulidad es recurrible dentro de los tres (3) días hábiles siguientes 
a la notificación o, si es emitida en la misma audiencia, es recurrible en el mismo acto, sin efecto suspensivo.

d) El recurso de apelación se envía al día siguiente a la Sala Superior. La Sala debe resolver dentro de los tres 
(3) días hábiles siguientes a la recepción del recurso.

42.2. La nulidad de un acto anula todos los efectos o actos consecutivos que dependen de él. El Juez precisa 
los actos dependientes que son anulados.

Los defectos son subsanados, siempre que sea posible, renovando el acto, rectificando su error o cumpliendo 
el acto omitido.
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La declaración de nulidad conlleva la regresión del proceso a la etapa e instancia en que se ha producido el 
acto nulo.

CAPÍTULO XI

COOPERACIÓN

Artículo 43. Cooperación de entidades y funcionarios públicos

Todas las entidades, organismos e instituciones del Estado, así como sus funcionarios, servidores y 
representantes, están obligados a brindar el apoyo que solicite el Fiscal. Para tal fin, deben remitir la 
información o documentación requerida sea por escrito o, utilizando cualquier medio electrónico.

Artículo 44. Deber de servidor o funcionario público

Todo servidor o funcionario público que, en el marco del ejercicio de su cargo o de sus funciones específicas, 
tenga conocimiento de la existencia de bienes que puedan ser objeto de la demanda de extinción de dominio, 
está obligado a informar inmediatamente al Ministerio Público.

El incumplimiento de esta obligación, constituye una falta disciplinaria, la cual es sancionada 
administrativamente, de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente, sin perjuicio de la responsabilidad 
penal correspondiente.

Artículo 45. Colaboración del particular

45.1. Las personas naturales o jurídicas están obligadas a atender de manera inmediata y detallada los 
requerimientos de información formulados por el Fiscal Especializado.

45.2. Asimismo, las personas naturales o jurídicas que, en el ejercicio de sus actividades comerciales o 
profesionales conozcan o tengan acceso a información relevante sobre la existencia de bienes que presuman 
de origen o destino ilícito informan a la Fiscalía Especializada. En estos casos se reserva la identidad de 
la persona natural o jurídica que proporcione la información, sin perjuicio de brindarle las medidas de 
protección adecuadas. El Ministerio Público emite las disposiciones reglamentarias pertinentes.

45.3. En el supuesto que la información proporcionada sea falsa, tendenciosa o se presente con el propósito 
de ocasionar perjuicio, la persona natural o jurídica que proporcione la misma, asume las responsabilidades 
civiles, penales o administrativas correspondientes.
    
 Artículo 46. Cooperación interinstitucional

La Unidad de Inteligencia Financiera del Perú debe enviar al Fiscal Especializado en Extinción de Dominio 
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la información sobre fondos, bienes u otros activos que haya identificado, de ser el caso, en el marco del 
cumplimiento de sus funciones.

Los Fiscales de Extinción de Dominio están sujetos al deber de reserva establecido en el artículo 12 de la 
Ley Nº 27693 y sus modificatorias, y el artículo 31 de su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo 
Nº 020-2017-JUS.

Artículo 47. Plazo para envío de información

47.1. La información que sea requerida por el Fiscal competente, a cualquiera de las entidades, autoridades, 
funcionarios o servidores señalados en los artículos anteriores, es enviada en un término improrrogable de 
tres (3) días hábiles, contados a partir de la fecha de recibida la solicitud, bajo responsabilidad.

47.2. Cuando los obligados a proporcionar la documentación o información no pudieren hacerlo 
justificadamente dentro del plazo estipulado por la Fiscalía, pueden solicitar, con la debida anticipación y de 
manera motivada, una prórroga de tres (3) días hábiles. Esta prórroga debe resolverse antes de que concluya 
el plazo señalado originalmente.

Artículo 48. Reserva

Para la aplicación del presente decreto legislativo, todas las autoridades y personas a las que se refieren 
los artículos anteriores, están obligados a guardar la respectiva reserva, estando sujetos, en caso de 
incumplimiento, a las responsabilidades administrativas, civiles o penales correspondientes

CAPÍTULO XII
COOPERACIÓN JURÍDICA INTERNACIONAL

Artículo 49. Convenios

49.1. Los convenios internacionales de cooperación y asistencia jurídica mutua, así como cualquier otro que 
regule la colaboración internacional en materia de decomiso y de localización, identificación, recuperación, 
repatriación y extinción de dominio, son aplicables a los casos previstos en el presente decreto legislativo.

49.2. Estado está facultado para suscribir acuerdos bilaterales o multilaterales de cooperación para facilitar 
la compartición de bienes.
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Artículo 50. Obtención de cooperación internacional

50.1. Para el cumplimiento de los fines del proceso de extinción de dominio, el Ministerio Público concurre 
a todas las formas de cooperación judicial, policial o administrativa que se consideren necesarias, de acuerdo 
con los procedimientos establecidos en los convenios, tratados o acuerdos suscritos, aprobados y ratificados 
por el Estado peruano, o en virtud de cualquier otro instrumento de cooperación jurídica internacional 
suscrito por cualquier autoridad de orden nacional o que se propicie en virtud de redes de cooperación entre 
autoridades homologas de distintos Estados.

50.2. Sin perjuicio de ello, el Fiscal requiere y obtiene en forma directa, información de las autoridades 
del Estado, territorio o jurisdicción en donde se ubiquen o se crea que se encuentran bienes susceptibles de 
extinción de dominio. Asimismo, el Fiscal podrá trasladarse al lugar donde se ubica o se presume que se 
ubica el bien para realizar las investigaciones correspondientes. La información o documentos obtenidos se 
presentan ante el Juez que conozca del caso en el Perú y tiene valor probatorio.

50.3. El Fiscal delega a la autoridad consular acreditada ante el Estado respectivo, amplias facultades a fin de 
que se practiquen las pruebas necesarias, las que tienen pleno valor probatorio en el proceso

Artículo 51. Extraterritorialidad

51.1. La extinción de dominio se tramita contra bienes que se encuentren en el extranjero, cuando estos 
sean adquiridos por nacionales producto de actividades ilícitas; así como contra bienes que se encuentren en 
territorio nacional en caso de actividades ilícitas o condenas proferidas en el extranjero.

51.2. Cuando el proceso de extinción de dominio se haya iniciado en más de un país, se estará a lo resuelto 
en el respectivo tratado, convenio internacional o cooperación judicial internacional.

51.3. El Ministerio Público hace uso de todos los mecanismos de asistencia judicial o cooperación 
internacional, previstos en las convenciones, tratados y acuerdos suscritos y ratificados por el Perú, con el 
propósito de garantizar la persecución de activos ilícitos en el extranjero con fines de extinción de dominio.

Artículo 52. Asistencia y cooperación internacional

52.1. El Fiscal decreta medidas cautelares u ordena actos de indagación sobre bienes ilícitos que se 
encuentren en territorio nacional y sean requeridos a través de solicitud de asistencia legal mutua por otros 
Estados, para lo cual será suficiente la solicitud de asistencia judicial internacional debidamente motivada.

52.2. La solicitud de la autoridad extranjera se ejecuta en el menor tiempo posible, aun cuando en ella se 
requiera la observancia de requisitos o procedimientos no contemplados en el ordenamiento jurídico 
peruano, siempre y cuando éstos no vulneren derechos y garantías fundamentales.
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52.3. Para el cumplimiento de dichos requerimientos, se tienen en cuenta las convenciones y tratados 
internacionales suscritos por la República de Perú.

Artículo 53. Facultad para compartir bienes

53.1. Con fundamento en los principios de proporcionalidad y reciprocidad, el Estado comparte bienes 
que sean objeto de sentencia definitiva proferida por autoridad nacional o extranjera, cuando éstos sean el 
producto de la cooperación judicial o legal internacional recíproca en virtud de tratados, convenios o 
acuerdos suscritos, aprobados y ratificados por Perú.

53.2. Los términos en que ha de realizarse la distribución de los bienes y las cargas o costos de su 
administración, son atendidos de acuerdo con lo dispuesto en los respectivos instrumentos internacionales 
que sustentaron la cooperación judicial o legal internacional y en su defecto suscriben convenios o 
memorandos de entendimiento con el Estado cooperante.

Artículo 54. Refrendo

El presente Decreto Legislativo será refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos y el Ministro del Interior.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera. Creación de órganos especializados en extinción de dominio

Para alcanzar los fines del presente decreto legislativo, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos y la Policía Nacional del Perú dis-pondrán, de manera progresiva y sujeto 
a disponibilidad presupuestal, la creación de salas, juzgados, fiscalías, procuradurías y divisiones policiales 
especializados en extinción de dominio, progresivamente en el plazo máximo de un año.

Mientras se implementa lo establecido en el párrafo anterior, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el 
Consejo de Defensa Jurídica del Estado y la Policía Nacional del Perú dispondrán que los procesos de e
xtinción de dominio sean conocidos por las salas, juzgados, fiscalías, procuradurías y divisiones policiales 
que venían conociendo de los procesos de pérdida de dominio o, en todo caso, los órganos que para tal efecto 
designen.
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Segunda. Financiamiento

La implementación del presente Decreto Legislativo se financia con cargo al presu-puesto institucional de las 
Entidades involucradas, sin demandar recursos adicionales al Tesoro Público.

Tercera. Protocolos de Actuación

El Poder Judicial, el Ministerio Público, la Policía Nacional del Perú y el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, elaboran articuladamente protocolos de actuación interinstitucional que permitan la adecuada 
implementación y aplicación del presente decreto legislativo.

Asimismo, el Colegio de Notarios, las entidades y organismos públicos obligados a colaborar con la 
indagación y proceso de extinción de dominio elaboran los protocolos y directivas necesarios para el 
cumplimiento de las obligaciones contenidas en el presente decreto legislativo.

Cuarta. Facultades del Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI)

Dispóngase que el Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI) asuma la administración de los 
bienes sobre los cuales recaigan las medidas cautelares y las sentencias que se emitan en el marco del 
presente decreto legislativo. La competencia del Programa Nacional de Bienes (PRONABI) se extiende a 
todos los bienes ubicados dentro del territorio nacional, incluyendo los repatriados del extranjero a causa 
de la aplicación del presente decreto legislativo, en cuyo caso el Programa Nacional de Bienes Incautados 
(PRONABI) dispondrá lo pertinente.

Dispóngase que el Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI) asuma la administración de los 
bienes que se encuentran afectados con las medidas adoptadas en el marco del presente decreto legislativo. 
La competencia del Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI) para la administración de bienes 
se ejerce en todo el territorio nacional. Cuando se trate de activos repatriados al Estado peruano, estos son 
depositados en las cuentas que el Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI) disponga para tal 
efecto.

Con autorización del Juez, el Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI) podrá subastar, antes 
de la conclusión del proceso, los bienes incautados o decomisados que, por su naturaleza o características, 
puedan ser objeto de pérdida o deterioro, así como cuando el valor de su custodia o conservación oneroso. 
En estos supuestos, se procede a la valorización o tasación de los bienes y efectos y se procede a su subasta 
pública. Del mismo modo, cuando se trate de vehículos en situación de siniestro o destrucción, podrá dar su 
baja definitiva e inscribir ello en el registro respectivo.
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La autorización del Juez se entiende concedida si éste no responde a la solicitud del Programa Nacional de 
Bienes Incautados (PRONABI) dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, contados desde la presentación de 
la solicitud.

Quinta. Bienes Incautados

Dispóngase la aplicación del presente decreto legislativo a los bienes incautados por delitos del crimen 
organizado en agravio del Estado.

Sexta. Reglamentación

El Poder Ejecutivo reglamenta el presente decreto legislativo en un plazo máximo de ciento veinte (120) días 
calendario contados a partir de su publicación, plazo que puede ser prorrogado por una sola vez y por igual 
plazo debido a la complejidad de la materia.

Séptima. Régimen especial y aplicabilidad

Las disposiciones contenidas en el presente decreto legislativo se interpretan de forma armónica con el 
ordenamiento jurídico, siempre que ello sea compatible con su naturaleza, y prevalecen sobre las contenidas 
en cualquier otra ley.

Octava. Aplicación supletoria

El proceso de extinción de dominio se sujeta supletoriamente a los principios recogidos en el Código 
Procesal Penal, el Código Procesal Civil y demás normas procesales pertinentes, en ese orden y siempre que 
no se opongan a la naturaleza y fines del presente decreto legislativo.

Novena. Vigencia

La referida norma entra en vigencia al día siguiente de la publicación de su Reglamento en el diario oficial.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS

Única. Normas de adecuación

Las investigaciones preliminares y los procesos sobre pérdida de dominio que se en-cuentren en trámite, en 
el marco del Decreto Legislativo Nº 1104, así como las incautaciones o decomisos efectuados en el marco de 
los procesos especiales, se adecúan a lo dispuesto en el presente decreto legislativo.
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DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS MODIFICATORIAS

Primera. Modificación del artículo 40, 42, 43 y 44 del Decreto Legislativo Nº 1126, Decreto Legislativo 
que establece medidas de control en los insumos químicos y productos fiscalizados, maquinarias y equipos 
utilizados para la elaboración de drogas ilícitas

Modifícase el artículo 40, 42, 43 y 44 del Decreto Legislativo Nº 1126, Decreto Legislativo que establece 
medidas de control en los insumos químicos y productos fiscalizados, maquinarias y equipos utilizados para 
la elaboración de drogas ilícitas, con el siguiente texto:

“Artículo 40.- Del procedimiento para el internamiento de Bienes Fiscalizados decomisados o incautados por 
la PNP, o entregados por los Usuarios

Los Bienes Fiscalizados decomisados, hallados o incautados por la PNP, o entregados por los Usuarios, 
serán puestos a disposición de la SUNAT, por las Unidades Antidrogas de la PNP o las Unidades Policiales 
correspondientes, con participación del Ministerio Público”.

“Artículo 42.- De la venta o transferencia de los Bienes Fiscalizados a disposición de la SUNAT
Los Bienes Fiscalizados puestos a disposición de la SUNAT se sujetan a la normatividad vigente.

Las ventas o transferencias de Bienes Fiscalizados por parte de la SUNAT deben hacerse a Usuarios 
debidamente registrados, cuidando de no generar competencia desleal para los comerciantes de este tipo de 
productos, ni afectar a la producción nacional.

No podrá adquirir o recibir de la SUNAT, el Bien Fiscalizado, el Usuario a quien se le hubiera retirado la 
propiedad de dicha sustancia o que haya sido condenado, así como también sus representantes legales o 
directores, por tráfico ilícito de drogas o delitos conexos.

Los recursos provenientes de las ventas que efectúe la SUNAT de los Bienes Fiscalizados, deducidos los 
gastos administrativos, constituyen recursos del Tesoro Público y se distribuirán entre las entidades que 
estén preferentemente vinculadas con la lucha contra la minería ilegal, la corrupción o el crimen organizado. 
La Dirección General de Endeudamiento y Tesoro Público del Ministerio de Economía y Finanzas efectúa 
el pago del valor de aquellas sustancias fiscalizadas que hubieran sido vendidas, transferidas o destruidas y 
cuyos propietarios hubieran obtenido resolución administrativa firme o sentencia judicial consentida,
favorable”.

“Artículo 43.- De la destrucción de insumos químicos, productos y sus subproductos o derivados a 
disposición de la SUNAT

Los insumos químicos, productos y sus subproductos o derivados, puestos a disposición de la SUNAT, 
que no puedan ser vendidos o transferidos, o que por su estado de conservación así lo requieran, serán 
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neutralizados químicamente y/o destruidos según sus características físico-químicas. Asimismo, se 
dispondrá de los residuos sólidos resultantes del tratamiento, de acuerdo a lo establecido en la normativa 
correspondiente.

La neutralización química y/o destrucción de estos insumos químicos, productos y sus subproductos o 
derivados deberá realizarse minimizando el impacto ambiental de los suelos, de los cursos superficiales o 
subterráneos de agua o del aire”.

“Artículo 44.- De los costos que demandan los insumos químicos, productos y sus subproductos o derivados 
entregados como excedentes o por cese de actividades a la SUNAT

Los costos de transporte, destrucción o neutralización de los insumos químicos, productos y sus 
subproductos o derivados entregados a la SUNAT como excedentes o por cese de actividades con este tipo 
de productos, serán asumidos por el Usuario”.

Segunda. Modificación del artículo 2 del Decreto Supremo Nº 011-2017-JUS, Decreto Supremo que crea el 
Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI)

Modifíquese el artículo 2 del Decreto Supremo Nº 011-2017-JUS, Decreto Supremo que crea el Programa 
Nacional de Bienes Incautados (PRONABI), con el siguiente texto:

“Artículo 2.- Objeto

El Programa tiene por objeto recibir, registrar, calificar, custodiar, asegurar, conservar, administrar, 
arrendar, asignar en uso temporal o definitiva, gestionar la disposición y venta en subasta pública, de los 
objetos, instrumentos, efectos y ganancias incautados como parte del proceso de extinción de dominio, así 
como aquellos cuya extinción de dominio haya sido declarada por la autoridad jurisdiccional a favor del 
Estado”.

Tercera. Modificación del artículo 102 del Código Penal, aprobado por Decreto Legislativo Nº 635
Modifíquese el artículo 102 del Código Penal, aprobado mediante el Decreto Legislativo Nº 635, con el 
siguiente texto

“Artículo 102.- Decomiso de bienes provenientes del delito

El juez, siempre que no proceda el proceso autónomo de extinción de dominio, re-suelve el decomiso de 
los instrumentos con que se hubiere ejecutado el delito, aun cuando pertenezcan a terceros, salvo cuando 
estos no hayan prestado su consentimiento para su utilización. Los objetos del delito son decomisados 
cuando, atendiendo a su naturaleza, no corresponda su entrega o devolución. Asimismo, dispone el decomiso 
de los efectos o ganancias del delito, cualesquiera sean las transformaciones que estos hubieren podido 
experimentar. El decomiso determina el traslado de dichos bienes a la esfera de titularidad del Estado.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP188

El juez también dispone el decomiso de los bienes intrínsecamente delictivos, los que serán destruidos.
Cuando los efectos o ganancias del delito se hayan mezclado con bienes de procedencia lícita, procede el 
decomiso hasta el valor estimado de los bienes ilícitos mezclados, salvo que los primeros hubiesen sido 
utilizados como medios o instrumentos para ocultar o convertir los bienes de ilícita procedencia, en cuyo 
caso procederá el decomiso de ambos tipos de bienes.

Si no fuera posible el decomiso de los efectos o ganancias del delito porque han sido ocultados, destruidos, 
consumidos, transferidos a tercero de buena fe y a título oneroso o por cualquier otra razón análoga, el juez 
dispone el decomiso de los bienes o activos de titularidad del responsable o eventual tercero por un monto 
equivalente al valor de dichos efectos y ganancias.”

Cuarta. Incorporación de la quinta disposición complementaria final al Nuevo Código Procesal Penal 
aprobado por Decreto Legislativo Nº 957

Incorpórese la Quinta Disposición Complementaria Final al Nuevo Código Procesal Penal aprobado por el 
Decreto Legislativo Nº 957, con el siguiente texto:

“Quinta.- Inscripción de Medidas Cautelares

Las medidas cautelares sobre bienes inscribibles dictadas por el órgano judicial con-forme a este Código o 
en el proceso de Extinción de Dominio, se inscriben en el registro público correspondiente por el solo mérito 
de la resolución que ordena la medida.

Aun cuando no exista coincidencia entre el titular registral del bien objeto de la medida cautelar y el 
inculpado, se inscribirá dicha medida cursándose los partes a los Registros Públicos, debiendo el funcionario 
competente cumplir con el mandato judicial”.
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DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única. Derogación

Derógase el Decreto Legislativo Nº 1104, Decreto Legislativo que modifica la Legislación sobre Pérdida de 
Dominio, una vez que entre en vigencia el presente decreto legislativo conforme a la Novena Disposición 
Complementaria Final.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al Congreso de la República.
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días del mes de agosto del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República
CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros
MAURO MEDINA GUIMARAES
Ministro del Interior
VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos
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3.2. Aprueban el Reglamento del Decreto Legislativo Nº 1373, Decreto Legislativo de Extinción de 
Dominio - DECRETO SUPREMO Nº 007-2019-JUS

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
CONSIDERANDO:

Que, mediante Decreto Legislativo Nº 1373, Decreto Legislativo de Extinción de Dominio, se crea la figura 
jurídica de la extinción de dominio, con la finalidad de garantizar la licitud de los derechos reales que recaen 
sobre los bienes patrimoniales, evitando el ingreso al comercio en el territorio nacional o extrayendo de éste 
los bienes que provengan de actividades ilícitas o estén destinados a ellas;

 Que, en la Sexta Disposición Complementaria Final del citado Decreto Legislativo, se dispone que el Poder 
Ejecutivo reglamenta sus disposiciones en un plazo máximo de ciento veinte (120) días calendario contados 
a partir de su publicación, plazo que puede ser prorrogado por una sola vez y por igual plazo debido a la 
complejidad de la materia;

Que, de conformidad con el inciso 8 del artículo 118 de la Constitución Política del Perú, es atribución del 
Presidente de la República el reglamentar las leyes, asimismo, el inciso 1 del artículo 6 de la Ley Nº 29158, 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, señala que es función del Poder Ejecutivo el reglamentar las leyes;

Que, en este sentido, es necesario aprobar el Reglamento del Decreto Legislativo Nº 1373, Decreto 
Legislativo sobre Extinción de Dominio, a fin de precisar las disposiciones de ese decreto, el Sistema 
de Administración de Justicia que crea, las etapas y trámite del proceso de extinción de dominio, y las 
competencias y derechos de los sujetos que intervienen en ese proceso;

De conformidad con el numeral 8 del artículo 118 de la Constitución Política del Perú; la Ley Nº 29158, 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; y, el Decreto Legislativo Nº 1373, Decreto Legislativo de Extinción de 
Dominio;

 DECRETA:

Artículo 1.- Aprobación

Apruébase el Reglamento del Decreto Legislativo Nº 1373, Decreto Legislativo sobre Extinción de Dominio, 
que en Anexo forma parte integrante del presente Decreto Supremo.

Artículo 2.- Publicación

Publícase el presente Decreto Supremo y su Anexo en el Diario Oficial El Peruano, así como en el Portal 
Web del Estado Peruano (www.peru.gob.pe), del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (www.gob.pe/
minjus), y del Ministerio del Interior (www.gob.pe/mininter), el mismo día de su publicación en el Diario 
Oficial El Peruano.
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Artículo 3.- Financiamiento

La implementación de la presente norma, en el caso de entidades públicas, se financia con cargo a su 
presupuesto institucional, sin demandar recursos adicionales al Tesoro Público.

Artículo 4.- Refrendo

El presente Decreto Supremo es refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, por el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos, y por el Ministro del Interior.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los treinta y un días del mes de enero del año dos mil diecinueve.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República
CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros
CARLOS MORÁN SOTO
 Ministro del Interior
 VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
 Ministro de Justicia y Derechos Humanos
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3.2. REGLAMENTO DEL DECRETO LEGISLATIVO SOBRE EXTINCIÓN DE DOMINIO

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto del presente Reglamento

El presente Reglamento tiene por objeto desarrollar el trámite procedimental y demás medidas necesarias 
establecidas en el Decreto Legislativo Nº1373, Decreto Legislativo sobre Extinción de Dominio.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación.

El presente Reglamento es de aplicación obligatoria para todos los operadores del Sistema de Administración 
de Justicia especializado en Extinción de Dominio: Poder Judicial, Ministerio Público, Policía Nacional 
del Perú, Defensa Jurídica del Estado, así como a toda entidad estatal, funcionario público y para toda 
aquella persona natural o jurídica que tenga legítimo interés para intervenir en el proceso por Extinción de 
Dominio que se hubiera iniciado respecto a bienes patrimoniales que constituyan objeto, instrumento, efectos o 
ganancias que tienen relación o que se derivan de actividades ilícitas contra la administración pública, 
contra el medioambiente, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, trata de personas, lavado 
de activos, contrabando, defraudación aduanera, defraudación tributaria, minería ilegal y otras con capacidad 
de generar dinero, bienes, efectos o ganancias de origen ilícito o actividades vinculadas a la criminalidad 
organizada.

Artículo 3.- Referencias

Para los fines del presente Reglamento, se utilizan los términos siguientes:

 3.1. Decreto Legislativo: Decreto Legislativo Nº 1373, Decreto Legislativo sobre Extinción de Dominio.

3.2. Policía Especializada: Unidad de la Policía Nacional del Perú Especializada en Extinción de Dominio, 
que cumple funciones de investigación en apoyo del Ministerio Público.

3.3. Procurador Público Especializado: Procurador Público con competencia en Extinción de Dominio.

3.4. Fiscal Especializado: Representante del Ministerio Público con competencia en Extinción de Dominio.

3.5. Juez Especializado: Juez Especializado en Extinción de Dominio.

3.6. Sala Especializada: Sala Especializada en Extinción de Dominio.

3.7. UIF: Unidad de Inteligencia Financiera de la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras de 
Fondos de Pensiones.
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3.8. PRONABI: Programa Nacional de Bienes Incautados del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

3.9. DGETP: Dirección General de Endeudamiento y Tesoro Público del Ministerio de Economía y Finanzas.

 Artículo 4.-Definiciones

Además de las definiciones contenidas en el artículo III del Título Preliminar del Decreto Legislativo, se 
tienen en cuenta las siguientes:

 4.1. Bienes extinguidos: Bienes patrimoniales cuya titularidad es declarada a favor del Estado mediante 
sentencia consentida o ejecutoriada.

 4.2. Persona jurídica: Entidades de derecho privado, asociaciones, fundaciones, organizaciones no 
gubernamentales y comités no inscritos, las sociedades irregulares, los entes que administran un patrimonio 
autónomo y las empresas del Estado peruano o sociedades de economía mixta, así como cualquier otra que 
sea comprendida en leyes especiales.

Artículo 5.- Principios

Complementariamente a los principios establecidos en el artículo II del Título Preliminar del Decreto 
Legislativo, en el trámite del proceso se observan los siguientes principios:

5.1. Principio de nulidad: Los actos jurídicos que recaigan sobre bienes patrimoniales de origen o destino 
ilícito son contrarios al régimen constitucional y legal, por tanto, son nulos de pleno derecho y en ningún 
caso constituyen justo título.

5.2. Principio de dominio de los bienes: La extinción de dominio tiene como límite el derecho a la propiedad 
lícitamente obtenida y ejercida en armonía con el bien común y dentro de los límites de la ley. La protección 
no se extiende a aquellos bienes obtenidos con infracción a la Constitución o a la ley.

5.3. Principio de aplicación en el tiempo: Los actos jurídicos recaídos sobre bienes patrimoniales de origen o 
destino ilícito, al ser nulos de pleno derecho, no generan relaciones ni efectos jurídicos por el paso del tiempo 
y, por tanto, pueden ser objeto de un proceso de extinción en cualquier momento, con independencia de que 
los presupuestos para su procedencia hayan ocurrido con anterioridad a la vigencia del Decreto Legislativo.

5.4. Principio de cosa juzgada: El requerido puede invocar que, respecto a los bienes patrimoniales que son 
objeto del proceso de extinción de dominio, se ha emitido en otro proceso una sentencia con calidad de cosa 
juzgada que debe ser reconocida dentro del proceso de extinción cuando medie identidad de sujeto, objeto y 
fundamento.
Se entiende por fundamento en el proceso de extinción de dominio el análisis, evaluación o investigación del 
origen o destino ilícito del bien.
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5.5. Principio de celeridad: Toda actuación se tramita pronta y cumplidamente sin dilaciones indebidas; 
asimismo, los plazos procesales son perentorios y de estricto cumplimiento.

5.6. Principio de oralidad: Las actuaciones procesales se realizan preferentemente en audiencias y mediante 
exposiciones orales de los sujetos procesales.

5.7. Principio de buena fe procesal: Los sujetos procesales que intervienen en el proceso lo hacen conforme 
a los deberes de veracidad, probidad, y lealtad.

5.8. Principio de prevalencia: Las normas que regulan el proceso de extinción de dominio prevalecen sobre 
cualquier otra disposición prevista en otras normas incluyendo el Código Procesal Penal, Código Procesal 
Civil o normas administrativas. Este principio será utilizado como fundamento de interpretación.

Artículo 6.- Comparecencia al proceso

6.1. Toda persona natural o jurídica está obligada a comparecer ante el Fiscal Especializado o el Juez 
Especializado que lo requiera, cuando sea citada para la realización de alguna diligencia.
 
6.2. En la citación se consigna, de forma sucinta, las razones o motivos de la misma, con los apercibimientos 
respectivos y la advertencia de las sanciones previstas en caso de desobediencia y dejando expresa 
constancia en la carpeta o expediente.

6.3. En caso de inconcurrencia injustificada a una citación debidamente notificada bajo apercibimiento, el 
Juez Especializado, puede disponer la conducción compulsiva del omiso por la Policía Nacional.

De igual manera procede el Fiscal Especializado conforme a lo establecido en el artículo 66 del Código 
Procesal Penal siempre que sea compatible con la naturaleza del presente proceso.

Artículo 7.- Excepciones

7.1. Las excepciones que pueden invocarse en el proceso de extinción de dominio son las siguientes:

a) Competencia

b) Cosa juzgada, conforme a lo señalado en el inciso 5.4. del artículo 5 del presente Reglamento.

7.2. Las excepciones son interpuestas con la contestación de la demanda. La excepción de competencia 
se resuelve en la Audiencia Inicial. De declararse fundada, se remite el expediente y los actuados al Juez 
Especializado competente, para que continúe con el trámite.

7.3. La excepción de cosa juzgada se resuelve con la emisión de la sentencia.
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Artículo 8.- Bienes de interés económico relevante

8.1. El Fiscal Especializado determina que un bien patrimonial posee un interés económico relevante, 
conforme a los siguientes criterios:

a) Los bienes tienen un valor igual o superior a cuatro (4) Unidades Impositivas Tributarias;

b) Se trate de dinero en efectivo; o,

c) Cuando a criterio del fiscal su uso o enajenación sea beneficioso al Estado, siempre que los recursos que 
se inviertan para su consecución no sean mayores que su valor o rentabilidad.

8.2. Tratándose de bienes patrimoniales cuyo uso o destinación tengan un fin ilícito, el Fiscal Especializado 
evalúa dar inicio de la indagación, sin considerar los criterios antes establecidos.

TÍTULO II
GARANTÍAS PROCESALES EN LOS PROCESOS DE EXTINCIÓN DE DOMI-NIO

Artículo 9.- Garantías procesales

9.1. Los derechos establecidos en el artículo 4.1 del Decreto Legislativo se circunscriben a la propia 
naturaleza del proceso de extinción de dominio.

9.2. En el proceso de extinción de dominio se garantiza el derecho al debido proceso, el que comprende los 
derechos de defensa, a la prueba y a la doble instancia y consisten en lo siguiente:

a) El derecho de defensa: en el ejercicio del principio de contradicción que corresponda a cada una de las 
partes procesales.

b) El derecho a la prueba: en la posibilidad de cada una de las partes procesales de ofrecer en la etapa procesal 
correspondiente los medios probatorios o evidencias que le permitan sustentar su teoría del caso, actuarlos y 
que estos sean valorados conforme a derecho.

c) El derecho a la doble instancia: en la posibilidad de cada una de las partes procesales de que lo resuelto 
por el Juez Especializado sea revisado por la Sala Especializada interponiendo los recursos previstos en el 
Decreto Legislativo.
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TÍTULO III

COMPETENCIA
CAPÍTULO I

REGLAS GENERALES DE COMPETENCIA

Artículo 10.- Competencia territorial de los órganos especializados

10.1. Corresponde al Fiscal Especializado dirigir, realizar y coordinar la indagación patrimonial en materia 
de extinción de dominio que se haga sobre un bien que se encuentre en el distrito fiscal al cual pertenece.

10.2. Corresponde al Juez Especializado del distrito judicial donde se haya iniciado la indagación 
patrimonial, asumir el proceso en su etapa judicial y emitir la correspondiente sentencia.

10.3. Si los bienes patrimoniales se encuentran en su totalidad en territorio extranjero, o tiene como origen 
o destino actividades ilícitas cometidas por una presunta organización criminal, conoce de la indagación 
patrimonial el Fiscal Especializado de Lima Centro y es competente de la etapa judicial el Juez 
Especializado de Lima Centro.

Artículo 11.- Competencia funcional del Juez Especializado

El Juez Especializado conoce, en primera instancia las medidas cautelares la etapa judicial y todas sus 
incidencias.

Artículo 12.- Competencia funcional de la Sala Especializada

La Sala Especializada conoce, en segunda instancia, el recurso de apelación interpuesto contra los autos y 
sentencias emitidos por el Juez Especializado en primera instancia.

CAPÍTULO II
PROCURADURÍA PÚBLICA

Artículo 13.- Funciones de la Procuraduría Pública

13.1. El Procurador Especializado, en su calidad de representante y defensor jurídico del Estado, coadyuva 
en la indagación patrimonial y participa en el trámite del proceso, con las atribuciones que para tal efecto le 
concede la norma que regula el Sistema de Defensa Jurídica del Estado.

13.2. El Procurador Especializado tiene las siguientes facultades:
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a) Participar en la etapa de indagación patrimonial, pudiendo solicitar la realización de actos de 
indagación, ofrecer pruebas, participar en las diligencias que se le comuniquen de acuerdo a su interés 
jurídico, y tener acceso a la información recabada, sin menoscabo de las competencias que corresponden al 
Fiscal Especializado como director de la indagación patrimonial.

b) Interponer los recursos establecidos en los artículos 38 y 39 del Decreto Legislativo.

CAPÍTULO III
POLICÍA ESPECIALIZADA

Artículo 14.- Funciones de la Policía Especializada

Adicionalmente a las funciones establecidas en el Decreto Legislativo, corresponde a la Policía Especializada, 
en el marco de su Ley y dentro de la etapa de indagación patrimonial:

14.1. Realizar, bajo la dirección del Fiscal Especializado, las acciones de indagación patrimonial, así como 
las demás diligencias que resulten oportunas y necesarias para cumplir los fines del proceso de extinción de 
dominio.

14.2. En el caso de la ejecución de una medida cautelar, la Policía Especializada está a cargo de la 
planificación operativa y de la adopción de las medidas de seguridad para el éxito de la medida, en 
coordinación con el Fiscal Especializado.

14.3. En el marco de detección de patrimonio ilegal, la Policía Especializada realiza las funciones de 
indagación por iniciativa propia o bajo la conducción jurídica del Fiscal Especializado, en concordancia 
con las leyes de la materia, efectuando búsquedas, comparaciones o análisis de datos registradas en bases 
mecánicas, magnéticas, informáticas u otras similares, siempre y cuando se trate de informaciones de acceso 
público. Estas actuaciones tienen carácter reservado y forman parte de la indagación patrimonial.

14.4. Cuando se trate de información secreta o confidencial vinculada a los que detentan los bienes debe 
comunicar inmediatamente al Fiscal Especializado para que este evalúe y solicite la autorización judicial y 
asuma la indagación, de ser el caso.
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CAPÍTULO IV
DEFENSA PÚBLICA

Artículo 15.- Deberes y atribuciones de la Defensa Pública

15.1. La Defensa Pública asume la representación de un requerido en los siguientes su-puestos:

a) Cuando ha sido declarado rebelde por el Juez de la causa, de acuerdo a lo establecido en el artículo 21 del 
Decreto Legislativo.

b) Cuando no comparezca el representante legal de los requeridos menores de edad o personas con 
discapacidad física o mental declarados, que le impida asumir un proceso judicial.

c) Cuando el requerido o su abogado de elección no se presenta a la Audiencia de prueba anticipada, a la 
audiencia Inicial o a la de Actuación de Medios Probatorios, pese a haber sido notificado válidamente.

d) En los demás supuestos contemplados en el presente Reglamento donde se pretende cautelar el derecho 
de defensa.

15.2. El defensor público, tiene como principal función velar que el proceso de extinción de dominio sea 
realizado con respeto a las garantías procesales y los derechos del requerido.

15.3. El requerido pierde el servicio gratuito de defensa pública si incurre en alguno de los supuestos de 
hecho establecidos en la Ley del Servicio de Defensa Pública.

15.4. Una vez que el requerido rebelde comparece al proceso, la defensa pública deja de ejercer su 
representación, en cuyo caso debe nombrar al abogado de su preferencia.

TÍTULO IV
INDAGACIÓN PATRIMONIAL
CAPÍTULO I

REGLAS GENERALES

Artículo 16.- Dirección de la indagación

La   etapa   de  indagación   patrimonial  es dirigida por el Fiscal Especializado. En esta etapa el Fiscal  
Especializado realiza todos los actos conducentes a recopilar los elementos materiales probatorios y evidencias, 
que demuestren que los bienes objeto del proceso provienen de actividades ilícitas o están destinados a las mismas.
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Artículo 17.- Inicio de la indagación patrimonial

17.1. El Fiscal Especializado inicia la etapa de indagación patrimonial, mediante disposición debidamente 
motivada, en la que se evalúa la situación fáctica, jurídica y probatoria por la cual se inicia la investigación, 
la hipótesis inicial puede adecuarse a medida que avanza la indagación.

17.2. El Fiscal Especializado puede requerir la intervención de la Policía Especializada, a efecto de lograr la 
identificación, individualización, localización y ubicación de los bienes patrimoniales sobre los cuales recae 
el proceso, la identificación de sus titulares, así como la recolección de los elementos o medios de prueba e 
indicios que acrediten alguno de los supuestos de procedencia de la extinción de dominio.

17.3. El Fiscal Especializado solicita toda información que considere conveniente a funcionarios, servidores, 
persona natural o jurídica, entidad privada o pública conforme al artículo 43 y al inciso 1 del artículo 45 del 
Decreto Legislativo, las que están en la obligación de entregar dentro del plazo establecido en el artículo 47 
del Decreto Legislativo, bajo apercibimiento de ser denunciado por el delito de Desobediencia o Resistencia 
a la Autoridad.

17.4. Si en el curso de la indagación patrimonial la Policía, el Procurador o el Fiscal Especializado 
descubre la omisión por parte de un particular o de un servidor o funcionario público de la obligación 
establecida en el artículo 44 y en el inciso 2 del artículo 45 del Decreto Legislativo, de poner en 
conocimiento la existencia de bienes patrimoniales que tienen como origen o destino actividades ilícitas, 
teniendo o pudiendo tener conocimiento de su origen o destino ilícito, se procede a denunciarlo por el delito 
de Omisión de Denuncia tipificado en el Código Penal.

Artículo 18.- Acumulación de las indagaciones patrimoniales

El Fiscal Especializado puede acumular en una misma indagación patrimonial distintos bienes cuando 
pertenezcan:

18.1. A una misma persona.

18.2. A un mismo núcleo familiar.

18.3. A un mismo grupo empresarial o societario.

18.4. A una misma organización criminal.
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Artículo 19.-Separación de indagaciones patrimoniales

Excepcionalmente, a efectos de simplificar el procedimiento y decidir con prontitud, es procedente la 
separación de indagaciones patrimoniales en los siguientes supuestos:

19.1. Cuando el Fiscal Especializado considere que hay mérito suficiente para disponer el archivo o 
presentar demanda de extinción ante el Juez Especializado, respecto de uno o algunos de los bienes 
patrimoniales sometidos a indagación.

19.2. Cuando se decrete nulidad parcial de la actuación procesal con respecto a uno o algunos de los bienes 
patrimoniales objeto del proceso.

19.3. Cuando uno o algunos de los bienes patrimoniales sometidos a indagación se en-cuentren en el exterior 
o pertenezca a una organización criminal.

La separación de las indagaciones patrimoniales no genera cambio de competencia, por lo que el Fiscal 
Especializado que la ordenó continúa conociendo de los actos procesales de las indagaciones en las que se 
hubiera separado.

CAPÍTULO II
TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN

Artículo 20.- Técnicas de investigación

20.1. El Fiscal Especializado, respetando los derechos fundamentales, puede hacer uso de cualquier técnica 
de investigación prevista en la normativa procesal que permita la consecución de su objetivo de indagación, 
siempre que no se requiera resolución judicial previa.

20.2. Es necesaria la autorización judicial, previo requerimiento fiscal en los siguientes supuestos:

a) Intervención de comunicaciones y telecomunicaciones.

b) Video vigilancia cuando se realicen en el interior de inmuebles o lugares cerrados.

c) La interceptación e incautación postal

d) Allanamiento y registro domiciliario.

e) Levantamiento del secreto bancario y de la reserva tributaria.

f) Las demás previstas en el Código Procesal Penal o leyes especiales.
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20.3. En los casos que se requiera resolución judicial previa, pero se presenten supuestos de urgencia o 
peligro por la demora y con estrictos fines de averiguación, el Fiscal Especializado dispondrá su realización 
mediante disposición debidamente motivada. Luego de lo cual solicita la confirmación judicial en un plazo 
máximo de veinticuatro (24) horas.

El Juez Especializado, sin trámite alguno, decidirá en el mismo día o a más tardar al día siguiente 
confirmando o desaprobando la medida ejecutada.

CAPÍTULO III
MEDIDAS CAUTELARES

Artículo 21.- Medidas cautelares

21.1. Las medidas cautelares son accesorias y tienen como fin evitar que los bienes patrimoniales que son 
materia del proceso de extinción puedan ser ocultados, vendidos, gravados, transferidos o puedan sufrir 
deterioro, extravío o destrucción que disminuya su valor, o suspender su uso o destinación ilícita cuando sea 
necesario. Aseguran la ejecución de los pronunciamientos de naturaleza civil y de contenido patrimonial de 
la sentencia que declare la extinción de dominio, así como el traspaso de la titularidad de los bienes al Estado 
representado por el PRONABI.

21.2. Se podrán aplicar las medidas cautelares reales establecidas en el artículo 15 del Decreto Legislativo, 
pudiendo dictar otras de acuerdo a la naturaleza del bien patrimonial, así como las establecidas en el Código 
Procesal Civil, en el Código Procesal Penal o leyes especiales, siempre que sean acordes a los fines del 
proceso de extinción de dominio.

21.3. Los bienes patrimoniales que son materia de una medida cautelar, pasan a ser administrados por el 
PRONABI o la entidad competente, conforme a los siguientes mecanismos de administración:

a) Subasta anticipada.

b) Contratación.

c) Asignación de uso temporal.

d) Entrega de custodia.

e) Destrucción o chatarrización.

f) Asignación inmediata.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP202

En el caso de los mecanismos previstos en los literales a), e) y f) son implementados de acuerdo a la 
normatividad de la materia, previa autorización del juez o fiscal especializado, según la etapa del proceso de 
extinción de dominio en la que sea aplicado.

21.4. Las medidas cautelares decretadas en materia de extinción, prevalecen sobre cual-quier otra dictada en 
otro proceso.

21.5. Para la concesión de las medidas cautelares, no se exigirá contra cautela.

21.6. Excepcionalmente, a solicitud del Fiscal Especializado o del afectado, el Juez Especializado podrá 
variar o cesar la medida cautelar, en aquellos casos en los que las razones que motivaron la medida hubieran 
variado o desaparecido.

21.7. Las medidas cautelares sobre bienes inscribibles, se anotan en el registro público correspondiente por 
el solo mérito de la resolución que ordena la medida.

Para estos efectos se cursará el parte a los Registros Públicos, debiendo el funcionario competente cumplir 
con el mandato judicial, bajo responsabilidad.

Artículo 22.- Orden de inhibición de disposición de bienes o activos

La orden de inhibición es una limitación a la facultad de disponer de los bienes, destinada a evitar que, 
durante el proceso, el requerido venda, transfiera, traslade o grave los bienes de interés económico objeto de 
la extinción. Procede contra bienes muebles o inmuebles registrables o contra derechos o acciones.

Artículo 23.- La intervención en administración

23.1. El Fiscal Especializado puede solicitar al Juez Especializado la medida cautelar de intervención en 
administración, cuando el objeto del proceso de extinción de dominio sea una persona jurídica, siempre que 
se presente cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Habiendo sido constituida con fondos de origen ilícito, brindan un servicio público o es proveedora de 
uno.

b) Cuando esté en riesgo la seguridad laboral o previsional de los trabajadores que dependan de ella.

c) Cuando su actividad social sea rentable para los fines del proceso de extinción de dominio.

23.2. Esta medida no procede en los casos en los que la persona jurídica haya sido constituida con el único 
objetivo de desarrollar actividades ilícitas, en cuyo caso debe aplicarse la medida cautelar de clausura, de 
acuerdo a las normas procesales.
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23.3. La medida de intervención en administración consiste en la designación de una o más personas, 
naturales o jurídicas, para que se hagan cargo de su administración, en calidad de interventores.

El interventor o interventores son propuestos por el PRONABI, a solicitud del Fiscal Especializado, quien 
presenta la solicitud y propuesta ante el Juez Especializado.

La resolución que dispone la intervención en administración, debe establecer las obligaciones y facultades 
generales de administración del o de los interventores, el sueldo o contraprestación que percibirán, el que 
será fijado acorde a la naturaleza, complejidad y estructura de la persona jurídica, y que será asumido por el 
PRONABI.

Para poder ser considerados interventores judiciales, se debe verificar como mínimo su idoneidad y 
experiencia con éxito en la administración de personas jurídicas, cuyo objeto social sea igual o similar a la 
que se quiera intervenir. Además de no tener ningún tipo de conflicto de interés.

23.4. PRONABI como ente responsable de la administración de bienes patrimoniales, efectuará las 
coordinaciones y comunicaciones con el interventor o interventores, debiendo recibir de estos toda la 
información respecto a los resultados de su gestión. PRONABI traslada dicha información al Fiscal 
Especializado, con conocimiento del Juez Especializado.

Artículo 24.- Anotación de la demanda de extinción

La anotación de la demanda de extinción en los Registros Públicos, tiene por objeto asegurar la publicidad 
del proceso, respecto a bienes patrimoniales que sean registrables.

Artículo 25.- Inmovilización

La inmovilización recae sobre bienes patrimoniales que por su naturaleza o dimensión no pueden ser 
internados en depósito.

En caso de inmovilización de cuentas o transacciones bancarias resulta necesario requerir la autorización 
judicial correspondiente

Artículo 26.- Incautación

26.1. Los efectos, objetos, ganancias o instrumentos provenientes de la actividad ilícita con que se hubiere 
ejecutado o destinados a estas, siempre que exista peligro por la demora, pueden ser incautados durante la 
indagación patrimonial y hasta antes de la audiencia de actuación de pruebas por el Fiscal Especializado. 
Acto seguido, el Fiscal requerirá inmediatamente al Juez Especializado la expedición de una resolución 
confirmatoria, la cual se emitirá, ordenando además que pasen a la administración del PRONABI.
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26.2. Si no existe peligro por la demora, el Fiscal Especializado debe requerir al Juez la expedición de la 
medida de incautación.

26.3. Los bienes objeto de incautación deben ser registrados con exactitud e individualizados, 
estableciéndose los mecanismos de seguridad necesarios para evitar confusiones

Artículo 27.- Ejecución de las medidas cautelares

27.1. Decretada la medida cautelar, esta se ejecuta de inmediato. Se fija fecha y hora para la ejecución de la 
misma cuando así se requiera, mediante orden judicial escrita que contiene:

a) La identificación del Juez Especializado que ordena la medida e indicación de que se trata de una 
diligencia de extinción.

b) Identificación del bien patrimonial sobre el cual recae la medida.

c) La indicación de que el bien patrimonial queda a disposición y bajo la administración del PRONABI, 
desde la ejecución de la medida.

d) La firma del Juez que ordene la medida.

27.2. En caso que la medida cautelar sea dictada por el Fiscal Especializado este deberá cumplir con los 
requisitos señalados en el inciso anterior. Además de requerir la confirmatoria judicial correspondiente.

27.3. De lo actuado se levanta un acta donde se resume la diligencia.

27.4. En caso la medida recaiga sobre bien inmueble, el Fiscal Especializado consigna en el acta una 
descripción detallada del mismo, haciendo un inventario de todos los bienes muebles que se encuentren en 
el lugar. En la misma acta señala cuales son los bienes muebles que representan un interés económico para 
el Estado y aquellos, sobre los cuales no se decretan medidas cautelares y que pueden ser entregados a sus 
titulares.

27.5. Si como producto de la diligencia se verifican actos o circunstancias que constituyan posibles ilícitos, 
se deja constancia de ello en el acta y se informa de inmediato a las autoridades competentes.

Artículo 28.- Sujetos intervinientes en la ejecución de la medida cautelar
28.1. En la ejecución de la medida cautelar deben intervenir:

a) El Fiscal Especializado competente.

b) Los miembros de la Policía Especializada.
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28.2. En la ejecución de la medida cautelar podrán intervenir:

a) El Procurador Especializado.
b) Los peritos que sean necesarios.
c) Un funcionario delegado por el PRONABI o por la autoridad competente.

Artículo 29.- Notificación de la medida cautelar

La medida cautelar se notifica en el momento en el cual se ejecuta, a quien posea el bien mueble o habite el 
inmueble, entregando además copia de la orden del Juez Especializado.

Cuando la medida cautelar se decrete dentro del auto admisorio de la demanda, este se notifica una vez 
ejecutada aquella.

Artículo 30.- Control de las medidas cautelares

30.1. La medida cautelar que haya ejecutado el Fiscal Especializado en la indagación patrimonial sin 
autorización judicial, debe ser puesta en conocimiento del Juez Especializado, dentro de las veinticuatro (24) 
horas siguientes. En el mismo plazo, el Juez Especializado confirma o rechaza la medida, conforme al inciso 
15.3 del artículo 15 del Decreto Legislativo.

30.2. El Juez Especializado rechaza la medida cautelar, en los siguientes casos:

a) Cuando no existan los elementos de juicio suficientes para considerar que probablemente los bienes 
patrimoniales requeridos con la medida tengan vínculo con alguno de los presupuestos del artículo 7 del 
Decreto Legislativo.

b) Cuando la ejecución de la medida no se muestre como necesaria, razonable y proporcional para el 
cumplimiento de sus fines.

c) Cuando la decisión de imponer la medida no haya sido adecuadamente motivada.

CAPÍTULO IV
DECLARATORIA DE COMPLEJIDAD

Artículo 31.- Declaratoria de complejidad del caso

31.1. La indagación patrimonial se realiza en un plazo máximo de doce (12) meses.

31.2. Excepcionalmente, durante ese término el Fiscal Especializado puede, mediante decisión motivada:
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a) Prorrogar la indagación patrimonial hasta por un plazo igual; o,
b) Declarar la complejidad del caso con un plazo máximo para la indagación patrimonial de treinta y seis (36) 
meses, dentro de los cuales se computa el tiempo que hubiera transcurrido hasta dicha declaratoria. Término 
que puede ser prorrogado hasta un máximo de treinta y seis (36) meses adicionales.

31.3. Concluida la indagación patrimonial, el Fiscal Especializado procede a:
 
a) Presentar la demanda de extinción; o

b) Declarar el archivo en concordancia con los incisos 16.2 y 16.3 del artículo 16 del Decreto Legislativo.

Artículo 32.- Criterios para declarar la complejidad

El caso puede ser declarado complejo cuando:

32.1. Tenga como objeto bienes transnacionales que obliguen al Fiscal Especializado a solicitar Asistencia 
Judicial Internacional para obtener elementos materiales de prueba o evidencias.

32.2. Cuando existan bienes patrimoniales que pertenecen a una misma persona natural o jurídica, a un 
mismo núcleo familiar, a un mismo grupo empresarial o societario, o a una misma organización criminal, y 
que se encuentren en distintos distritos judiciales.

32.3. Cuando el número de bienes patrimoniales a investigar requiera de una cantidad significativa de actos 
de indagación.

32.4. Comprenda una cantidad importante de personas requeridas o partes interesadas.

32.5. Demande la realización de pericias que comportan la revisión de una nutrida documentación o de 
complicados análisis técnicos.

TÍTULO V
ETAPA JUDICIAL

CAPÍTULO I
POSTULACIÓN DE LA DEMANDA

Artículo 33.- Soporte de la demanda

El Fiscal Especializado presenta la demanda, con los medios probatorios que la sustentan, en soporte físico 
y digital.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 207

Artículo 34.- Consignación de la Procuraduría Pública

El Fiscal Especializado consigna al Procurador Público competente en la demanda para que sea notificado 
por el Juez Especializado dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes de su presentación.

CAPÍTULO II
NOTIFICACIONES

Artículo 35.- Notificaciones al interior

35.1. Si el Juez Especializado luego de calificada la demanda, la declara inadmisible o improcedente, 
notifica la resolución respectiva dentro de los dos (2) días siguientes de su expedición, al Fiscal y al 
Procurador Especializado; si la admite a trámite, notifica también al requerido.

35.2. La notificación al requerido de la admisión de la demanda debe hacerse conforme al artículo 19 
del Decreto Legislativo, entregando copia de la demanda y el texto íntegro del auto admisorio, el cual 
consignará el órgano jurisdiccional que lo emite, el número del expediente judicial y de la carpeta 
fiscal, el nombre completo del requerido y su domicilio exacto. El expediente físico y digital se pone 
a disposición del requerido en la secretaría del juzgado, para su revisión y eventual solicitud de copias 
simples o certificadas, por el plazo establecido en el primer párrafo del artículo 20 del Decreto Legislativo.

35.3. El plazo de la etapa judicial corre desde la notificación de la demanda al requerido

35.4. La notificación de la demanda, de la sentencia y de los autos que ponen fin al proceso se hace mediante 
cédula, en forma personal. Las demás resoluciones se notifican vía electrónica.

35.5. Solo son válidas las notificaciones que cumplan con los requisitos anteriores. La inobservancia de 
alguno de ellos es causal de nulidad, salvo convalidación de la notificación.

35.6. Cuando el domicilio del requerido sea incierto se le designa un Defensor Público, quien goza de 
los derechos que la ley le confiere. El Defensor Público puede defender a varios requeridos en un mismo 
proceso, siempre que no existan intereses contrarios entre ellos.

Artículo 36.- Notificaciones al exterior

En caso que el requerido domicilie fuera del territorio peruano, se puede:

36.1. Comisionar a la autoridad consular acreditada ante el Estado respectivo, de acuerdo a lo que establece 
la Convención de Asuntos Consulares, para que le notifique la admisión de la demanda.
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36.2. Realizar la notificación de la demanda vía Cooperación Judicial Internacional y Extradiciones de la 
Fiscalía de la Nación.

CAPÍTULO III
AUDIENCIAS

Artículo 37.- Disposiciones comunes

37.1. Las audiencias son sustancialmente un debate oral de posiciones presididas por el juez, quien puede 
interrogar a las partes, sus abogados y terceros en cualquier momento.

37.2. Las actuaciones realizadas en audiencia, son registradas en audio y/o vídeo utilizando cualquier medio 
apto que permita garantizar fidelidad, conservación y reproducción de su contenido.

Artículo 38.- Audiencia inicial

La Audiencia Inicial es dirigida por el Juez Especializado y en ella, además de las reglas establecidas en el 
artículo 22 del Decreto Legislativo, se observa lo siguiente:

Los sujetos procesales oralizan el ofrecimiento de sus medios probatorios, indicando la conducencia, 
pertinencia y utilidad de los mismos. El Juez resuelve sobre su admisión o rechazo.

Artículo 39.- Audiencia de Actuación de Medios Probatorios

La Audiencia de Actuación de Medios Probatorios es dirigida por el Juez Especializado y en ella, además de 
las reglas establecidas en el artículo 23 del Decreto Legislativo, se observa lo siguiente:

39.1. El Juez actúa solo las pruebas que hayan sido recaudadas en la indagación patrimonial y que hayan 
sido admitidas, las que hayan sido debidamente aportadas por los sujetos procesales y las que hayan sido 
oportunamente solicitadas.

39.2. Los sujetos procesales oralizan el contenido esencial de las pruebas documentales que hayan sido 
admitidas. Posteriormente, el Juez concede a aquellos la palabra por un breve término para que, si lo 
consideran necesario, aclaren, refuten o expliquen el contenido de estas.

Artículo 40.- Audiencia de Apelación
La audiencia de apelación es dirigida por la Sala Especializada y se observa lo siguiente:

40.1. En la audiencia de apelación se observan, en cuanto sean aplicables, las normas relativas a la audiencia 
inicial y de actuación probatoria.
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40.2. Al iniciar se hará una relación de la sentencia recurrida y de las impugnaciones co-rrespondientes. Acto 
seguido, se dará la oportunidad a las partes para desistirse total o parcialmente de la apelación interpuesta, 
así como para que ratifiquen los motivos de la apelación.

40.3. A continuación se actuarán las pruebas nuevas admitidas.

40.4. Pueden darse lectura en la audiencia de apelación, aún de oficio, al informe pericial y al examen del 
perito, a las actuaciones procesales de primera instancia no objetadas por las partes.

40.5. Posteriormente, el Juez concede a las partes la palabra por un breve término para que, si lo consideran 
necesario, aclaren, refuten o expliquen el contenido de estas.

TÍTULO VI
LA PRUEBA
CAPÍTULO I
PRUEBA TESTIMONIAL

Artículo 41.- Deber de rendir testimonio

Toda persona está en la obligación de rendir el testimonio que se le solicita en la etapa correspondiente bajo 
juramento o promesa de decir la verdad, según sus creencias. Al testigo menor de edad o con discapacidad 
física o mental declarada no se le tomará juramento, y en la diligencia debe estar asistido por un pariente 
mayor de edad, representante legal, abogado o defensor público designado por el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos.

Artículo 42.- Excepción al deber de declarar

Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, concubino o parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

Artículo 43.- Instrucción previa al juramento

El Juez Especializado, antes de que el testigo preste juramento o promesa de decir la verdad, lo instruye sobre 
sus obligaciones y responsabilidad por su incumplimiento.

Artículo 44.- Testimonios especiales

44.1. Si el testigo es mudo, sordo o sordo mudo, o cuando no hable el castellano, declara por medio de 
intérprete.

44.2. El testigo enfermo o imposible de comparecer es examinado en el lugar donde se encuentra. En caso 



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP210

de peligro de muerte o de viaje inminente, si no es posible aplicar las reglas de prueba anticipada, se le toma 
declaración de inmediato.

44.3. Cuando se requiere que el testigo reconozca a una persona o cosa, debe describirla antes de serle 
presentada. Luego relata, con la mayor aproximación posible, el lugar, el tiempo, el estado y demás 
circunstancias en que se hallaba la persona o cosa cuando se realizó el hecho.

Artículo 45.- Examen separado de testigos

Los testigos son interrogados separadamente, de tal manera que no puedan saber, ni escuchar las 
declaraciones de otros testigos.

Artículo 46.- Recepción del testimonio

Los testimonios son recogidos y conservados por el medio más idóneo, de tal manera que facilite su examen 
cuantas veces sea necesario.

Artículo 47.- Práctica del interrogatorio

La recepción del testimonio se sujeta a las siguientes reglas:

47.1. Presente e identificado el testigo, el Juez Especializado procede a tomarle juramento o promesa de decir 
la verdad, y le advierte sobre las excepciones al deber de declarar.

47.2. A continuación, el Juez Especializado concede el uso de la palabra al sujeto procesal que ofreció el 
testigo, para que proceda a formularle las preguntas que crea conveniente. Si el testigo es el requerido, lo 
interroga su abogado.

47.3. Posteriormente, el Juez Especializado concede el uso de la palabra a los demás sujetos procesales para 
que realicen el contrainterrogatorio que crean conveniente.

47.4. Se permite invocar conceptos al testigo cuando sea una persona especialmente calificada por sus 
conocimientos técnicos, científicos o artísticos sobre la materia.

47.5. El Juez Especializado puede pedir al testigo aclare sus respuestas de ser necesario.

Artículo 48.- Criterios para la apreciación del testimonio

Para apreciar el testimonio, el Juez Especializado tiene en cuenta los principios de la sana crítica razonada, 
las reglas de la lógica y las máximas de la experiencia.
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Artículo 49.- Efectos de la desobediencia del testigo

En caso que el testigo, sin justificación alguna, no concurra a las citaciones, se le hace comparecer por la 
fuerza pública conforme al inciso 6.3 del artículo 6 del presente Reglamento, pudiendo ser denunciado por el 
delito de negativa a colaborar con la administración de la justicia tipificado en el Código Penal.

CAPÍTULO II
PRUEBA DOCUMENTAL

Artículo 50.- Ofrecimiento

En la clasificación, ofrecimiento, incorporación, reconocimiento, traducción y requerimiento de informes, se 
aplican las reglas del Código Procesal Penal.

Artículo 51.- Obligación de entregar documentos

51.1. Salvo las excepciones legales, quien tenga en su poder documentos que se requieran en un proceso de 
extinción tiene la obligación de entregarlos o permitir su conocimiento al Fiscal Especializado que lo solicite.

51.2. Cuando se trate de persona jurídica, la orden de entrega de documentos se notifica al representante 
legal, en quien recae la obligación de remitir los que se encuentren en su poder y que conforme a la ley 
aquélla tiene obligación de conservar. La información debe entregarse en el plazo establecido en el inciso 5 
del artículo 22 del Decreto Legislativo, y su incumplimiento acarrea las sanciones previstas.

CAPÍTULO III
PRUEBA PERICIAL

Artículo 52.- Procedencia

La prueba pericial procede cuando se requiere conocimiento especializado de naturaleza científica, técnica, 
artística o experiencia calificada, se aplican las reglas precisadas en el Código Procesal Penal.

Artículo 53.- Oportunidad

53.1. Cuando el Fiscal Especializado ofrezca prueba pericial, debe ofrecerla con la postulación de la 
demanda.

53.2. Cuando el requerido ofrezca prueba pericial, debe ofrecerla con la contestación de la demanda.
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53.3. El Juez Especializado puede solicitar la realización de un examen pericial, luego de la actuación de 
medios probatorios, observando lo señalado en el inciso 3 del artículo 23 del Decreto Legislativo.

Artículo 54.- Posesión de peritos oficiales

El perito oficial toma posesión del cargo prestando juramento y explica la experiencia que tiene para rendir 
el dictamen. En todos los casos demuestra su idoneidad acreditando el conocimiento específico en la materia 
y su entrenamiento certificado en la práctica pericial.

Artículo 55.- Impedimentos y recusaciones

Los peritos oficiales están impedidos y son recusables por las mismas causas que los Jueces Especializados. 
Del impedimento o recusación conoce el Juez Especializado ante quien se ofreció la prueba y resuelve de 
plano.

Artículo 56.- Requisitos del Informe

En el desempeño de sus funciones, el perito oficial debe examinar los elementos objeto de prueba, dentro 
del contexto de cada caso. Para ello el Fiscal Especializado aporta la información necesaria y oportuna. El 
dictamen debe ser claro, preciso y debe contener los requisitos establecidos en el Código Procesal Penal.

Artículo 57.- Reglas adicionales de la pericia

Además de lo previsto en los artículos precedentes, en la práctica de la prueba pericial se siguen las 
siguientes reglas:

57.1. El perito oficial debe, directamente o con apoyo del Fiscal Especializado, fijar, recolectar, embalar, 
rotular, custodiar y documentar la evidencia que resulte derivada de su actuación y dar informe de ello al 
Fiscal Especializado o al Juez Especializado dependiendo la etapa que se solicite ésta.

57.2. Cuando se designen varios peritos oficiales, todos ellos conjuntamente practican las diligencias y hacen 
los estudios o investigaciones pertinentes para emitir el dictamen.

57.3. Cuando exista discrepancia entre los peritos oficiales, cada uno rinde su dictamen por separado.

57.4. En todos los casos, se informa a los peritos oficiales la prohibición absoluta de emitir en el informe 
pericial cualquier juicio u opinión sobre la procedencia o improcedencia de la Extinción de Dominio.

57.5. No procede la participación directa de los sujetos procesales en la elaboración del informe pericial.
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Artículo 58.- Prueba pericial de oficio
58.1. Luego de la audiencia de actuación de medios probatorios el Juez Especializado podrá disponer de 
oficio la realización de un informe pericial procediéndose conforme a lo establecido en el inciso 23.3 del 
Decreto Legislativo.

El Juez Especializado cuidará de no reemplazar por este medio la actuación propia de los sujetos procesales.

58.2. El Juez Especializado solo procede a disponer de oficio la realización de un informe pericial en los 
siguientes supuestos:

     - Ante la existencia de informes periciales contradictorios elaborados por peritos oficiales.
     - Para que un informe pericial sea aclarado o adicionado.

CAPÍTULO IV
PRUEBA TRASLADADA

Artículo 59.- Requisitos de la prueba trasladada

Son requisitos de la prueba trasladada:

59.1. Haber sido válidamente practicada.

59.2. Que su ofrecimiento y contradicción se efectúe con respeto a las formalidades previstas en la ley.

59.3. Deben ser remitidas en copias certificadas.

Artículo 60.- Prueba testimonial trasladada

60.1. Cuando se trate de prueba testimonial trasladada, la regla general es que la misma sea ratificada en el 
proceso de extinción.

60.2. Cuando materialmente no sea posible ratificar el testimonio, se tiene en cuenta las siguientes reglas:

a) Que se trate de las mismas partes procesales y que se hubiera ejercido el derecho de contradicción; o,

b) Que las partes procesales coincidan parcialmente, pero se hubiera ejercido el derecho de contradicción.

En ambos casos, el testimonio se aprecia de acuerdo a las reglas de la sana crítica.
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Artículo 61.- Análisis de la prueba trasladada

61.1. No puede suplirse el traslado de la prueba con los fundamentos de una sentencia anterior, aunque haya 
sido dictada contra las mismas partes procesales.

61.2. Corresponde al Juez Especializado en Extinción calificar la prueba para obtener su convicción 
personal. El razonamiento o decisión del juez anterior no es vinculante. Para su adecuado examen, el 
traslado de la prueba debe ser en copias certificadas o desglose del expediente, si fuera permitido, 
independientemente de que tenga o no que ser ratificada por no haber sido previamente controvertida entre 
las mismas partes procesales.

61.3. Se pueden introducir con la prueba trasladada las resoluciones que la admitieron u ordenaron.

61.4. Se remite copias certificadas de las actas de las diligencias que demuestren que las mismas se realizaron 
en presencia de la parte procesal contra quien se oponen en el proceso de extinción, y para tal efecto, pueden 
acompañarse la resolución o notificación que permitió la participación de esa parte procesal.

CAPÍTULO V
ANTICIPACIÓN Y PRECONSTITUCIÓN DE PRUEBA

Artículo 62.- Oportunidad

El Juez Especializado puede disponer, a petición del Fiscal, la anticipación y pre constitución de pruebas en 
la etapa de indagación patrimonial y judicial.

Artículo 63.- Supuestos de procedencia de prueba anticipada

Durante la etapa de indagación patrimonial o la etapa judicial el Juez Especializado a solicitud del Fiscal 
Especializado, puede disponer la actuación de prueba anticipada en los siguientes supuestos:

a) Testimonial y examen del perito, cuando se requiera examinarlos con urgencia ante la presencia de un 
motivo fundado para considerar que no podrá hacerse en la etapa de audiencia de actuación de pruebas por 
enfermedad u otro grave impedimento, o cuando han sido expuestos a violencia, amenaza, ofertas o promesa 
de dinero u otra utilidad para que no declaren o lo hagan falsamente. El interrogatorio al perito, puede incluir 
el debate pericial cuando éste sea procedente.

b) Reconocimientos, inspecciones o reconstrucciones, que por su naturaleza y características deben ser 
considerados actos definitivos e irreproducibles, y no sea posible postergar su realización hasta la audiencia 
de actuación de pruebas.
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Artículo 64.- Solicitud y trámite de la prueba anticipada

64.1. La solicitud de prueba anticipada se presentará al Juez Especializado en el curso de la indagación 
patrimonial o en la etapa judicial hasta antes de la audiencia de actuación de pruebas siempre que exista 
tiempo suficiente para realizarla en debida forma.

La solicitud precisará la prueba a actuar, los hechos que constituyen su objeto y las razones de su 
importancia para la decisión final. También indicarán el nombre de las personas que deben intervenir en el 
acto y las circunstancias que no permitan su actuación en la audiencia de actuación de pruebas. Asimismo, 
debe señalar los sujetos procesales constituidos en autos y su domicilio procesal. El Fiscal Especializado 
asistirá obligatoriamente a la audiencia de prueba anticipada y exhibirá el expediente fiscal para su examen 
inmediato por el Juez en ese acto.

64.2. El Juez Especializado corre traslado por el plazo de dos (2) días para que los demás sujetos procesales 
presenten sus consideraciones respecto a la prueba solicitada.

En el caso que la solicitud sea presentada en la etapa de indagación patrimonial se notificará solamente al 
defensor de oficio del requerido o los requeridos quien lo representará en la audiencia que se instaure a estos 
efectos.

64.3. El Fiscal Especializado, motivadamente, podrá solicitar el aplazamiento de la diligencia solicitada por 
otra de las partes, siempre que no perjudique la práctica de la prueba requerida, cuando su actuación pueda 
perjudicar los actos de indagación inmediatos, indicando con precisión las causas del perjuicio. Asimismo, 
indicará el término del aplazamiento solicitado.

64.4. El Juez Especializado decidirá, dentro de los dos (2) días, si acoge la solicitud de prueba anticipada y, 
en su caso, si aplaza la diligencia y el plazo respectivo.

64.5. En casos de urgencia, para asegurar la práctica de la prueba, el Juez Especializado dispondrá que los 
términos se abrevien en la medida necesaria. Si existe peligro inminente de pérdida del elemento probatorio 
y su actuación no admita dilación, a pedido del Fiscal Especializado, decidirá su realización de inmediato, 
sin traslado alguno, y actuará la prueba designando defensor de oficio para que controle el acto.
 
64.6. La resolución que dispone la realización de la prueba anticipada especificará el objeto de la prueba, las 
personas interesadas en su práctica y la fecha de la audiencia, que, salvo caso de urgencia, no podrá ser antes 
del décimo día de la citación.

64.7. Si se trata de la actuación de varias pruebas, se llevarán a cabo en una audiencia única, salvo que su 
realización resulte manifiestamente imposible.
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64.8. La audiencia se desarrollará con la necesaria participación del Fiscal y del abogado defensor del 
requerido conforme a lo establecido en los incisos 64.1 y 64.2 del artículo 64 del presente Reglamento.

Si el defensor del requerido no comparece en ese acto se nombrará uno de oficio.

64.9. Las pruebas serán practicadas con las formalidades establecidas para la audiencia de actuación de 
pruebas.

Si la práctica de la prueba no se concluye en la misma audiencia, puede ser aplazada al día siguiente hábil, 
salvo que su desarrollo requiera un tiempo mayor.

Artículo 65.- Supuestos de prueba pre constituida

Son todos aquellos actos de indagación que por su naturaleza y características deben ser considerados actos 
definitivos e irreproducibles, y no sea posible postergar su realización hasta la audiencia de actuación de 
pruebas.

TÍTULO VII
INTERESADOS EN EL PROCESO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO

Artículo 66.- Tercero de buena fe

Tercero de buena fe es aquella persona, natural o jurídica, que no sólo acredita haber obrado con lealtad y 
probidad, sino que también ha desarrollado un comportamiento diligente y prudente, debiendo reunir los 
siguientes requisitos:

66.1. La apariencia del derecho debe ser tal que todas las personas al inspeccionarlo incurrieran en el mismo 
error.

66.2. Al adquirir el derecho sobre el bien patrimonial se verificaron todas las condiciones exigidas por leyes, 
reglamentos u otras normas.

66.3. Tener la creencia y convicción de que adquirió el bien patrimonial de su legítimo titular y siempre que 
no concurran las siguientes circunstancias:

a) Pretender dar al negocio una apariencia de legalidad que no tenga o para encubrir su verdadera naturaleza.

b) Pretender ocultar o encubrir al verdadero titular del derecho.

c) Concurran declaraciones falsas respecto al acto o contrato para encubrir el origen, la procedencia, el 
destino de los bienes patrimoniales o la naturaleza ilícita de estos.
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TÍTULO VIII
SENTENCIA Y SUS EFECTOS

Artículo 67.- Sentencia declarativa

La sentencia que dispone la extinción de dominio es declarativa y constitutiva. Declarativa en cuanto a la 
ilicitud del origen o destino de los bienes patrimoniales, y constitutiva respecto a que los derechos y bienes 
pasan a favor del Estado.

Artículo 68.- Sentencia en segunda instancia

68.1. Rige para la deliberación y expedición de la sentencia de segunda instancia lo dis-puesto, en lo 
pertinente, en los artículos 32, 33, 34 y 35 del Decreto Legislativo.

El plazo para dictar sentencia no podrá exceder de diez (10) días.

Para la absolución del grado se requiere mayoría de votos.
68.2 La Sala Superior sólo valorará independientemente la prueba actuada en la audiencia de apelación, y las 
pruebas pericial, documental, preconstituida y anticipada. La Sala Superior no puede otorgar diferente valor 
probatorio a la prueba personal que fue objeto de inmediación por el Juez Especializado, salvo que su valor 
probatorio sea cuestionado por una prueba actuada en segunda instancia.

68.3. La sentencia de segunda instancia, puede:

a) Declarar la nulidad, en todo o en parte, de la sentencia apelada y disponer se remitan los autos al Juez 
Especializado, retrotrayendo el proceso hasta la Audiencia de Medios Probatorios de ser el caso.

b) Dentro de los límites del recurso, confirmar o revocar la sentencia apelada. Si la sentencia de primera 
instancia es infundada puede dictar sentencia que declare fundada la demanda de extinción de dominio, y 
vicerversa.

68.4. La sentencia de segunda instancia se pronunciará siempre en audiencia pública. Para estos efectos se 
notificará a las partes la fecha de la audiencia. El acto se llevará a cabo con las partes que asistan. No será 
posible aplazarla bajo ninguna circunstancia.

68.5. Contra la sentencia de segunda instancia no procede recurso alguno.

68.6. Leída y notificada la sentencia de segunda instancia, el expediente será remitido al Juez Especializado 
para ejecutarla.
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Artículo 69.- Sentencia anticipada

Hasta antes de emitirse la sentencia, el requerido puede allanarse o reconocer la demanda. En el 
allanamiento, el Juez Especializado emite sentencia anticipada declarando fundada la pretensión. En el 
reconocimiento, el Juez Especializado emite sentencia anticipada declarando fundada la demanda y probado 
los hechos que la sustentan.

En estos casos el juez no está en la obligación de valorar las pruebas.

TÍTULO IX
RECURSOS

Artículo 70.- Reglas generales

70.1. Las resoluciones que resuelven los recursos de apelación y reposición son inimpugnables.

70.2. El recurso de apelación se concede sin efecto suspensivo, salvo las excepciones establecidas en el 
Decreto Legislativo.

70.3. Los temas incidentales resueltos en la sentencia, se apelan conjuntamente con esta.

70.4. La prueba nueva a la cual hace referencia el artículo 40 del Decreto Legislativo es excepcional y la 
presenta solo la parte procesal afectada con la resolución. Se interpone dentro del plazo de apelación de esta 
y ante el juez que la emitió. Este analiza los requisitos de admisibilidad de la apelación de la resolución.

Concedida la apelación, la Sala Especializada verifica, respecto de la prueba nueva:
 
a) Si no se propuso en primera instancia por desconocimiento de su existencia; o,

b) Si se refiere a la ocurrencia de hechos relevantes para el objeto del proceso extinción, pero acaecidos 
después de concluida la Audiencia de Actuación de Medios Probatorios.

De ser procedente la prueba nueva, la Sala Especializada dispone su actuación y resuelve sobre ella, 
juntamente con los demás elementos actuados en apelación para tal efecto.
 
70.5. En el proceso de extinción no procede recurso de casación.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 219

TÍTULO X

NULIDADES

Artículo 71.- Reglas que orientan la declaratoria de las nulidades y su convalidación

Las nulidades se rigen por las siguientes reglas:

71.1. No se declara la invalidez de un acto cuando cumpla la finalidad para la cual estaba destinado, 
siempre que no se viole las garantías del debido proceso.

71.2. Quien alegue la nulidad debe demostrar que la irregularidad sustancial afecta garantías de los sujetos 
procesales, o desconoce las bases fundamentales del trámite o del juzgamiento.

71.3. No puede invocar la nulidad la persona que haya coadyuvado con su conducta a la ejecución del acto 
irregular.

71.4. Los actos irregulares pueden convalidarse por el consentimiento expreso o tácito del perjudicado, 
siempre que se observen las garantías constitucionales.

71.5. Solo puede decretarse cuando no exista otro medio procesal para subsanar la irregularidad sustancial.

71.6. No puede decretarse ninguna nulidad por causal distinta a las señaladas en el artículo 41 del Decreto 
Legislativo.

71.7. Solo se podrá cuestionar la anticipación o preconstitución de prueba cuando concurra una causal de 
nulidad establecida en el artículo 41 del Decreto Legislativo.
TÍTULO XI
COOPERACIÓN

Artículo 72.- Cooperación

Todas las entidades públicas o privadas, así como funcionarios, servidores, representantes legales o cualquier 
persona están obligados a brindar la información o apoyo requerido por el Fiscal Especializado. Debiendo 
cumplir el plazo previsto en el artículo 47 del Decreto Legislativo que regula la extinción de dominio, bajo 
apercibimiento de denuncia por el delito de desobediencia y resistencia a la autoridad, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil y/o administrativa que corresponda.
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Artículo 73.- Cooperación interinstitucional con la Unidad de Inteligencia Financiera

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 46 del Decreto Legislativo, la UIF debe remitir de oficio al 
Fiscal Especializado, en el marco de la cooperación interinstitucional, información sobre fondos, bienes, otros 
activos u otras operaciones que hubiera identificado en sus Informes de Inteligencia Financiera (IIF); o 
en casos de infracciones vinculadas a la obligación de declarar el ingreso o salida de dinero en efectivo o 
instrumentos financieros negociables emitidos al portador, siempre que advierta lo previsto en el literal b) del 
inciso 7.1 del artículo 7 del Decreto Legislativo.

Artículo 74.- Envío de información de la UIF al Ministerio Público

La UIF envía al Fiscal Especializado, la información señalada en el artículo anterior de la siguiente 
manera:

74.1. Mediante una nota de inteligencia financiera espontánea (NIFE), cuando se trate de información 
contenida en un IIF. La NIFE no debe anexarse al expediente, no tiene valor probatorio ni puede ser 
utilizada como elemento indiciario o medio de prueba en el proceso de extinción o cualquier otra investigación, 
proceso judicial, administrativo o disciplinario.

74.2. Cuando se trate de información referida a casos de control transfronterizo de dinero en efectivo o 
instrumentos financieros negociables emitidos al portador, se remite copia del Reporte de Acreditación, en 
los casos que no se acredite la licitud de los fondos.

TÍTULO XII
COOPERACIÓN JURÍDICA INTERNACIONAL

Artículo 75.- Efecto en el Perú de sentencias proferidas por tribunales extranjeros

Tienen valor en el Perú las sentencias de comiso, extinción de dominio o de institutos jurídicos similares 
proferidas por tribunales extranjeros sobre bienes patrimoniales que se encuentre en el territorio nacional y 
que sean pretendidos por vía de cooperación judicial internacional.

Su ejecución se sujeta a lo dispuesto en los tratados, convenios o acuerdos internacionales suscritos, 
aprobados y ratificados por el Perú, o en ausencia de estos a ofrecimiento de reciprocidad. Para tal efecto, se 
dispone que, tratándose de bienes muebles, distintos al dinero en efectivo, el Estado requirente pueda optar 
por recibir el respectivo bien o el valor en efectivo que se obtenga como producto del remate que realice la 
autoridad encargada de su administración. Tratándose de bienes inmuebles, los mismos son objeto de remate 
y su producto, será entregado al Estado requirente en dinero en efectivo.
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Artículo 76.- Validez probatoria de las sentencias, o decisiones equivalentes, emitidas por autoridad 
extranjera competente
Las órdenes de decomiso, sentencias de extinción de dominio o decisiones equivalentes proferidas por 
autoridades judiciales de otros países que se encuentren debidamente ejecutoriadas, pueden ser 
incorporadas al proceso de extinción sin necesidad de exequátur.

Artículo 77.- Requisitos para la ejecución de una sentencia extranjera en el Perú

Para que una orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente de las referidas 
en el artículo anterior pueda ser ejecutada en el Perú se requiere que:

77.1. No se oponga a la Constitución Política del Perú.

77.2. El requerido haya sido notificado conforme a ley y se le haya respetado el debido proceso.

77.3. Tenga autoridad de cosa juzgada de conformidad con la ley del país de origen, y se presente según lo 
previsto en los convenios y tratados internacionales.

77.4. El país de origen certifique que la autoridad que emitió la orden de decomiso, sentencia de extinción 
o decisión equivalente es una autoridad judicial, y que tiene jurisdicción y competencia para hacerlo 
conforme a su derecho interno.

77.5. En el Perú no exista proceso de extinción de dominio en curso, ni sentencia de extinción de dominio 
ejecutoriada de jueces nacionales sobre los mismos bienes.

77.6. A falta de tratados, el Estado requirente ofrezca reciprocidad en casos análogos.

Artículo 78.- Procedimiento de exequátur
Para la ejecución de una orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente 
emitida por una autoridad judicial extranjera, se realiza el siguiente procedimiento:

78.1. Las autoridades extranjeras del Estado requirente deben entregar formalmente al Fiscal Especializado 
la orden de decomiso, sentencia de extinción o decisión equivalente emitida por una autoridad judicial de su 
país, junto con la solicitud formal de que sea ejecutada. La decisión y la solicitud formal pueden remitirse 
por la vía diplomática o directamente al Fiscal Especializado.

78.2. El Fiscal Especializado recibe la decisión y la solicitud formal de ejecución, y procede a recolectar 
todos los medios de prueba que sean necesarios para:

a) Identificar y ubicar a los requeridos actuales y potenciales de la extinción.
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b) Determinar la identificación, ubicación y estado actual de los bienes patrimoniales.

c) Establecer la posible existencia de terceros de buena fe, identificarlos y ubicarlos.

Para recolectar esas pruebas la Fiscalía dispondrá de un plazo máximo de veinte (20) días.

78.3. Vencido el plazo anterior, el Fiscal Especializado remite la actuación a la Sala Especializada.

78.4. Si el único requerido es la persona contra quien la autoridad extranjera emitió la orden de decomiso, 
sentencia de extinción o decisión equivalente, entonces la Sala Especializada procede inmediatamente a 
estudiar si la sentencia es ejecutable de acuerdo con los tratados internacionales o con las disposiciones de 
este capítulo, y resuelve de plano.

78.5. Si el requerido es una persona distinta del sujeto contra quien la autoridad extranjera emitió la orden 
de decomiso, sentencia de extinción o decisión equivalente, entonces la Sala Especializada en Extinción de 
Dominio ordena que se le notifique el inicio del trámite de exequátur, conforme a las reglas de notificación 
personal previstas en este reglamento. Igual procedimiento sigue si se determina que hay terceras personas 
que son titulares actuales de otros derechos reales adicionales sobre los bienes.

Realizada la notificación, la Sala Especializada deja el expediente a disposición de esas personas por el 
término de ocho (8) días, para que si lo desean presenten oposición a la solicitud de ejecución de la orden 
de decomiso, sentencia de extinción o decisión equivalente emitida por una autoridad extranjera. A tal 
efecto, sólo pueden aportar o solicitar las pruebas que sean pertinentes y conducentes en relación con el 
cumplimiento de los requisitos para ejecución de una sentencia extranjera en el Perú, o para demostrar su 
condición de tercero de buena fe. En caso de considerarlo necesario, la Sala Especializada puede ordenar la 
actuación de pruebas, las cuales deben practicarse dentro de los veinte (20) días siguientes.

Practicadas las pruebas, la Sala Especializada declara cerrado el trámite y emite sentencia, contra la cual no 
procede recurso alguno.

 78.6. Emitida la sentencia de exequátur, la Sala Especializada envía la actuación al Juez Especializado 
competente para su ejecución.

Artículo 79.- Remisión a otras normas

En la ejecución de la orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente se aplican 
los tratados internacionales correspondientes y especialmente los acuerdos a que llegue la República del Perú 
con otros países en materia de la distribución o repartición de bienes patrimoniales.

No se hará un nuevo procesamiento en el Perú.
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TÍTULO XIII
PROGRAMA NACIONAL DE BIENES INCAUTADOS

Artículo 80.- Atribuciones del PRONABI

80.1. El PRONABI asume la administración de los bienes patrimoniales sobre los cuales recaen las medidas 
cautelares y las sentencias que se emitan en el marco del Decreto Legislativo y el presente Reglamento. Las 
formas, lineamientos y procesos de administración deben estar comprendidos en el cuerpo normativo que de 
manera específica el Poder Ejecutivo expida.

80.2. El Fiscal Especializado, conforme a lo dispuesto por el inciso 28.2 del artículo 28 del presente 
Reglamento, comunica al PRONABI su intervención en la ejecución de la medida cautelar, en un plazo no 
menor de diez (10) días de acuerdo a la complejidad de la diligencia y de los bienes patrimoniales objeto de 
la medida, para que proceda según sus atribuciones.

80.3. La competencia del PRONABI se extiende a todos los bienes patrimoniales ubicados dentro del 
territorio nacional; así como para el dinero y todos aquellos bienes que puedan ser repatriados

80.4. El PRONABI puede implementar sedes desconcentradas, en las zonas del país donde exista mayor 
concentración de bienes bajo su administración.

80.5. Los recursos financieros incautados o decomisados en el territorio nacional, así como los repatriados, 
se depositan en las cuentas bancarias que determine la DGETP, en coordinación con el PRONABI, para tales 
efectos.

Artículo 81.- Venta por subasta pública anticipada por parte del PRONABI

81.1. Respecto de bienes fungibles, perecibles y otros incautados que por su naturaleza o características 
puedan ser objeto de pérdida o deterioro, incluidos semovientes; así como aquellos cuya custodia o 
conservación resulta muy onerosa para el PRONABI, pueden ser objeto de venta por subasta pública 
anticipada, previo informe del área responsable del proceso de subasta anticipada del mismo programa.

81.2. Para tal fin, el PRONABI informa al Fiscal Especializado, previa valorización y tasación de los bienes 
y del análisis costo beneficio de convertir al activo en recurso financiero.

81.3. En ese caso, el Fiscal Especializado, solicita al Juez Especializado la autorización para que el 
PRONABI efectúe la subasta pública anticipada, la misma que debe contar obligatoriamente con el 
correspondiente sustento técnico. El Juez Especializado una vez recibida la solicitud, corre traslado de la 
misma al requerido, con conocimiento del PRONABI, para que dentro del plazo de cinco (5) días formule su 
allanamiento o su oposición a la subasta anticipada.
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81.4. Si concluye el plazo señalado anteriormente sin que exista manifestación del requerido, el Juez 
Especializado emite la resolución respectiva.

81.5. En caso de oposición, el Juez Especializado analiza las razones expuestas por las partes procesales y 
emite la resolución que corresponda.

81.6. Efectuada la subasta anticipada, el producto que se genere de ella se deposita en las cuentas bancarias 
que determine la DGETP, en coordinación con el PRONABI para este fin, el mismo que se mantiene bajo la 
administración del PRONABI hasta que se determine judicialmente la situación legal del bien.

81.7. El procedimiento de subasta anticipada se lleva a cabo conforme a lo establecido en las normas de 
PRONABI.

81.8. PRONABI efectúa el registro y seguimiento de los valores de cada subasta anticipada de manera que 
los recursos provenientes de las mismas sean identificados y diferenciados en cualquier momento.

 81.9. La subasta anticipada no constituye un acto que permita el cierre de un registro en el Registro 
Nacional de Bienes Incautados. El PRONABI es responsable de la administración del dinero proveniente de 
dicha venta, depositándolo en una cuenta hasta que se obtenga una sentencia definitiva sobre la situación del 
bien.

81.10. El PRONABI puede otorgar a una entidad pública la asignación inmediata de bienes perecibles o que 
amenacen pérdida y que puedan dejar de ser útiles en un breve lapso.

Artículo 82.- Facultad para destrucción o chatarrización del PRONABI

82.1. Pueden ser destruidos o chatarrizados aquellos objetos, instrumentos, efectos o ganancias de las
actividades ilícitas a que se refiere el Decreto Legislativo y el presente Reglamento, y que tengan una medida 
cautelar en el lugar en que se encuentren o en un lugar en que no se genere riesgo a terceros, cuando:

a) Son peligrosos o dañinos para la seguridad pública.
b) Es necesario dada la naturaleza del bien.
c) Han servido, sirven o pueden servir para la comisión de actividades ilícitas.
d) Generan perjuicio a derechos de terceros.
e) Son nocivos a bienes jurídicos protegidos.
f) Representan un peligro para el medio ambiente.
g) Amenazan ruina.
h) Su mantenimiento y custodia ocasionan, de acuerdo con un análisis de costobeneficio, perjuicios o  gastos 
desproporcionados a su valor o administración.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 225

82.2. Igualmente, previo informe técnico pericial de experto, se puede efectuar la chatarrización o 
destrucción de bienes automotores, motonaves o aeronaves, que el PRONABI tenga bajo su administración, 
para lo cual toma la decisión mediante acto administrativo, haciéndose procedente la cancelación de la 
matrícula respectiva.

82.3. Debe dejarse un archivo fotográfico y fílmico del bien a destruir en el que se evi-dencie las razones por 
las que se ordenó la destrucción o chatarrización.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única.- Aplicación supletoria
Toda aplicación supletoria de cualquier norma debe hacerse de acuerdo a la naturaleza y fines de la extinción 
de dominio.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS

Primera.- Aprobación de plan de implementación

En cumplimiento de la Primera Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo, el Poder 
Judicial, el Ministerio Público, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y la Policía Nacional del Perú, 
en el plazo de treinta (30) días, desde la publicación del presente Reglamento, aprueban su respectivo plan de 
implementación del subsistema de extinción de dominio. Dichos organismos de acuerdo a sus competencias 
dictarán directivas o instructivos respecto al procedimiento y la reserva del proceso de extinción de dominio.

Segunda.- Régimen de transición

No obstante, la aplicación inmediata de las normas del Decreto Legislativo Nº 1373 y del presente 
Reglamento, los procesos de pérdida de dominio continúan rigiéndose por el Decreto Legislativo Nº 1104, 
Decreto Legislativo que modifica la legislación sobre Pérdida de Dominio, respecto de los siguientes 
aspectos: reglas de competencia, los medios impugnatorios interpuestos, los actos procesales con principio 
de ejecución y los plazos que hubieran empezado.

Asimismo, continúan rigiéndose por el marco normativo anterior las normas que regulan los actos de 
administración del PRONABI, en tanto este dicte normas de adecuación e implementación de acuerdo al 
Decreto Legislativo Nº1373 y a este reglamento.

Tercera.- Información de PRONABI

El PRONABI pone en conocimiento del Fiscal Especializado la existencia de bienes patrimoniales que están 
bajo su administración y que aún no cuentan con un pronunciamiento jurisdiccional con autoridad de cosa 
juzgada.





4. RESOLUCIONES
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4. RESOLUCIONES

4.1. Constituyen el Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio con sede en Lima y 
dictan otras disposiciones

RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA
Nº 122-2019-CE-PJ
Lima, 20 de marzo de 2019

VISTOS:

El Ofjcio N° 106-2019-P-UETI-CPP/PJ, cursado por el señor Consejero Responsa-ble de la Unidad de 
Equipo Técnico Institucional del Código Procesal Penal; y el Informe N° 015-2019-GA-UETI-CPP/ PJ, 
elaborado por la Gestoría Administrativa de la referida Unidad.

CONSIDERANDO:

Primero. Que, el Consejero Responsable de la Unidad de Equipo Técnico Institucional del Código 
Procesal Penal remite el Informe N° 015-2019-GA-UETI-CPP-PJ, de la Gestoría Administrativa de la citada 
Unidad; poniendo a consideración del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial propuesta de creación del Sub 
Sistema Especializado en Extinción de Dominio a nivel nacional, ejecución de presupuesto para la creación de 
órganos jurisdiccionales especializados en extinción de dominio; así como la emisión de medidas 
administrativas, solicitando su correspondiente aprobación.

Segundo. Que, el citado informe responde a lo dispuesto por el Decreto Legislativo N° 1373 de fecha 4 de 
agosto de 2018, a fjn de realizar una reforma normativa de los mecanismos e instrumentos que permita al 
Estado una fjrme lucha contra la delincuencia organizada, implementando la extinción de dominio como 
una herramienta de política criminal independiente y autónoma del proceso penal, dirigida específjcamente 
contra bienes y fortunas adquiridas como producto de actividades ilícitas reprochables por el ordenamiento 
jurídico peruano, estableciendo un proceso que se aplica únicamente respecto de derechos reales y que se 
realiza al margen de la acción penal, dado que el objeto de las dos acciones es distinto. Para ello, se 
establecen etapas y plazos céleres sobre la base de un Sub Sistema Especializado en Extinción de Dominio, 
con salas, juzgados, fjscalías y unidades policiales especializadas en la materia, que permita un tratamiento 
diferenciado que conlleve a la celeridad, efjcacia y conforme a los principios y criterios aplicables para la 
declaración de extinción de dominio.

Tercero. Que el ordenamiento legal, también establece las competencias de los órganos especializados 
en extinción de dominio, para el conocimiento de los procesos que se encuentren con bienes sujetos a 
indagación.
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Cuarto. Que, además, la referida norma procesal en la primera disposición complementaria fjnal señala 
que “Para alcanzar los fjnes del presente decreto legislativo, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y la Policía Nacional del Perú dispondrán, de manera progresiva 
y sujeto a disponibilidad presupuestal, la creación de salas, juzgados, fjscalías, procuradurías y divisiones 
policiales especializados en extinción de dominio, progresivamente en el plazo máximo de un año”. 

Asimismo, en la octava disposición complementaria fjnal refjere que “El proceso de extinción de dominio 
se sujeta supletoriamente alos principios recogidos en el Código Procesal Penal, el Código Procesal Civil y 
demás normas procesales pertinentes, en ese orden y siempre que no se opongan a la naturaleza y fjnes del 
presente decreto legislativo”.

Quinto. Que, para la adecuada implementación del Decreto Legislativo N° 1373, es necesario 
constituir un Sub Sistema Especializado en Extinción de Dominio que dependerá de la Presidencia del Poder 
Judicial, el cual estará a cargo de un Juez Supe-rior especializado en la materia, para tal efecto la 
Presidencia del Poder Judicial adoptará las medidas y acciones orientadas a garantizar su optima 
implementación y funcionamiento, con miras a mejorar la calidad de servicio y una efjciente y oportuna 
administración de justicia en el trámite de los procesos por extinción de dominio.

Sexto. Que, al respecto, la Gerencia General del Poder Judicial mediante Ofjcio N° 1994-2018-GP- GG-
PJ comunica a la Unidad de Equipo Técnico Institucional del Código Procesal Penal el presupuesto 2019, 
aprobado por el Ministerio de Economía y Finanzas, para la implementación del Código Procesal Penal en 
sus diferentes tramos; así como para la creación e implementación de órganos jurisdiccionales especializados 
en extinción de dominio a nivel nacional.

Sétimo. Que, a efectos de determinar la creación de órganos jurisdiccionales especializados en extinción 
de dominio en los diferentes distritos judiciales, el Componente de Monitoreo y Evaluación de la Unidad 
de Equipo Técnico Institucional del Código Procesal Penal elaboró el Informe N° 012-2019-MYE-ST-
UETI-CPP-PJ, comunicando las cifras estadísticas de carga procesal para la implementación de los órganos 
jurisdiccionales especializados en extinción de dominio, teniendo como fuente primigenia para el caso de la 
población el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). Para determinar la carga procesal se ha 
considerado la información proporcionada por la Sub Gerencia de Estadística y la Gerencia de Informática 
del Poder Judicial, análisis que ha versado sobre los procesos en trámite de extinción de dominio en los 
diferentes distritos judiciales con fecha de corte al 15 de enero de 2019. Asimismo, se ha procedido a realizar 
la estimación de la carga procesal proyectada a recibir en el presente año 2019 y subsiguientes, en atención 
que los procesos de extinción de dominio se desprenden de procesos por criminalidad organizada, corrupción 
de funcionarios y otros.

Octavo. Que, en atención a la carga en trámite y carga proyectada de procesos por extinción de 
dominio, se ha concluido en la necesidad de disponer la creación de órganos jurisdiccionales en los distritos 
judiciales que en la fecha presentan mayor carga procesal; y que además registran en proyección un número 
significativo de procesos por extinción de dominio. Asimismo, en los distritos judiciales donde no se 
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estime la creación de órganos jurisdiccionales especializados en extinción de dominio, en atención a la carga 
procesal en trámite y carga procesal proyectada, será competente el órgano jurisdiccional especializado que 
se designe para el caso.

Noveno. Que los procesos en grado de apelación que se deriven de los órganos jurisdiccionales 
especializados en extinción de dominio, serán de competencia de las Salas de Apelaciones Transitorias 
Especializadas en Extinción de Dominio, con sede en los distritos judiciales que se designe estratégicamente 
por situaciones de accesibilidad.

Décimo. Que, la Gestoría Administrativa de la Unidad del Equipo Técnico Institucional del Código 
Procesal Penal, elaboró el dimensionamiento del presupuesto para la implementación de los Juzgados 
Especializados en Extinción de Dominio, en consonancia con el monto asignado por el Ministerio de Economía 
y Finanzas. Se ha determinado la creación de veintiún Juzgados Especializados en Extinción de Dominio, los 
mismos que estarán distribuidos en diferentes distritos judiciales, y la creación de tres Salas de Apelaciones 
Especializadas en Extinción de Dominio, ubicados estratégicamente por situaciones de accesibilidad. 

Además, la Gestoría Administrativa ha determinado el número plazas a crearse para el óptimo 
funcionamiento de los referidos órganos jurisdiccionales en la ejecución del Programa Presupuestal 0086 
“Mejora de los Servicios de Sistema de Justicia Penal”; así como para el funcionamiento de Sub Sistema 
Especializado con sede en Lima, cuantificando el presupuesto para el pago de remuneraciones, obligaciones 
sociales, bienes y servicios; y la adquisición de activos no financieros.

Décimo Primero. Que, los numerales 24), 25) y 26) del artículo 82° del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, determinan como funciones y atribuciones del Consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial, crear órganos jurisdiccionales, aprobar la modificación de sus ámbitos de competencia territorial; 
asimismo, adoptar acuerdos y demás medidas necesarias para que las dependencias de este Poder del Estado 
funcionen con celeridad y eficiencia.

Por estos fundamentos; en mérito al Acuerdo N° 363-2019 de la décima primera se-sión del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial de la fecha, adoptado con la intervención de los señores, Lecaros Cornejo, Tello 
Gilardi, Lama More, Ruidias Farfán, Alegre Valdivia y Deur Morán, en uso de las atribuciones conferidas por 
el artículo 82° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por unanimidad,

SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Constituir el Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio con sede en 
Lima, en cumplimiento del Decreto Legislativo N° 1373, que dependerá de la Presidencia del Poder Judicial; 
el cual tendrá una coordinación na-cional en adición de funciones, con las siguientes atribuciones:

a) Diseñar, implementar, monitorear y evaluar el funcionamiento del Sub Sistema Nacional Especializado en 
Extinción de Dominio.
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b) Formular propuestas de creación, reubicación, conversión de órganos jurisdiccionales especializados en 
Extinción de Dominio a nivel nacional, previa evaluación de la carga procesal, acceso y demanda de la 
ciudadanía, entre otros factores.

c) Proponer la conformación de los órganos jurisdiccionales del Sub Sistema Nacional Especializado en 
Extinción de Dominio, además de los Juzgados y Salas Especializadas en la materia de cada Distrito Judicial 
del país, para su aprobación por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial.

d) Elaborar lineamientos y/o documentos de gestión: manuales, protocolos, reglamentos, directivas, entre 
otras herramientas de gestión; así como su implementación y monitoreo en la aplicación por los jueces y 
personal jurisdiccional y administrativo, con la finalidad de optimizar la prestación del servicio con calidad, 
celeridad y eficiencia en la administración de justicia en materia de Extinción de Dominio.

e) Formular propuestas normativas e iniciativas legislativas en materia de Extinción de Dominio a nivel 
nacional, que permita una mejora del marco jurídico vigente y en la administración de justicia.

f) Desarrollar indicadores de gestión que permitan medir y verificar los avances; así como recolectar, 
registrar y analizar la información estadística remitida por los órganos jurisdiccionales, que integran el Sub 
Sistema Especializado en Extinción de Dominio a nivel nacional.

g) Identificar y definir procesos y procedimientos de mejora continua para el Sub Sis-tema Especializado en 
Extinción de Dominio a nivel nacional.

h) Monitorear el proceso especializado en materia de Extinción de Dominio a nivel nacional, en coordinación 
con las Cortes Superiores de Justicia y la Unidad de Equipo Técnico Institucional del Código Procesal Penal.

i) Impulsar y proponer la capacitación y formación especializada de los jueces que integrarán el Sub Sistema 
Especializado de Extinción de Dominio con competencia a nivel nacional, de manera continua y sistémica, 
incluyendo al personal jurisdiccional. Para tal fjn, se coordinará con la Academia de la Magistratura, Centro 
de Investigaciones Judiciales; e instituciones académicas a nivel nacional e internacional.

j) Coordinar con el Ministerio Público, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Ministerio del Interior; 
y las Cortes Superiores de Justicia del país, los aspectos de carácter interinstitucional e institucional para la 
adecuada implementación del Sub Sistema Especializado en Extinción de Dominio a nivel nacional.

k) Las demás que le encomiende el señor Presidente del Poder Judicial; que sean necesarias para el 
cumplimiento de sus fines.

Articulo Segundo.- Delegar facultades al Presidente del Poder Judicial para designar al Juez o Jueza 
Superior Titular, responsable de la Coordinación Nacional del Sub Sistema Especializado en Delitos de 
Extinción de Dominio, quien desempeñará el cargo en adición a sus funciones jurisdiccionales; así como 
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para dictar las medidas pertinentes a fjn de su adecuada implementación en cuanto a recursos humanos y 
logísticos, en coordinación con la Unidad de Equipo Técnico de Implementación del Código Procesal Penal.
Artículo Tercero.- Disponer que la Gerencia General del Poder Judicial dicte las medidas necesarias para 
la implementación del Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio con sede en Lima, en 
cumplimiento del Decreto Legislativo N° 1373.

Artículo Cuarto.- Disponer la creación de los siguientes Juzgados Especializados que conformarán el Sub 
Sistema Especializado en Extinción de Dominio, los cuales entraran en funciones a partir del 10 de mayo de 
2019, en el siguiente orden:

a) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Cajamarca, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial y en el Distrito Judicial de Amazonas.

b) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Junín, con 
competencia territorial en todo el distrito judicial y en los Distritos Judiciales de Pasco y Selva Central.

c) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Tumbes, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial.

d) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia del Santa, con 
competencia territorial en todo el distrito judicial.

e) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Cusco, con 
competencia territorial en todo el distrito judicial.

f) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Ancash, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial.

g) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Apurímac, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial.

h) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de La
 Libertad, con competencia territorial en todo el distrito judicial.

i) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial y en el Distrito Judicial de Huancavelica.

j) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Ucayali 
con competencia territorial en todo el distrito judicial.

k) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Tacna, con 
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competencia territorial en todo el distrito judicial y en el Distrito Judicial de Moquegua.

l) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Puno, con 
competencia territorial en todo el distrito judicial.

m) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial.

n) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Piura, con 
competencia territorial en todo el distrito judicial y en el
Distrito Judicial de Sullana.

o) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Madre de 
Dios, con competencia territorial en todo el distrito judicial.

p) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Huánuco, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial y en el
Distrito Judicial de San Martín.

q) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Loreto, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial.

r) Juzgado Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, con 
competencia territorial en todo el distrito judicial.

s) Segundo Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio del Sub Sistema Especializado en 
Extinción de Dominio con sede en Lima; y competencia territorial en los Distritos Judiciales de Lima, Lima 
Sur, Cañete e Ica.

t) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Lima Este, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial y en el Distrito Judicial de Lima Norte.

u) Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia del Callao, 
con competencia territorial en todo el distrito judicial y en los
Distritos Judiciales de Ventanilla y Huaura.

Artículo Quinto.- Disponer la creación de las siguientes Salas de Apelaciones Especializadas que 
conformarán el Sub Sistema Especializado en Extinción de Dominio, que entrarán en funciones a partir del 
16 de mayo de 2019, en el siguiente orden:

a) Sala de Apelaciones Transitoria Especializada en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de 
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La Libertad; con competencia territorial en los Distritos Judiciales de La Libertad, Tumbes, Piura, Sullana, 
Lambayeque, Cajamarca, Amazonas, Santa, Ancash y Loreto.

b) Sala de Apelaciones Transitoria Especializada en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia 
de Arequipa, con competencia territorial en los Distritos mJudiciales de Arequipa,Tacna, Moquegua, Puno, 
Cusco, Madre de Dios y Apurímac.

c) Sala de Apelaciones Transitoria Especializada en Extinción de Dominio del Sub Sistema Especializado de 
Extinción de Dominio con sede en Lima; y competencia territorial en los Distritos Judiciales de Lima, Lima 
Norte, Lima Este, Lima Sur, Callao, Ventanilla, Huaura, Cañete, Ica, Junín, Selva Central, Pasco, Huánuco, 
San Martín, Ayacucho, Huancavelica y Ucayali.

Artículo Sexto.- Establecer que los órganos jurisdiccionales creados, funcionarán con el personal 
administrativo y jurisdiccional asignado conforme a la propuesta elaborada por la Unidad de Equipo 
Técnico Institucional del Código Procesal Penal, bajo responsabilidad del funcionario que disponga alternativa 
diferente; salvo que de manera excepcional y temporal, por necesidad de servicio, se proponga medidas 
que optimicen la utilización de los recursos humanos, a fjn de coadyuvar la labor judicial de los órganos 
jurisdiccionales que conforman el Programa Presupuestal 086: “Mejora de los Servicios de Sistema de 
Justicia Penal”. Dicha excepcionalidad deberá ser comunicada previamente a la Unidad de Equipo Técnico 
Institucional del Código Procesal Penal para su aprobación.

Artículo Sétimo.- Facultar a los Presidentes de Cortes Superiores de Justicia donde se implementen órganos 
jurisdiccionales transitorios especializados en extinción de dominio, que entrarán en funciones a partir de 
la fecha que disponga la resolución administrativa pertinente, el conocimiento de los procesos tramitados 
conforme al Código de Procedimientos Penales de 1940; en tanto que dichos órganos jurisdiccionales 
equilibren su carga de procesos en extinción de dominio.

Artículo Octavo.- Disponer que la Gerencia General del Poder Judicial y las áreas involucradas adopten 
las medidas administrativas necesarias, a fjn de coadyuvar al proceso de implementación de órganos 
jurisdiccionales especializados en extinción de dominio; asimismo, se disponga la trasferencia del 
presupuesto conforme a la desagregación formulada por la Unidad de Equipo Técnico Institucional del 
Código Procesal Penal.

Artículo Noveno.- Disponer que la Presidencia y  Gerencia de Administración Distrital de las Cortes 
Superiores de Justicia, donde se implementen órganos jurisdiccionales especializados en extinción de 
dominio, tomen las medidas administrativas pertinentes y necesarias, respecto a la asignación de personal, 
mobiliario, equipo informático, necesidades logísticas y otros, a fjn de coadyuvar al proceso de 
implementación de los órganos jurisdiccionales.

Artículo Décimo.- La desagregación de presupuesto asignado por el Ministerio de Economía y Finanzas 
para la creación de órganos jurisdiccionales especializados extinción de dominio a nivel nacional, se ha 
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desarrollado considerando las necesidades que demanda el óptimo funcionamiento de los mismos y en base 
al presupuesto asignado por parte del Ministerio de Economía y Finanzas.

Artículo Décimo Primero.- Disponer, a partir del 10 de mayo de 2019, la reubicación del Juzgado 
Especializado Supra Provincial para procesos de Perdida de Dominio de la Corte Superior de Justicia de 
Lima al Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio, modifjcando su denominación a 
Primer Juzgado Especializado en Extinción de Dominio con sede en Lima; y competencia territorial en los 
Distritos Judiciales de Lima, Lima Sur, Cañete e Ica; redistribuyendo la carga a los órganos jurisdiccionales 
creados para tal fjn según sea el caso.

Artículo Décimo Segundo.- Disponer que la Presidencia y Gerencia de Administración Distrital de la Corte 
Superior de Justicia de Lima, tomen las medidas administrativas pertinentes y necesarias, respecto a la 
reubicación del Juzgado Especializado Supra Provincial para procesos de Perdida de Dominio, en cuanto a 
la asignación de personal, mobiliario, equipo informático, necesidades logísticas y otros, a fjn de coadyuvar 
al proceso de implementación de la referida norma procesal.

Artículo Décimo Tercero.- Establecer que la Tercera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 
Justicia de Lima, que en adición a sus funciones conoce los recursos de apelación interpuestos en los 
procesos por pérdida de dominio, remitirá dicha carga procesal a la Sala de Apelaciones Transitoria 
Especializada en Extinción de Dominio del Sub Sistema Especializado con sede en Lima.

Artículo Décimo Cuarto.- Comunicar a los señores Presidentes de las referidas Cortes Superiores de 
Justicia la desagregación de presupuesto para la creación de órganos jurisdiccionales, a fjn que tomen las 
medidas pertinentes en cuanto a ejecución de presupuesto.

Artículo Décimo Quinto.- Transcribir la presente resolución al Presidente del Poder Judicial, Ofjcina de 
Control de la Magistratura, Unidad de Equipo Técnico Institucional del Código Procesal Penal, Ministerio 
Público, Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia del país, y a la Gerencia General del Poder Judicial, 
para su conocimiento y fjnes consiguientes.

Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase.
JOSÉ LUIS LECAROS CORNEJO
    Presidente
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4.2. Designan magistrados para que conformen los órganos jurisdiccionales del Sub Sistema Nacional 
Especializado en Extinción de Dominio

RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA
Nº 183-2019-CE-PJ
Lima, 3 de mayo de 2019

VISTOS:

El Ofjcio Nº 207-2019-P-UETI-CPP/PJ cursado por el señor Consejero Responsable de la Unidad de Equipo 
Técnico Institucional del Código Procesal Penal;
y el Ofjcio Nº 001-2019-CNSSED-PJ remitido por la Magistrada Coordinadora Nacional del Sub Sistema 
Nacional Especializado en Extinción de Dominio.

CONSIDERANDO:

Primero. Que, mediante Resolución Administrativa Nº 122-2019-CE-PJ, de fecha 20 de marzo de 2019, 
se constituyó el Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio con sede en Lima, en 
cumplimiento del Decreto Legislativo Nº 1373; además, se dispuso la creación de los órganos 
jurisdiccionales que conformarán el Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio; entre 
otras medidas administrativas.

Segundo. Que, el señor Consejero Responsable de la Unidad de Equipo Técnico Institucional del Código 
Procesal Penal remite propuesta de jueces para conformar los órganos jurisdiccionales del Sub Sistema 
Nacional Especializado en Extinción de Dominio.

Tercero. Que, asimismo, la señora Magistrada Coordinadora Nacional del Sub Siste-ma Nacional 
Especializado en Extinción de Dominio mediante Ofjcio Nº 001-2019-CNSSED-PJ señala que el día 2 de 
los corrientes ha tomado conocimiento de la rela-ción de magistrados propuestos por las diversas Cortes 
Superiores de Justicia del país, para integrar el Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio;
no teniendo ninguna observación a las propuestas efectuadas respecto de los jueces especializados, puesto 
que los señores Presidentes de Corte Superior son los que mejor conocen a los magistrados que han tenido a 
bien consignar como posibles jueces de dicho órgano a nivel nacional.

Cuarto. Que, en ese contexto, evaluadas las Hojas de Vida de los jueces propuestos por la Unidad de 
Equipo Técnico Institucional del Código Procesal Penal y conformidad de la Magistrada Coordinadora 
Nacional del Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio, este Órgano de Gobierno considera 
pertinente designar a los jueces especializados que conformarán el Sub Sistema Nacional Especializado en 
Extinción de Dominio.
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Quinto. Que, por lo expuesto y estando a lo establecido en el inciso 26) del artículo 82º del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que dispone como una de las funciones y atribuciones 
del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial adoptar acuerdos y demás medidas necesarias, para que las
dependencias del Poder Judicial funcionen con celeridad y efjciencia. En consecuencia; en mérito al Acuerdo
 Nº 563-2019 de la décimo octava sesión extraordinaria del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial de la fecha, 
adoptado con la intervención de los señores Lecaros Cornejo, Tello Gilardi, Lama More, Ruidias Farfán y 
Deur Morán, sin la intervención de la señora Consejera Alegre Valdivia por encontrarse de licencia; en uso 
de las atribuciones conferidas por el artículo 82º del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. Por unanimidad, 

SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Designar a los siguientes magistrados, para que conformen los órganos jurisdiccionales 
del Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio, a partir del 10 de mayo del presente año:

1) Clive Julio Vargas Maguiña, Juez titular del Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria del Distrito 
Judicial de Ancash, como Juez del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte 
Superior de Justicia de Ancash; con competencia territorial en todo el distrito judicial.

2) Carlos Frisancho Enríquez, Juez titular del Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria del Distrito 
Judicial de Apurímac, como Juez del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte 
Superior de Justicia de Apurímac; con competencia territorial en todo el distrito judicial.

3) Efraín Alberto Vega Jaime, Juez titular del Primer Juzgado Mixto Unipersonal de Lucanas del Distrito 
Judicial de Ayacucho, como Juez del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte 
Superior de Justicia de Ayacucho; con competencia en todo el distrito judicial y en el Distrito Judicial de
Huancavelica.

4) Edwin Sergio Chacón Núñez, Juez titular del Juzgado de Investigación Preparatoria de Celendín del 
Distrito Judicial de Cajamarca, como Juez del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio 
de la Corte Superior de Justicia de Cajamar-ca; con competencia territorial en todo el distrito judicial y en el 
Distrito Judicial de Amazonas.

5) Rocío Soledad Cáceres Pérez, Jueza titular del Juzgado Penal de Investigación Preparatoria de Calca del 
Distrito Judicial de Cusco, como Jueza del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la 
Corte Superior de Justicia de Cusco; con competencia territorial en todo el distrito judicial.

6) Margarita Salcedo Guevara, Jueza titular del Juzgado Mixto de Yarowilca del Distrito Judicial de 
Huánuco, como Jueza del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de 
Justicia de Huánuco; con competencia territorial en todo el distrito judicial y en el Distrito Judicial de San 
Martín.
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7) Jorge Luis Rojas Cruz, Juez titular del Tercer Juzgado Penal Unipersonal del Dis-trito Judicial de 
Lambayeque, como Juez del Juzgado Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia 
de Lambayeque; con competencia territorial en todo el distrito judicial.

8) Guido Reynaldo Arroyo Ames, Juez titular del Primer Juzgado Penal Liquidador del Distrito Judicial de 
Junín, como Juez del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de 
Justicia de Junín; con competencia territorial en todo el distrito judicial y en los Distritos Judiciales de Pasco 
y Selva Central.

9) María Elizabeth Olaya Escobar, Jueza titular del Juzgado Penal Unipersonal de la Provincia de Paita del 
Distrito Judicial de Piura, como Jueza del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de 
la Corte Superior de Justicia de Piura; con competencia territorial en todo el distrito judicial y en el Distrito 
Judicial de Sullana.

10) Javier Hilbert Arpasi Pacho, Juez Superior Provisional de la Sala Mixta Descentralizada Permanente de 
Huancané del Distrito Judicial de Puno, como Juez del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de 
Dominio de la Corte Superior de Justicia de Puno, con competencia territorial en todo el distrito judicial.

11) Carlos Esmith Mendoza García, Juez titular del Juzgado Mixto de Corongo del Distrito Judicial del 
Santa, como Juez del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de 
Justicia del Santa; con competencia territorial en todo el distrito judicial.

12) Juan Antonio Rosas Castañeda, Juez titular del Juzgado Penal Colegiado Permanente del Distrito Judicial 
del Callao, como Juez del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior 
de Justicia del Callao; con competencia territorial en todo el distrito judicial y en los Distritos Judiciales de 
Ventanilla y Huaura.

13) Felipe David Palacios Santos, Juez titular del Juzgado Mixto en adición Juzgado Liquidador y 
Unipersonal de la Provincia de Atalaya del Distrito Judicial de Ucayali, como Juez del Juzgado 
Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Ucayali; con 
competencia territorial en todo el distrito judicial.

Artículo Segundo.- Disponer que la Gerencia General del Poder Judicial y las áreas involucradas adopten 
las medidas administrativas necesarias, a fjn de dar cumplimiento a la presente resolución.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 239

Artículo Tercero.-Transcribir la presente resolución al Presidente del Poder Judicial, Unidad de 
Equipo Técnico Institucional del Código Procesal Penal, Presidencias de las Cortes Superiores de Justicia de 
Ancash, Apurímac, Ayacucho, Cajamarca, Cusco, Huánuco, Lambayeque, Junín, Piura, Puno, Santa, Callao 
y Ucayali, Magistrada Coordinadora del Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio; y, a 
la Gerencia General del Poder Judicial, para su conocimiento y fjnes consiguientes.

Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase.
JOSÉ LUIS LECAROS CORNEJO
     Presidente
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4.3. Crean Fiscalías Superiores Transitorias y Fiscalías Provinciales Transitorias de
Extinción de Dominio a nivel nacional y dictan otras disposiciones

RESOLUCIÓN DE JUNTA DE FISCALES SUPREMOS
- N° 062-2019-MP-FN-JFS

Lima, 7 de junio de 2019

VISTOS:

El ofjcio N° 188-2019-MP-FN e informe técnico N° 001-2019-MP-FN, cursados por la señora Fiscal 
de la Nación, doctora Zoraida Ávalos Rivera, el cual contiene el sustento técnico legal para la creación 
de despachos y plazas fjscales para las Fiscalías Superiores y Provinciales Transitorias de Extinción de 
Dominio.

CONSIDERANDO:

El Decreto Legislativo N° 1373, sobre Extinción de Dominio, tiene como fjnalidad garantizar la licitud 
de los derechos reales que recaen sobre los bienes patrimoniales, evitando el ingreso al comercio en el 
territorio nacional o extrayendo de éste los bienes que provengan de actividades ilícitas o estén destinados a 
ellas. La aplicación del Decreto antes acotado no solo implica un cambio de nomenclatura de la fjgura existente 
(Pérdida de Dominio), sino una modifjcación del objeto del proceso, del ámbito de persecución, de la 
autonomía del mismo y la inclusión de diversas reglas procedimentales orientadas a generar una mayor 
efjcacia en el destino de los bienes vinculados a actividades ilícitas, a favor del Estado.

El Reglamento del Decreto Legislativo sobre Extinción de Dominio (Decreto Supremo Nº 007-2019-JUS) 
tiene por objeto desarrollar el trámite procedimental y demás medidas necesarias establecidas en el Decreto 
Legislativo N° 1373, y es de aplicación obligatoria para todos los operadores del Sistema de Administración 
de Justicia especializado en Extinción de Dominio: Poder Judicial, Ministerio Público, Policía Nacional del 
Perú, Defensa Jurídica del Estado, así como a toda entidad estatal, funcionario público y para toda aquella 
persona natural o jurídica que tenga legítimo interés para intervenir en el proceso de Extinción de Dominio.

En el artículo 10° inciso 1, del mencionado Reglamento, se establece que “Corresponde al Fiscal 
Especializado dirigir, realizar y coordinar la indagación patrimonial en materia de extinción de dominio que 
se haga sobre un bien que se encuentre en el distrito fjscal al cual pertenece”. Asimismo, en el artículo 12°, 
se señala:

“La Sala Especializada conoce, en segunda instancia, el recurso de apelación interpuesto contra los autos y 
sentencias emitidos por el Juez Especializado en primera instancia”, por lo que se hace necesario la creación 
de un subsistema especializado en Extinción de Dominio.
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Actualmente existe una crisis en el aspecto de aseguramiento de los bienes y efectos del delito, pues los 
bienes provenientes del delito no son efjcazmente recuperados en el marco del proceso penal, sea por 
dilación que entraña la solución de la controversia penal y/o porque los operadores de justicia brindan 
mayor atención al problema de fondo, la persecución y la sanción al agente del delito, relegando el aspecto 
patrimonial. Así también, la escasez de la carga procesal sobre extinción (antes pérdida) de dominio es el 
resultado de la anterior regulación legal sobre Pérdida de Dominio (Decreto Legislativo Nº 1104, que 
modifjca la legislación sobre Pérdida de Dominio), que asumía una operatividad residual o subsidiaria 
respecto de las medidas de aprehensión de los bienes que constituyen objeto, producto, efecto o ganancia 
del delito; esta falta de autonomía del proceso de Pérdida de Dominio, así como la falta de especialización y 
capacitación de los operadores judiciales fueron las defjciencias detectadas por el legislador que motivaron 
la dación del Decreto Legislativo Nº 1373 sobre Extinción de Dominio.

En efecto, la nueva legislación sobre extinción de dominio contiene un ambicioso propósito de generar a 
favor del Estado Peruano la titularidad de los bienes patrimoniales que constituyan objeto, instrumento, 
efectos o ganancias que tengan relación o se deriven del delito y de otras actividades ilícitas, a través de un 
proceso distinto, autónomo y breve que permita definir judicialmente la situación de dichos bienes, sin que 
se requiera una sentencia penal, proceso penal en trámite o una investigación preliminar iniciada.

Es decir, el nuevo proceso de extinción de dominio ya no va a supeditar su inicio a que concluya el 
proceso penal, a que se descubran los objetos en la etapa intermedia o posterior a la etapa de instrucción 
penal, sino que puede iniciarse paralela o anticipadamente, de ofjcio o a petición de parte, con la sola 
información que brinden los sujetos procesales del proceso penal o incluso, cualquier persona legalmente 
obligada que tome conocimiento de algún hecho que motive el inicio de un proceso de extinción de dominio; 
de la misma forma, la legislación asigna un rol preponderante al Ministerio Público desde la dirección de la 
etapa de indagación patrimonial que, según los plazos de duración que prevé la norma (de hasta 12 meses y 
72 meses en caso de complejidad) es la inicial y la más extensa.

Que, mediante Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 229-2019-MP-FN de fecha 02 de febrero de 
2019, se dispuso la conversión del Décimo Primer despacho de la Fiscalía Supraprovincial Corporativa 
Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios, en Fiscalía Provincial Penal con competencia en 
Extinción de Dominio, cuyo ámbito comprende los Distritos Fiscales del Callao, Lima, Lima Este, Lima 
Norte, Lima Sur y Ventanilla.

Asimismo, mediante Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 454-2019-MP-FN de fecha 05 de marzo de 
2019, resolvió que la Segunda Fiscalía Superior Nacional Especializada en Delitos de Lavado de Activos y 
Pérdida de Dominio, en adición a sus funciones, conozca en su instancia los casos de Extinción de Domino 
de competencia de la Fiscalía Provincial Penal con competencia en Extinción de Dominio; y, por Resolución 
de la Fiscalía de la Nación N° 455-2019-MP- FN, de fecha 05 de marzo de 2019, se aprueba el Plan de 
Implementación del Subsistema de Extinción de Dominio en el Ministerio Público, el mismo que tiene 
como objetivo asegurar la aplicación del mencionado Decreto Legislativo y su reglamento, teniendo como 
estrategias: la adecuación organizacional, capacitación, desarrollo normativo, Comunicación y Difusión.
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Mediante Resolución Administrativa Nº 122-2019-CE-PJ de fecha 20 de marzo de 2019, el Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial constituye el Sub Sistema Nacional Especializado en Extinción de Dominio con 
sede en Lima y dispuso la creación de los órganos jurisdiccionales que conformarán el Sub Sistema Nacional 
Especializado en Extinción de Dominio; el mismo que entrará en funciones a partir del 16 de mayo de 2019, 
determinando la creación de veintiún (21) Juzgados Especializados en Extinción de Dominio, que estarán  
distribuidos en diferentes Distritos Judiciales y la creación de tres Salas de Apelaciones Especializadas en 
Extinción de Dominio, ubicados estratégicamente por situaciones de accesibilidad y cuya competencia cubre 
todo el territorio nacional.

Que, mediante Decreto Supremo Nº 150-2019-EF se autoriza la Transferencia de Partidas en el 
Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2019 a favor del Ministerio Público y mediante 
Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1027-2019-MP-FN de fecha 15 de mayo de 2019, se aprobó la 
desagregación de la transferencia de partidas autorizada por el artículo 1° del Decreto Supremo N° 150-
2019-EF.

De otro lado, la Gerencia General del Ministerio Público, remite el Informe N° 000146-2019-MP-FN-
GG- OGPLAP de fecha 15 de mayo de 2019, cursado por la Gerente (e) de la Ofjcina de Planifjcación y 
Presupuesto, mediante el cual informa que se sustentó la necesidad de contar con fjscales, bienes, servicios y 
adquisición de activos para las Fiscalías a nivel nacional, indicando que en el marco del Decreto Legislativo 
N° 1373, Decreto Legislativo sobre Extinción de Dominio, el despacho de la Fiscalía de la Nación, solicitó 
una demanda adicional para la creación de despachos fjscales en la mencionada especialidad. Con tal motivo, 
mediante Decreto Supremo N° 150-2019-EF, se autoriza la Transferencia de Partidas en el Presupuesto del 
Sector Público para el Año Fiscal 2019, por la suma total de S/. 32 005 850.00 soles a favor del Ministerio 
Público, para fjnanciar el fortalecimiento de las fjscalías a nivel nacional, entre ellos la suma de S/. 11 094 
575.00 soles, para las Fiscalías de Extinción de Dominio.

Considerando que es necesaria la creación de fjscalías para atender los casos de Extin-ción de Dominio 
con sus homólogos pertenecientes a los órganos jurisdiccionales del Sub Sistema Nacional Especializado 
en Extinción; así, también se prevé convertir y fortalecer despachos fjscales a nivel provincial y superior 
para el Distrito de Fiscal de Lima con plazas de fjscales ya existentes, así como la creación de un despacho 
fjscal superior para el Distrito Fiscal de Arequipa y la creación de despachos fjscales provinciales en diversos 
distritos fjscales a nivel nacional, en materia de extinción de dominio.

En ese sentido, la Junta de Fiscales Supremos mediante Acuerdo N° 5531, adoptado por unanimidad en 
Sesión Extraordinaria de fecha 16 de mayo de 2019, con la dispensa de la lectura y aprobación del acta, 
acordó crear los despachos y plazas Fiscales de Extinción de Dominio con carácter transitorio, para los 
Distritos Fiscales a nivel nacional; Dos (02) Fiscalías Superiores Transitorias de Extinción de Dominio en 
los Distritos Fiscales de Lima y Arequipa y veintiún (21) Fiscalías Provinciales Transitorias de Extinción de 
Dominio a nivel nacional las cuales estarán conformadas por una (01) plaza de Fiscal Superior y (dos) plazas 
de Fiscales Adjuntos Superiores; dieciocho (18) plazas de Fiscales Provinciales y treinta y seis (36) plazas 
de Fiscales Adjuntos Provinciales, respectivamente todas con carácter transitorio; asimismo se precisa que la 
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fjscalía superior y las tres fjscalías provinciales creadas para el Distrito Fiscal de Lima, serán cubiertas con 
plazas de fjscales ya existentes.

Que, en uso de las atribuciones conferidas por el Decreto Legislativo Nº 052 – Ley Orgánica del Ministerio 
Público y conforme a lo establecido en el considerando precedente;

SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Crear dos (02) Fiscalías Superiores Transitorias y veintiún (21) Fisca-lías Provinciales 
Transitorias de Extinción de Dominio a nivel nacional las cuales estarán conformadas por una (01) plaza 
de Fiscal Superior y dos (02) plazas de Fiscales Adjuntos Superiores; dieciocho (18) plazas de Fiscales 
Provinciales y treintaiséis (36) plazas de Fiscales Adjuntos Provinciales, todas con carácter 
transitorio; asimismo se precisa que la físcalía superior y las tres fjscalías provinciales creadas para el Distrito 
Fiscal de Lima, serán cubiertas con 1plazas de fjscales ya existentes, por los motivos expuestos en la parte 
considerativa de la presente resolución, las mismas que estarán distribuidas de la siguiente manera:

Distrito Fiscal de Arequipa

• Fiscalía Superior Transitoria de Extinción de Dominio
de Arequipa.
01 Fiscal Superior
02 Fiscales Adjuntos Superiores

Con competencia territorial en los distritos fjscales de
Arequipa, Puno, Madre de Dios, Tacna, Moquegua, Cusco
y Apurímac.

• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Arequipa.

01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de Ancash
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Ancash. 

01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de Apurímac
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Apurímac.
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01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de Ayacucho
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Ayacucho.

01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales
Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Ayacucho y Huancavelica.

Distrito Fiscal de Cajamarca
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Cajamarca.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Cajamarca y Amazonas.

Distrito Fiscal de Cusco
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Cusco.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de Huánuco
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Huánuco.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales
Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Huánuco y San Martín

Distrito Fiscal de Junín
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Junín.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales
Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Junín, Pasco y Selva Central

Distrito Fiscal de Lambayeque
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lambayeque.
01 Fiscal Provincial
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02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de La Libertad
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de La Libertad.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de Lima
• Fiscalía Superior Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.
01 Fiscal Superior (plaza existente)
02 Fiscales Adjuntos Superiores (plazas existentes)
Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Lima, Lima Este, Lima Norte, Lima Sur, Callao, Ventanilla,
Huaura, Cañete e Ica.

• 4° Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.
01 Fiscal Provincial (plaza existente)
02 Fiscales Adjuntos Provinciales (plazas existentes)
Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Lima, Lima Este, Lima Norte, Lima Sur, Callao, Ventanilla,
Huaura, Cañete e Ica.

• 5° Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

01 Fiscal Provincial (plaza existente)
02 Fiscales Adjuntos Provinciales (plazas existentes)
Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Lima, Lima Este, Lima Norte, Lima Sur, Callao, Ventanilla,
Huaura, Cañete e Ica.

• 6° Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.
01 Fiscal Provincial (plaza existente)
02 Fiscales Adjuntos Provinciales (plazas existentes)
Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Lima, Lima Este, Lima Norte, Lima Sur, Callao, Ventanilla,
Huaura, Cañete e Ica.

Distrito Fiscal de Loreto
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Loreto.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales
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Distrito Fiscal de Madre de Dios
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Madre de Dios.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de Piura
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Piura.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales
Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Piura y Sullana.

Distrito Fiscal de Puno
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Puno.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal del Santa
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio del Santa.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de Tacna
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Tacna.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Con competencia territorial en los Distritos Fiscales de
Tacna y Moquegua.

Distrito Fiscal de Tumbes
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Tumbes.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales

Distrito Fiscal de Ucayali
• Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Ucayali.
01 Fiscal Provincial
02 Fiscales Adjuntos Provinciales
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Artículo Segundo.- Facultar a la señora Fiscal de la Nación la distribución, redistribución y/o conversión 
de las plazas fiscales de las fiscalías creadas en el primer artículo de la presente resolución, de acuerdo a las 
necesidades y requerimientos del servicio.

Artículo Tercero.- Precísese que las plazas de fiscales señaladas en el artículo precedente no deberán ser 
convocadas a Concurso Público por la Junta Nacional
de Justicia.

Artículo Cuarto.- Facultar a las Presidencias de las Juntas de Fiscales Superiores de los Distritos Fiscales 
a nivel nacional, para que dispongan las medidas destinadas al cumplimiento de la presente resolución, 
conforme a lo establecido en el artículo 157°, literal f) del Reglamento de Organización y Funciones del 
Ministerio Público, aprobado mediante Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 3893-2018-MP-FN, de 
fecha 30 de octubre
de 2018.

Artículo Quinto.- Disponer que la Gerencia General del Ministerio Público adopte las acciones pertinentes 
para el cumplimiento de la presente resolución.

Artículo Sexto.- Hacer de conocimiento la presente Resolución a la Junta Nacional de Justicia, Corte 
Suprema de Justicia de la República, Presidencias de las Cortes Superiores de Justicia a nivel nacional; 
Presidencias de las Juntas de Fiscales Superiores de los Distritos Fiscales a nivel nacional, Gerencia General, 
Ofjcina General de Potencial Humano y Ofjcina de Registro y Evaluación de Fiscales.

Regístrese, comuníquese y publíquese.
ZORAIDA AVALOS RIVERA
Fiscal de la Nación
Presidenta de la Junta de Fiscales Supremos
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4.4. Modifican denominación, convierten y trasladan fiscalías, y dan por concluídas designaciones, 
designan y nombran fiscales en diversos Distritos Fiscales

RESOLUCIÓN DE LA FISCALÍA DE LA NACIÓN
Nº 1333-2019-MP-FN

Lima, 10 de junio de 2019 

VISTO Y CONSIDERANDO: 

El Decreto Legislativo Nº 1373, el mismo que entró en vigencia el 02 de febrero de 2019, en virtud a la 
publicación de su Reglamento, aprobado por el Decreto Supremo Nº 007-2019-JUS.

Dichas disposiciones legales incorporan a nuestro sistema normativo el proceso de extinción de 
dominio que se aplica sobre los bienes patrimoniales que constituyen objeto, instrumento, efectos o ganancias 
relacionados o derivados de actividades ilícitas, tales como: contra la administración pública, contra el 
medioambiente, tráfjco  ilícito de drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, trata de personas, lavado de 
activos, contrabando, defraudación aduanera, defraudación tributaria, minería ilegal y otras con capacidad 
de generar dinero, bienes, efectos o ganancias de origen ilícito o actividades vinculadas a la criminalidad 
organizada; con la fjnalidad de garantizar la licitud de los derechos reales que recaen sobre los bienes 
patrimoniales, evitando su ingreso al comercio en el territorio nacional o extrayendo de éste los bienes que 
provengan o estén destinados a actividades ilícitas.

El nuevo proceso de extinción de dominio es de carácter real y de contenido patrimonial, dirige su 
persecución sobre los señalados bienes y la determinación de la competencia se encuentra en función a la 
ubicación del bien, como así lo establece la regla general, y en caso de encontrarse en diversos Distritos 
Fiscales, donde se inicie la primera indagación (artículo 8 del Decreto Legislativo Nº 1373).

De otro lado, la Primera Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 1373, establece que 
la creación de las fjscalías especializadas en extinción de dominio se producirá progresivamente en el plazo 
máximo de un año; asimismo, el Ministerio Público dispondrá que los procesos de extinción de dominio sean 
conocidos por las fjscalías que venían conociendo los procesos de pérdida de dominio o, en todo caso, los 
órganos que para tal efecto se designen.

Que, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial mediante Resolución Administrativa Nº 122-2019-CE-PJ, 
dispuso, entre otros, la creación de tres Salas de Apelaciones Especializadas con sede en La Libertad, 
Arequipa y Lima distribuyendo el ámbito de su competencia que cubre todo el territorio nacional, así como 
la creación de 21 Juzgados a nivel nacional (con la unifjcación de diversos distritos judiciales). Conforme 
al siguiente detalle: Cajamarca, con competencia territorial en los Distritos Judiciales de Cajamarca y 
Amazonas; Junín, con competencia territorial en los Distritos Judiciales de Junín, Selva Central y Pasco; 
Ayacucho, con competencia territorial en los Distritos Judiciales de Ayacucho y Huancavelica; Tacna, con 
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competencia territorial en los Distritos Judiciales de Tacna y Moquegua; Piura, con competencia territorial 
en los Distritos Judiciales de Piura y Sullana; Huánuco, con competencia territorial en los Distritos Judiciales 
de Huánuco y San Martín; Lima, con competencia territorial en los Distritos Judiciales de Lima, Lima Sur, 
Cañete e Ica; Lima Este, con competencia territorial en los Distritos Judiciales de Lima Este y Lima Norte; 
y, Callao, con competencia territorial en los Distritos Judiciales de Callao, Ventanilla y Huaura; en el caso de 
Tumbes, Santa, Cusco, Áncash, Apurímac, La Libertad, Ucayali, Puno, Arequipa, Madre de Dios, Loreto y 
Lambayeque, la competencia territorial se ciñe a sus Distritos Judiciales.

El Ministerio Público, por su parte, mediante la Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 229-2019-MP- 
FN, de fecha 02 de febrero de 2019, dispuso la conversión del Décimo Primer Despacho de la Fiscalía  
Supraprovincial Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios en Fiscalía Provincial 
Penal con competencia en Extinción de Dominio, cuyo ámbito comprende los Distritos Fiscales del Callao, 
Lima, Lima Este, Lima Norte, Lima Sur y Ventanilla. Asimismo, el Ministerio Público en aras de garantizar 
la adecuada aplicación del Decreto Legislativo Nº 1373 y evitar los exiguos resultados de las anteriores 
legislaciones sobre pérdida de dominio, considera indispensable la proactividad de los fjscales, la cual no 
se obtendrá en el caso que soporten carga en adición a sus funciones, pues la falta de exclusividad para 
conocer los casos de extinción de dominio impide que generen su propia carga de trabajo a través de las fuentes 
informativas a las que pueden acceder en base a una labor proactiva al interior del distrito fjscal en el que 
ejercen su ámbito de competencia territorial.

Con relación a la Fiscalía Provincial Penal con competencia en Extinción de Dominio, se aprecia que:

a) su ámbito de competencia territorial se extiende a más de un Distrito Fiscal, e incluso se amplía a todo 
el territorio nacional cuando los bienes tienen como origen o destino actividades ilícitas presuntamente 
cometidas por una organización criminal o los bienes patrimoniales se encuentran en su totalidad en el 
territorio extranjero (art. 10.3 del D.S. Nº 007-2019-JUS); b) asimismo, la actual fjgura de extinción de 
dominio denota una diferencia con la anterior regulación de pérdida de dominio, respecto a la autonomía 
del proceso que se manifjesta en la sustancial extensión de los supuestos de procedencia (art. 7º del Decreto 
Legislativo Nº 1373).

En orden a la concentración de ciertas competencias que se asignan legalmente a las Fiscalías de Lima y 
la extensión de competencias territoriales adoptadas por el Poder Judicial, resulta evidente la necesidad de 
reforzar la implementación de órganos fjscales en Lima, con la ampliación de competencia territorial sobre 
más Distritos Fiscales.

En ese sentido, mediante Resolución de la Junta de Fiscales Supremos Nº 062-2019-MP-FN-JFS, de 
fecha 07 de junio de 2019, de conformidad con el Acuerdo Nº 5531, se dispuso la creación de dos (02) 
Fiscalías Superiores Transitorias y veintiún (21) Fiscalías Provinciales Transitorias de Extinción de Dominio 
a nivel nacional las cuales estarán conformadas por una (01) plaza de Fiscal Superior y dos (02) plazas de 
Fiscales Adjuntos Superiores; dieciocho (18) plazas de Fiscales Provinciales y treintaiséis (36) plazas de 
Fiscales Adjuntos Provinciales, todas con carácter transitorio; asimismo se precisa que la fjscalía superior y 
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las tres fjscalías provinciales creadas para el Distrito Fiscal de Lima, serán cubiertas con plazas de fjscales ya 
existentes. Asimismo, con Resolución de la Junta de Fiscales Supremos Nº 063-2019-MP-FN-JFS, de 
fecha 07 de junio de 2019, en virtud al Acuerdo Nº 5560, se dispuso la creación de cinco (05) plazas de 
Fiscales Adjuntos Provinciales Penales a nivel nacional, las mismas que fortalecerán las Fiscalías Provinciales 
Transitorias de Extinción de Dominio de Lima.

Por otro lado, mediante la Resolución de Fiscalía de la Nación Nº 5050-2016-MP-FN, de fecha 26 de 
diciembre de 2016, se conformó el Equipo Especial de Fiscales, para que se avoquen a dedicación 
exclusiva al conocimiento de las investigaciones vinculadas con delitos de corrupción de funcionarios y 
conexos, en los que habrían incurrido la empresa ODEBRECHT y otros; dicha disposición se complementa con la 
Resolución de Fiscalía de la Nación Nº 2683-2017-MP-FN, de fecha 02 de agosto de 2017, que precisa que el 
objeto de la investigación del citado Equipo Especial abarca a las empresas Odebrecht S.A., OAS, Camargo 
y Correa S.A. y otras vinculadas con los hechos del caso conocido como “Lava Jato”; asimismo, amplía la 
competencia del Equipo Especial de Fiscales para que conozcan a dedicación exclusiva además de los delitos 
de corrupción de funcionarios y conexos, los delitos de lavado de activos y procesos de pérdida de dominio 
para los casos nuevos que se generen. Se debe indicar que la fjnalidad de la norma que regula la fjgura de 
extinción de dominio persigue la implementación de un subsistema especializado para efectos de 
conferirle un tratamiento especializado y plenamente autónomo respecto del proceso penal, en afán de buscar la 
efjcacia en la recuperación de los bienes de procedencia ilícita a favor del Estado. Sin embargo, ello no 
puede desatender el desarrollo adecuado de los casos correspondientes a la empresa Odebrecht S.A., OAS, 
Camargo y Correa S.A. y otros vinculados con los hechos conocidos como “Lava Jato”, que 
constituyen casos penales sensibles y de repercusión nacional e internacional, cuyo tratamiento adecuado aspira 
seguir obteniendo importantes resultados probatorios encaminados a combatir la delincuencia organizada 
al interior del aparato del poder público; máxime, si incluyen casos penales que han trascendido al ámbito 
internacional, a través de la celebración de acuerdos de benefjcios y colaboración efjcaz corporativo -uno es 
el celebrado con la empresa Odebrecht y algunos de sus ex funcionarios-, cuya información y trámite aún se 
mantiene en reserva. En ese sentido, en aras de evitar la posible afectación de las investigaciones y acuerdos 
fjscales, corresponde dispensar un tratamiento especial para el conocimiento de los casos de extinción de 
dominio que se deriven de los indicados casos penales.

Estando a lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 64º del Decreto Legislativo Nº 052 
Ley Orgánica del Ministerio Público. SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Modifjcar la denominación de la Fiscalía Provincial Penal, con competencia en 
Extinción de Dominio, en Primera Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Segundo.- Trasladar a la Primera Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima, 
la plaza de Fiscal Adjunto Provincial, con carácter permanente, que fue asignada temporalmente y hasta el 
30 de junio de 2019, a la Tercera Fiscalía Provincial de Familia Especializada en Prevención de Violencia de 
Género y Personas en Condición de Vulnerabilidad de Lima.
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Artículo Tercero.- Convertir la Cuarta Fiscalía Provincial Civil de Lima, en Segunda Fiscalía Provincial 
Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Cuarto.- Convertir la Quinta Fiscalía Provincial Civil de Lima, en Tercera Fiscalía Provincial 
Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Quinto.- Trasladar a la Cuarta Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima, 
la plaza de Fiscal Provincial, con carácter permanente, que fue asignada temporalmente, a la Ofjcina 
Desconcentrada de Control Interno de Lima.

Artículo Sexto.- Trasladar a la Cuarta Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima, la 
plaza de Fiscal Adjunto Provincial, con carácter permanente, que fue asignada temporalmente y hasta el 30 
de junio de 2019, a la Primera Fiscalía Provincial de Familia Especializada en Prevención de Violencia de 
Género y Personas en Condición de Vulnerabilidad de Lima.

Artículo Séptimo.- Trasladar a la Cuarta Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Do-minio de Lima, 
la plaza de Fiscal Adjunto Provincial, con carácter permanente, que fue asignada temporalmente y hasta el 
30 de junio de 2019, a la Cuarta Fiscalía Provincial de Familia Especializada en Prevención de Violencia de 
Género y Personas en Condición de Vulnerabilidad de Lima.

Artículo Octavo.- Trasladar a la Quinta Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima, 
una (01) de las plazas de Fiscal Provincial, con carácter permanente, que fue asignada temporalmente, a la 
Ofjcina de la Unidad de Cooperación Judicial Internacional y de Extradiciones.

Artículo Noveno.- Trasladar a la Quinta Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima, 
la plaza de Fiscal Adjunto Provincial, con carácter permanente, que fue asignada temporalmente y hasta el 
30 de junio de 2019, al Pool de Fiscales de Lima.

Artículo Décimo.- Trasladar a la Sexta Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima, 
una (01) de las plazas de Fiscal Provincial, con carácter permanente, que fue asignada temporalmente, a la 
Ofjcina Desconcentrada de Control Interno de Lima.

Artículo Décimo Primero.- Dar por concluida la designación del abogado Hamilton Castro Trigoso, Fiscal 
Provincial Titular Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios de Lima, Distrito Fiscal de Lima, 
en el Despacho de la Fiscalía Provincial Penal con competencia en Extinción de Dominio, materia de la 
Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 229-2019-MP-FN, de fecha 02 de febrero de 2019.

Artículo Décimo Segundo.- Dar por concluida la designación del abogado Sergio Jiménez Niño, Fiscal 
Adjunto Provincial Titular Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios de Lima, Distrito Fiscal 
de Lima, en el Despacho de la Fiscalía Provincial Penal con competencia en Extinción de Dominio, materia 
de la Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 229-2019-MP- FN, de fecha 02 de febrero de 2019.
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Artículo Décimo Tercero.- Dar por concluida la designación de la abogada Jessica Cristina Guevara 
Anaya, Fiscal Adjunta Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Tercera 
Fiscalía Provincial de Familia Especializada en Prevención de Violencia de Género y Personas en Condición 
de Vulnerabilidad de Lima y su destaque en el Pool de Fiscales de Lima, materia de las Resoluciones de la 
Fiscalía de la Nación Nº 561-2019-MP-FN y Nº 666-2019-MP-FN, de fechas 15 y 27 de marzo de 2019; 
respectivamente.

Artículo Décimo Cuarto.- Dar por concluida la designación del abogado Arnaldo Ramos Lozada, Fiscal 
Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Cuarta Fiscalía Provincial 
Civil de Lima, materia de la Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 480-2019-MP-FN, de fecha 08 de 
marzo de 2019.

Artículo Décimo Quinto.- Dar por concluida la designación del abogado Renzo Elmer Cayro Armejo, 
Fiscal Adjunto Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Cuarta Fiscalía 
Provincial Civil de Lima, materia de la Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 480-2019-MP-FN, de fecha 
08 de marzo de 2019.

Artículo Décimo Sexto.- Dar por concluida la designación del abogado Luis Jesús Aguirre Naupari, Fiscal 
Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Quinta Fiscalía Provincial 
Civil de Lima, materia de la Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 480-2019-MP-FN, de fecha 08 de 
marzo de 2019.

Artículo Décimo Séptimo.- Dar por concluida la designación de la abogada Lilia Esther Cornejo Meléndez, 
Fiscal Adjunta Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Quinta Fiscalía 
Provincial Civil de Lima, materia de la Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 480-2019-MP-FN, de fecha 
08 de marzo de 2019.

Artículo Décimo Octavo.- Dar por concluida la designación del abogado Waldo Francisco Núñez Molina, 
Fiscal Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Ofjcina Desconcentrada 
de Control Interno de Lima, materia de la Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 476-2019-MP-FN, de 
fecha 08 de marzo de 2019.

Artículo Décimo Noveno.- Dar por concluida la designación del abogado Víctor Hugo Román Valencia, 
Fiscal Adjunto Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Primera 
Fiscalía Provincial de Familia Especializada en Prevención de Violencia de Género y Personas en Condición 
de Vulnerabilidad de Lima y su destaque en el Pool de Fiscales de Lima, materia de las Resoluciones de la 
Fiscalía de la Nación Nº 561-2019-MP-FN y Nº 666-2019-MP-FN, de fechas 15 y 27 de marzo de 2019; 
respectivamente.

Artículo Vigésimo.- Dar por concluida la designación del abogado Javier Mariluz Jiménez, Fiscal Adjunto 
Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Cuarta Fiscalía Provincial de 
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Familia Especializada en Prevención de Violencia de Género y Personas en Condición de Vulnerabilidad de 
Lima y su destaque en el Pool de Fiscales de Lima, materia de las Resoluciones de la Fiscalía de la Nación 
Nº 561-2019-MP- FN y Nº 666-2019-MP-FN, de fechas 15 y 27 de marzo de 2019; respectivamente.

Artículo Vigésimo Primero.- Dar por concluida la designación del abogado Carlos Arturo Salas 
Bustinza, Fiscal Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en la Ofjcina de la Unidad de 
Cooperación Judicial Internacional y de Extradiciones, materia de la Resolución de la Fiscalía de la Nación 
Nº 478-2019-MP-FN, de fecha 08 de marzo de 2019.

Artículo Vigésimo Segundo.- Dar por concluida la designación de la abogada Tania Staline Bobadilla 
Centurión, Fiscal Adjunta Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Pool de Fiscales 
de Lima, materia de la Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 666-2019-MP-FN, de fecha 27 de marzo 
de 2019.

Artículo Vigésimo Tercero.- Dar por concluida la designación de la abogada Marita Milagros 
Rengifo Kanashiro, Fiscal Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la 
Ofjcina Desconcentrada de Control Interno de Lima, materia de la Resolución de la Fiscalía de la Nación 
Nº 476-2019-MP- FN, de fecha 08 de marzo de 2019.

Artículo Vigésimo Cuarto.- Dar por concluida la designación de la abogada Doris Elizabeth Pastrana 
Rojas, Fiscal Adjunta Provincial Provisional Transitoria del Distrito Fiscal de Lima, en el Pool de Fiscales 
Transitorios de Lima y su destaque en el Despacho de la Segunda Fiscalía Supraprovincial Corporativa 
Especializada en Delitos de Lavados de Activos y Pérdida de Dominio, materia de las Resoluciones de la 
Fiscalía de la Nación Nº 4133-2013-MP- FN y Nº 4743-2018-MP-FN, de fechas 17 de diciembre de 2013 y 
31 de diciembre de 2018; respectivamente.

Artículo Vigésimo Quinto.- Dar por concluida la designación de la abogada Sonia Hilda Zevallos Mateo, 
Fiscal Adjunta Provincial Provisional Transitoria del Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Primera 
Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada en Delitos de Lavado de Activos y Pérdida de Dominio, 
así como la prórroga de la misma, materia de las Resoluciones de la Fiscalía de la Nación Nº 1858-2017-MP-
FN y Nº 4711-2018-MP-FN, de fechas 02 de junio de 2017 y 31 de diciembre de 2018; respectivamente.

Artículo Vigésimo Sexto.- Designar al abogado Hamilton Castro Trigoso, Fiscal Provincial Titular 
Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de 
la Primera Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Vigésimo Séptimo.- Designar al abogado Sergio Jiménez Niño, Fiscal Adjunto Provincial Titular 
Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de 
la Primera Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.
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Artículo Vigésimo Octavo.- Designar a la abogada Jessica Cristina Guevara Anaya, Fiscal Adjunta 
Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Primera Fiscalía Provincial 
Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Vigésimo Noveno.- Designar al abogado Arnaldo Ramos Lozada, Fiscal Provincial Titular Civil de 
Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Segunda Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de 
Dominio de Lima.

Artículo Trigésimo.- Designar al abogado Renzo Elmer Cayro Armejo, Fiscal Adjunto Provincial Titular 
Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Segunda Fiscalía Provincial Transitoria de 
Extinción de Dominio de Lima. 

Artículo Trigésimo Primero.- Nombrar a la abogada Jennifer Lourdes León Torres, como Fiscal Adjunta 
Provincial Provisional Transitoria del Distrito Fiscal de Lima, designándola en el Despacho de la Segunda 
Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Trigésimo Segundo.- Designar al abogado Luis Jesús Aguirre Naupari, Fiscal Provincial 
Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Tercera Fiscalía Provincial Transitoria de 
Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Trigésimo Tercero.- Designar a la abogada Lilia Esther Cornejo Meléndez, Fiscal Adjunta 
Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Tercera Fiscalía Provincial 
Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Trigésimo Cuarto.- Nombrar al abogado Carlos Arturo Aquino Bendaño, como Fiscal Adjunto 
Provincial Provisional Transitorio del Distrito Fiscal de Lima, designándolo en el Despacho de la Tercera 
Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Trigésimo Quinto.- Designar al abogado Waldo Francisco Núñez Molina, Fiscal Provincial 
Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Cuarta Fiscalía Provincial Transitoria de 
Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Trigésimo Sexto.- Designar al abogado Víctor Hugo Román Valencia, Fiscal Adjunto Provincial 
Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Cuarta Fiscalía Provincial Transitoria de 
Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Trigésimo Séptimo.- Designar al abogado Javier Mariluz Jiménez, Fiscal Adjunto Provincial 
Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Cuarta Fiscalía Provincial Transitoria de 
Extinción de Dominio de Lima.
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Artículo Trigésimo Octavo.- Designar al abogado Carlos Arturo Salas Bustinza, Fiscal Provincial 
Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Quinta Fiscalía Provincial Transitoria de 
Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Trigésimo Noveno.- Designar a la abogada Tania Staline Bobadilla Centurión, Fiscal Adjunta 
Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Quinta Fiscalía Provincial 
Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Cuadragésimo.- Nombrar al abogado Robinzon Carlos Acosta Hilario, como Fiscal Adjunto 
Provincial Provisional Transitorio del Distrito Fiscal de Lima, designándolo en el Despacho de la Quinta 
Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Cuadragésimo Primero.- Designar a la abogada Marita Milagros Rengifo Kanashiro, Fiscal 
Provincial Titular Civil de Lima, Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Sexta Fiscalía Provincial 
Transitoria de Extinción de Dominio de Lima.

Artículo Cuadragésimo Segundo.- Designar a la abogada Doris Elizabeth Pastrana Rojas, Fiscal Adjunta 
Provincial Provisional Transitoria del Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Sexta Fiscalía Provincial 
Transitoria de Extinción de Dominio de Lima. 

Artículo Cuadragésimo Tercero.- Designar a la abogada Sonia Hilda Zevallos Mateo, Fiscal Adjunta 
Provincial Provisional Transitoria del Distrito Fiscal de Lima, en el Despacho de la Sexta Fiscalía 
ProvincialTransitoria de Extinción de Dominio de Lima. 

Artículo Cuadragésimo Cuarto.- Establecer que la competencia de la Primera, Segunda, Tercera, Cuarta 
y Quinta Fiscalías Provinciales Transitorias de Extinción de Dominio de Lima se extiende a los distritos 
fjscales de Lima, Lima Norte, Lima Este, Lima Sur, Callao, Ventanilla, Huaura, Cañete e Ica.

Artículo Cuadragésimo Quinto.- Disponer que la Sexta Fiscalía Provincial Transitoria de Extinción de 
Dominio de Lima, se avoque, a dedicación exclusiva, al conocimiento de los casos de extinción de dominio 
que se deriven de los casos que conoce el Equipo Especial de Fiscales, establecidas en las Resoluciones de 
la Fiscalía de la Nación Nº 5050-2016-MP-FN y Nº 2683-2017-MP-FN.

Artículo Cuadragésimo Sexto.- Disponer que las Fiscalías Penales a nivel nacional, así como las Fiscalías 
Especializadas en Corrupción de Funcionarios, en Criminalidad Organizada y en Lavado de Activos y 
Pérdida de Domino, que en sus casos penales en trámite hayan identifjcado la existencia de bienes que 
constituyan objeto, instrumento, efectos o ganancias de actividades ilícitas que se encuentran en su totalidad 
en el extranjero o tiene origen o destino actividades ilícitas cometidas por una presunta organización 
criminal, deberán informar en el plazo de quince días a las Fiscalías Provinciales Transitorias de Extinción 
de Dominio de Lima; a excepción de los casos que vienen llevando el Equipo Especial de Fiscales.
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Artículo Cuadragésimo Séptimo.- Hacer de conocimiento la presente Resolución, a la Junta Nacional de 
Justicia, Fiscalía Suprema de Control Interno, Ofjcina de la Unidad de Cooperación Judicial Internacional 
y de Extradiciones, Ofjcina Desconcentrada de Control Interno de Lima, Presidencia de la Junta de Fiscales 
Superiores del Distrito Fiscal de Lima, Coordinación Nacional de las Fiscalías Especializadas en Delito 
de Lavados de Activos y Pérdida de Dominio, Gerencia General, Ofjcina General de Potencial Humano, 
Ofjcina de Control de la Productividad Fiscal, Ofjcina de Registro y Evaluación de Fiscales y a los fjscales 
mencionados.

Regístrese, comuníquese y publíquese.
ZORAIDA AVALOS RIVERA
Fiscal de la Nación



5. SENTENCIAS
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5.SENTENCIAS

5.1. Sentencia  de Extinción  de Dominio – Exp. 02755-2017

EXPEDIENTE : 02755-2017

DEMANDANTE :           FISCALÍA PROVINCIAL PENAL CON COMPETENCIA EN EXTINCIÓN DE 
DOMINIO DE CALLAO, LIMA, LIMA ESTE, LIMA NORTE, LIMA SUR Y VENTANILLA 

LITISCONSORTE :    PROCURADURÍA PÚBLICA ESPECIALIZADA EN DELITOS DE CORRUPCIÓN 
DE FUNCIONARIOS

DEMANDADO :            IBARCENA DWORZAK MARCO ANTONIO

SECRETARIA :             HAYDEE ISABEL ESPINOZA CONDOR

SENTENCIA DE EXTINCIÓN DE DOMINIO

Resolución número veintiuno
Lima, veintisiete de mayo
del año dos mil diecinueve. -
                                                         VISTOS y OIDOS: Concluida la trascripción de la audiencia de 
actuación de medios probatorios, con los respectivos alegatos finales; y, puestos los autos para emitir 
sentencia; y, ATENDIENDO a:

 I. PARTE EXPOSITIVA

PRIMERO: Antecedentes

1.1. Con fecha 22 de Diciembre de 2017, la Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada en Delitos de 
Corrupción de Funcionarios, interpone demanda de Pérdida de Dominio ante el Cuarto Juzgado Penal para 
Procesos con Reos Libres Permanente de la Corte Superior de Justicia de Lima (hoy Juzgado Especializado 
Supraprovincial en Extinción de Dominio de la Corte Superior de Justicia de Lima con competencia en los 
distritos Judiciales del Callao, Lima, Lima Este, Lima Norte, Lima Sur y Ventanilla), por la cual se pretende 
la declaración de Extinción de Dominio de la Cuenta Bancaria número 52433, abierta en el Banco Prudential 
Bache International Bank Limited de Luxemburgo, a nombre de SOUTHLAND SECURITIES INC. 

(Actualmente se encuentra en la Caja de Compensación de la Tesorería del Estado de Luxemburgo desde 
el 28 de noviembre de 2002), cuyo beneficiario es MARCO ANTONIO IBÁRCENA DWORZAK por un 
monto total de USD 1’045,362.46 (al día 23 de abril de 2003) más los intereses que se generen a la fecha de 
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ejecución de la sentencia; la misma que, se admitió a TRÁMITE mediante resolución N° 1 de fecha diecisiete 
de enero de 2018 conforme se aprecia a fojas quinientos cuarenta y ocho y siguientes, disponiéndose, entre 
otros, se notifique al afectado Marco Antonio Ibárcena Dworzak vía exhorto diplomático, a fin de que cumpla 
con absolver la demanda planteada dentro del término de Ley.

1.2. Tramitada la Solicitud de Asistencia Judicial Internacional ante las instancias correspondientes, se tiene 
que ésta cumplió su objetivo, en tanto y en cuanto la Unidad de Cooperación Internacional y Extradiciones 
del Ministerio Público de la República de Chile, dirigiéndose a la Autoridad Central Peruana – Fiscalía de la 
Nación, Unidad de Cooperación Judicial Internacional, remitió el Informe Policial N° 20190017461/00113/90/
CR, con el que da cuenta del diligenciamiento de la asistencia judicial librada por este despacho judicial 
para los fines de notificación al señor Marco Antonio Ibárcena Dworzak conforme obra en autos de fojas 
setecientos noventa y nueve a folios ochocientos ocho; sin embargo, el requerido no contestó la demanda de 
extinción de dominio.

1.3. Efectuadas las publicaciones respectivas por el tiempo de Ley en el diario oficial El Peruano y en un 
diario de mayor circulación nacional, tal como se observa de los recortes de los edictos que obran a fojas 
setecientos cincuenta y seis a folios setecientos sesenta y dos; y, al no haberse apersonado el demandado 
Marco Antonio Ibárcena Dworzak al presente proceso, se dispuso mediante resolución No. 15 de fecha 11 
de marzo de 2019 corriente a fojas ochocientos diez, declararlo en rebeldía y en consecuencia ordenar que
el Ministerio de Justicia le nombre un defensor público para que vele por sus derechos, que en este caso se 
trata de la abogada Sandra Salas Macedo, quien aceptó el cargo tal como se observa de su escrito de fojas 
ochocientos catorce, habiendo contestado la demanda conforme a Ley luego de que se le corriera el traslado 
respectivo, tal como se desprende a fojas ochocientos veinte y siguientes; por lo que, absuelto los traslados
respectivos, se tiene que mediante resolución N° 20 de fecha 16 de abril de 2019 obrante a fojas ochocientos 
setenta y dos y siguientes, esta Judicatura en Audiencia Inicial, dispuso admitir los medios probatorios 
presentados por la Fiscalía demandante y señaló fecha para la Audiencia de Actuación de Medios 
Probatorios, la misma que se llevó a cabo con la concurrencia de todas las partes, quienes luego de 
culminada la citada audiencia, presentaron sus alegatos finales, quedando expedito el presente proceso, para 
poder emitirse la resolución correspondiente.

SEGUNDO: Fundamentos de las Partes

MINISTERIO PÚBLICO

2.1. Además de los fundamentos expuestos en la demanda por pérdida de dominio de fojas uno y siguientes; 
luego de culminada la audiencia de actuación de medios probatorios llevada a cabo el 02 de mayo último, 
expuso como alegatos finales, lo siguiente:

2.1.1. Que, los fondos de la cuenta N° 52433 abierta en e l banco Prudential Bache International de 
Luxemburgo a nombre de esta estructura SOUTHLAND SECURITIES INC y cuyo beneficiario económico 
es el señor Marco Antonio Ibárcena Dworzak, son efectos de una actividad ilícita relacionada con delitos 
contra la Administración Pública y el Lavado de Activos.
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2.1.2. Como antecedente se tiene la formación de una red de corrupción en el Estado Peruano, durante el 
gobierno de Alberto Fujimori en la década de 1990 al año 2000, organización criminal que generó pago de 
comisiones ilícitas a altos funcionarios públicos entre ellos a los jefes militares a cambio de beneficiar a 
las empresas proveedores en las grandes licitaciones relacionadas con la adquisición de armamento militar, 
creándose en dicho contexto un fondo de contingencia integrado entre otros rubros, precisamente por esas 
comisiones ilícitas.

2.1.3. Es así, que en el marco de contratación pública, en particular las que convocó la Marina de 
Guerra del Perú para la capacitación del personal militar, la adquisición de armamento de guerra, así como el 
mantenimiento del material de guerra; el señor Ibárcena Amico en su periodo de Comandante General de 
dicha entidad, habría percibido comisiones ilícitas de diversas empresas proveedores del Estado, a través de
transferencias de dinero depositadas a cuentas vinculadas con miembros de su familia, tal es el caso de la 
cuenta Southland Securities cuyo beneficiario final es su hijo Marco Antonio Ibárcena Dworzak.

2.1.4. La fiscalía considera haber acreditado suficientemente, el origen ilícito de los fondos de la cuenta 
Southland Securities en un estándar de balance de probabilidades que se exige en el sistema de extinción de 
dominio, en razón a tres documentos que corresponden a versiones del ex asesor de inteligencia Vladimiro 
Montesinos Torres y de los proveedores del Estado, James Stone y Luis Duthurburu, quienes han referido 
la real existencia de una organización criminal en torno a las grandes licitaciones para la adquisición de 
armamento militar, pertrechos militares y capacitación de personal militar, una organización enquistada en 
las altas esferas del poder público y militar.

2.1.5. Asimismo, ha sido debidamente acreditado en particular con los contratos y requerimientos del 
área usuaria de la Marina de Guerra del Perú, la participación en las licitaciones de empresas como MTU 
Friedrichshaffen GMBH y otras, que terminaron efectuando depósitos en cuentas del grupo Ibárcena y 
específicamente para lo que importa a este proceso en la cuenta Southland Securities.

2.1.6. Se han acreditado efectivas trasferencias dinerarias, efectuadas por proveedores del Estado 
contratantes con la Marina de Guerra del Perú, en la época en que el Señor Antonio Américo Ibárcena Amico 
se desempeñó como Comandante General de dicha área, a la cuenta cuyos fondos se pretenden extinguir y 
cuyo beneficiario económico es el hijo del funcionario antes señalado, ello con los Swift de las transferencias.

2.1.7. Las reglas de la experiencia indican, que las empresas que contratan con el Estado no deben hace 
transferencias de dinero a los funcionarios públicos o a sus parientes como en este caso ha sucedido, no 
existiendo otra explicación de que estos fondos provienen de actividades ilícitas, tanto más si Ibárcena Dworzak, 
en una declaración ante un consulado peruano en Dember en Estados Unidos ha pretendido desvincularse de 
la titularidad de la cuenta Southland, no obstante que hay evidencia de que él es el beneficiario económico.

2.1.8. Está probado que existen procesos penales contra el señor Ibárcena Dworzak por los delitos de 
enriquecimiento ilícito y lavado de activos con acusación fiscal, pero que no han podido concluir por 
tener la condición de reo contumaz y encontrarse con requisitoria internacional residiendo actualmente en la 
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República de Chile; por todas estas razones, el Ministerio Público solicita declarar fundada la demanda de 
extinción de dominio y en consecuencia extinguir el dominio respecto a los fondos de la cuenta N° 52433 
abierta en el banco Prudential Bache International Bank Limited de Luxemburgo por el monto de 1’045.362.46 
dólares más los intereses generados hasta la total ejecución de la sentencia.

PROCURADOR PÚBLICO ANTICORRUPCIÓN – LITISCONSORTE ACTIVO
NECESARIO

2.2. La señora representante de los intereses del Estado debidamente acreditado en autos, luego de culminada 
la audiencia de actuación de medios probatorios llevado a cabo con fecha 02 de mayo último, formuló sus 
alegatos correspondientes, indicando lo siguiente:

2.2.1. Que, en su calidad de litisconsorte activo necesario, solicita que se declare fundada la demanda de 
extinción de dominio de la cuenta bancaria 52433 abierta en el banco Prudential Bache International a 
nombre de Southland Securities, atendiendo a los abundantes medios probatorios admitidos ofrecidos, 
actuados y oralizados.

DEFENSORÍA PÚBLICA

2.3. La Defensa Pública del señor Marco Antonio Ibárcena Dworzak, además de los fundamentos 
expuestos en la contestación de demanda corriente a fojas ochocientos veinte y siguientes; luego de culminada la 
audiencia de actuación de medios probatorios llevada a cabo con fecha 02 de mayo del presente año, formuló 
sus alegatos correspondientes, indicando lo siguiente:

2.3.1. Que, como defensor público del requerido Marco Antonio Ibárcena Dworzak en condición de rebelde, 
solicita en estricta administración de justicia se resuelva con arreglo a ley garantizando los derechos que 
pudieran corresponder al requerido y de ser el caso que se acredite con los medios probatorios idóneos que 
la cuenta bancaria bloqueada es de origen ilícito, caso contrario se debe excluir de la perdida de dominio la 
cuenta a nombre del requerido Antonio Ibárcena Dworzak.

II. PARTE CONSIDERATIVA.
TERCERO: Sobre el Proceso de Extinción de Dominio

3.1. El proceso de Extinción de Dominio, se encuentra regulado por el Decreto Legislativo 1373 publicado 
en el Diario Oficial El Peruano con fecha 04 de agosto de 2018; cuerpo legal de orden procesal que permite 
declarar a favor del Estado, la titularidad de los objetos, instrumentos, efectos o ganancias provenientes de 
las actividades ilícitas estipulados en el artículo 1 del Título Preliminar del citado Decreto Legislativo, y de 
otras con capacidad de generar dinero, bienes, efectos o ganancias de origen ilícito o actividades vinculadas 
a la criminalidad organizada.
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3.2. Esta acción va dirigida contra aquellos bienes que se encuentren relacionados con la actividad 
ilícita, los mismos que muchas veces son puestos bajo apariencia legal a fin de que puedan ser objetos de 
transferencia sin contratiempo alguno; sin embargo, a través de la presente acción, el Ministerio Público – 
representante de la legalidad –, puede solicitar la extinción de dominio en contra de todos aquellos bienes, dinero o 
patrimonio de origen o destinación ilícita, en titularidad de quien se encuentren, ello en razón a que nuestro 
ordenamiento legal no avala o legitima la adquisición de la propiedad que no tenga como fuente un título 
válido y honesto, cuya adquisición no haya sido obtenida dentro de los márgenes que prescribe la 
Constitución o el Código Civil.

3.3. En efecto, el Estado otorga seguridad jurídica a los bienes patrimoniales obtenidos lícitamente 
apartándose de aquellos bienes que han sido adquiridos ilícitamente o en su defecto, los que habiendo tenido 
un origen ilícito, son utilizados en contravía de la Constitución Política, en tanto el derecho de propiedad se 
ejerce en armonía con el bien común y dentro de los límites de ley”2, contrario sensu, cuando ésta se da en 
un contexto fuera de lo que la Ley permite, no podrá ser reclamado ni tendrá amparo legal alguno, por ir en 
contra de lo que el marco constitucional ha establecido como objeto de protección; en ese sentido, pueden, 
válidamente, dejar de pertenecer a quien se reputa propietario del mismo.

3.4. Así pues, tenemos que el señor representante del Ministerio Público, parte legitimada para accionar 
en el presente proceso, fundamentó la procedencia de su demanda señalando como causal el literal a) del 
artículo 4° del Decreto Legislativo N° 1104, la misma que una vez entrada en vigencia del Decreto legislativo 
N° 1373 en la audiencia inicial realizada el dieciséis de abril de los corrientes en vía de adecuación señaló 
que el presupuesto ahora está previsto en el literal a) del artículo 7.1 del cuerpo legal antes mencionado, el 
mismo que indica: “a) Cuando se trate de bienes que constituyan objeto, instrumento, efectos o ganancias 
de la comisión de actividades ilícitas”; y, en el literal f) del artículo 7.1 del mismo cuerpo legal que prevé 
lo siguiente: “f) Cuando se trate de bienes y recursos que han sido afectados dentro de un proceso penal y
que el origen de tales bienes, su utilización o destino ilícito no hayan sido objeto de investigación, o 
habiéndolo sido no se hubiere tomado sobre ellos una decisión definitiva por cualquier causa”.[negrita y 
cursiva nuestro] 

1. Conforme se advierte del Informe Financiero SBS N° 094 de fecha 07 de octubre de 2003 obrante de fojas 
201/208 y la nota de pie de página de la demanda a fojas 170

2 Artículo 70° de la Constitución Política del Perú.
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3.5. Al respecto, esta última causal – cuando se trate de bienes afectados en un proceso 
penal – se encuentra debidamente acreditada, primero con la resolución de fecha 23 de enero del año 2004 
que en copia certificada corre a fojas trescientos diez y siguientes, por la cual el Juzgado Penal de ese 
entonces, exp. número 050-2003 (número de juzgado), declaró aperturada instrucción penal en contra de 
Marco Antonio Ibárcena Dworzak en su calidad de cómplice por el delito de enriquecimiento ilícito, en virtud 
al informe financiero cero noventa y cuatro que indica la existencia de la cuenta número 52433 a nombre de 
Southland Securities Inc, abierta en el Banco International Prudential Bache Limitado de Luxemburgo, cuyo 
beneficiario era Marco Antonio Ibárcena Dworzak, fondos que fueron incautados por la Jueza de 
Instrucción del Tribunal de Luxemburgo, en virtud a la solicitud de asistencia judicial cursada por la Fiscal 
de la Nación del Perú, encontrándose en la actualidad en la Caja de Compensación de la Tesorería del Estado 
de Luxemburgo; fondos que a la fecha, no han sido objeto de pronunciamiento judicial, debido a que el señor 
Marco Antonio Ibárcena Dworzak tiene la calidad de REO AUSENTE, situación que no ha variado hasta 
la actualidad, conforme se desprende del estudio de autos, siendo dicho motivo, una causa por la cual el 
referido proceso penal, cuyos fondos ahora en cuestión forman parte de los hechos, no pueda tener una 
decisión definitiva, pues su condición de ausente impide que jurídicamente pueda ser sentenciado en 
ausencia y así éste no pueda ser pasible de consecuencias accesorias, ello de conformidad con lo 
estipulado por el inciso 12 del artículo 139° de la Constitución Política del Perú: “Son principios y derechos 
de la función jurisdiccional: (…)12. El principio de no ser condenado en ausencia”. 

3.6. Cabe precisar que, si bien no existe sentencia condenatoria en contra del requerido MARCO ANTONIO 
IBÁRCENA DWORZAK, dicha situación no es un impedimento para que el dinero depositado en la cuenta 
bancaria – que se encuentra a su nombre – sea objeto del proceso de extinción de dominio, pues lo que busca 
en sí este proceso, no es imponer una pena ni demostrar la responsabilidad penal de persona alguna; sino,
declarar a favor del Estado, la titularidad de los objetos, instrumentos, efectos o ganancias provenientes 
de actividades ilícitas. Así, a nivel doctrinal, también se sigue esta línea de interpretación, indicándose lo 
siguiente: “La extinción de dominio no se trata de una pena, ella es una institución independiente de la 
comisión de delito alguno y desprovista de carácter punitivo, no está supeditada a la demostración de la 
responsabilidad penal de una persona, pudiendo ejercerse independientemente de un proceso penal y no hay 
lugar al reconocimiento de garantías procesales penales.”3

3 Baudilio Murcia Ramos; Enriquecimiento Ilícito y la Extinción de Dominio; Editorial Ibáñez; Colombia; Año 2012; 
Pág. 138.
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CUARTO: Análisis de la demanda planteada

4.1. Culminada las etapas procesales correspondientes, en la que las partes tienen la facultad de presentar 
las pruebas que estimen pertinentes para la acreditación de su derecho; y, habiéndose llevado a cabo la 
actuación de los medios probatorios allegados, con apego a los principios de igualdad de armas, contradicción, 
inmediación y publicidad; corresponde en este estado del proceso dictar la sentencia respectiva, 
debiéndose tomar en cuenta además el marco jurídico y doctrinario existente respecto del proceso de extinción de 
dominio, cuyo fin, como se ha señalado líneas ut supra, es declarar a favor del Estado, la extinción del 
dominio de los objetos, instrumentos, efectos o ganancias provenientes actividades ilícitas, pues un Estado de 
Derecho como el nuestro, no ampara o da protección al patrimonio o ganancias que provienen de actividades 
no permitidas por Ley.

4.2. Que, siendo esto así, debemos precisar que la demanda planteada por el Ministerio Público, versa sobre 
la declaración de la extinción de los derechos o titularidad patrimonial a favor del Estado, respecto a los 
fondos de la Cuenta Bancaria número 52433, abierta en Banco Prudential Bache International Bank Limited 
de Luxemburgo, a nombre de SOUTHLAND SECURITIES INC, (actualmente se encuentra en la Caja de 
Compensación de la Tesorería del Estado de Luxemburgo desde el 28 de noviembre de 2002) por el monto 
total de USD $ 1’045.362.46 (al 23 de abril de 2003) más los intereses que se generen a la fecha de ejecución 
de la sentencia.

NATURALEZA ILÍCITA DEL DINERO QUE CONTIENE LA CUENTA BANCARIA N°
52433 – PAGO DE COMISIONES

4.3. Que, dentro de la postura adoptada por las partes demandantes, la cuenta bancaria materia del 
presente proceso, resulta ser parte de las “comisiones ilícitas” generadas como consecuencia del proceso de 
adquisición de armamento militar, pertrechos militares y capacitación de personal militar, realizada entre 
las autoridades respectivas del Gobierno Peruano, en el periodo del Comandante General de la Marina de 
Guerra del Perú, Antonio Américo Ibárcena Amico, con diversas empresas proveedoras del Estado, a través 
de transferencias realizadas a cuentas vinculadas con miembros de su familia, en este caso a favor de la 
cuenta n° 52433, cuyo benef iciario final es Marco Antonio Ibárcena Amico.

4.4. Al respecto, partiremos con precisar que de autos se tiene la existencia del proceso penal signado con 
el número 23-2002 (Caso Licitaciones), seguido en contra de James Stone Cohen, proceso penal 11-2001 
seguido en contra de Vladimiro Montesinos Torres, así como el cuaderno de colaboración eficaz de Luis 
Duthurburu Cubas, los cuales prueban la existencia de una organización criminal al interior del gobierno del 
ex presidente Alberto Fujimori Fujimori, dedicada entre otros, a otorgar la buena pro a empresas proveedoras 
de bienes y servicios que contrataban con las entidades estatales de las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales 
a cambio de comisiones ilícitas otorgadas a Vladimiro Montesinos Torres y a los mandos de las instituciones 
militares.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 265

4.5. En efecto, lo antes descrito se encuentra corroborado con la continuación de la instructiva del ex asesor 
de inteligencia de Alberto Fujimori, de fecha veintiuno de julio de dos mil uno obrante en copias certificadas 
a fojas cuatrocientos siete y siguientes, recaída en el proceso de terminación anticipada 11-2001 a la que se 
acogió el citado Vladimiro Montesinos Torres. Dicha declaración resulta ser importante porque aquél reseña 
la forma y circunstancias de la creación del llamado “fondo de contingencia” que tendría como finalidad 
garantizar las reelecciones futuras a Alberto Fujimori Fujimori, basada en “comisiones” proveniente de tres 
rubros, el primero generado de las compras de armamento de guerra por parte de las Fuerzas Armadas, así 
como de la Policía Nacional, el segundo a través de la Caja de Pensiones Militar Policial y el último a través 
de la privaización; además de señalar que dichas comisiones también eran distribuidas a aquellas pesonas 
que participaban en las tratativas y las hacían viables, así se describe lo siguiente respecto a las comisiones 
por la venta de aviones a las Fuerzas Aéreas: “no podría precisar de manera exacta la cantidad recibida 
por el Ministro o personal del Ministerio de Defensa que intervinieron, o los Comandantes Generales que 
igualmente participaron así como de todo el personal de la Fuerza Aérea interviniente y que figuran en 
los contratos y los expedientes técnicos, pero sí he de referir que tiene que haber recibido una cantidad 
considerable de comisión; y, teniendo en cuenta que al instruyente se le dio SEIS MILLONES DE DOLARES, 
puedo estimar que para el General Malca y el personal del Ministerio de Defensa podrían haber dado 
aproximadamente, unos TRES MILLONES DE DOLARES, y para el personal de la Fuerza Aérea, desde 
el Comandante General una suma casi análoga, debiendo tener presente que tanto MOSHE ROTCHILD 
como ENRIQUE BENAVIDES MORALES, como CLAUS CORPANCHO, como ALBERTO VENERO 
GARRIDO, deben haber tenido una ganancia igualmente considerable” continua y explica sobre las 
comisiones: “en papeles aparece efectivamente que se ha pagado el precio que figura en el contrato, 
donde no  consta la recepción de ninguna comisión, sin embargo ese dinero entregado por los bielorrusos 
reconocieron un descuento de un porcentaje que constituía la comisión por esa venta, la misma que cuando 
se iban haciendo los pagos progresivos W Veintiuno iba reteniendo la parte de la comisión hasta lograr el 
monto total convenido y de esta forma, con este dinero hacían la repartición en los montos señalados”, por 
último cabe destacar lo señalado sobre el reparto en general de las comisiones a los estamentos de las Fuerzas 
Armadas del Perú y el Ministerio de Defensa y si él tenía contacto con éstos, dijo: “a nivel de Ministerio de 
Defensa, me refiero al Ministro de Defensa, al secretario General del ministro de Defensa, al Inspector, al de 
la OGA, a la Planificación; y, a nivel del instituto me refiero al alto mando conformado por el Comandante 
General, al Jefe del Estado Mayor, al Inspector, al Director de Economía, al Director de material así como a 
todo y cada uno de los oficiales que en el campo técnico operativo han intervenido en la firma de cualquier 
documento, en cuanto al segundo extremo, el pago lo hacía ROTCHILD no habiendo tenido el instruyente 
contacto con ese fin”.

4.6. Lo anterior, guarda relación con la versión brindada por James Eliot Stone Cohen, en su declaración 
instructiva de fecha 05 de abril de 2004, obrante en copias certificadas de fojas ciento tres y siguientes, 
en la que refiere haber sido integrante del grupo de proveedores que se vieron favorecidos previo pago 
de comisiones ilegales en diversas operaciones de venta de armamento y otro bienes adquiridos por los 
distintos organismos del Estado Peruano; y, si bien niega haber hecho entrega de beneficios económicos a 
los funcionarios que participaban en las tratativas, acepta que el señor Vladimiro Montesinos sí recibía por 
cada licitación otorgada a las empresas ganadoras cuantiosas sumas de dinero como comisión, así podemos 
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describir lo siguiente en la respuesta a la pregunta vigésima:”Mi función era que me reunía con Montesinos 
(…), cuando él nos daba información sobre cierta licitación básicamente se iba a ejecutar a nuestro favor, se 
concertaba con Montesinos para que se lleven a cabo dichas licitaciones, aquí Montesinos debía tener una 
comisión (…). Entiendo que Montesinos cobró comisiones en todas las licitaciones que participamos (…), el
conocimiento que tengo es que desde el año noventa y dos que se hace el primer pago a Montesinos, se hace 
desde cuentas del grupo en Estados Unidos a cuentas de Montesinos en Estados Unidos (…)”.

4.7. Se corrobora además, con la sentencia condenatoria de fecha diez de diciembre de dos mil dos, obrante 
a fojas cuatrocientos veinticinco y siguientes, emitida por el Quinto Juzgado Penal Especial de ese entonces, 
que condenó al Colaborador Eficaz con clave número 018-2001-B, Luis Duthurburu Cubas, como cómplice 
primario de los delitos contra la Administración Pública en la modalidad de Colusión desleal y Peculado; 
Corrupción de Funcionarios en la modalidad de Cohecho Pasivo Propio y Cohecho Pasivo Impropio, Tráfico 
de Influencias, Enriquecimiento Ilícito; así como autor de los delitos contra la Administración de Justicia en 
la modalidad de Encubrimiento Real; contra la Fe Pública en la modalidad de Falsedad Genérica y Contra la 
Tranquilidad Pública en la modalidad de Asociación Ilícita. Esta sentencia sienta las bases del carácter ilícito 
del dinero depositado en la cuenta materia de extinción de dominio, pues a nivel judicial se tuvieron como 
ciertos, los hechos allí imputados, dentro de los cuales estaba el pago de las comisiones ilícitas; así una de 
ellas referidas al expediente 23-2002- Cuarto Juzgado Penal (Caso Venta de Armas a las Fuerzas Armadas 
y Policiales) versaba en lo siguiente: “UNO: Se le atribuye haber pertenecido al grupo de proveedores de 
las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales que se vieron favorecidos previo pago de comisiones ilegales en 
diversas operaciones de venta de armamentos y otros bienes adquiridos por dichos institutos”. Del cual, 
la judicatura de ese entonces evidenció a partir de las declaraciones de otros colaboradores así como del 
colaborador en referencia que “DOS: (…) Vladimiro Montesinos Torres, para efectos de tener dominio en las 
operaciones ilícitas, reunió a los principales proveedores de material bélico, bienes y servicios que abastecían 
al Ministerio de Defensa y del Interior; asociándoles para que participaran en conjunto en estas operaciones; 
encontrándose integrado el primer subgrupo por Luis Alberto Venero Garrido, EL  COLABORADOR, Juan 
Valencia Rosas, Gerald Kruger Dizilio, el primer subgrupo al que se denominó Grupo Venero; un segundo 
grupo denominado Grupo Corpancho integrado por Claus Corpancho Kleinicke, Guillermo Burga Ortiz y 
Fernando Medina Luna; otro tercer grupo representado por Moshe Rothschild Chassin, y un cuatro grupo 
denominado Grupo Benavides integrado por Enrique Benavides Morales, Oscar Benavides Morales y Cesar 
Crousillat López Torres; quienes actuaban paralelamente a otro grupo denominado Los Judíos integrados 
por James Stone Cohen, Ilan Weil Levy, Zwi Sudit Wasserman y Rony Lerner(…). TRES: En la mayoría de 
estos casos el cincuenta o sesenta por ciento de las utilidades era para Montesinos y del cuarenta o cincuenta 
por ciento restante se dividía entre el grupo de los cuatro proveedores, reservándose un porcentaje variable 
(según el caso), para ser entregado a título de comisión a los mandos de las Instituciones Militares para la 
que se efectuaba la adquisición del material bélico.”
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4.8. Que, de las declaraciones descritas precedentemente y de la sentencia referida, así como del análisis 
de los demás medios probatorios se puede inferir válidamente respecto al pago de las comisiones ilegales, 
que como consecuencia de la adquisición de material bélico se llegaron a pagar cuantiosas sumas de dinero 
proveniente de las arcas del Estado, generando un perjuicio para este, en la medida que sobrevaluaban los 
precios, conforme se ha reseñado, lo que constituye una actividad ilícita contra la administración pública y 
que permite la aplicación de la extinción de dominio de los dineros obtenidos a través de la misma, ello de 
conformidad con el artículo I del Título Preliminar del Decreto Legislativo N° 1373.

VINCULACIÓN Y DESTINO FINAL DE LAS COMISIONES ILEGALES

4.9. Ahora bien, dichas comisiones ilegales se encuentran vinculadas al señor Antonio Américo Ibárcena 
Amico, en tanto se corrobora que fue Comandante General de la Marina de Guerra del Perú desde el 02 
de enero de 1996 conforme la Resolución Suprema número setecientos noventa y cinco D, es decir en el 
segundo gobierno del ex presidente Alberto Fujimori, período en el que se materializa el llamado fondo de 
contingencia y acaecen las actividades colusorias para defraudar al Estado Peruano; además, al haber sido 
incriminado por el colaborador eficaz y sentenciado Luis Duthurburu Cubas, de haber recibido una comisión 
de doscientos mil dólares por la venta de misiles Áspide o Alenia, ello conforme a declaración vertida a fojas 
cuatrocientos dos y siguientes así como de la sentencia obrante a fojas veinticinco y siguientes.

4.10. Las comisiones ilegales recibidas por Ibárcena Amico y que fueron depositadas en la cuenta bancaria 
No. 5243 abierta en octubre del año dos mil, en el Banco Prudential Bache Internacional de Luxemburgo 
a través de la empresa afiliada Prudential Bank Dadeland en Florida, Miami, a nombre de Southland 
Securities INC, (cuyos fondos eran manejados por los panameños Plutarco Cohen y Elba Fernández); tuvieron 
como beneficiario final a su hijo Marco Antonio Ibárcena Dworzak, a quien se le depositó la suma de US$ 
1’011,760.84, este capital fue formado a partir de las siguientes transferencias bancarias:

a. US$ 448,785.84 del Banco Bilabo Vizcaya Argentaria S.A. Panamá, por orden de 2k Technologies S.A., 
realizada el 05/10/2000.

b. US$ 323,000.00 del Banco Ocean Bank Miami, Florida-USA, por orden de Detroit Diesel-MTU Perú 
S.A.C. realizada el 13/10/2000

c. US$ 239,975.00 del Banco Deutsche Bank AG, Revensburg, Germany por orden de MTU Friedrichshaffen 
GMBH, conforme se puede advertir del Informe Financiero SBS N°094 obrante en copias certificadas a fojas 
doscie ntos uno y siguientes, realizada el 01/11/2000.

4.11. De lo anterior se evidencia, que los fondos de dicha cuenta se originaron de depósitos efectuados 
por empresas ligadas a las contrataciones con la Marina de Guerra del Perú, como lo es la empresa 2K 
Technologies S.A., que en su oportunidad habilitó a CLAUS CORPANCHO KLEINICKE y otro para la 
apertura y operación de una cuenta corriente ante el Banco Exterior – Argentaria, conforme se 
advierte a fojas trescientos ochenta y nueve; es decir, tenía como administrador de una cuenta abierta en la 



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP268

entidad financiera de donde precisamente se transfirió el dinero al Banco Prudential Bache Internacional de 
Luxemburgo- cuenta materia del presente proceso, al integrante del segundo grupo de proveedores de 
material bélico de las Fuerzas Armadas del Perú que efectivamente ganaba las licitaciones.

4.12. Asimismo, las empresa MTU Friedrichshaffen GMBH como Detroit Diesel MTU Perú S.A.C., 
ésta última que tuvo inicialmente la denominación Repuestos Diesel S.A. conforme es de verse a fojas 
quinientos veintisiete, son empresas que efectivamente contrataron con la Marina de Guerra del Perú, tal 
como se desprende del contrato N° SP- 98-051 y contrato N° SP-98-052, ambas de fecha 15 d e abril de 
1998 que en copia fedateadas obran en fojas quinientos noventa y cuatro a folios seiscientos treinta y seis, 
realizados cada acto jurídico en el marco de la Re motorización de una (01) corbeta misilera por el precio de 
US$ 9´858,400.00 (nueve millones ochocientos cincuenta y ocho mil cuatrocientos dólares americanos con 
00/100); contratación que incluso se efectuó cuando Américo Ibárcena Amico se encontraba al mando de la 
Marina de Guerra del Perú.

4.13. Así, y teniendo en consideración que dicha cuenta no tuvo ningún otro movimiento más que las 
transferencias ilícitas que le dieron origen hasta que fuera afectada y el dinero depositado en la Caja de 
Compensación de la Tesorería del Estado de Luxemburgo4, podemos señalar sin lugar a equívocos que la 
suma dineraria contenida en la cuenta bancaria N° 52433 cuyo beneficiario fi nal es Marco Antonio Ibárcena 
Dworzak, hijo del ex Comandante General de la Marina de Guerra del Perú, resulta ser una comisión ilegal 
que se encuentra vinculada a la actividad ilícita contra la Administración Pública.

TITULARIDAD DE LA CUENTA BANCARIA N° 52433

4.14. Ahora bien, en el presente proceso se tiene que la parte demandante ha cumplido con presentar 
prueba suficiente que acredita que el beneficiario final de la cuenta N° 52433 es el señor Marco Antonio 
Ibárcena Dworzak, contándose para tal efecto con la copia del Formulario de Apertura de la Cuenta obrante a 
fojas trescientos cincuenta y siete, además de que el propio banco luego de una investigación interna lo ha 
identificado como beneficiario de la mentada cuenta, encontrándose válidamente dirigida contra aquel y con 
arreglo a ley.

4.15. Sobre el particular, y estando a la carga dinámica de la prueba que requiere el proceso especial de 
extinción de dominio, el requerido como parte afectada, a pesar de estar debidamente notificado de la 
apertura de este proceso, no ha presentado instrumento que ofrezca prueba directa de actividad comercial que 
permita estimar que dichos fondos provienen de actividad lícita, habiendo sido declarado además rebelde; 
más por el contrario, el Ministerio Público allegó documentación que lo vinculan con actividades contrarias 
al ordenamiento jurídico.

4 Ver Disposición de fecha 28 de marzo de 2003, ordenada por la Juez de Instrucción ante el Tribunal 
Distrital de y en Luxemburgo, Doris Wolts obrante en copias certificadas de fojas 346/347 y traducción 
defojas 342/345; en virtud a la Carta Rogatoria solicitada por el Estado Peruano del 11-12-2002.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 269

4.16. Al respecto, podemos mencionar que a Marco Antonio Ibárcena Dworzak se le apertura instrucción 
–expediente 050-2003, el veintitrés de enero de dos mil cuatro, ante el Tercer Juzgado Penal Especial, 
conforme es de verse a fojas trescientos diez y siguientes, como presunto cómplice del delito Contra la 
Administración Pública – Enriquecimiento Ilícito en agravio del Estado, al haber pretendido ocultar el 
verdadero y real origen del patrimonio de su padre Antonio Américo Ibárcena Amico, en su cuenta bancaria 
N° 52433, en la que se depositó la cantida d dineraria que hoy es objeto de extinción de dominio, sin que 
existiera vínculo comercial o de otra índole, que justificara el ingreso de la cantidad dineraria que hoy es 
objeto de esta sentencia, por el contrario, se advierte que la cuenta fue abierta únicamente con el propósito 
de utilizarla para depositar dineros ilícitos provenientes de la corrupción administrativa.

4.17. Hechos por los cuales se le abrió proceso penal, el treinta de julio del año dos mil nueve- expediente 
071-2009, ante el Primer Juzgado Penal Supraprovincial, Sala Penal Nacional, conforme es de verse a fojas 
doscientos nueve y siguientes, como presunto autor del delito de Lavado de Activos- provenientes de delitos 
contra la Administración Pública en su modalidad de transferir, recibir, ocultar y mantener bienes inmuebles, 
en agravio del Estado Peruano.

4.18. Si bien, estos procesos penales aún se encuentran en trámite, ya que el señor Ibárcena Dworzak tiene 
la condición de ausente, es preciso mencionar que el proceso de extinción de dominio no está condicionado 
a la demostración de responsabilidad penal alguna, pues es de carácter totalmente real, siendo un proceso 
independiente del proceso punitivo, con principios y garantías propios, habida cuenta que sus presupuestos y 
procedimientos son diferentes de aquel y de otras acciones; por ello, a pesar de que el requerido haya negado 
ser titular de dicha cuenta y no tener vinculación con las empresas que depositaron los referidos montos, en 
el marco del proceso penal de enriquecimiento ilícito, ello no es óbice para emitir la sentencia respectiva en 
este proceso especial, en donde se ha establecido, que el dinero depositado en la mencionada cuenta, no tiene 
sustento en una actividad lícita conocida y que por el contrario es el producto de actividades ilícitas.

CONSIDERACIONES FINALES

4.19. Que, conforme a lo señalado en los párrafos precedentes, existen suficientes medios probatorios que 
permiten colegir razonablemente que el dinero depositado en la cuenta materia del presente proceso, es 
dinero vinculado a las “comisiones ilegales” por la adquisición de material bélico generado como 
consecuencia de los contratos entre las Fuerzas Armadas del Perú y Fuerzas Policiales con las empresas 
2k Technologies S.A., Detroit Diesel-MTU Perú S.A.C. y MTU Friedrichshaffen GMBH, teniendo este 
dinero la calidad de efecto conforme lo hemos señalado líneas arriba, al haber nacido producto de la acción 
colusoria; no obstante ello, de las tres transferencias que originaron la cuenta, cabe precisar que por el paso 
del tiempo, ha llegado a generar intereses, siendo que dichos intereses constituyen ganancias de la actividad 
ilícita tal como lo ha planteado el Ministerio Público, por lo que en ese sentido, también serán parte de la 
extinción de dominio, ello de conformidad con el literal a) del artículo 7.1° del Decreto Legislativo 1373, 
cardinal que regula el ámbito de aplicación del proceso de extinción de dominio.
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4.20. Finalmente, es importante mencionar que al provenir el dinero depositado en la cuenta bancaria 
materia de extinción de dominio de actos de corrupción, es del caso mencionar que es preocupación 
de los Estados Parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, la gravedad 
de los problemas y las amenazas que plantea este tipo de delitos para la estabilidad y seguridad de las 
sociedades, al socavar las instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia, comprometiendo el 
desarrollo sostenible y el imperio de la ley; cuyos vínculos no solo se encuentran enquistados en las entidades 
públicas, sino, en entidades privadas, así como por otras formas de delincuencia, en particular la delincuencia 
organizada y la delincuencia económica, incluido el blanqueo de dinero; por lo que convencidos de que el 
enriquecimiento personal ilícito,  como lo es en el presente caso, puede ser particularmente nocivo para 
las instituciones democráticas, las economías nacionales y el ordenamiento legal, resulta totalmente 
válido declarar extinto todo derecho que sobre los bienes de naturaleza criminal recaiga; en ese sentido, 
teniéndose en cuenta que el dinero se encuentra depositado en una entidad bancaria del Gran Ducado de 
Luxemburgo, corresponde acudir a las autoridades pertinentes del citado país a través de la Asistencia Judicial 
Internacional, a fin de que puedan efectivizar la extinción de dominio que sea ordenado por la judicatura, 
en tanto y en cuanto, no se puede avalar que los que participan en una acción criminal se beneficien con sus 
actos, situación que no es aceptada por ningún Estado democrático y el ordenamiento legal internacional.

III. RESOLUCIÓN

Por los fundamentos antes expuestos, el Juzgado Especializado en Extinción de Dominio
con Sede Lima, por la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú y en
aplicación del artículo 1° del Título Preliminar, l os artículos 4°, 7° y 24° del Decreto
Legislativo 1373°,

DECLARA:

PRIMERO.- FUNDADA la demanda de extinción de dominio planteada por la Fiscalía Provincial 
Penal con Competencia en Extinción de Dominio de Callao, Lima, Lima Este, Lima Norte, Lima Sur y 
Ventanilla, respecto de la Cuenta Bancaria número 52433, abierta en el Banco Prudential Bache International 
Bank Limited de Luxemburgo, a nombre de SOUTHLAND SECURITIES INC. (Actualmente se encuentra 
en la Caja de Compensación de la Tesorería del Estado de Luxemburgo desde el 28 de noviembre de 2002), 
cuyo beneficiario es MARCO ANTONIO IBÁRCENA DWORZAK por un monto total de USD 1’045,362.46 
(al día 23 de abril de 2003) más los intereses que se generen a la fecha de ejecución de la presente sentencia.

SEGUNDO.- EXTINGUIR los derechos que sobre la anotada cuenta ostentaba la persona de MARCO 
ANTONIO IBÁRCENA DWORZAK, debiéndose en mérito a la presente resolución, pasar a nombre del 
Estado Peruano los dineros, haberes, saldos más intereses de la citada cuenta, cuyo derecho habiente y 
beneficiario económico final resulta ser el requerido antes mencionado.
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TERCERO.- Consentida o ejecutoriada que sea la presente resolución, TRAMÍTESE la Asistencia Judicial 
Internacional a las autoridades respectivas del Gran Ducado de Luxemburgo con las formalidades de Ley, 
a fin de concretar la repatriación de los dineros, haberes, saldos más intereses de la citada cuenta, cuya             
titularidad queda revertida a nombre y a favor del Estado Peruano.

CUARTO.- Poner en conocimiento de las partes, archivándose donde corresponda una vez consentida o 
ejecutoriada la misma. 
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5.2. Sentencia de Extinción de Dominio - Expediente 00006-2015-0-1826-SP-PE-02

EXPEDIENTE:        00006-2015-0-01826-SP-PE-02
JUEZ:                      TORRES VERA EDUARDO DIEGO
ESPECIALISTA:    ESPINOZACONDOR HAYDEE ISABEL
DEMANDANTE:   PRIMERA FISCALÍA SUPRAPROVINCIAL CORPORATIVA 
                                ESPECIALIZADA EN DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS - 
                                DESPACHO 8

REQUERIDOS:      TANG SIE. LUIS FRANCISCO
                                ZEVALLOS CUENCA, YONEL
                                CACHIQUE RIVERA DE ZEVALLOS, ARMINDA
                                LAM KU DE TANG, ADELA NELLY

LITISCONSORTE: PROCURADURIA PUBLICA ESPECIALIZADA EN DELITOS 
                                DE TRAFICO    ILICITO DE DROGAS

SENTENCIA DE EXTINCIÓN DE DOMINIO

RESOLUCIÓN NÚMERO CUARENTA Y CINCO
Lima, treinta de mayo
del año dos mil diecinueve.-
                                                              VISTOS Y OIDOS: Concluida la trnascripción de la audiencia de 
actuación de medios probatorios, con los respectivos alegatos finales y, puestos los autos para emitir 
sentencias; y, ATENDIENDO a:

PRIMERO: IDENTIFICACIÓN DEL BIEN

1.1. Correspondeemitir falo respecto al bien inmueble que se admitiera a trámite con fecha veintirés de 
noviembre dos mil quince, ubicado en Calle Los Aperos, Manzana P, Lote 4, Urbanización Las Viñas de 
la Molina, distrito de la Molina, provincia y departamento de Lima, Inscriot en las Partida N°11054014 
del Registro de Propiedad Inmueble de Lima, de acuerdo a los antecdentes registrales de la partida antes 
referida se tiene que se encuentra dentro de Lote B Prima (B’sUR) resultante de la subdivisión del fundo 
La Molina Vieja, Distrito de la Molina, Provincia y Departamento de Lima, correspondiente a 160 m2; 
y, que habiéndose cambiado la denominación respecto a la Urbanización1, debe extenderse que el bien 
sublitis es Calle Los Apero, Manzana p, Lote 4, Urbanización La Ensanada, correspondiente a 160 m2 
(ciento sesenta metros cuadrados) de área predial, que se desarrollará sobre el Lote B Prima Sur (B’ SUR) 
resultante de la subdivisón del fundo La MOlina Vieja, Distrito de la Molina Provincia y Departamento de Lima.
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1.2. Que, dicha área predial correspondea la la partida número N° 11054014 de los Registros Públicos 
inscrita a nombre de Juan Francisco Ralfo Novelli y Clara Paine MCLendon de Ralfo, en el asiento 3 de 
fojas 424 del tomo 1358 desde el 11 de noviembre de 1969 y, en atención a la sucesión intestada de Clara 
Paine2; sin embargo, mediante contrato de compra  y venta de fecha veintiseis de febrero de 1992 fue 
transferido a Luis Francisco Tang Sie y Adela Nelly Lam Ku de Tang, por el precio de S/. 7’ 200, 000.00 
(Siete millines Doscientos mil y 00/ 100 soles oro) quienes a su vez mediante Cláusula Adicional De 
Transferencia en el mismo instrumento lo transfieren a favor de la sociedad conyugal conformada por Yonel 
Zevallos Cuenca y Arminda Cachique Rivera por la suma de US$ 12,000.00 (Doce mil dólares americanos).

1.3.Que, el inmueble en mención se encuentra bajo la custodia y posesión de Ministerio del 
Ambiente ello conforme a la Resolución Directorial N° 269-2008-IN-1101 de fecha 06/10/2008 3   así 
como el Informe N°105-2014-MINAM/SG/OGA/LOG/GP de la Oficina General de Administración del 
Ministerio del Ambiente4 y el Acta de Diligencia de Verificación Fiscal de fecha 22 de julio de 2014 5.

SEGUNDO: ANTECEDENTES

2.1. Con fecha dieciocho de febrero de 2015, la Primera Fiscalía Supraprovincial Corporativa 
Especializada en Delito de Lavado de Activos - Despacho B, interpone demanda de Pérdida de 
Dominio 6, ante el Juzgado Penal Transitorio Especializado en Delitos Aduaneros, Tributarios y de Propiedad 
Intelectual Supraprovincial de Lima y Callao (que en ese entonces conocía los procesos de pérdida de 
dominio bajo el Decreto Legislativo N° 1373) por la cual se pretende la declaración de pérdida de dominio 
respecto al bien inmueble Calle Los Aperos, Manza P, Lote 4, Urbanización La Viñas de la Molina, distrito de 
la Molina, provincia y departamento de Lima, inscrito en la Partida N° 11054014 del Registro de Propiedad 
Inmueble de Lima; la misma que, al declararse improcedente fue materia de grado por la Segunda Sala Penal 
de Apelaciones - Cuarta Sala Penal Penal Liquidadora de Lima, resolviendo revocar la resolución de fecha 
once de marzo de 2015 y reformándola dispuso que se admitiera a trámite el proceso de pérdida de dominio 
7, por lo que la fecha veintitrés de noviembre de 2015. se ADMITIÓ a trámite la demanda, disponiéndose 
entre otros, se notifique a Adela Nelly Lam Ku De Tang, Luis Francisco Tang Sie, Yonel Zevallos Cuenca 
y Arminda Cachique Rivera, a fin de que cumplan con absolver la demanda dentro del término de Ley.

1. Asiento B 00034 de la Copa Literal de la partida antes referida, se aprecia que por acuerdo de Consejo 
N°016-99 de la Municipalidad Distrital de la Molina de fecha 15 de abril de 1999, se aprobó el cambio de 
denominación de la Urbanización Las Viñas de la Molina por el de Urbanización La Ensenada, obrante a fojas 699.

2.A fojas  320



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP274

2.2. Efectuada la notificación del auto admisorio y la demanda de pérdida de dominio a los requeridos se 
tiene lo siguiente8: a) Respecto a Luis Francisco Tang Sie y Adela Nelly Lam Ku De Tang, esta última 
representada por su apoderada Erika Patricia Tang Lam, cumplieron con apersonarse al proceso y contestar 
la demanda conforme obra en autos, y en mérito a ello, pues señalaron que al haber transferido el bien al 
señor Yonel y su esposa Arminda ya no tienen ningún interés en el inmueble, se continuó el proceso y las 
audiencias sin su presencia; b) En cuanto a Yonel Zevallos Cuenca si bien designó abogado y señaló 
domicilio proesal, no llegó a contestar la demanda, siendo ello una de las causales por el cual se le declara 
en Rebeldía9 y al no haber asistido a la Audicencia Inicial de fecha siete de mayo de 2019 a pesar de estar 
debidamente notificado, se le designó Defensora Pública a la letrada Maritza Pilares Flores a efectos de no 
recortar sus derechos10; C)Por último, Arminda Cachique Rivera no cumplió con contestar la demanda, motivo 
por el cual en un inicio se le designó curadora procesal11(bajo la normativa del Decreto Legislativo N°1104),
quien llegó a contestar la demanda conforme a ley, empero con fecha once de abril de 2019 la 
mencionada Arminda Cachique se apersonó al proceso designando abogado y señalando domicilio 
procesal12, por lo que, se procedió a dejar sin efecto la designación de la curadorea procesal13, y al no haber 
asistido a la Audiencia Inicial de fecha siete de mayo de 2019 a pesar de estar debidamente notificada, se 
le designó Defensora Pública a la letrada Sandra Salas Macedo a efectos de no recortar sus derechos.14

2.3. Por otro lado, se efectuó las publicaciones vía edicto judicial en el diario oficial 
“El Peruano”15 del auto admisorio a las personas que pudieran resultar directamente afectadas; y, si bien la 
publicación en otro diario de mayor circulación no ha podido efectivizarse debido a la carencia de recursos 
presupuestales de la Corte Superior de Justicia de Lima, el presente proceso ha sido válidamente dirigido a 
las partes requeridas quienes han sido debidamente notificados.

2.4. En consecuencia, y, habiéndose incorporado al proceso en calidad de Litisconsorte Activo Necesario 
a la Procuraduría Pública a cargo de los Asuntos Judiciales del Ministerio del Interior, relativos a Tráfico 
Ilícito de Drogas, Lavado de Activos y Pérdida de Dominio16, se señaló la fecha de audiencia inicial, el día 
siete de mayo de 2019 llevándose a cabo con la concurrencia de la representante del Ministerio Público, la 
Procuraduría Pública y las defensoras públicas de Yonel Zevallos Cuenca y Arminda Cachique Rivera; y, en 
la que se programó fecha para la Audiencia de Actuación de Medios Probatorios, el quince de mayo de 2019, 
la misma que se inició con la concurrencia de las partes procesales antes señaladas17, quienes luego de luego 
de culminada la citada audiencia, presentaron sus alegatos correspondientes, quedando expedito el presente 
proceso, para poder emitirse la resolución correspondiente.

3. A fojas 194.
4. A fojas 196.
5. A fojas 209.
6. A fojas 332 y siguiente.



EXTINCIÓN DE DOMINIO

UETI CPP 275

7. A fojas 468/471.
TERCERO: FUNDAMENTOS DE LAS PARTES PROCESALES
3.1. MINISTERIO PÚBLICO

Del escrito de la demanda de pérdida de dominio obrante a fojas trescientos treinta y dos y los alegatos 
expuestos en la audiencia de actuación de medios probatorios llevada a cabo el quince de mayo del presente 
año, se tiene lo siguiente:

3.1.1. Que, con fecha cuatro de enero de mil novecientos noventa y cinco se formuló el Atestado 
N° 01-01.95-DINANDRO-PNP en razón al operativo en Oxapampa - Cerro de Pasco que tuvo como 
resultado el decomiso de droga, insumos químicos utilizados para procesar droga, una avioneta y demás 
vehículos, estableciéndose que Abelardo Cachique Rivera sería el cabecilla; y, que en el Atestado Ampliatorio 
N° 018-12.95-DINANDRO/PNP/DINFI-EE se estableció que Arminda Cachique Rivera y Yonel Zevallos 
Cuenca estuvieron incursos en el delito de Tráfico Ilícito de Drogas en la modalidad de adquisición, posesión 
y transferencia de bienes muebles, vehículos automotores, empresas y otros en agravio del Estado al haberse 
comprobado que dichas personas formaron parte de la Organización Criminal “Cachique Rivera” que 
estuvo operando desde el año 1979 a 1995, siendo los mencionados encargados de convertir las ganancias 
ilegales procedentes del tráfico ilícito de drogas, siendo así que en 1992 adquirieron el inmueble ubicado en la 
Calle Los Aperos, Manzana P, Lote 4, Urbanización La Viñas de la Molina, distrito de la Molina, provincia y 
departamento de Lima, la cual no fue inscrita en la SUNARP.

3.1.2. Ante ello, se aperturó proceso penal mediante auto ampliatorio de instrucción contra Yonel Zavellos 
Cuenca y Arminda Cachique Rivera, siendo condenados mediante sentencia de fecha cuatro de setiembre y 
treinta de noviembre de mil novecientos noventa y cinco respectivamente, a diez años de pena privativa de 
libertad por el delito de lavado de dinero proveniente del tráfico ilícito de droga; que al ser materia de recurso 
de nulidad, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia de la República con fecha once de noviembre del 
año mil novecientos noventa y seis, reformo las penas a quince años de pena privativa de libertad.

8. A fojas 507, 508, 510 y 773.
9. A fojas 822/824.
10. A fojas 911.
11. A fojas 789.
12. A fojas 876.
13. A fojas 877/878
14. A fojas 911.
15. A fojas 603/605.
16. A fojas 590/591.
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17. Además de haber asistido Luis Francisco Tang Sie conforme es de verse a fojas 934.
3.1.3. Que, en el proceso penal se estableció que los titulares del inmueble ubicado en Calle Los Aperos, 
Manzana P, Lote 4, Urbanización La Viñas de la Molina, distrito de la Molina, provincia y departamento 
de Lima son Yonel Zevallos Cuenca y Arminda Cachique Rivera; sin embargo, no fue posible su decomiso 
debido a la ausencia del tracto sucesivo, pues dicho bien fue objeto de doble transferencia, ya que Juan Francisco 
Raffo Novelli y Clara Peine MC Lendon de Raffo vendieron a favor de Luis Francisco Tang sie y Adela Nelly 
Lam Ku De Tang, y estos a su vez en una segunda cláusula venden a Arminda Cachique Rivera y Yonel Zevallos 
Cuenca por el precio de $12, 000.00 (doce mil dólares americanos), empero la transferencia no fue inscrito en 
la Superintendencia Nacional de los Registros Pública con la intención de evitar su identificación y decomiso.

3.1.4. Lo antes señalado se corrobora con la declaración instructiva de Yonel Zevallos Cuenca y 
Arminda Cachique Rivera, donde sostuvieron ser los propietarios del inmueble materia de la presente 
demanda; en tanto un indicio revelador del origen ilícito del dinero que se utilizó en la adquisición de 
dicho inmueble, es la declaración policial de la propia Arminda Cachique Rivera contenida en el Atestado 
N° 018-12.95-DINANDRO/PNP/DINFI-EE, en la que señaló que se dedicaba a la venta de ropa de damas, 
cosméticos y zapatos, percibiendo un ingreso mensual de aproximadamente S/. 600.00 soles, no siendo 
lógico ni coherente que con ese ingreso económico haya podido adquirir el inmueble sub litis, además que 
posteriormente en su declaración instructiva cambio su versión señalando que el ingreso económico que 
percibía ascendía a $ 300 dólares americanos; sin embargo, en el proceso no puedo justificar dicha afirmación.

3.2. PROCURADORA PÚBLICA ESPECIALIZADA EN DELITOS DE TRÁFICO ILÍCITO DE 
DROGAS Y PÉRDIDA DE DOMINIO - LITISCONSORTE ACTIVO NECESARIO

La señora representante de los intereses del Estado debidamente acreditado en autos, luego de culminada la 
audiencia de actuación de medios probatorios llevado a cabo con fecha quince de mayo último, formuló sus 
alegatos correspondientes, indicando lo siguiente:

3.2.1. Que, solicita se declare fundada la demanda inerpusta por el Ministerio Público respecto al bien 
inmueble ubicado en la Calle Los Aperos, Manzana P, Lote 4, Urbanización Las Viñas de la Molina, del 
distrito de la Molina, el cual fuera incautado en un proceso penal por tráfico de drogas, en atención a que sus 
propietarios Yonel Zevallos Cuenca y Arminda Cachique Rivera fueron sentenciados por el delito de Lavado 
de Activos procedente del tráfico ilícito de drogas, cuya función era precisamente adquirir bienes que no los 
consignaban en su nombre a su nombre ello con la finalidad de ocultar su verdadero origen, tal es el caso del 
bien materia sublitis el cual fue adquirido con dinero ilícito producto de la venta de sustancias ilícitas como 
las drogas que genera tanto daño a la sociedad y al Estado en general.
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3.3. ARMINDA CACHIQUE RIVERA

En cuanto a la defensa de Arminda Cachique Rivera, si bien se apersonó al proceso de extinción de 
dominio luego del plazo para contestar la demanda, se tendrá en cuenta la contestación que hiciera la curadora 
procesal en su oportunidad conforme obra del escrito a fojas ochocientos ocho y, el alegado expuesto por la 
Defensa Pública en la audiencia de actuación de medios probatorios llevada a cabo el quince de mayo del 
presente año, así, se tiene lo siguiente:

3.3.1. La Curadora Procesal sostiene que según lo manifestado en el proceso penal seguida en contra de 
Arminda Cachique Rivera, ella no ha recibido nada de sus hermanos y que se entera que sus hermanos se 
dedican al narcotráfico cuando resultan presos.

3.3.2. Que si bien, el inmueble materia de litis se encuentra incautado en el proceso penal seguida en 
contra de Armidna Cachique Rivera y su esposo Yonel Zevallos Cuenca, éste no ha podido ser materia de 
decomiso debido a la ausencia del tracto sucesivo, ello en razón a la situación jurídico registral de 
dicho inmueble es resultado de una independización realizada antes de la adquisición con dinero ilícito.

3.3.3. Señala que, del testimonio de escritura pública de compraventa, de fecha quince de junio de mil 
novecientos noventa y dos Ana María Raffo Novelli de Peseto en representación de Juan Francisco Raffo 
Novelli y su esposa Clara Paine McLendon de Raffo transfiere a favor de Luis Francisco Tang Sie y Adele Nelly 
Lam Ku de Tang el bien inmueble y dentro del mismo testimonio figura una cláusula adicional, en la que los dos 
últimos mencionados transfieren el inmueble a favor de Yonel Zevallos Cuenca y Arminda Cachique Rivera.

3.3.4. Que, según la declaración instructiva brindada en su oportunidad por Yonel Zevallos Cuenca, esposo 
de Arminda Cachique Rivera, éste no inscribió el bien inmueble ubicado en Calle Los Aperos, Manzana P, 
Urbanización Las Viñas de la Molina, en razón a que el arquitecto cobraba demasiado para realizarlo, pues 
ascendía a la suma de S/. 3, 000.00, , siendo ese, el único motivo por el cual no inscribió en los Registros Públicos.

3.3.5. Que, la Defensora Pública en la audiencia de actuación de medios probatorios 
llevado a cabo con fecha quince de mayo del presente año, solicita emitir decisión final en estricta 
administración de justicia y ponderando el drecho de propiedad en tanto y en cuando este de acuerdo a la ley.

3.4. YONEL ZEVALLOS CUENCA

Luego de culminada la audiencia de actuación de medios probatorios llevado a cabo con fecha quince de 
mayo último, la Defensoría Pública formuló su alegado final:

3.4.1. Solicitando que la sentencia garantice los derechos del requerido Yonel Zevallos Cuenca con los 
medios probatorios idóneos que se demuestra que el inmueble fue adquirido de manera ilícita, caso 
contrario se debe excluir la pérdida de dominio del requerido.
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CUARTO: Sobre el Proceso de Extinción de Dominio

4.1. El proceso de Extinción de Dominio, se encuentra regulado por el Decreto Legislativo N°1373
publicado en el diario oficial “El Peruano” el cuatro de agosto de dos mil dieciocho-, y su reglamento el 
Decreto Supremo N° 0007-2019-JUS- publicado el primero de febrero de dos mil diecinueve-; cuerpos 
legales de orden procesal que permite declarar a favor del Estado Peruano, la titularidad de los bienes
 patriminiales que constituyen objetos, instrumentos, efectos o ganancias provenientes de las actividades 
ilícitas estipulados en el artículo I de Título Preliminar del citado Decreto Legislativo, y de otras con capacidad 
de gnerar dinero, bienes, fectos o ganancias de origen ilícito o actividades vinculadas a la criminalidad 
organizada.

4.2. El artículo III, numeral 3.1. del Título Preliminar del acotado Decreto Legislativo, establece que la 
extinción de dominio es una “consecuencia jurídico patrimonial que traslada a la esfera del Estado la 
titularidad de los bienes que constituyen objeto, instrumento o efecto o ganancia de actividades ilícitas, 
mediante sentencia emitida respetndo del debido proceso, sin indenmización ni contraprestación alguna a 
favor del Estado.

4.3. Este proceso especial constituye una restricción legítima del derecho de propiedad por haber sido 
ejercido contraviniendo el ordenamiento jurídico o por haber sido adquirido transgrediendo los parámetros 
legales, independientemente de quien los tenga en su poder; al respecto el antecedente más cercano a nuestra 
normativa de extinción de dominio, lo encontramos en la legislación colombiana, así la Tribunal superior 
del Distrito Judicial de Bogotá - Sala de decisión Penal deextinción de derecho del Dominio ha indicado que 
“la acción de dominio no está condicionada, para su ejercicio, a la demostración de culpabilidad alguna, y 
puede emprenderse independientemente del proceso punitivo y en esa medida, en ella no caben las garantías 
y principios que lo rodean, habida consideración de que sus presupuestos, la asignación y los procedimientos 
son diferentes de él y de otras acciones”18, he ahí el sustento cuando el Decreto Legislativo N°1373 consagra 
que el proceso de extinción de dominio es autónomo de cualquier proceso de naturaleza jurisdiccional o 
arbitral, es de caracter real y de contenido patrimonial.

18.  https://www.urosario.edu.com/observatorio-de-lavado-de-activos/extincion-de-dominio/sentencias/
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QUINTO: Análisis de la demanda planteada

5.1. El presente análisis se circunscribirá a determinar la configuración de las causales de extinción de 
dominio alegada por el Ministerio Público, si bien en un inicio señaló la causal previsto en el literal b)del 
artículo 4° del Decreto Legislativo N°1104, una vez entrada en vigencia el Decreto legislativo N°1373, en la 
audiencia inicial realizada el siete de mayo de los corrientes en vía de adecuación señaló que el presupuesto 
ahora está previsto en el literal a) del artículo 7.1. del cuarpo legal antes mencionado, el mismo que indica 
“a) Cuando se trate de bienes que constituyan objeto, instrumento, efectos o ganancias  de la comisión de 
actividades ilícitas”; y, en el literal f) del artículo 7.1 del mismo cuerpo legal que prevé lo siguiente: “f) 
Cuando se trate de bienes y recursos que han sido afectados dentro de un proceso penal y que el origen de 
tales bienes, su utilización o destino ilícito no hayan sido objeto de investigación, o habiéndolo sido no se 
hubiere tomado sobre ellos una decisión definitiva por cualquier causa”.

5.2. En el caso concreto, la pretensión de la demanda planteada por el Ministerio Público, consiste en la 
declaración de la extinción de dominio sobre el bien inmueble ubicado en Calle Los Aperos, Manzana P, Lote 
4, Urbanización las Viñas de la Molina del distrito de la Molina, provincia y departamento de Lima, inscrito en 
la Partida N° 11054014 del Registro de Propiedad Inmueble de la Superintendencia Nacional de los Registros 
Públicos, por haber sido adquirido por Yonel Zevallos Cuenca y Arminda Cachique Rivera, con dinero proveniente 
de la actividad ilícita de Tráfico Ilícito de Drogas, a la cual se dedicaba la organiación criminal Cachique Rivera.

5.3. Al respecto, es de destacar que los esposos YONEL ZEVALLOS CUENCA y ARMINDA 
CACHIQUE RIVERA, estuvieron seriamente involucrados en el Lavado de Dinero proveniente del 
Tráfico Ilícito de Drogas, actividad ilícita desarrollado por la organización criminal encabezado por el confeso 
Abelardo Cachique Rivera, del cual eran parte, ello conforme se advierte de la sentencia de fecha cuatro de 
setiembre de mil novecientos noventa y cinco19, y la sentencia de fecha treinta de noviembre de mil 
novecientos y cinco20 expediente 330-91 (número de la Segunda Sala Penal de la Corte Superior de Lima).

5.4. Los antes mencionados, fueron hallados responsables penalmente como autores del delito 
Contra la Salud Pública - Tráfico Ilícito de Drogas - Receptación y Lavado de Dinero en Tráfico de Drogas, 
condenándolos a diez años de pena privativa de la libertad efectiva, por haber adquirido, 
entre otros, el inmueble ubicado en el lote cuatro de la manzana P de la Urbanización La Viñas de la 
Molina por la suma de doce mil americanos, (inmueble que es hoy materia del presente pronunciamiento. 
Sentencias que mediante Recurso de Nulidad N°1047-96-Lima, de fecha once de octubre de mil novecientos 
noventa y seis21, la Corte Suprema de la República del Perú declaró No Haber Nulidad de dichos extremos.

19.  A fojas 147/164
20.  A fojas 165/171
21.  A fojas 172/180
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5.5. En ese sentido, el bien materia de litis es una ganancia del tráfico ilícito de drogas adquirido con 
dinero producto de las actividades ilícitas realizadas por la organización criminal Cachique Rivera, pues la 
Sala de ese entonces ya lo ha determinado, condición que está plenamente consolidad; en consecuencia, en 
cuanto a la primera causal previsto en el literal a) del artículo 7.1 del Decreto Legislativo N°1373, se 
encuentra debidamente acreditadas.

5.6. Sin embargo, hubieron condiciones legales vigentes en el momento de la expedición 
de las sentencias que no permitieron decomisar el bien a pesar de haberse determinado su 
origen ilícito provenientes del tráfico ilícito de drogas, en primer término, se tiene que, en la 
parte resolutiva de la sentencia condenatoria respecto a Yonel Zevallos Cuenca y otros ordenan el 
decomiso sólo de los bienes muebles y enseres de los sentenciados, mas no de los bienes inmuebles.

5.7. En segundo lugar, en la sentencia condenatoria de su esposa Arminda Cachique Rivera si bien ordenaron 
la incautación y la respectiva medida de decomiso de los bienes inmubles de propiedad de la sentenciada, ha 
de mencionarse que el inmueble Calle Los Aperos Mz-p, Lt-04 Urb. Las Viñas de la Molina, distrito de la 
Molina, se encontraba en los Registro Públicos a nombre de terceros (Juan Francisco Raffo Novelli y Clara 
Paine MCLendon de Raffo), que además fueron ajenos al proceso, lo que materialmente impedía el decomiso 
a favor del Estado Peruano en los términos del Decreto Supremo 39-91 JUS que hace mención la sentencia, 
la cual citamos: “Una vez consentida o ejecutoriada la sentencia, si es condenatoria la autoridad judicial 
ordenará, la inscripción de la medida de decomiso recída sobre los bienes mubles e inmuebles del 
senteciado”; por lo que, aún cuando se haya determinado su origen ilícito solo procedía el decomiso de 
bienes inmuebles registrados a nombre  de la sentenciada Arminda Cachique Rivera.

5.8. Ahora bien, a fojas ciento noventa y uno obra el Acta de Incautación del bien inmueble Calle Los Aperos 
Mz-p, Lt-04 Urb. Las Viñas de la Molina, distrito de la Molina22, de fecha decinueve de setiembre de 1995 
cuya ejecución fue autorizada por el Juez del 25° Juzgado Penal de Lima, expediente 138-95 (número de la 
13ava Sala Penal de Lima); lo que guarda relación, con la resolución de fecha veintiocho de junio del año 
1995, mediante el cual se aperturó proceso penal en contra de Yonel Zevallos Cuenca, Arminda Cachique 
Rivera y otros, por la comisión de delito Tráfico Ilícito de Drogas - Facilitaron y Lavado de Dinero, conforme 
es de verse del Auto Ampliatorio de fecha trece de diciembre de 1995 23.

5.9. Por lo que, en este caso también se configura el literal f) del Decreto Legislativo N°1373 en tanto el bien 
inmueble tantas veces referido fue incautado en el proceso penal asignado con el número 138-95 por haberse 
establecido que es de propiedad de los reos en cárcel Arminda Cachique Rivera y Yonel Zevallos Cuenca; 
y, sobre el cual no existe una decisión definitiva pues como es de notarse, dicho bien inmueble continúa 
en administración del Programa Nacional de Bienes Incautados, quienes los asignaron al Ministerio del 
Ambiente conforme es de verse de la Resolución Directorial N°269-2008-IN/1101. 24	

5.10. Que, de lo expuesto queda claro que no está en debate el origen del bien inmueble materia de sub litis, 
pues la Sala de ese entonces determinó que fue una ganancia del delito de Tráfico Ilícito de Drogas, adquirido 
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por Arminda Cachique Rivera y Yonel Zevallos Cuenca con dinero cuyo origen no han podido sustentar en el 
proceso 330-91; y, que el bien inmueble se encuentra actualmente incautado y en posesión de una Entidad del 
Estado Peruano, motivo por el cual no existe impedimento para la procedencia de la extinción de dominio.

5.11. Además, que los titulares registrales del bien Juan Francisco Raffo Novelli y Clara Paine MCLendon 
de Raffo, o la sucesión intestada de Clara Paine Mclendon, no han reclamado la devolución del bien desde 
que se incautó en el año 1995, ya qu aún sigue bajo la administración de PRONABI, así como tampoco han 
cuestionado la sentencia que ordena el decomiso o la condición de ganancia del delito.

5.12. Máxime que, en el presente proceso de extinción de dominio los compradores Luis Francisco Tang 
Sie y doña Adela Nelly Lam Ku de Tang y a la vez transferentes del bien a Arminda Cachique Rivera y 
Yonel Zevallos Cuenca, quienes se han apersonado a este proceso, aquella última mediante repreentante, han 
señalado que no tienen “ningún interés sobre la propiedad materia del presente proceso”, concintiendo seguir 
el proceso pues no tienen ninguna oposición.

5.13. En consecuencia, estando a la normativa vigente que regula la extinción del derecho de dominio sobre 
aquellos bienes de origen ilícito o su utilización para los fines contrarios al ordenamiento jurídico, la cual a 
su vez constituye una herramienta para combatir combatir la criminalidad organizada y el patrimonio mal 
habido, es de proceder en declarar a lugar la demanda interpuesta por la Representante del Ministerio Público 
y transferir el bien inmueble en cuestión a favor del Estado, pues el patrimonio solo se adquiere con dinero 
proveniente de actividad lícita y no como el caso de autos generado del tráfico ilícito de drogas.

22.  A fojas 191/193
23.  A fojas 115/128
24. A fojas 194/vta.

DECISIÓN
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Por los fundamentos antes expuestos, el señor Juez del Juzgado Especializado en Extinción de Dominio con 
Sede en Lima y competencia territorial en los distritos judiciales de Lima, Lima Sur, Cañete e Ica, por la 
autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú y en aplicación del artículo 1° del Título 
Preliminar y los artículos 7° y 24° del Decreto Legislativo 1373, RESUELVE:

PRIMERO: FUNDADA la demanda de p´rdida de dominio formulado por la Primera Fiscalía 
Supraprovincial Corporativa Especializada en Delitos de Lavados de Activos y Pérdida de 
Dominio - Segundo Despacho, sobre el bien inmueble Calle Los Aperos, Manzana P, Lote 4, Urbanización 
La Ensenada, correspondiente a 160 m2 (ciento sesenta metros cuadrados de área predial, que se desarrolla 
sobre el Lote B Prima Sur (B Sur) resultante de la subdivisión del fundo La Molina Vieja, Distrito de la 
Molina, Provincia y Departamento de Lima, inscrita en la partida N°11054014 de la SUNARP.

SEGUNDO: EXTINGUIR los derechos que sobre el bien inmueble antes referidos ostentba las personas de 
Juan Francisco Raffo Novelli, Sucesión Instestada de Clara Paine MC Lendon de Raffo, Adela Nely Lam 
Ku De Tang, Luis Francisco Tang Sie, Yonel Zevallos Cuenca y Arminda Cachique Rivera, debiéndose 
en mérito de la presente sentencia, inscribir como titular del mismoa nombre del Estado Peruano; con las
 facultades que respecto del mismo tendrá el Programa Nacional de Bienes Incautados (PRONABI), conforme a lo 
dispuesto en la cuarta disposición complementaria final del decreto legislativo N° 1373.

TERCERO: ORDENO que Consentida o Ejecutoriada sea la presente resolución, se inscriba en la Partida 
Registral N° 11054014 del Registro o Propiedad Inmueble de la Oficina Registral de Lima de la SUNARP; 
archivándose donde corresponda; notificándose.
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5.3. Casación N° 1408-2017 expedida por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia 
de la República

Minería ilegal, lavado de activos y pérdida de dominio

a. Desde un plano económico, la finalidad de la minería ilegal es generar ganancias por la comercialización 
del mineral extraído. Esto es, la obtención de réditos como consecuencia de la exploración, extracción, 
explotación y comercialización de recursos minerales, contraviniendo el orden legal. Por lo tanto, la 
minería ilegal es una fuente generadora de dinero maculado. Para su sostenibilidad como actividad 
permanente y gran escala, requiere de un gran despliegue logístico, implica dominio y movilidad 
territoriales, necesita mano de obra barata, fuente de agua y energía eléctrica, y, además, capital y un nivel 
de organización que asegure el circuito económico y legal; lo implica, la consolidación de una organización 
y economía ilícitas.

b. Esta actividad, por su magnitud y alta rentabilidad genera ingentes ganancias. En la medida que 
requiere de un gran despliegue de recursos personales, logísticos y económicos, está directamente asociada al 
crimen organizado y a sus redes ilícitas. Esta segunda características por sí misma, le da carácter de 
gravedad; elemento consustancial al delito de lavado de activos, de acuerdo con las convenciones 
internacionales, en especial la Convención de Palermo.

c. La pérdida o extinción de dominio, como institución, fue incorporada en nuestro ordenamiento legal por 
el Decreto Legislativo N° 992. Su finalidad es obtener mecanismos para la lucha contra la delincuencia 
organizada y la generación de desincentivos en la obtención de ganancias ilícitas. La legitimidad 
constitucional de la institución se sustenta en que la propiedad o el dominio obtenido al margen de la ley 
no cae en el ámbito de inviolabilidad de la propiedad, constitucionalmente protegible. No se trata de una 
institución puramente penal, pues su activación no descansa necesariamente en la afectación de las 
ganancias ilícitas (penales) propiamente dichas. En la pérdida de extinción de dominio se ataca el patrimonio 
obtenido ilícitamente y no a la persona que lo obtuvo; por ello, tiene igualmente una naturaleza civil. Ergo, nada 
impide que se pueda incoar el proceso de pérdida de dominio en caso de sentencias absolutorias. En este 
caso, se debe verificar si la incoación del proceso cumple con algunos de los supuestos de procedencia 
previstos en el artículo 4 de la legislación de pérdida de dominio. 
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SENTENCIA DE CASACIÓN

Lima, treinta de mayo de dos mil diecinueve

                                                                           VISTOS: en audiencia pública los recursos de casación 
interpuestos por: a) el señor fiscal superior contra la sentencia de vista del siete de setiembre de 
diecisiete (fojas 267 del cuaderno de apelación), emitida por la Sala Penal de Apelaciones en adición Sala Penal 
Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Puno, en el extremo que resolvió, por unanimidad, 
confirmar la Sentencia de primera instancia, del treinta de enero de dos mil diecisiete (folio 953), que falló 
absolviendo a: 1. Leonardo Callalli Warthon, por la presunta comisión del delito de lavado de activos-actos de 
conversión y transferencia, previsto en el artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1106 en agravio del Estado; 
2. Leonardo Callalli Béjar y María Rodríguez Warton, por la presunta comisión del delito de lavado 
de activos-actos de ocultamiento y tenencia, previsto en el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1106, en 
agravio del Estado, y 3. Nayda Suárez Sánchez e Ysaura Loayza Pacheco, por la presunta comisión del 
delito de lavado de activos-actos de transporte y traslado, previsto en el artículo 3 del Decreto Legislativo 
N° 1106, en agravio del Estado; y b) por la defensa técnica de los encausados Leonardo Callalli Warthon, 
María Rodríguez Warton y Leonardo Callalli Béjar, contra la sentencia acotada en el extremo que dispuso 
la remisión de copias certificadas al Ministerio Público, para que proceda a iniciar el proceso de pérdida de 
dominio. 

Intervino como ponente el juez supremo Figueroa Navarro.  

I. FUNDAMENTE DE HECHO

Primero. Itinerario del proceso en etapa intermedia
1.1. El representante de la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Puno, mediante un 
requerimiento acusatoria (fojas 1) del cuaderno de debates, formuló acusación en contra de Leonardo Callalli 
Warthon por la presunta comisión de delito de lavado de activos, actos de conversión y transferencia, previsto 
en el artículo 1 del Decreto Legislativo N° 1106, en agravio del Estado; contra Leonardo Callalli Warthon y 
María Rodríguez Warton, por la presunta comisión del delito de lavado de activos-actos de ocultamiento y 
tenencia, previsto en el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1106, Loayza Pacheco, por la presunta comisión 
del delito de lavado de activos-actos de transporte y traslado, previsto en el artículo 3 del Decreto Legislativo 
N° 1106, en agravio del Estado. Realizada la audiencia de control de requerimiento de acusación, conforme 
al acta respectiva (foja 46), se emitió auto de enjuiciamiento del quince de septiembre de dos mil catorce 
(foja 50). 
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Segundo. Itinerario del primer juicio oral

2.1. Mediante auto de citación de juicio oral, contenido en la Resolución número 1 (foja 50), del veintiséis 
de septiembre de dos mil catorce, se citó a los encausados a la audiencia de juicio oral. Instalada esta, las 
demás sesiones se realizaron con normalidad. Una vez finalizada, se llevó a cabo la audiencia de lectura de 
sentencia, el veintinueve de enero de dos mil quince, conforme consta en el acta respectiva (foja 309).

2.2. Mediante sentencia de primera instancia, del veintinueve de enero de dos mil quince (foja 312), 
se condenó a Leonardo Callali Warthon como autor del delito de lavado de activos, en la modalidad de 
actos de conversión y transferencia, a diez años y cuatro meses de pena prevativa de libertad; asimismo, se 
condenó a Leonardo Callalli Béjar como autor del delito de lavado de activos en la activos, en la modalidad 
de actos de ocultamiento y tenencia, a diez años y cuatro meses de pena privativa de libertad; del mismo 
modo, se condenó a Nayda Suárez Sánchez e Ysaura Loayza Pacheco como autoras del delito de lavado 
de activos, en la modalidad de transporte y traslado, a ocho años de pena privativa de libertad; se dispuso 
el decomiso definitivo del dinero incautado y la disolución de la empresa “Los Poderosos Minera Aurífera 
E.I.R.L.”; se fijó la suma de S/ 6 000 000.00 (seis millones de soles) por concepto de reparación civil de 
manera solidaria. Finalmente, se absolvió de la acusación fiscal a María Rodríguez Warton, por el delito de 
lavado de activos, en la modalidad de actos de ocultamiento y de tenencia.

2.3. Contra esta decisión, la Procuraduría Pública Especializada en delitos de Lavado de Activos y Proceso 
de Pérdida de Dominio (foja 359) interpuso recurso de apelación contra el extremo que fijaba la reparación 
civil para los condenados y el extremo que absolvía de la acusación fiscal a María Rodríguez Warton. Del 
mismo modo, la defensa de las sentencias Ysaura Loayza Pacheco y Nayda Suárez Sánchez (fojas 379) y la 
de Leonardo Callalli Warthon y Leonardo Callalli Béjar (foja 388) interpusieron recurso de apelación contra 
el extremo condenatorio de la sentencia, concedido mediante Resolución número 18, del diez de febrero de 
dos mil quince (foja 403).

2.4. Culminada la fase de traslado de la impugnación, conforme al auto del dieciséis de abril de dos mil 
quince (foja 204 del cuaderno de apelación), el Superior Tribunal convocó a audiencia de apelación de 
sentencia, la cual se realizó con normalidad, como se aprecia del acta de audiencia de apelación del trece de 
mayo de dos mil quince (foja 216 del cuaderno de apelación). 

2.5. El dieciséis de junio de dos mil quince, se procedió a realizar la audiencia de lectura de sentencia de 
vista, tal como consta en el acta respectiva (foja 231 del cuaderno de apelación), mediante la cual se decidió, 
por unanimidad, declarar nula la sentencia de primera instancia, en el extremo condenatorio y absolutorio. 
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Tercero. Itinerario del segundo juicio oral

3.1. Devueltos los autos al Juzgado Colegiado, mediante resolución del dieciséis de julio del dos mil quince 
(foja 412), se convocó a nuevo juicio oral. Una vez instalado, se llevó a cabo el plenario, con la realización 
de una serie de sesiones; sin embargo se interrumpió debido al cambio de un magistrado y la inconcurrencia 
de otro, por lo que las sesiones realizadas quedaron sin efecto y se convocó a una nueva instalación de juicio 
oral, tal como se aprecia de la resolución del veinticinco de enero de dos mil dieciséis (foja 666).

3.2. Así, instalada la nueva audiencia de juicio oral, las demás sesiones se realizaron con normalidad. Una 
vez culminada, se llevó a cabo la audiencia de lectura de sentencia, el treinta de enero de dos mil diecisiete, 
conforme consta en el acta (foja 950), que absolvió a los acusados, por unanimidad, de los delitos imputados 
en su contra.

3.3. Contra esta sentencia absolutoria, la Procuraduría Pública Especializada en Delitos de Lavado de 
Activos y Procesos de Pérdida de Dominio, así como el fiscal provincial de la primera Fiscalía Provincial
 Penal Corporativa de Puno interpusieron recurso de apelación (fojas 986 y 1048, respectivamente), 
concedido mediante Resolución número 65, del catorce de febrero de dos mil diecisiete (foja 1055).

3.4. Culminada la fase de traslado de la impugnación conforme al auto del siete de junio de dos mil diecisiete 
(foja 184 del cuaderno de apelación) se convocó a audiencia de apelación de sentencia. Cerrados los debates, 
se llegó a emitir sentencia de vista, que resolvió confirmar, por unanimidad, la sentencia absolutoria de 
primera instancia, conforme se aprecia del acta de lectura de sentencia (foja 264 del cuaderno de apelación).

3.5. Notificada la sentencia de vista emitida por el Tribunal Superior, el señor fiscal superior de la Primera 
Fiscalía Superior de la Provincia de San Román interpuso recurso de casación en el extremo absolutorio 
(foja 290 del cuaderno de apelación); asimismo, la defensa de los encausados Leonardo Callalli Warthon, 
María Rodríguez Warton y Leonardo Callalli Béjar interpuso recuro de casación, en el extremo que disponía 
que el Ministerio Público inicie el proceso de pérdida de dominio contra el dinero que fuera materia de 
incautación; tales recursos fueron concedidos mediante auto del dos  de octubre de dos mil diecisiete (foja 
307 del cuaderno de apelación).

Cuarto. Trámite del recurso de casación

4.1. Elevado el expediente a esta Sala Suprema, se corrió traslado a las partes, de acuerdo con el cargo de 
entrega de cédulas de notificación (fojas 46 y siguientes del cuadernillo formado en esta Suprema Sala), y 
se señaló fecha para calificación del recurso de casación, mediante decreto del catorce de febrero de dos mil 
dieciocho. Así, mediante auto de calificación del dieciséis de marzo de dos mil dieciocho (foja 87 del 
cuadernillo formado ante este Supremo Tribunal), se declaró bien concedidos los mencionados recursos de 
casación.
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4.2. Instruidas las partes procesales de la admisión del recurso de casación, conforme al cargo de entrega 
de cédulas de notificación (foja 95 y siguientes del cuadernillo formado en esta sede), mediante decreto del 
quince de abril de dos mil diecinueve, se señaló como fecha ´para la audiencia de casación el quince de mayo 
de dos mil diecinueve. La audiencia de casación se instaló con la presencia del representante del Ministerio 
Público y la defensa de los encausados; una vez culminada, se produjo la deliberación de la causa en sesión 
secreta, en virtud de la cual, tras la votación respectiva, el estado de la causa es el de expedir sentencia, cuya 
lectura en audiencia pública se efectuará con las partes que asistan, de acuerdo con el artículo 431, inciso 4, 
del Código Procesal Penal, el treinta de mayo de dos mil diecinueve.

Quinto. Motivo casacional 

5.1. Conforme se establece en los fundamentos jurídicos séptimo, octavo, noveno y décimo del auto de 
calificación del recurso de casación, y conforme a su parte resolutiva, se declaró bien concedido el 
recurso de casación, para analizar el caso desde las causales previstas en los numerales 3, 4 y 5 del 
artículo 429 del Código Procesal Penal. En efecto, en lo que respecta a la casación interpuesta por el 
Ministerio Público,  el análisis girará en torno a la errónea interpretación e indebida aplicación del artículo 
10 del Decreto Legislativo N° 1106, que se vincula con la configuración del delito fuente de lavado de 
activos, referido a la actividad de minería ilegal; asimismo, se verificará si el Tribunal Superior de apartó 
de la doctrina jurisprudencial establecida por la Corte Suprema de Justicia d la República en los Acuerdos 
Plenarios N° 03-210/CJ-116 y N° 07-2011/CJ-116, que establecen que el delito de lavado de activos es de 
configuración autónoma. 

5.2. En lo atinente a la casación interpuesta por la defensa de los encausados, se analizará si en el 
caso concreto se ha vulnerado la correcta interpretación y aplicación de los artículos 2 y 4 del Decreto 
Legislativo 1104 (Decreto Legislativo que modifica la legislación de pérdida de dominio), vigente al 
momento de emitirse la sentencia de vista, pues se somete el dinero incautado al proceso de pérdida de 
dominio, pese a que fueron absueltos del delito de lavado de activos. Asimismo, se analizará si se ha 
infringido la debida motivación de las resoluciones judiciales, como quedó establecido en el auto que declara 
bien concedidos los recursos de casación.

Sexto. Agravios expresados en los recursos de casación 

6.1. Los fundamentos planteados por el señor fiscal superior, en su recurso de casación están vinculados a las 
causales por las que fue declarado bien concedido su recurso y son los siguientes:

• Se realizó una errónea interpretación de indebida aplicación del artículo 10 del Decreto Legislativo 
N° 1106, en la medida que está acreditado que el origen ilícito es el delito de minería ilegal.

• No se valoró el Acuerdo Plenario N° 03-2010/CJ-116, que precisa que el delito de lavado de activos es 
autónomo. 
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• No se consideró el Acuerdo Plenario N° 07-2011/CJ-116, que señala la imposibilidad de aplicar la figura 
del agotamiento del delito de lavado de activos, dado que todo agotamiento de delito deviene e la comisión 
de un ulterior delito de lavado de activos.

• No se compulsó que las encausadas Nayda Suárez Sánchez e Ysaura Loayza Pacheco trabajaron para el 
imputado Leonardo Callalli Warthon y se pudo presumir el origen ilícito del dinero de la empresa “Los 
Poderosos Minera Aurífera E.I.R.L.”

6.2. Por su parte, los agravios expuestos por la defensa de los encauados Leonardo Callalli Warthon, María 
Rodríguez Warton y Leonardo Callalli Bejar, en su recurso de casación son los siguientes:

• Se vulneró la correcta interpretación y aplicación de los artículos 2 y 4 del Decreto Legislativo N° 1104, 
al someter el dinero incautado al proceso de pérdida de dominio, ya que sostiene que el dinero sería de 
procedencia ilícita.

• Se infringió la debida motivación de resoluciones judiciales, pues no se acreditó el delito de lavado de 
activos ni el de minería ilegal. Por tanto, no corresponde la procedencia de la pérdida de dominio.

Séptimo. Hechos materia de imputación 

De acuerdo con el requerimiento acusatorio (foja 1 del cuaderno del debate), el marco fáctico de imputación 
es el siguiente:

7.1. Actividad criminal previa

a) Incremento inusual del capital de la empresa “Los Poderosos Minera Aurífera E.I.R.L.”, de propiedad 
del encausado Leonardo Callalli Warthon, que de manera constante ha aumentado su patrimonio, teniendo 
inusuales e irregulares movimientos económicos (ingresos y egresos por más de treinta millones de soles) en 
el periodo de mayo de dos mil once a mayo de dos mil doce.

b) La empresa “Los Poderosos Minera Aurífera E.I.R.L.” declaró contablemente que vendió a la empresa 
Universal Metal Trading S.A.C. durante noviembre de dos mil once a marzo de dos mil doce el toral de 1 087 
061.10 (un millón ochenta y siete mil sesenta y uno punto diez) gramos oro; sin embargo, de acuerdo con la 
información obtenida de la Dirección General de Minería del Ministerio de Energía y Minas, los pequeños 
mineros artesanales declararon al Ministerio de Energía y Minas que, durante el citado periodo de tiempo , 
produjeron el total de  269 157.04 (doscientos sesenta y nueve mil ciento cincuenta y siete punto cero cuatro) 
gramos oro, por lo que existe una diferencia de 817 904.06 (ochocientos diecisiete mil novecientos cuatro 
punto cero seis) gramos oro, que pertenecerían a la minería ilegal.
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c) El encausado Leonardo Callalli Warthon y otras personas se encuentran investigados por el delito de 
minería ilegal y lavado de activos vinculados a la minería ilegal en la Carpeta Fiscal N°3606015201-2013-
013-0, instada por la Fiscalía Provincial en materia Ambiental de Madre de Dios, en  atención a la denuncia 
pública contra la empresa International Metal Trading  (IMT) que conjuntamente con otras empresas a fines, 
durante el dos mil once, exportó a Suiza un aproximado de veinticinco toneladas de oro de origen ilícito; uno 
de los principales proveedores fue el grupo de empresas del citado encausado Callalli Warthon.

7.2. Imputaciones concretas 

7.2.1. Se atribuye a Leonardo Callalli Warthon que, el once de diciembre de dos mil doce, entregó a sus 
coacusadas Nayda Suárez Sánchez e Ysaura Loayza Pacheco la suma de S/ 819 825.00 (ochocientos 
diecinueve mil ochocientos veinticinco soles) para que, en representación de su empresa “Los Poderosos 
Minera Aurífera E.I.R.L.”, adquieran maquinaria pesada en el país de  Bolivia. En lo sucesivo, ordenó a sus 
coacusadas el cambio de dinero por dólares, hasta por la suma de USD 321 500.00 (trescientos veintiún mil 
quinientos dólares americanos) y así, realizó actos de transferencia de dinero cuyo origen ilícito conocía, por 
lo que procuró evitar que se identificara su fuete de producción.

7.2.2. Se atribuye a Leonardo Callalli Béjar, el haber otorgado a su coacusado Leonardo Callalli Warthon, 
en calidad de préstamo, la suma de USD 45 000.00 (cuarenta y cinco mil dólares americanos), dinero cuya 
procedencia no ha podido justificar, se encuentra vinculado con las actividades de su padre, Leonardo 
Callalli Warthon, quien ha sido catalogado como fuente productora de activos de procedencia ilícita, por 
realizar actos de utilización, recepción y conservación en su poder, a través del trafico económico de dinero 
cuya procedencia ilícita debió presumir.

7.2.3. Se atribuye a María Rodríguez Warton, el haber otorgado a su coacusada Celia Wharton – cuya 
acción penal se extinguió con su fallecimiento- el préstamo de USD 150 000.00 (ciento cincuenta mil dólares 
americanos), que realizó la citada Celia Wharton a la empresa “Los Poderosos Minera Aurífera E.I.R.L.”, 
representada por el encausado Leonardo Callalli Warthon.

Hasta la fecha, no se acreditó la procedencia lícita ni se justificó debidamente la existencia del dinero que le 
otorgó a la acusada Celia Warthon; de manera que se encuentra vinculada con las actividades de su hermano 
Leonardo Callalli Warthon -catalogadas como fuente productora de activos de procedencia ilícita-, mediante 
actos de ocultamiento y conservación en su poder, a través del tráfico económico del dinero cuya procedencia 
ilícita debió presumir.

7.2.4. Se atribuye a Nayda Suárez Sánchez, el haber transportado por territorio de la República, la suma de 
USD 200 000.00 (doscientos mil dólares americanos), contenidos en dos paquetes cubiertos con plásticos 
transparentes, que contenían cada uno la suma de USD 100 000.00 (cien mil dólares americanos), cuya 
procedencia ilícita debió presumir.
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7.2.5. Se atribuye a Ysaura Loayza Pacheco, el haber transportado por territorio de la  república, la suma de 
USD 121 500.00 (ciento veintún mil quinientos dólares americanos), de los cuale USD 100 000.00 (cien mil 
dólares americanos) estaban en un paquete cubierto con plástico y en billetes sueltos que sumaban USD 21 
500.00 (veintún mil quinientos dólares americanos), cuya procedencia ilícita debió presumir.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

Octavo. La minería ilegal como fuente ilícita en el delito de lavado de activos.

En la década pasada no existía aún un concepto de minería ilegal. La normatividad de la poca aludía a la 
pequeña minería o minería artesanal. Recién en el dos mil diez, mediante el Decreto de Urgencia N° 012-
2010, se declaró de interés nacional el ordenamiento minero en el departamento de Madre de Dios y se utilizó 
por vez primera, el término  “minería aurífera informal o ilegal”. La dación de este Decreto de Urgencia, 
respondió a la necesidad de responder a las graves consecuencias que esta actividad ilícita venia ocasionando 
al ambiente y, en particular, a la calidad de vida natural de las personas que vivían en las áreas de explotación 
minera descontrolada, se determinó que la minería ilegal generaba otros efectos perniciososm como la trata 
de personas, la explotación laboral, el trabajo infantil y la prostitución. En lo económico, al ser una actividad 
ilegal, se evadía el pago de impuestos, lo que afectaba la recaudación fiscal del Estado. 
En suma, la práctica de este tipo de actividad generaba amenazas multidimensionales y ganancias ilícitas, 
que debían ser lavadas para reinsertarse en el circuito económico lícito.

Noveno. La denominación “minería ilegal” es perfilada en el Decreto Legislativo N° 1100 (Decreto 
Legislativo que regula la interdicción de la minería ilegal en toda la República y establece medidas 
complementarias). Con este término se aludía a aquella actividad que se desarrollaba en zonas no aptas 
o prohibidas, como las áreas naturales protegidas – reservas nacionales, parques nacionales o zonas de 
amortiguamiento-. Esta denomnación era diferenciada de la minería informal. Con este término se aludía 
a la actividad minera que, si bien se desarrollaba en zonas aptas para desarrollar esta actividad, no había 
culminado con el procedimiento administrativo de autorización o de formalización. Si comparamos ambas 
definiciones, la diferencia no es muy relevante. En ambas hay un déficit – más o menos acentuado- de 
autorización administrativa, lo que marca la línea diferenciadora entre ambas formas de actividad minera, era 
el lugar en donde se desarrollaba.
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Décimo. Una diferencia más marcada se da con la dación del Decreto Legislativo N° 1102, que tipifica por 
vez primera el delito de minería ilegal, describiendo como tal a la actividad de exploración, extracción, 
explotación u otros actos similares, de recursos similares, de recursos minerales, metálicos y no metálicos 
que se realizaba sin contar con la autorización de la entidad administrativa competente, que cause o pueda 
causar perjuicio, alteración o daño al ambiente o sus componentes, la calidad ambiental o la salud ambiental.
Decimoprimero. Sin embargo, este primer concepto de minería ilegal es insuficiente. La ilegalidad de la 
actividad no solo se evidencia por el lugar en el que se desarrolla, pues es posible considerar como igual 
o más perniciosa, la actividad minera mediante empleo de equipos o maquinarias inidóneas o de insumos 
altamente perjudiciales al ambiente, o cuando se involucran actores con poder o se usa a menores de edad o 
personas vulnerables. 
Por ello, el Decreto Legislativo N°1105 adoptó un criterio más amplio. En dicho instrumento normativo se 
conceptualizó la minería ilegal de la siguiente forma:

“Actividad minera  ejercida por persona, natural o jurídica, o grupo de personas organizadas para ejercer 
dicha actividad, usando equipo y maquinaria que no corresponde a las características de la actividad minera 
que desarrolla (Pequeño Productor Minero o Productor Minero Artesanal) o sin cumplir con las exigencias 
de las normas de carácter administrativo, técnico, social y medioambiental que rigen dichas actividades, o 
que se realiza en zonas en las que esté prohibido su ejercicio”.

Decimosegundo. En este contexto, la práctica de esta actividad ilegal  no solo era fuente generadora de 
delitos como la  trata de personas, prostitución infantil y la evasión tributaria; además, dicha actividad 
causaba un impacto ambiental negativo por la destrucción de los bosques y la grave contaminación por 
mercurio de los ambientes acuáticos y los recursos hidrobiológicos; de ahí que, antes de que se tipificara como 
delito en el Código Penal, esta actividad, de acuerdo a las acciones desplegadas por los agentes para la obtención 
de los minerales, era sancionada como delito de contaminación ambiental1, delito contra los bosques o 
formaciones rocosas2 o delito de alteración del ambiente o paisaje3 –por nombrar algunos-. Pero la minería ilegal,                   
desde la perspectiva ambiental, tiene un impacto negativo directo múltiple. Implica contaminación aérea por 
mercurio, pérdida de biodiversidad, desertificación, degradación estética, contaminación de suelos, erosión, 
deforestación, contaminación de aguas superficiales, contaminación de la napa freática, desequilibrio de los 
sistemas hidrobiológicos. Y como impacto potencial no visible, calentamiento global: los impactos visibles o 
tangibles, lo son para las poblaciones locales, que sufren las consecuencias en términos de pérdida de calidad 
de vida o de salud pública. Pero, dada la naturaleza a veces difusa del impacto, no es percibido directamente. 

1. Artículo 304.- El que, infringiendo leyes, reglamentos o límites máximos permisibles, provoque o realice descargas, emisiones, 
emisiones de gases tóxicos, emisiones de ruido, filtraciones, vertimientos o radiaciones contaminantes en la atmósfera, el suelo, 
el subsuelo, las aguas terrestres, marítimas o subterráneas, que cause o pueda perjuicio, alteración o daño grave al ambiente o 
sus componentes, la calidad ambiental o la salud ambiental, según la calificación reglamentaria de la autoridad ambiental, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro años ni mayor de seis años y con cien a seiscientos días-multa.
Si el agente actuó por culpa, la pena será privativa de libertad no menor de tres años o prestación de servicios comunitarios de 
cuarenta a ochenta jornadas.
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Decimotercero.  La finalidad de la minería ilegal es, desde un plano económico, generar ganancias por la 
comercialización del mineral extraído, generar ganancias por la comercialización del mineral extraído. Esto 
es, la obtención de réditos como consecuencia de la exploración, extracción, explotación y comercialización 
de recursos minerales, contraviniendo el ordenamiento legal. Por tanto, la minería ilegal es una fuente 
generadora de dinero maculado. Ahora bien, para su sostenibilidad como actividad permanente y a gran 
escala, requiere de un gran despliegue logístico, implica dominio y movilidad territoriales, necesita mano de 
obra barata, fuentes de agua y energía eléctrica, y, además, capital y un nivel de organización que asegure el 
circuito económico ilegal; lo que implica, por ende, la consolidación de una organización y economía ilícitas.

Decimocuarto. Ahora bien, ¿Puede la minería ilegal ser fuente ilícita del delito de lavado de activos? 
Actualmente, la minería ilegal, como delito, se encuentra tipificada en el artículo 307-A del Código Penal, 
incorporado a nuestro código punitivo por el Decreto Legislativo N.° 1102, cuya vigencia se dio a partir 
del quince de marzo de dos mil doce. Por tanto, aun cuando la Ley 277654 (Ley penal contra el lavado de 
activos), en su artículo 6, no lo especificaba taxativamente, el delito de minería ilegal puede ser considerado, 
desde su vigencia fuente ilícita, en atención a una interpretación extensiva y teológica del texto “u otros 
similares que generen ganancias ilegales”. 

Decimoquinto. Del mismo modo, las acciones de minería ilegal realizadas hasta antes de su tipificación en 
el Código Penal pueden ser fuente del delito de lavado de activos, siempre que las conductas desplegadas 
para la obtención del mineral, implique la generación de una ganancia ilegal y se encuentren vinculadas a 
uno de los tipos penales contenidos en el Título XIII-Delitos Ambientales del Código Penal. No cabe una 
interpretación restrictiva del artículo 6 de la Ley 27765, en tanto el ejercicio de la minería ilegal, en todo 
su contexto, colisiona con el inciso 22, artículo 2, de la Constitución Política del Estado, que establece 
que el gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida es derecho fundamental de la 
persona.  Igualmente, dentro de la cadena de actividades para completar el ciclo económico de la 
minería ilegal se encuentra mencionadas expresamente, la exploración, extracción y explotación. Pero el 
legislador, desde la versión originada del tipo penal consideró “otra actividad similar”.  De esta manera, por 
interpretación analógica – que no debe ser confundida con la analogía in malam partem -, habilitada en la 
redacción del tipo penal, debe comprenderse la comercialización del producto de las actividades precedentes, 
como etapa inescindible de las conductas previas, pues esta es la que permite directamente la obtención de 
ganancias ilícitas.

2. Artículo 310.- Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres años ni mayor de seis años y con prestación de 
servicios comunitarios de cuarenta a ochenta jornadas el que,  sin contar con permiso, licencia, autorización o concesión otorgada 
por autoridad competente, destruye, quema, daña o tala, en todo o en parte, bosques u otras formaciones boscosas, sean naturales 
o plantaciones.
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Decimosexto. El proceso de pérdida de dominio y su ámbito de aplicación
Como institución, la pérdida o extinción de dominio fue incorporada en nuestro ordenamiento legal, con la 
dación del Decreto Legislativo N°. 992, publicado el veintidós de julio de dos mil siete en el diario oficial 
El Peruano. La expedición de este cuerpo normativo tuvo el objetivo de obtener mecanismos para la lucha 
contra la delincuencia organizada y la generación de desincentivas en la obtención de ganancias ilícitas. La 
legitimidad constitucional de la institución se sustenta en que la propiedad o el dominio obtenido al margen 
de la ley no cae dentro del ámbito de la inviolabilidad de la propiedad, constitucionalmente protegible. No se 
trata de una institución puramente penal, pues su activación no descansa necesariamente en la afectación de 
las ganancias ilícitas (penales) propiamente dichas. Es más, en la extinción de dominio se ataca el patrimonio 
obtenido ilícitamente y no a la persona que lo obtuvo. Por ello, tiene igualmente una naturaleza civil. Este 
decreto legislativo fue modificado por la Ley N°29212, del dieciocho de abril de dos mil ocho; y luego, 
el diecinueve de abril de dos mil doce, fue degradado por la única disposición derogatoria del Decreto 
Legislativo N°. 1104. Actualmente, se encuentra vigente el Decreto Legislativo N°. 1373, cuerpo legal que 
regula el proceso de extinción de dominio y que derogó al Decreto Legislativo N°. 1104.

Decimoséptimo. En este contexto, el proceso de pérdida de dominio es una consecuencia 
jurídico-patrimonial a través de la cual se declara la titularidad de los objetos, instrumentos, efectos y 
ganancias del delito a favor del Estado, por sentencia de autoridad jurisdiccional, mediante un debido proceso5. Su
 ámbito de aplicación recae sobre los objetos, instrumentos, efectos o ganancias de los delitos de tráfico ilícito de 
drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, trata de personas, lavado de activos, delitos aduaneros, defraudación 
tributaria, concusión, peculado, cohecho, tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito, delitos ambientales, 
minería ilegal y otros delitos y acciones que generen efectos o ganancias ilegales en agravio del Estado, de 
conformidad con el artículo 2 del citado decreto legislativo.

Decimoctavo. Naturaleza del proceso de pérdida de dominio

Es un mecanismo procesal especial totalmente independiente del proceso penal, de naturaleza 
jurisdiccional, de carácter real y de contenido patrimonial; procede sobre cualquier derecho real, principal o accesorio, 
independientemente de quién lo tenga en su poder o lo haya adquirido; en razón de que nuestro ordenamiento 
legal no avala o legitima la adquisición de la propiedad  que no tenga como fuente un título válido y honesto, 
cuya adquisición no haya sido obtenida dentro de los márgenes prescritos por la Constitución o el Código 
Civil.

Decimonoveno. Carga de la prueba en el proceso de pérdida de dominio

En este proceso, la acción de la carga de la prueba es mixta. Al Ministerio Público le corresponde la 
prueba de la vinculación de los objetos, instrumentos, efectos o ganancias con el delito o con la organización 
criminal, según sea el caso. A la parte afectada (demandada) se le exige que acredite el origen lícito de los 
bienes, aportando el material probatorio que corresponda, de conformidad con el numeral 9.2 del artículo 9 
del mencionado decreto legislativo.
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Vigésimo. Procedencia del proceso de pérdida de dominio
Ahora bien, la incoación del proceso de pérdida de dominio se puede efectuar aun cuando se haya extinguido 
la acción penal por el delito del cual se derivan los objetos, instrumentos, efectos o ganancias, inclusive en 
contra de los sucesos que estén en poder de estos.

Igualmente, nada impide que se pueda incoar el proceso de pérdida de dominio en caso de sentencias 
absolutorias. En este caso, se debe verificar si la incoación de este proceso cumple con cualquiera de los 
supuestos de procedencia que prescribe el artículo 4 de la legislación de pérdida de dominio.

Vigesimoprimero. Diferencia entre el proceso de pérdida de dominio y el proceso penal

Como se ha señalado, el proceso de pérdida de dominio es totalmente autónomo, se tramita como proceso 
especial constituyendo un proceso distinto e independiente de cualquier otro. Su objeto de acción recae 
sobre bienes, no sobre personas, en virtud del origen ilícito de estos, y guarda relación con determinado hecho 
delictivo. Por tal motivo, las decisiones jurisdiccionales son una consecuencia jurídica patrimonial que, de  
ser estimadas, pueden declarar la titularidad de los objetos, instrumentos, efectos y ganancias del delito, a 
favor del Estado por sentencia respectiva.

3. Artículo 313.- El que, contraviniendo las disposiciones de la autoridad competente, altera el ambiente 
natural o el paisaje urbano rural, o modifica la flora y fauna,mediante la construcción de obras o tala de 
árboles, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de cuatro años y con sesenta a noventa días - multa.
Qué duda cabe de que esta actividad, por su magnitud y su alta rentabilidad, es generadora de ingentes 
ganancias. Y en la medida que implica un gran despliegue de recursos personales, logísticos y económicos está directamente 
asociada al crimen organizado y a sus redes ilícitas. Esta segunda característica es la que, por sí misma, le da el carácter de 
gravedad; elemento consustancial al delito de lavado de activos, conforme a las convenciones internacionales, en particular la 
Convención de Palermo.

4. Este cuerpo legal fue derogado por el Decreto Legislativo N°.1106 (Lucha eficaz contra el lavado de activos y otros delitos 
relacionados a la minería ilegal y crimen orgnaizado), publicado el 19 de abril de 2012 que llegó a establecer taxativamente, en su 
artículo 10, al delito deminería ilegal como fuente generadora de ganancias ilegales.

5. Actualmente, el proceso de extinción de dominio tiene la misma finalidad.
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III. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO

A. Respecto al recurso de casación interpuesto por el señor fiscal superior

Vigesimosegundo. El recurso de casación interpuesto por el señor fiscal superior se declaró bien 
concedida por las causales previstas en los numerales 3 y 5 del artículo 429 del código adjetivo. En este 
contexto, se cuestiona que se diera una errónea interpretación e indebida aplicación del artículo 10 del Decreto 
Legislativo N. °1106, que se vincula con la configuración del delito fuente de lavado de activos, referido a 
la actividad de minería ilegal; al existir apartamiento de la doctrina jurisprudencial establecida por la Corte 
Suprema de Justicia de la República en los Acuerdos Plenarios N.°03-2010/CJ-116 y N°.07-2011/CJ-116, 
que establecen que el delito de lavado de activos es de configuración autónoma.

Vigesimotercero. Así, la Sala Penal Superior, en la sentencia de vista materia de casación, confirmó la 
absolución decretada por el Colegiado de primera instancia, en atención a que, de acuerdo con los postulados 
por el Ministerio Público, el dinero materia de incautación provendría de la compraventa de oro proveniente 
de la minería ilegal, realizada por la empresa “Los Poderosos Minera Aurífera E. I. R. L.”; sin embargo, 
señala que en la fecha en que se adquirió el oro (noviembre de dos mil once a marzo de dos mil doce) el delito 
de minería ilegal no estaba previsto como delito fuente en la Ley 27765, por lo que la actividad de la citada 
empresa, no constituye fuente de delito de lavado de activos.

Vigesimocuarto. Por otro lado, también señala que el Decreto Legislativo N° 1106 (Lucha eficaz contra 
el lavado de activos y otros delitos relacionados a la minería ilegal y crimen organizado), publicado el 
diecinueve de abril de dos mil doce, incorporó, en su artículo 10, al delito de minería ilegal como delito 
fuente. Por tanto, precisa que la actividad de minería ilegal desarrollada con anterioridad a la vigencia de la 
nueva ley no puede ser considerada como delito fuente, debido a que dicho delito recién constituye delito 
fuente a partir de su entrada en vigencia.

Vigesimoquinto. Al respecto, debemos indicar que el delito de lavado de activos es autónomo, tal como 
se interpretó hermenéuticamente en los Acuerdos Plenarios N.° 03 – 2010/CJ-116 y N°07-2011/CJ-116; 
posición ratificada en la Sentencia Plenaria Casatoria N°. 01-2017/CIJ-433, la cual determina que, en cuanto 
a la actividad criminal previa, no es necesario que exista sentencia firme, investigación en trámite ni proceso 
penal abierto; es suficiente la acreditación de la relación del dinero maculado con actividades criminales 
previas, no necesariamente circunstanciadas,  cuya existencia pueda ser establecida.

Vigesimosexto. En este sentido, de acuerdo con el requerimiento acusatorio (foja 01), se imputa al 
encausado Leonardo Callalli Warthon haber entregado a las encausadas Nayda Suárez e Ysaura Loayza 
Pacheco, el once de diciembre de dos mil doce, la suma de S/. 819 825.00 (ochocientos diecinueve mil 
ochocientos veinticinco soles) para que, en representación de su empresa (“Los Poderosos Minera Aurífera 
E.I.R.L.”), dispongan de dicho dinero en la compra de maquinaria pesada en el país de Bolivia, dinero que 
luego fue cambiado a dólares, hasta por la suma de USD 321 500.00 (trescientos veintiún mil quinientos 
dólares americanos), la cual fue materia de incautación. En tal virtud, se aprecia, que en la fecha de estos 
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hechos, se encontraba vigente el Decreto Legislativo N°. 1106 (publicado el diecinueve de abril de dos mil 
doce) que , en su artículo 10, establecía que el origen ilícito que el agente conoce o debe presumir, podía 
devenir del delito de minería ilegal.

Vigesimoséptimo. Este dinero fue vinculado a actividades de minería ilegal, es así que el Ministerio Público, 
en su requerimiento acusatorio, sostuvo que su procedencia ilegal se puede inferir de los siguientes indicios: 
a) incremento inusual del capital de la empresa “Los Poderosos Minera Aurífera E. I . R. L.”, la cual aumentó 
su patrimonio de manera constante y tuvo inusuales e irregulares movimientos  económicos (ingresos y 
egresos por más de treinta millones de soles) en el periodo de mayo de dos mil once a mayo de dos mil doce; 
b) la empresa “Los Poderosos Minera Aurífera E. I .R. L.” declaró contablemente que vendió a la empresa 
Universal Metal Trading S. A. C., entre noviembre de dos mil once y marzo de dos mil doce el total de 1 087 
061.10 (un millón ochenta y siete mil sesenta y uno punto diez) gramos oro; sin embargo, de acuerdo con la 
información obtenida de la Dirección General de Minería del Ministerio de Energía y Minas, los pequeños 
mineros artesanales declararon al Ministerio de Energía y Minas que produjeron, durante el citado periodo 
de tiempo, el total de 269 157.04 (doscientos sesenta y nueve mil ciento cincuenta y siete punto cero cuatro) 
gramos oro, por lo que existe una diferencia de 817 904.06 (ochocientos diecisiete mil novecientos cuatro 
punto cero seis) gramos oro, que pertenecerían a la minería ilegal; y, C) el acusado Leonardo Callalli Warthon 
y otras personas se encuentran investigados por el  delito de minería ilegal y lavado  de activos, vinculado a 
la minería ilegal en la Carpeta Fiscal N°. 3606015201-2013-013-0, INSTADA POR LA Fiscalía Provincial 
en materia Ambiental de Madre de Dios, en atención a la denuncia pública contra la empresa International 
Metal Trading (IMT) que, conjuntamente con otras empresas afines, exportó a Suiza, durante el dos mil once, 
un aproximado de veinticinco toneladas de oro de origen ilícito; uno de los principales proveedores fue el 
grupo de empresas del citado encausado Callali Warthonn.

Vigesimoctavo. Así, en cuanto a los dos primeros indicios, sustentados con el Informe N.° 079-2013-JUS/
CDJE/UAF-O y con el Informe N° 095-2013-JUS/CDJE/UAFP-O respectivamente, se aprecia que, en 
cuanto al movimiento inusual de la empresa “Los Poderosos Minería Aurífera E. I. R. L.”, el periodo de 
tiempo abarca mayo de dos mil once a mayo de dos mil doce; y, en cuanto a la adquisición de oro 
proveniente de la minería ilegal, el periodo de tiempo es de noviembre de dos mil once a marzo de dos mil doce. 
En tal virtud, al tomar en cuenta que el delito de minería ilegal fue incorporado al Código Penal por el Decreto 
Legislativo N.°1102, cuya vigencia se dio a partir del quince de marzo de dos mil doce, se evidencia que 
sí podía considerarse como fuente ilícita del dinero maculado, tanto más si, de acuerdo con el marco de 
imputación, la época en que las encausadas Nayda Suárez Sánchez e Ysaura Loayza Pacheco recibieron y 
transportaron el dinero fue en diciembre de dos mil doce, tiempo en que se encontraba vigente el Decreto 
Legislativo N.° 1106 (Lucha eficaz contra el lavado de activos y otros delitos relacionados a la minería ilegal 
y crimen organizado). Por lo tanto, se ha de casar la sentencia de vista y declarar su nulidad, al evidenciarse 
un defecto en la motivación al momento de confirmar la absolución de los encausados. Cabe precisar que, del 
mismo modo, se ha de aclarar la nulidad de la sentencia de primera instancia, en tanto se ha señalado, como 
sustento de la absolución, que “los hechos materia de acusación datan de fechas anteriores al mes de marzo 
de dos mil doce, fechas en las que aún no existía el tipo penal de minería ilegal”.
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B. Respecto al recurso de casación interpuesto por la defensa técnica de los encausados

Vigesimonoveno.  La casación interpuesta por la defensa técnica de los encausados se declaró bien 
concedida, por las causales previstas en los numerales 3 y 4 del artículo 429 del Código Procesal Penal. Al 
respecto, se sostiene que se ha vulnerado la correcta interpretación y aplicación de los artículos 2 y 4 del 
Decreto Legislativo 1104 (Decreto Legislativo que modifica la legislación de pérdida de dominio), vigente al 
momento de emitirse la sentencia de vista, al someter el dinero incautado al proceso de pérdida de dominio 
pese a que fueron absueltos del delito de lavado de activos; debe precisarse, además, que se ha infringido la 
debida motivación de las resoluciones judiciales.

Trigésimo.  Así, en el caso concreto, de acuerdo con la sentencia emitida en primera instancia (foja 953), 
del treinta de enero de dos mil diecisiete, se dispuso remitir copias para que el Ministerio Público proceda a 
incoar el proceso de pérdida de dominio, sobre el dinero incautado, ascendente a USD  321 500.00 
(trescientos veintiún mil quinientos dólares americanos). Para tal efecto, se sostuvo que existía duda en 
relación a la procedencia de dicho dinero, en tanto fue entregado a las mencionadas “en forma física” de 
manera sospechosa para la compra de maquinaria, cuando existe la posibilidad de que se realice dicha 
compra mediante transferencia bancaria, de ahí que se sostuvo que se pretendía evadir impuestos, motivo 
por el cual, se decidió que se remitan las copias pertinentes  para el inicio del proceso de pérdida de dominio.

Trigésimo primero. Esta decisión fue confirmada por la Sala Penal Superior, conforme se aprecia de la 
sentencia de vista del siete de septiembre de dos mil diecisiete (foja 267 del cuaderno de apelación), 
sosteniéndose, básicamente, que este externo no había sido materia de impugnación, en tanto el recurso de 
apelación interpuesto por la defensa técnica de los encausados fue declarado inadmisible.

Trigésimo segundo. En este contexto, debemos indicar que el numeral 6.1 del artículo 6 del Decreto 
Legislativo 1104 (Decreto Legislativo que modifica la legislación de pérdida de dominio), vigente al 
momento de la decisión, precisa que queda obligado a informar sobre la existencia de bienes 
– de procedencia ilícita -, el fiscal, el juez, el procurador público, el notario público, el registrador 
público, cualquier servidor o funcionario público o cualquier otra persona obligada por ley – especialmente las 
pertenecientes al sistema bancario y financiero – que, en el ejercicio de sus actividades o funciones, tome 
conocimiento de la existencia de objetos, instrumentos, efectos o ganancias  del delito; información que 
deberá ser remitida al Ministerio Público. Es decir, aun cuando el fiscal no lo haya instado, el juez, de oficio, 
puede remitir copias para el inicio del proceso de pérdida de dominio, cuando tome conocimiento de la 
existencia de objetos, instrumentos, efectos o ganancias del delito, como ha sido en el caso concreto.

Trigésimo tercero. La posibilidad de que se pueda iniciar proceso de pérdida de dominio cuando se haya 
absuelto al acusado no impide su realización, en tanto el carácter de este proceso es real, no busca sancionar 
a las personas. Para su procedencia solo han de verificarse los supuestos establecidos en el artículo 4 del 
citado decreto legislativo. Por tanto, se ha de declarar infundada la casación interpuesta por la defensa de los 
encausados.
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Trigésimo cuarto. Corresponde a lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 504 del Código Procesal Penal, 
imponer las costas procesales a la parte recurrente.

DECISIÓN

Por estos fundamentos, los miembros de la Sala Penal Permanente de Corte Suprema de Justicia de la 
República:

I. DECLARARON FUNDADO  el recurso de Casación interpuesto por el señor fiscal superior contra la 
sentencia de vista del siete de septiembre de dos mil diecisiete (foja 267 del cuaderno de apelación), 
emitida por la Sala Penal de Apelaciones en adición Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de 
Puno, en el extremo que resolvió, por unanimidad, confirmar la sentencia de primera instancia, del treinta de 
enero de dos mil diecisiete (folio 953), que falló absolviendo a: 1.Leonardo Callalli Béjar y María Rodríguez 
Warton, por la presunta comisión del delito de lavado de activos-actos de ocultamiento y tenencia, previsto 
en el artículo 2 del Decreto Legislativo N.°1106, en agravio del Estado; y 3. Nayda Suárez Sánchez e Ysaura 
Loayza Pacheco,  por la presunta comisión del delito de lavado de activos-actos de transporte y traslado, 
previsto en el artículo 3 del Decreto Legislativo N.° 1106, en agravio del Estado.

II. CASARON la referida sentencia de vista y ANULARON la sentencia de primera instancia en el extremo 
absolutorio. En tal virtud, reponiendo la causa al estado que corresponde, ORDENARON nuevo juicio oral 
de primera instancia por otro órgano judicial y, en su día, de mediar recurso de apelación, por otro Colegiado 
Superior.

III. DECLARARON INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por la defensa técnica de los 
encausados Leonardo Callali Warthon, María Rodríguez Warton y Lonardo Callalli Béjar,  contra la 
sentencia antes acotada, en el extremo que dispuso la remisión de copias certificadas al Ministerio Público, 
a fin de que proceda a iniciar el proceso de pérdida de dominio.

IV. CONDENARON a la recurrente al pago de las costas por desestimación del recurso de casación.

V. DISPUSIERON que se remitan las actuaciones al Tribunal Superior, para que proceda conforme a la ley, 
y que se publique la presente sentencia Casatoria en la página web del Poder Judicial. Hágase saber a las 
partes procesales apersonadas en esta sede suprema.
S.S.
SAN MARTÍN CASTRO
FIGUEROA NAVARRO
PRINCIPE TRUJILLO
SEQUEIROS VARGAS
CHÁVEZ MELLA
FN/ulc  
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